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ACTA DE LA SESIÓN ORDINARIA DE LA JUNTA DE GOBIERNO

CELEBRADA, EN PRIMERA CONVOCATORIA, 

EL DÍA VEINTITRÉS DE JUNIO DE 2026

En la ciudad de Córdoba, siendo las diez horas y cinco minutos del día veintitrés de junio
de dos mil veintiséis, se reúnen en la Sala de Comisiones de la Excma. Diputación Provincial de
Córdoba los/as Sres/as Diputados/as miembros de su Junta de Gobierno al objeto de celebrar en
primera convocatoria sesión ordinaria previamente convocada al efecto y correspondiente a este
día, bajo la presidencia del Iltmo. Sr. Presidente, D. Salvador Fuentes Lopera, y con la asistencia
de los/as Sres/as Diputados/as: Dª Ana Rosa Ruz Carpio, Dª Sara Alguacil Roldán, D. Antonio
Ramón Martín Romero, Dª. Tatiana Pozo Romero,  Dª. Irene Araceli  Aguilera Galindo, D. Félix
Romero Carrillo y Dª Marta Siles Montes y no asisten ni D. Andrés Lorite Lorite ni D. Miguel Ángel
Torrico Pozuelo.  Asimismo concurre a la sesión D. Alfonso A. Montes Velasco, Interventor de
Fondos, celebrándose la sesión bajo la fe de D. Jesús Cobos Climent.

Abierta la sesión por la Presidencia por concurrir el número de asistentes exigido al efecto
por la normativa de aplicación se pasa a tratar los asuntos incluidos en el orden del día con el
siguiente resultado:

1.-  APROBACIÓN,  SI  PROCEDE, DEL BORRADOR DEL ACTA DE LA SESIÓN ORDINARIA
CELEBRADA EL DÍA 9 DE JUNIO DEL AÑO 2026.- Dada cuenta del borrador del acta epigrafiada,
la Junta de Gobierno, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda prestarle su aprobación.

2.-   APROBACIÓN ACTUALIZACIÓN PLAN ESTRATÉGICO DE SUBVENCIONES 2026  .-En
primer lugar se da cuenta del  expediente epigrafiado en el  que consta informe propuesta del
Secretario  General,  de  fecha  16  de  junio  de  2026,  en  el  que  se  contienen  los  siguientes
antecedentes de hecho y fundamentos de derecho:

“ANTECEDENTES HECHO

PRIMERO.-  La  Junta  de  Gobierno  Local  de  la  Diputación  Provincial  de  Córdoba,  en  sesión
ordinaria celebrada en 11 de marzo de 2025, acordó la aprobación del “PLAN ESTRATÉGICO DE
SUBVENCIONES  DE  LA  DIPUTACIÓN  PROVINCIAL  DE  CÓRDOBA.  ACTUALIZACIÓN
ANUALIDAD 2025”. 

Con fecha de 17 y18 de marzo de 2025, se comunicaron a los diferentes órganos gestores  de
subvenciones y ayudas económicas dicho acuerdo, con el objeto de su revisión para el caso de
que se detectara algún error de transcripción en los datos aportados por los diferentes órganos.
En virtud de dicha comunicación, se presentaron escritos de los algunos  Servicios/Departamentos
para solicitar una serie de modificaciones, surgidas con posterioridad, que se recogieron en el
expediente y se elevaron al órgano correspondiente.

SEGUNDO.- Tras la entrada en vigor del nuevo Presupuesto para el ejercicio de 2026, y por tanto,
teniendo ya disponibilidad presupuestaria desde el  pasado 20 de abril, debe procederse a la
aprobación de la  actualización del  Plan Estratégico de Subvenciones 2024-2027 (en adelante
PES), para la anualidad de 2026, al objeto de que se pueda proponer por parte de los diferentes
órganos gestores de subvenciones y ayudas económicas, el establecimiento de convocatorias,



planes, programas y convenios,  afectando aquellas a las expectativas de todas las Entidades
Locales de la provincia, así como a empresas privadas, familias e instituciones sin ánimo de lucro,
y otras instituciones de la provincia de Córdoba.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.- Régimen jurídico.

• Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (LGS).
• Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la

Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (RLGS).
• Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (LRBRL).
• Ley 19/2013, de 9 de diciembre de Transparencia, Acceso a la Información Pública y

Buen Gobierno.
• Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia de Andalucía.

Segundo.-  El  artículo 3 de la  Ley 40/2015, de 1 de octubre,  de Régimen Jurídico del  Sector
Público fija como uno de los principios que debe respetar en su actuación cualquier Administración
pública el de la: “planificación y dirección por objetivos y control de la gestión y evaluación de los
resultados de las políticas públicas”. 

Del mismo modo, el artículo 8 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones,
establece  que:  “Los  órganos  de  las  Administraciones  públicas  o  cualesquiera  entes  que
propongan el establecimiento de subvenciones, con carácter previo, deberán concretar en un plan
estratégico de subvenciones los objetivos y efectos que se pretenden con su aplicación, el plazo
necesario  para  su  consecución,  los  costes  previsibles  y  sus  fuentes  de  financiación,
supeditándose en todo caso al cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria”. 

Con esta medida, penetran en el área de la actividad administrativa de fomento las técnicas de
planificación estratégica propias del sector privado que han ido incorporándose progresivamente
como herramientas de programación y gestión en el  sector  público.  Con ello se pretende dar
respuesta  a  las exigencias  constitucionales de una gestión  eficiente  y  eficaz de los  recursos
públicos, coherente, por lo tanto, con el resto de herramientas de programación y planificación
presupuestaria o sectorial que se puedan aprobar.

Así,  de  acuerdo  con  el  artículo  103  de  la  Constitución,  “la  Administración  Pública  sirve  con
objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía,
descentralización, desconcentración y coordinación con sometimiento pleno a la ley y al Derecho”,
principios  ligados  a  los  expresados en el  artículo  31.2  de  la  propia  norma constitucional,  en
relación con el gasto público, al que se le exige realizar “una asignación equitativa de los recursos
públicos y su programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía”. 

La regulación de los planes estratégicos de subvenciones se ha desarrollado en los artículos 10 a
15  del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley
38/2003, de 17 de noviembre,  General  de Subvenciones,  estableciendo cuales deben ser los
principios rectores, el ámbito y el contenido de los Planes Estratégicos de Subvenciones.

El Real Decreto 130/2019, de 8 de marzo, por el que se regula la Base de Datos Nacional de
Subvenciones y la publicidad de las subvenciones y demás ayudas públicas, introduce un nuevo
párrafo en el artículo 13 del RLGS en el que señala que los planes estratégicos de subvenciones y
sus actualizaciones deben publicarse en el Sistema Nacional de Publicidad de Subvenciones y
Ayudas Públicas y establece que la Intervención General de la Administración del Estado deberá
dictar las instrucciones oportunas para la puesta en marcha de dicha publicación.



Tercero.- En cuanto al ámbito objetivo de los PES (y, por ende, de sus actualizaciones), tal y como
son  contemplados  en  este  documento,  no  se  restringe  su  ámbito  al  estricto  concepto  de
subvención debido a que, tratándose de un instrumento de carácter programático, el PES debe
contemplar en su estudio todas las figuras que supongan un instrumento de fomento, sea cual sea
su naturaleza jurídica.  Por este motivo,  los planes estratégicos deben contemplar no sólo las
subvenciones, sino las demás entregas dinerarias sin contraprestación, los préstamos, avales y
cuantas otras figuras supongan o puedan suponer pagos a favor de los interesados, efectuados
con cargo a los fondos públicos. 

Desde  un  punto  de  vista  subjetivo  resulta  necesario  contemplar  dentro  del  ámbito  de  la
planificación estratégica a todos los agentes de la Diputación Provincial de Córdoba, a efectos de
integrar  su  actuación  dentro  de  la  política  de  cada  Servicio/Departamento  y  coordinar  sus
actuaciones. 

Cuarto.-  La naturaleza del PES, (y la de sus actualizaciones anuales), es la de instrumento de
gestión de carácter  programático que carece de rango normativo.  Por tanto,  su virtualidad se
despliega en el ámbito interno de la Diputación Provincial de Córdoba sin incidencia directa en la
esfera de los particulares, no creando, de este modo, derechos ni obligaciones para estos.

Su  efectividad  quedará  condicionada  a  la  puesta  en  práctica  de  las  diferentes  líneas  de
subvención,  atendiendo,  entre  otros  condicionantes,  a las disponibilidades  presupuestarias de
cada ejercicio. Su aprobación no supone, en consecuencia, la generación de derecho alguno en
favor de las potenciales entidades y/o personas beneficiarias. El PES se presenta como una guía
que, dentro del marco normativo preestablecido, marca la pauta a seguir en la línea de fomento de
actividades de interés general. 

Delimitado su carácter programático, y como elemento esencial de cierre de este proceso, la Ley
establece un sistema de seguimiento a través del control  y evaluación de objetivos, que debe
permitir  que  aquellas  líneas  de  subvenciones  que  no  alcancen  el  nivel  de  consecución  de
objetivos  deseado  o  que  resulte  inadecuado  al  nivel  de  recursos  invertidos  puedan  ser
modificadas o sustituidas por otras más eficaces y eficientes, o, en su caso, eliminadas.

Dado, por tanto, el carácter de previsión del Plan, pueden producirse cambios, que en cualquier
caso  deberán  ajustarse  a  la  ley,  a  la  realidad  social  existente  en  cada  momento  y
fundamentalmente a los presupuestos del correspondiente ejercicio. El establecimiento efectivo de
las  subvenciones  previstas  en  este  PES  requerirá  la  inclusión  de  las  consignaciones
correspondientes  en  los  presupuestos  provinciales  de  cada  año  y  quedará  supeditada  al
cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria.

Quinto.- En atención a lo dispuesto en el artículo 14.1 del Reglamento de la LGS, el PES será
actualizado anualmente,  con la  información relevante disponible.  La actualización se realizará
antes del 30 de abril de los indicados ejercicios, teniendo en cuenta particularmente lo previsto en
el correspondiente Presupuesto de la Diputación para cada ejercicio.

La presente actualización para el  ejercicio 2026 incorpora los datos que se desprenden de la
información presupuestaria del citado ejercicio, así como las fichas correspondientes a nuevas
líneas de subvención o aquellas que contienen actualizaciones relevantes respecto a la anualidad
anterior. 
 
Sexto.- El artículo 8 de la LGS establece la obligatoriedad de la aprobación de un Plan Estratégico
de Subvenciones  pero no establece cuál  debe ser  el  órgano competente para ello,  ni  aporta
indicación alguna respecto de las actualizaciones y posterior evaluación. Por su parte, la LRBRL
no menciona al citado instrumento a la hora de distribuir las competencias entre los diferentes
órganos.

Al  tratarse  de  un  documento  que  no  es  un  instrumento  de  gestión  de  económica,  sino  de
planificación y que del mismo no surgen obligaciones ni compromisos en favor de terceros, sino



que  sólo  se  establecen  líneas  a  seguir  por  la  Diputación  Provincial,  sin  que  tenga  carácter
vinculante, parece acertada la atribución al Presidente de la misma en base al artículo 34.1 o) de
la LRBRL, ya que, ciertamente, la LGS impone a las entidades locales la aprobación de un PES
pero  no  atribuye  la  competencia  expresa  a  ningún  órgano,  situación  que  se  subsume en  el
supuesto de hecho contemplado en el citado artículo 34.1 o) LRBRL.

Ahora bien, en virtud del Decreto de fecha de 11 de julio de 2023, con número de Resolución 
LOPD, el Presidente de la Diputación Provincial de Córdoba delega en la Junta de Gobierno Local, 

entre otras, la siguiente:

“9.  Ejercicio de aquellas otras atribuciones que la  Legislación del  Estado o de las
Comunidades  asigne  a  la  Diputación  y  no  estén  expresamente  atribuidas  a  otros
Órganos”.

Por tanto, será competente para la aprobación del Plan Estratégico de Subvenciones, así como de
las sucesivas actualizaciones y evaluaciones, la Junta de Gobierno Local de la Corporación.”

De acuerdo con lo que se propone en el informe transcrito, la Junta de Gobierno, haciendo
uso de la competencia que le ha sido delegada por la Presidencia mediante acuerdo adoptado en
sesión celebrada el día 12 de julio de 2023, en votación ordinaria y por unanimidad acuerda:

PRIMERO.- Aprobar la actualización del Plan Estratégico de Subvenciones de la Diputación 
Provincial de Córdoba (2024-2027), ejercicio 2026, que se encuentra en su correspondiente 
expediente GEX LOPD, quedando anexado a este acuerdo.

SEGUNDO.- El texto completo de la actualización del Plan Estratégico de Subvenciones de la
Diputación Provincial de Córdoba (2024-2027), ejercicio 2026, será notificado a los Servicios y
Departamentos  convocantes  de  subvenciones,  ayudas,  planes  y  programas,  y  al  Servicio  de
Intervención. 

TERCERO.- La actualización del Plan Estratégico de Subvenciones de la Diputación Provincial de
Córdoba  (2024-2027),  ejercicio  2026,  se  publicará  en  la  página web de la  Diputación;  en  el
Sistema Nacional de Publicidad de Subvenciones y Ayudas Públicas, de acuerdo con el art.13 del
RLGS en la redacción dada por la disposición final primera del Real Decreto 130/2019, de 8 de
marzo,  por  el  que se  regula  la  Base de datos  Nacional  de  Subvenciones  y  la  publicidad de
subvenciones y demás ayudas públicas; y un extracto del mismo será publicado en el Boletín
Oficial de la Provincia, siéndole de aplicación asimismo, cualesquier otra disposición en materia de
información y transparencia prevista en cada momento en el ordenamiento jurídico.

3.- RENUNCIA DEL ADJUDICATARIO AL CONTRATO DE “EDIFICIO DE USOS MÚLTIPLES, 2ª
FASE”. MORILES (CÓRDOBA) Y DECLARACIÓN DE DESIERTA DE LA CONTRATACIÓN .- Al
pasar a   tratarse el  expediente epigrafiado se  da cuenta de informe-propuesta  obrante  en el
mismo firmado por la Secretaria Interventora adscrita al Servicio de Contratación, por el Jefe de
dicho Servicio de fecha 3 de junio de 2026, y debidamente conformado por el Secretario de la
Diputación,  que  presenta  entre  otros  los  siguientes  antecedentes  de  hecho  y  consiguientes
fundamentos de derecho:

“ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.-  El  16  de  junio  de  2025,  el  Presidente  de  Diputación  mediante  Decreto  LOPD,

avocando puntualmente su competencia delegada en la Junta de Gobierno,  aprobó el expediente

para  la  contratación de  las  obras  de “Edificio  de  Usos Múltiples,  2ª  fase”,  Moriles  (Córdoba),

mediante procedimiento abierto, tramitación ordinaria y varios criterios de adjudicación, así como

el  gasto  plurianual  del  mismo,  mediante  tramitación  ordinaria,  que  ascendía  a  la  cantidad  de



640.000,00 €, con un valor estimado de 528.925,62 € y un IVA del 21%, por importe de 111.074,38

€.

En el expediente de contratación, se estableció como clasificación obligatoria para el contratista, al
ser  el  valor  estimado  del  contrato  superior  a  500.000,00  €,  la  correspondiente  al  grupo  C
(Edificaciones) y subgrupo 6 (Pavimentos, solados y alicatados), todo ello de conformidad con el
artículo 79.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP en
adelante) y artículos 26 y 36 del RGCAP. Como categoría del contrato, se estableció la 2 (cuantía
superior a 150.000,00 € e inferior o igual a 360.000,00 €). Esta clasificación se incluyó de esta
forma en el apartado H, del Anexo 1, del PCAP.

El gasto del contrato se aprobó e imputó de la siguiente manera:

* 384.000,00 €, al Presupuesto General de la Diputación de 2025 (proyecto de inversión número 
LOPD) y a la aplicación presupuestaria LOPD “PPOS 2024-2025 Edific. Municipales”, 

correspondiendo 143.056,00 €, a la aportación económica de la Diputación de Córdoba, de fondos 

propios y 240.944,00 €, a la aportación económica del Ayuntamiento de Moriles.
* 256.000,00 €, al Presupuesto General de la Diputación de 2026 y a la aplicación presupuestaria
LOPD “Plan Provincial Obras y Servicios” (o la que finalmente se determinase), correspondiendo
íntegramente a aportación provincial  y respecto al cual,  se adoptó el oportuno compromiso de
consignación.

En el expediente constaban los siguientes documentos contables provinciales:

- Documento RC de la Diputación Provincial, con cargo a su Presupuesto General para el 2025, 
por importe de 384.000,00 €, correspondiente al gasto total para este ejercicio económico, con 
cargo a la aplicación presupuestaria LOPD “PPOS 2024-2025 Edific. Municipales”, contabilizado 

el 15 de abril de 2025, con número de operación LOPD.
- Documento RC de ejercicio futuro formalizado por la Diputación Provincial, con cargo a su 
Presupuesto General para el 2026, por importe de 256.000,00,00 €, correspondiente al gasto total 
para dicho ejercicio económico, con cargo a la aplicación presupuestaria LOPD “Plan Provincial 

Obras y Servicios”, contabilizado el 15 de abril de 2025, con número de operación LOPD.
- Documento A de la Diputación, por importe de 384.000,00 €, contabilizado el 17 de junio de 
2025, con número de operación LOPD, con cargo a su Presupuesto de 2025.
- Documento A de la Diputación, por importe de 256.000,00,00 €, contabilizado el 17 de junio de 
2025, con número de operación LOPD, con cargo a su Presupuesto de 2026.

Por su parte, el Ayuntamiento de Moriles, habría remitido documento RC por importe de 
240.944,00 €, correspondiente a la totalidad de su aportación económica al proyecto, con cargo a 
la aplicación presupuestaria LOPD “Transferencias a otras Entidades. A Diputaciones”. El RC 

estaría contabilizado el 10 de abril de 2025, con número de operación LOPD. 

Mediante el Decreto mencionado con anterioridad, fue aprobado igualmente y de forma provisional
el  proyecto  técnico  del  expediente,  que  tras  su  exposición  pública,  quedó  aprobado
definitivamente  por  ausencia  de  alegaciones  contra  dicha  aprobación,  como  acreditaría  el
certificado expedido por la Secretaría General de la Diputación de fecha 12 de agosto de 2025.

Por su parte, el equipo técnico de redacción y dirección de obra, fue designado mediante Decreto 
del Vicepresidente 1º y Diputado Delegado de Infraestructuras, Sostenibilidad y Agricultura 
número LOPD, de 20 de junio, recayendo dicha designación en los siguientes técnicos del Servicio 

de Arquitectura y Urbanismo de la Diputación Provincial: 

• Arquitecto proyectista y director de obra: LOPD
• Arquitecta Técnica,  directora de obra,  redactora del  Estudio Básico de Seguridad y Salud y
coordinadora en obra: LOPD
• Ingeniero Técnico, proyectista de instalaciones y director de obra de instalaciones: LOPD



SEGUNDO.- El 23 de junio de 2025, se publicaron en la Plataforma de Contratación del Sector
Público (en adelante PLACSP) los anuncios de licitación y de Pliegos relativos al contrato de
referencia,  estableciéndose  un  plazo  de  presentación  de  ofertas  de  26  días  naturales  que
terminaría el 21 de julio de 2025.

TERCERO.-  Como resultó  del  Informe de apertura  de la  licitación  generado por  la  PLACSP,
finalizado aquél plazo, ningún licitador habría presentado oferta. Así, en el Acta de la Mesa de
Contratación de la Diputación Provincial correspondiente a la sesión celebrada el 24 de julio de
2025, se hizo constar lo siguiente: 
“.../…  
Ha quedado acreditado mediante el uso de la herramienta informática que ningún empresario ha
presentado oferta, durante el plazo legalmente dispuesto para ello.
A la vista de los antecedentes expuestos, constituida válidamente la mesa de contratación en el
día y hora señalados, se adoptan los siguientes acuerdos por unanimidad de sus miembros:
1º)  Declarar  desierta  la  licitación  de  “EDIFICIO USOS MÚLTIPLES 2ª  FASE (Moriles)  PPOS
2024_2027, expediente número 376/2025, al no haberse presentado ninguna oferta por parte de
los licitadores.
2º) Requerir al Servicio de Arquitectura y Urbanismo la emisión de informe justificativo del motivo
por el que no se habían presentado ofertas por los licitadores, si tenían conocimiento de ello
.../...”.

CUARTO.-  Previo  requerimiento  por  el  Servicio  de  Contratación  al  Servicio  de  Arquitectura  y
Urbanismo, el 26 de septiembre de 2025, se emite por los redactores del proyecto, Informe en
relación al proyecto, indicándose lo siguiente:

“  .../… una vez analizados los precios de proyecto y consultadas varias empresas, se concluye
que  los  mismos  se  acomodan  a  los  del  mercado  actual  y,  por  lo  tanto,  no  se  requiere  la
redefinición del objeto del contrato.../...”

QUINTO.-  Valorada  la  situación,  por  el  Servicio  de  Contratación  se  propuso  al  órgano  de
contratación realizar nueva licitación bajo el número LOPD , en las mismas condiciones que la
anterior,  si  bien  haciendo  uso  de  la  potestad  prevista  en  el  artículo  77,4  de  la  LCSP,  que
posibilitaba  que  cuando “.../... no  haya  concurrido  ninguna  empresa  clasificada  en  un
procedimiento de adjudicación de un contrato para el que se requiera clasificación, el órgano de
contratación podrá excluir la necesidad de cumplir este requisito en el siguiente procedimiento que
se  convoque  para  la  adjudicación  del  mismo  contrato,  siempre  y  cuando  no  se  alteren  sus
condiciones, precisando en el pliego de cláusulas y en el anuncio, en su caso, los medios de
acreditación de la solvencia que deban ser utilizados de entre los especificados en los artículos 87
y 88”.

Así mismo, se propuso al órgano de contratación la conservación de todos los actos y actuaciones
del procedimiento precedente que resultasen aplicables al nuevo procedimiento que se tramitara,
en aras a la economía procedimental y eficacia administrativa (articulo 3.1 ap. h) e i) de la Ley
40/2015,  de  1  de  octubre),  y  ello sin  perjuicio  de  declarar  previamente  desierta  la  licitación
tramitada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 150.3 de la LCSP.

SEXTO.- El 23 de octubre de 2025,  el Presidente de Diputación mediante Decreto 2025/9894,
avocando puntualmente su competencia delegada en la Junta de Gobierno, adoptó los siguientes
acuerdos:

“.../...
Primero.- Declarar desierta la licitación para la contratación de las obras de “Edificio de Usos 
Múltiples, 2ª fase”, Moriles (Córdoba), seguida bajo el procedimiento LOPD, habida cuenta de que 

no se han presentado ofertas en la misma y publicar el correspondiente anuncio de declaración de 

desierto en el Perfil del Contratante alojado en la PLACSP, en aplicación del artículo 63,3 in fine de

la LCSP y en el Portal de Transparencia de la Diputación de Córdoba, en cumplimiento del art. 15 

a) de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia de Andalucía. 



Segundo.- Conservar en aras a la economía procedimental y eficacia administrativa (articulo 3.1.
apartados h) e i), de la Ley 40/2015, de 1 de octubre), los actos y actuaciones producidos en aquel
procedimiento de contratación previo, en todo lo que resultase aplicable al nuevo procedimiento
BIS y en concreto los siguientes: 

- El Informe jurídico emitido por esta Secretaria-Interventora de fecha 2 de junio de 2025, con
carácter previo a la aprobación del expediente de contratación.
- El proyecto técnico y su tramitación, que habría quedado aprobado definitivamente tal y como se
ha indicado en los antecedentes de este Informe.
- La aprobación del gasto y sus imputaciones al Presupuesto de la Diputación para el 2025 y para
el  2026,  manteniendo  la  vigencia  de  los  correspondientes  documentos  contables  RC  y  A
formalizados y contabilizados.

Tercero.- Aprobar el expediente para la contratación de las obras referidas, mediante 
procedimiento abierto, tramitación ordinaria y varios criterios de adjudicación, así como el gasto 
plurianual del mismo, mediante tramitación ordinaria que asciende a la cantidad de 640.000,00 €, 
con un valor estimado de 528.925,62 € y un IVA del 21%, por importe de 111.074,38 €, bajo el 
número LOPD, eximiendo al contratista de la clasificación obligatoria con base en el artículo 77,4 

de la LCAP. 

Cuarto.-  Aprobar el  nuevo Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares que ha de regir  el
contrato, quedando incorporado al expediente. 

Quinto.- Publicar el anuncio de licitación en el Perfil del Contratante del órgano de contratación
alojado en la Plataforma de Contratos del Sector Público, de conformidad con lo previsto en el
artículo 135 de la LCSP. 

Sexto.-  Notificar  la  Resolución  que  se  apruebe  al  Servicio  de  Planificación,  al  Servicio  de
Arquitectura y Urbanismo y al Servicio de Hacienda, todos ellos de la Diputación de Córdoba, a los
efectos oportunos. 
.../...”

SÉPTIMO.- El 27 de octubre de 2025, se publicaron en la Plataforma de Contratación del Sector
Público (en adelante PLACSP) los anuncios de licitación y de Pliegos relativos al contrato de
referencia,  estableciéndose  un  plazo  de  presentación  de  ofertas  de  26  días  naturales  que
terminaría el 24 de noviembre de 2025.

En dicho plazo se presentaron las siguientes ofertas electrónicas, como consta en el Informe de
apertura generado por la Plataforma de Contratación del Sector Público: 

- LOPD  - CIF: 
  Fecha de recepción de la documentación: 24-11-2025 21:21 

- LOPD. – CIF:
  Fecha de recepción de la documentación: 24-11-2025 18:53 

OCTAVO.- El expediente de licitación se ha tramitado en legal forma. A este respecto, la Mesa de
Contratación  Permanente  única  de  la  Excma.  Diputación  de  Córdoba,  órgano  de  asistencia
competente,  ha  celebrado  los  siguientes  actos  en  las  sesiones  cuyas  fechas  se  citan  a
continuación:

- Sesión 1ª, de fecha 27/11/2025, en la que se celebró el acto de calificación de documentación
administrativa (sobre A), con admisión de los dos licitadores presentados, así como el acto de
descifrado y apertura del sobre conteniendo la documentación relativa a los criterios basado en
juicios de valor  (sobre  B),  en el  que se  determinó la  remisión  a  los  servicios  técnicos de la
documentación presentada para su evaluación.



El Acta correspondiente a dicha sesión fue publicada en PLACSP con fecha 21/01/2026 a las 
11:23:32  horas, según consta en el sello de tiempo de la Plataforma, y puede verificarse en 
https://sede.dipucordoba.es/diputacion/validacion-de-documentos, introduciendo el código 
seguro de verificación.

- Sesión 2ª, de fecha 11/12/2025, en la que se celebraron los siguientes actos:

- Acto de valoración de los criterios basados en juicios de valor, haciendo suya la Mesa la 
valoración efectuada por la dirección de obra perteneciente a la Unidad Territorial Campiña, del 
Servicio de Arquitectura y Urbanismo de la Diputación Provincial, de fecha 3 de diciembre de 
2025, con CSV LOPD. En dicho Informe queda verificado que sólo el licitador LOPD habría 

alcanzado el umbral mínimo previsto en el PCAP para pasar a la siguiente fase.
- Acto de descifrado y apertura de criterios evaluables de forma automática (sobre C), del licitador
que habría pasado a esta fase, procediendo la Mesa directamente a la ponderación de la oferta a
los efectos de determinar su posible temeridad y constatándose que la misma no habría incurrido
en valor anormalmente bajo, como consta de los datos siguientes:

- Previa declaración de urgencia e inclusión en el Orden de la sesión de la Mesa de acuerdo con
el artículo 17,4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, acto de valoración de criterios evaluables
automáticamente y acto de propuesta de adjudicación del contrato al único licitador que queda en
la licitación, que es el mejor clasificado y valorado.

En coherencia con lo anterior, la Mesa acordó proponer al órgano de contratación la adopción de
los siguientes acuerdos: 

“.../...

1º)  Excluir  al  licitador  LOPD.,  al  no haber  obtenido la  puntuación mínima de 13 puntos para
superar la fase de valoración de criterios sometidos a juicio de valor, todo ello en aplicación de lo
dispuesto en anexo n.º 3.1.A) del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares. En concreto el
licitador ha obtenido 2 puntos en la valoración de la oferta técnica. 
2º)  Clasificar  la  proposición  presentada  y  admitida  a  la  licitación,  de  conformidad  con  lo
establecido en el  artículo 150 de la  Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del  Sector
Público 



3º) Requerir a la empresa LOPD, con CIF LOPD, como licitador que ha presentado la proposición 
con mejor relación calidad-precio, para que dentro del plazo de 10 días hábiles, a contar desde el 
mismo día del envío del requerimiento y siempre que ese mismo día se haya publicado en el perfil 
del contratante , presente la documentación a que se refieren los artículos 140.1 y 150.2 de la 
LCSP. Dicho requerimiento se realizará a través de la Plataforma de Contratación del Sector 
Público. 
.../...”

El Acta de la sesión referida fue publicada en PLACSP con fecha 21/01/2026 a las 11:36:40 horas,
según consta en el sello de tiempo de la Plataforma, y puede verificarse en 
https://sede.dipucordoba.es/diputacion/validacion-de-documentos, introduciendo el CSV LOPD

QUINTO.- Tramitado así el expediente de contratación en la forma legal y reglamentariamente 
establecida, mediante Decreto del Presidente de la Diputación Provincial  número LOPD, de 
fecha 12 de diciembre y de conformidad con las propuestas de la Mesa de Contratación, se 
resolvió clasificar las proposiciones admitidas de conformidad con lo establecido en el artículo 
150 de la LCSP y en su virtud, requerir a  LOPD , como licitador que habría presentado la oferta con mejor relación 

calidad-precio y estar situada en primer lugar en el orden de clasificación, para que presentase la documentación a que hacían referencia los 

artículos  140.1 y 150.2 de la LCSP.

Este Decreto fue publicado en PLACSP con fecha 15/12/2025 a las 11:31:01 horas, según 
consta en el sello de tiempo de la Plataforma y puede verificarse en 
https://sede.dipucordoba.es/diputacion/validacion-de-documentos, introduciendo el LOPD

SEXTO.-  En  coherencia  con  las  propuestas  de  la  Mesa  de  Contratación  y  del  Decreto  de
Clasificación LOPD, por el Servicio de Contratación se efectuó consulta al ROLECSP y al resto de
sistemas de información de terceros, mediante mecanismos de interconexión (AEAT, TGSS, etc.),
para verificar los datos del licitador propuesto y cuya consulta habría sido autorizada por el mismo.
Así mismo, se le requirió, con fecha 15 de diciembre de 2025, para que en el plazo de 10 días
hábiles, presentara la documentación a que hacían referencia los artículos 140.1 y 150.2 de la
LCSP y la cláusula 25.2 del PCAP y que no podía ser obtenida por medio de aquellas consultas,
presentándose por el licitador dicha documentación el 26 de diciembre de 2025.

1. SÉPTIMO.- Realizado el análisis de la documentación presentada, se constata 
específicamente que la empresa LOPD, está debidamente constituida, está al corriente de 
sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social y que no está incursa en ninguna 
prohibición para contratar. Así mismo queda acreditado que el firmante de la 
proposición, Manuel Pérez Cornejo, como Administrador único de la empresa, tendría 
poder bastante para formular la oferta, según se desprendería del certificado del 
ROLECSP de fecha 21 de enero de 2026. Se constata, así mismo, la constitución de 
garantía definitiva por importe de 25.942,83 €, correspondiente al 5% del importe de 
adjudicación, IVA excluido, de conformidad con la cláusula 14 del PCAP y constituida mediante
seguro de caución de LOPD., constando Carta de pago expedida por la Tesorería de esta 
Diputación Provincial, de fecha 26 de enero de 2026, con número de operación LOPD.

En relación a la justificación de la solvencia económico-financiera y técnica-profesional de
la empresa, ésta la habría justificado mediante certificación del ROLECSP de 21 de enero



de  2026,  acreditativa  de  contar  con  la  clasificación  sustitutiva  establecida  en  el  PCAP,
correspondiente al grupo C, subgrupo 6 y categoría 2.

OCTAVA.-  De  la  documentación  técnica  presentada  por  el  propuesto  adjudicatario  sobre  los
medios profesionales y materiales adscritos a las obras, designación del jefe de obra y Programa
de Trabajo, se dio traslado a la dirección de obra al objeto de que emitiera Informe. Dicho Informe
ha sido emitido, en sentido favorable, el 28 de enero de 2026 Por otro lado, el Plan de seguridad y
Salud fue remitido al coordinador/a de seguridad y salud, para que emitiera el oportuno Informe.
Dicho Informe ha sido emitido, en sentido favorable, el mismo día 28 de enero de 2026. Toda la
documentación figura en el expediente administrativo. 

NOVENA.- Como se ha referido en el Antecedente PRIMERO del presente Informe, el Presidente
de la Diputación Provincial de Córdoba, por avocación puntual de su competencia delegada en la
Junta de Gobierno,  mediante  Decreto LOPD, de 16 de junio, además de aprobar el expediente
de contratación de la obra de referencia (seguido con el número LOPD) acordó imputar el gasto
de dicha contratación por importe de 640.000,00 €, de la siguiente manera:

* 384.000,00 €, al Presupuesto General de la Diputación de 2025 (proyecto de inversión número
LOPD)  y  a  la  aplicación  presupuestaria  LOPD  “PPOS  2024-2025  Edific.  Municipales”,
correspondiendo 143.056,00 €, a la aportación económica de la Diputación de Córdoba, de fondos
propios y 240.944,00 €, a la aportación económica del Ayuntamiento de Moriles.
* 256.000,00 €, al Presupuesto General de la Diputación de 2026 y a la aplicación presupuestaria
LOPD “Plan Provincial Obras y Servicios” (o la que finalmente se determinase), correspondiendo
íntegramente a aportación provincial  y respecto al cual,  se adoptó el oportuno compromiso de
consignación.

Cabe señalar que el expediente LOPD fue declarado desierto por Decreto LOPD, de 23 de octubre,

del Presidente de Diputación, dictado por avocación puntual de su competencia delegada en la Junta

de Gobierno, al no haberse presentado proposiciones en la licitación. Así mismo, mediante dicho

Decreto,  se  aprobó  un  nuevo expediente  de  contratación  seguido  con  el  número  LOPD  y  se

conservaron, entre otros, los actos de aprobación del gasto y sus imputaciones al Presupuesto de la

Diputación  para  el  2025  y  para  el  2026,  manteniendo  la  vigencia  de  los  correspondientes

documentos contables RC y A,  formalizados y contabilizados,  todo ello  en aras  a  la  economía

procedimental y eficacia administrativa, con base en el articulo 3.1. apartados h) e i), de la Ley

40/2015, de 1 de octubre. Así consta en el antecedente SEXTO del presente Informe.

De conformidad con dicho acuerdo, el Presupuesto General para el 2026, debería haber previsto 
las correspondientes consignaciones presupuestarias. No obstante, el Presupuesto General para 
el 2026 aprobado definitivamente únicamente ha consignado la cantidad de 512.000,00 € (código 
de proyecto presupuestario LOPD), correspondiendo la cantidad de 271.056,00 € a fondos propios 

y 240.944,00 € al Ayuntamiento de Moriles. Consecuentemente, el resto del gasto correspondiente 

hasta completar el importe de adjudicación, esto es, 115.816,57 €, habría de imputarse al 

Presupuesto General de 2027.

DÉCIMA.- Habiéndose cumplimentado todos los trámites preceptivos, el 27 de abril de 2026, por 
el Servicio de Contratación se emitió Informe con propuesta de adjudicación del contrato a favor 
de LOPD , en la cantidad de 518.856,67 € (IVA excluido), a la que aplicando el 21% 
correspondiente al IVA vigente, por importe de 108.959,90 €, daría un total de 627.816,57 €, con el
compromiso adicional de ampliar el plazo de garantía mínimo de un año dispuesto en la letra Q 
del Anexo n.º 1, del PCAP, en doce meses adicionales.

DECIMO PRIMERA.-  El 11 de mayo de 2026, fueron contabilizados debidamente los siguientes
documentos contables AD:

- AD por importe de 512.000,00 €, a la aplicación presupuestaria LOPD “PPOS 2024-2025 

Edificios Municipales”, del Presupuesto General para 2026, con número de operación LOPD.



- AD por importe de 115.816,57 €, a la aplicación presupuestaria LOPD “PLAN PROVINCIAL 

OBRAS Y SERVICIOS”, del Presupuesto General para 2027, con número de operación LOPD.

DÉCIMO SEGUNDA.- El 8 de mayo de 2026, el Presidente de la Diputación mediante Decreto
LOPD, avocando puntualmente su competencia delegada en la Junta de Gobierno, adjudicó el
contrato a la empresa referida en las condiciones señaladas en el referido Informe propuesta de
adjudicación.

Dicho acuerdo fue notificado a LOPD, el 12 de mayo de 2026, a través de la PLACSP, requiriéndole

en consecuencia a la firma del oportuno contrato administrativo.

DÉCIMO TERCERA.- El 30 de mayo de 2026, a través de la sede electrónica de la Diputación 
Provincial (referencia LOPD), se presenta por LOPD, con NIF LOPD, escrito en representación de la

empresa LOPD , poniendo de manifiesto lo siguiente:

“…./….
tras la adjudicación comunicada con fecha 12 de mayo de 2026 a favor de nuestra empresa, por
medio  del  presente  escrito  ponemos  en  vuestro  conocimiento  la  imposibilidad  de  asumir  la
ejecución de las obras en las condiciones económicas derivadas de la oferta presentada en el
procedimiento de licitación. 

Tal circunstancia viene motivada por la alteración extraordinaria e imprevisible de los costes de
mercado producida desde el inicio del expediente de contratación, en noviembre de 2025, hasta la
fecha  de  adjudicación  definitiva,  afectando  de  forma  directa  y  sustancial  a  los  precios  de
materiales, suministros, instalaciones y costes energéticos necesarios para la correcta ejecución
de las obras a instalaciones proyectadas. 

En particular, el contexto internacional derivado del conflicto en Irán ha generado un incremento
muy significativo en los costes de combustibles, transporte y energía, con el consiguiente impacto
sobre los precios de ejecución de las distintas unidades de obra contempladas en el proyecto.

Dicha  situación  sobrevenida  ha  provocado  una  ruptura  del  equilibrio  económico  inicialmente
existente al momento de formular la oferta, resultando actualmente inviable asumir la ejecución de
las obras conforme a las condiciones técnicas y económicas previstas en el proyecto y en nuestra
proposición presentada al procedimiento de licitación. 

Por todo ello,  y al  concurrir  circunstancias excepcionales no previsibles en el  momento de la
presentación de la oferta, nuestra empresa se ve obligada a comunicar formalmente su renuncia a
la formalización del contrato correspondiente a las citadas obras.
…./….”.

A  la  vista  del  referido  escrito  procede  informar  al  órgano  de  contratación  de  las
actuaciones a realizar.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.- Resulta de aplicación la siguiente la normativa:

� Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se trasponen al
ordenamiento  jurídico  español  las  Directivas  del  Parlamento  Europeo  y  del  Consejo
2014/23/UE y 2014/24/UE (LCSP, en adelante).

� Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

� Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, de desarrollo parcial de la LCSP.



� Cláusulas del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares que rigen la ejecución del
contrato (PCAP, en adelante). 

� Supletoriamente,  las restantes normas de derecho administrativo y,  en su  defecto,  las
normas de derecho privado.

Segundo.- Dispone el artículo 158.2, de la  LCSP que  “cuando para la adjudicación del contrato
deban tenerse en cuenta una pluralidad de criterios, o utilizándose un único criterio sea este el del
menor coste del ciclo de vida, el plazo máximo para efectuar la adjudicación será de dos meses a
contar desde la apertura de las proposiciones, salvo que se hubiese establecido otro en el pliego
de cláusulas administrativas particulares. Si la proposición se contuviera en más de un sobre o
archivo electrónico, de tal forma que estos deban abrirse en varios actos independientes, el plazo
anterior  se  computará  desde el  primer  acto  de  apertura  del  sobre  o  archivo  electrónico  que
contenga una parte de la proposición”. 

Añade además, el citado artículo en su punto cuarto que “de no producirse la adjudicación dentro
de los plazos señalados, los licitadores tendrán derecho a retirar su proposición, y a la devolución
de la garantía provisional, de existir ésta”.

Tercero.-  Por  su  parte,  el  PCAP aprobado y que rige la  presente  contratación,  establece así
mismo, en la cláusula 25.4, que “…./…. el plazo máximo para efectuar la adjudicación será de dos
meses a contar desde la apertura de las proposiciones…./….”, cuando para la adjudicación del
contrato se hayan utilizado una pluralidad de criterios, como ocurre en el presente supuesto.

Cuarto.- Queda acreditado por lo antecedentes citados, que el órgano de contratación actuante no
ha procedido en el tiempo legalmente establecido a adjudicar el contrato a favor de la empresa 
LOPD , ya que el primer acto de la Mesa de Contratación se produjo el 27 de noviembre de 2025.
 
Consecuentemente y por cuanto se ha constatado, procede informar favorablemente la propuesta
de retirada de la proposición presentada por el contratista en el expediente de contratación de
referencia,  con base en los artículos 158.2  y  4  de la  LCSP, así  como  la  devolución  de  la
garantía constituida en su momento, habida cuenta de que no ha concurrido causa culpable
imputable a aquél.

Así mismo por las razones expuestas no ha lugar a la imposición de penalidad conforme al
artículo 150.2 2º de la LCSP, al no cumplirse los requisitos del artículo 158 del mismo texto
legal para considerar injustificada la retirada de su oferta, ni tampoco la imposición de una
prohibición de contratar del artículo 71.2 a) de la LCSP, al no haber mediado dolo, culpa o
negligencia en dicha retirada.

Quinto.- Una vez aceptada la retirada de oferta del mejor licitador clasificado, procedería requerir
al siguiente licitador que hubiera presentado oferta en el procedimiento, practicando al efecto el
oportuno  requerimiento conforme a los artículos 140.1 y 150.2 de la LCSP. No obstante, como ha
quedado acreditado en el expediente por el relato de los Antecedentes, no habría más licitadores
válidos en el procedimiento.

En este sentido habría que estar a lo dispuesto en el artículo  el artículo 150.3 de la LCSP que
establece  que  “no  podrá  declararse  desierta  una  licitación  cuando  exista  alguna  oferta  o
proposición  que  sea  admisible  de  acuerdo  con  los  criterios  que  figuren  en  el  pliego”,
entendiéndose a sensu contrario, que podrá declararse desierta una licitación cuando no exista
oferta o proposición que sea admisible de acuerdo con los criterios que figuren en el pliego o no
exista ninguna, como ocurre en este supuesto tras la renuncia del único licitador válido en la
licitación. 

Procedería por tanto, declarar desierta la licitación, debiendo publicarse esta circunstancia en todo
caso en el Perfil del Contratante alojado en la PLACSP, en aplicación del artículo 63,3 in fine de la
LCSP y en el Portal de Transparencia de la Diputación de Córdoba, en cumplimiento del art. 15 a),
de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia de Andalucía. 



Sexto.- La competencia para la admisión de la renuncia del licitador LOPD , y la declaración de 

dejar desierta la presente contratación, corresponde al órgano de contratación actuante, esto es, a la 

Junta de Gobierno de la Diputación Provincial, en virtud del Decreto de Presidencia  LOPD, de 11 

de julio, por el que éste delegó determinadas competencias en la Junta de Gobierno, y entre ellas las

de “acordar la contratación de obras […] cuando su valor estimado exceda de 300.000 € en los 

contratos de obras […] y no supere el 10% de los recursos ordinarios del presupuesto,…”, como 

ocurre en el presente supuesto.”

A la vista de lo anterior y conforme a lo propuesto en el informe a que se ha hecho mérito
anteriormente, la Junta de gobierno, haciendo uso de la competencia que le ha sido delegada por
la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio de 2023 del que se dio cuenta al Pleno en sesión
celebrada el día 12 del mismo mes y año, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO.-  Aceptar la retirada de la proposición presentada por LOPD , con CIF LOPD, en el 
expediente de contratación de las obras de “EDIFICIO DE USOS MÚLTIPLES, 2ª FASE”. 
MORILES (CÓRDOBA), seguido con el expediente LOPD, con base en los artículos 158.2 y 4 de 
la LCSP y en el PCAP que rige la contratación y en consecuencia declarar no haber lugar a la 
imposición de penalidad del artículo 150.2 2º, de la LCSP, al no cumplirse los requisitos del
artículo 158 del mismo texto legal para considerar injustificada la retirada de la oferta y 
tampoco la imposición de una prohibición de contratar del artículo 71.2 a) de la LCSP, al no
haber mediado dolo, culpa o negligencia en dicha retirada.

SEGUNDO.- Aprobar la devolución a LOPD , de la garantía definitiva constituida por importe de 

25.942,83 €, mediante seguro de caución de LOPD.

TERCERO.- Notificar estos acuerdos a LOPD y a ALOPD., en su condición de aseguradora, con 

expresión de los recursos que según ley le asisten.

CUARTO.- Declarar desierta la licitación de las obras referidas al  haber  retirado  su  oferta  el
único licitador presentado a la licitación, de conformidad con el artículo  150.3 de la LCSP.

QUINTO.-  Publicar en el  perfil  del  contratante la  declaración de desierto del  procedimiento de
contratación, en aplicación del artículo 63.3 in fine de la LCSP, de conformidad con lo previsto en el
artículo 135 de la LCSP y en el portal de transparencia de la Diputación, con arreglo al artículo 15
a) de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía.

SEXTO.-  Comunicar  la  presente  resolución  a  los  Servicios  de  Planificación,  Arquitectura  y
Urbanismo, Hacienda y Tesorería de la Diputación Provincial a los efectos oportunos.

4.- APROBACIÓN DEL EXPEDIENTE DE CONTRATACIÓN DE LAS OBRAS DE “MEJORA DEL
ALBERGUE PROVINCIAL DE CERRO MURIANO (1ª FASE) (2 LOTES)”.-Al pasar a tratarse el
expediente epigrafiado se da cuenta de informe-propuesta obrante en el mismo firmado por la
Técnico de Administración General adscrita al  Servicio de Contratación y por el  Jefe de dicho
Servicio, fechado el día 2 de junio de 2026, y debidamente conformado por el Secretario de la
Corporación, que presenta entre otras las siguientes consideraciones:

“PRIMERO.- RÉGIMEN JURÍDICO.
El presente contrato de obras es de naturaleza administrativa y le será de aplicación la

siguiente la normativa:
- Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se trasponen al
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y
2014/24/UE, LCSP, en adelante.

- Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, RGLC, en adelante.



- Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, de desarrollo parcial de la LCSP.

- Supletoriamente, las restantes normas de derecho administrativo y en su defecto las normas de
derecho privado.
SEGUNDO.- NECESIDAD E IDONEIDAD DEL CONTRATO 

Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 28 de la LCSP, quedan justificados los siguientes
extremos:

* El fundamento jurídico-institucional  y competencial  a  que responde la presente contratación,
habida cuenta de que la  Diputación tiene  entre sus fines y  competencias el  mantenimiento y
conservación  de  los  edificios  provinciales,  en  los  que  deberán  realizarse  las  actuaciones
necesarias para que los servicios puedan prestarse en condiciones adecuadas. En este sentido, el
artículo 36 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local establece
como competencias propias de la Diputación las que le atribuyan las Leyes del Estado y de las
Comunidades Autónomas en los diferentes sectores de la acción pública y más concretamente los
artículos 51 de la  Ley 7/1999, de 29 de septiembre,  de  Bienes de las Entidades Locales de
Andalucía y 85 del Decreto 18/2006, de 24 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de
Bienes de las Entidades Locales de Andalucía, atribuye como  obligaciones de estas Entidades,
las de conservación y mejora de sus bienes de toda clase.
* La necesidad e idoneidad del contrato atendiendo a las siguientes circunstancias:
El inmueble, objeto de las actuaciones, se encuentra sito en el núcleo urbano de Cerro Muriano.
Esta  parcela  fue  adquirida  por  la  Diputación  Provincial  de  Córdoba  en  1943  y  ostenta  una
superficie de 39.464 m². 
La parcela esta ocupada por varias edificaciones asentadas en tres plataformas: la primera y
superior, en la que están los edificios de dirección, almacenes, servicios generales y aulas; la
segunda e intermedia, siendo el edificio residencial; y, la tercera e inferior, siendo el edificio de
vestuarios que da servicio a la piscina y el campo de futbito.
El programa planteado por esta primera fase incluye dos actuaciones distintas:
- Lote 1: Acondicionamiento de un espacio exterior para actividades al aire libre, dotándolo de una
pérgola que garantice su sombreado.
- Lote 2: Ejecución de una instalación solar fotovoltaica con potencia suficiente para la instalación
de climatización del edificio residencial (siendo esta parte de instalación de climatización objeto de
una fase posterior).
El Albergue fue proyectado en el año 1970, por lo que tiene más de cincuenta años de antigüedad
y, aunque se encuentra en buen estado de conservación, necesita de una actuación de mejor para
adaptarlo a las necesidades actuales y a las exigencias de la normativa vigente.
 Por lo expuesto cabe concluir que mediante esta actuación se pretende atender una necesidad
de interés general, resultando idóneo el contrato para dicha finalidad.
TERCERO.- OBJETO DEL CONTRATO, PRESUPUESTO Y DURACIÓN
El presente contrato tiene por objeto la  realización de las obras de construcción tal y como se
describen en el proyecto redactado a tal fin. Las referidas obras se promueven por el Servicio de
Patrimonio de la Diputación.

La obra en cuestión es una obra de construcción que se incardina, según el anexo I de la
LCSP en la división 45, grupo 2, clase 1 “Construcción general de edificios y obras singulares de
ingeniería  civil  (puentes,  túneles,  etc.)”,  división  45,  clase  3  y  grupo 1  “Instalación  eléctrica”,
división  45,  clase  2  y  grupo  2  “Construcción  de  cubiertas  y  estructuras  de  cerramiento”. La
codificación  del  contrato  correspondiente  a  la  nomenclatura  Vocabulario  Común de Contratos
(CPV)  son  45223000-6  (Trabajos  de  construcción  de  estructuras),  45223210-1  (Obras  de
estructuras de acero), 45315000-8 (Trabajos de instalación eléctrica de equipos de calefacción y
otros equipos eléctricos para edificios), 45315300-1 (Instalaciones de suministro de electricidad),
45261215-4 (Revestimiento de cubiertas con placas solares),  todo ello  según Reglamento (CE)
213/2008  de  la  Comisión,  por  el  que  se  modifica  el  Reglamento  2195/2002  del  Parlamento
Europeo y del Consejo que aprueba el Vocabulario Común de Contratos Públicos.

La obra tiene un presupuesto base de licitación total de UN MILLÓN CIENTO NOVENTA Y
SEIS MIL TREINTA Y TRES EUROS CON TREINTA Y CINCO CÉNTIMOS (1.196.033,35 €), con
un  valor  estimado  total  de  NOVECIENTOS  OCHENTA  Y  OCHO  MIL  CUATROCIENTOS
CINCUENTA Y SIETE EUROS CON TREINTA Y UN CÉNTIMOS (988.457,31 €) y un IVA del 21%



total, por importe de DOSCIENTOS SIETE MIL QUINIENTOS SETENTA Y SEIS EUROS CON
CUATRO CÉNTIMOS (207.576,04 €).
Asimismo, los presupuestos individuales de cada lote son los siguientes:
-  Lote 1, tiene un presupuesto base de licitación de NOVECIENTOS SETENTA Y OCHO MIL
VEINTISÉIS EUROS CON NOVENTA Y OCHO CÉNTIMOS (978.026,98 €), un valor estimado de
OCHOCIENTOS OCHO MIL DOSCIENTOS OCHENTA Y SEIS EUROS CON SETENTA Y SEIS
CÉNTIMOS (808.286,76 €) y un IVA del 21%, por importe de CIENTO SESENTA Y NUEVE MIL
SETECIENTOS CUARENTA EUROS CON VEINTIDÓS CÉNTIMOS (169.740,22 €).
- Lote 2, tiene un presupuesto base de licitación de DOSCIENTOS DIECIOCHO MIL SEIS EUROS
CON TREINTA Y SIETE CÉNTIMOS (218.006,37 €), un valor estimado de CIENTO OCHENTA
MIL CIENTO SETENTA EUROS CON CINCUENTA Y CINCO CÉNTIMOS (180.170,55 €) y un IVA
del 21%, por importe de TREINTA Y SIETE MIL OCHOCIENTOS TREINTA Y CINCO EUROS
CON OCHENTA Y DOS CÉNTIMOS (37.835,82 €)

Por lo que respecta a la duración total del contrato, se establece un plazo de ejecución
estimado  de nueve  (9)  meses según  Programa  de  Trabajo  del  proyecto,  sin  posibilidad  de
prórrogas. Así, la duración de cada lote será la siguiente:
- Lote 1, tendrá una duración de seis (6) meses.
- Lote 2, tendrá una duración de tres (3) meses, no pudiendo comenzar hasta que no se ejecute
totalmente el lote 1.
CUARTO.- PROYECTO DE OBRAS Y ACTA PREVIA DE REPLANTEO.

Mediante Decreto de la Vicepresidenta 2ª y Diputada Delegada de Presidencia, Gobierno
Interior y Vivienda, de Obras y Servicios Municipales número LOPD, de fecha 13 de marzo de
2026,  fue  designado  el  equipo  técnico  para  la  redacción  de  proyecto  y  dirección  de  obra,
recayendo  dicha  designación  en  los  técnicos  que  constan  seguidamente  pertenecientes  al
Servicio de Patrimonio de la Diputación Provincial:

• Arquitectos proyectistas y directores de obra: LOPD
• Arquitecto Técnico proyectista, redactor de presupuesto y director de ejecución de obra:

LOPD
• Ingeniero Técnico Industrial proyectista y director de obra de instalaciones: LOPD
• Técnico redactor de Estudio de Seguridad y Salud y coordinador en obra: LOPD

El  proyecto  redactado  presenta  el  contenido  relacionado  en  el  artículo  233  de  la  LCSP,
habiéndose informado favorablemente su supervisión con base en el artículo 235 de aquel texto
legal, por  el  Responsable  Técnico  de  Supervisión  de  proyectos  y  por  el  Jefe  de  Área  de
Supervisión de proyectos de la Oficina de Supervisión del Servicio de Arquitectura y Urbanismo de
la Diputación Provincial y firmado por aquéllos el 4 de mayo de 2026.

El proyecto habrá de aprobarse provisionalmente en simultaneidad con la aprobación del
expediente de contratación, si bien condicionándose la adjudicación del contrato a la circunstancia
de que no se produzcan incidencias en su tramitación y éste quede aprobado definitivamente. En
la tramitación del proyecto habrá de estarse a lo dispuesto en los artículos 231.1 de la LCSP y 134
del RGLCAP y adicionalmente en los artículos 93 del RDL 781/1986, de 18 de abril y 13.1 e) de la
Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía. Así mismo, se dará publicidad
de la aprobación del proyecto en el Tablón de Edictos de la sede electrónica de la Diputación
Provincial, al tratarse de un proyecto que afecta a un bien de titularidad provincial.

En consonancia con lo anterior,  se ha incorporado al expediente el  Acta de Replanteo
favorable firmada por los arquitectos redactores del proyecto el 27 de abril de 2026, en la que se
comprueba la realidad geométrica de la obra, la disponibilidad de los terrenos necesarios para su
ejecución y la viabilidad de las determinaciones del proyecto que resultan básicas para el contrato
a celebrar. 
QUINTO.-  DISPONIBILIDAD  DEL  INMUEBLE  Y  AFECCIONES  URBANÍSTICAS  Y
SECTORIALES.
El inmueble sobre el que se va a ejecutar la actuación pertenece a la Diputación Provincial y está
inscrito en el Inventario de Bienes Inmuebles de la Diputación con el número de orden 17. Su
referencia catastral es la LOPD y está inscrito en el Registro de la Propiedad n.º 7 de Córdoba, al
tomo 375, libro 375, folio 17, con número de finca 9762, inscripción tercera.
La parcela en la que se ejecutará la actuación se ubica sobre suelo urbano, estando incluida en la
unidad de ejecución PU.MU-11-a, del Plan General de Ordenación Urbanística de Córdoba, cuyo
objeto es completar la urbanización de su ámbito a desarrollar mediante proyecto de urbanización.



Su calificación es de Equipamiento Comunitario Social (SIPS), para uso dotacional y  cuenta con
los servicios urbanísticos necesarios. 

En el Anexo 4 del proyecto (Justificación del cumplimiento de condiciones urbanísticas), se
aclara que el proyecto recoge exclusivamente obras de mejora de grado 3º (adaptación), es decir,
se  tratan  de  actuaciones  sobre  una  obra  existente  conforme  con  la  ordenación  territorial  y
urbanística situada en suelo urbano no sometido a actuaciones de transformación urbanística.

En  el  expediente  consta  justificación  de  presentación  ante  la  Gerencia  Municipal  de
Urbanismo del Ayuntamiento de Córdoba, resguardo del pago de la tasa por licencia de obras y
del ICIO.
No consta  en el  proyecto  referencia  alguna  a  la  necesidad  de someter  el  mismo a  ninguna
actuación o autorización sectorial adicional y previa a su aprobación y ejecución.
SEXTO.- EXPEDIENTE DE CONTRATACIÓN: INICIACIÓN Y CONTENIDO

De conformidad con lo preceptuado por el artículo 116 LCSP, la celebración de contratos
por parte de las Administraciones Públicas requerirá la  previa tramitación del  correspondiente
expediente, que se iniciará por el órgano de contratación motivando la necesidad del contrato en
los términos previstos en el artículo 28 y que deberá ser publicado en el Perfil del Contratante. Así
mismo, en el apartado tercero de dicho artículo, se dispone que al expediente se incorporarán el
Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares y el Pliego de Prescripciones Técnicas que hayan
de regir el contrato.
Conforme  a  lo  establecido  en  el  apartado  4  del  mencionado  artículo  116,  se  analizan  a
continuación las determinaciones de este expediente de contratación:
a) La elección del procedimiento de licitación:

Dado que el presente contrato no es encuadrable en ninguno de los supuestos previstos
en el  artículo  131 de la  LCSP para  la  utilización de los procedimientos negociado con o sin
publicidad, diálogo competitivo o de asociación para la innovación, habrá de seguirse alguno de
los dos procedimientos (abierto o restringido) que el propio artículo 131 señala como ordinarios,
proponiéndose por la informante el procedimiento abierto, por su mayor agilidad y no revestir la
presente contratación una
especial dificultad que requiera la utilización del procedimiento restringido. El procedimiento se
tramitará íntegramente de forma electrónica.
b) La clasificación que se exija a los participantes.
De acuerdo con el artículo 77.1. a), de la LCSP, es exigible la clasificación a los licitadores en uno
de los dos lotes por superar el valor estimado los 500.000,00 €. 
De esta forma, se exigirá obligatoriamente la clasificación del Lote 1, siendo esta la siguiente:
Grupo  C  (Edificaciones),  Subgrupo  3  (estructuras  metálicas)  y  categoría  3  (si  su  cuantía  es
superior a 360.000 euros e inferior o igual a 840.000,00 euros)
Por otro lado, respecto al Lote 2, al no ser exigible la clasificación por no superar el valor estimado
los 500.000,00 €, se establece como clasificación sustitutiva la siguiente: Grupo I (Instalaciones
eléctricas), subgrupo 9 (Sin cualificación específica) y categoría 2 (si  su cuantía es superior a
150.000,00 € e inferior o igual a 360.000,00 €).
Esta clasificación sustitutiva consta en el apartado H, del Anexo 1, del PCAP.
c) Los criterios de solvencia económica y financiera y técnica o profesional
Si bien el valor estimado del presente contrato es inferior a 500.000,00 € en el Lote 2 y no
resulta obligatoria  la  clasificación de los licitadores tal  como se ha indicado en el  punto
anterior, el PCAP prevé la posibilidad de que pueda acreditarse la solvencia económico y
financiera y técnica conforme a la clasificación que consta en el apartado H del Anexo 1
del PCAP. 
En otro caso, el Anexo 2, establece los siguientes medios de acreditación de la solvencia:
En otro caso, el Anexo 2, establece los siguientes medios de acreditación de la solvencia:

* Para la acreditación de la solvencia económico-financiera, podrá justificarse mediante certificado
de clasificación o mediante la acreditación del volumen anual de negocios del licitador (art. 87,3
LCSP), referido al año de mayor volumen de los tres últimos años concluidos, que deberá ser
superior  a  1,5  veces el  valor  estimado del  contrato.  Se recogen igualmente  en el  PCAP,  en
cumplimiento del artículo 86,1 de la LCSP, los documentos admisibles para la acreditación de la
solvencia.



*  Por  su  parte,  para  la  acreditación  de  la  solvencia  técnica  se  utilizan  dos  criterios:  podrá
justificarse mediante  certificado de clasificación o mediante la  acreditación del  importe de las
obras del mismo grupo o subgrupo de clasificación del contrato ejecutadas en los últimos cinco
años, cuyo importe anual acumulado en el año de mayor ejecución deberá ser superior al 70% de
la anualidad media del contrato (LCSP, art. 88.3) . 
La solvencia exigida en el PCAP, está vinculada al objeto del contrato y resulta proporcional al
mismo como exige el artículo 74,2 de la LCSP.
De conformidad con lo previsto en el artículo 76.2 de la LCSP, se impone adicionalmente a los
licitadores, adscribir determinados medios personales a la ejecución del contrato.
d) Los criterios que se tendrán en consideración para adjudicar el contrato.
El Anexo n.º 3 del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares recoge, los criterios que se
tendrán  en  consideración  para  adjudicar  el  contrato,  optándose  por  utilizar  una pluralidad  de
criterios de adjudicación en cumplimiento de lo prevenido en los artículos 145,1, de la LCSP, en
base a la mejor relación calidad-precio y en orden a la mejor ejecución de la obra.
Se plantea por el Servicio de Patrimonio la utilización de criterios sometidos a juicio de valor y
evaluables automáticamente, siendo la puntuación entre ambos de 100 puntos, figurando en el
PCAP la ponderación relativa de cada uno de ellos y la fórmula para su valoración.
En este sentido, los criterios evaluables mediante juicio de valor tendrán una puntuación global de
40 puntos, que se desglosará de la siguiente manera:
- Memoria Descriptiva (hasta 30 puntos)

- Programa de trabajo (Hasta 10 puntos)
Por otro lado, los criterio evaluables automáticamente que tendrán una valoración global de 60
puntos, se desglosarán de la siguiente forma:
- Oferta económica (hasta 60 puntos).
Los criterios de valoración están vinculados al objeto del contrato, en cuanto que se refieren o
integran prestaciones que han de realizarse en virtud del mismo y están formulados de forma
objetiva  y  con  respeto  a  los  principios  de  igualdad,  no  discriminación  y  proporcionalidad  en
cumplimiento  del  artículo  145,1  de  la  LCSP.  En  consecuencia  queda  asegurado  el  legítimo
derecho de los licitadores de conocer de antemano los concretos aspectos objeto de valoración
para la adjudicación del contrato y garantizado que las ofertas puedan evaluarse en condiciones
de competencia efectiva, quedando perfectamente acotada la discrecionalidad técnica del órgano
de valoración. Por todo ello, resultan idóneos para conseguir el fin público pretendido.
e) Las condiciones especiales de ejecución del contrato.
Las condiciones especiales de ejecución del contrato figuran en el apartado 2,4 del Anexo n.º 2,
del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares. 
En cumplimiento de lo exigido en el artículo 202,1 de la LCSP, que obliga al establecimiento en el
PCAP,  de  al  menos  una  de las  condiciones  especiales  de  ejecución  indicadas  en  él,  se  ha
recogido las siguientes condiciones especiales de ejecución:

• De carácter temporal: La ejecución del lote 2 solo podrá comenzar una vez finalizada la
ejecución del lote 1.

• De  carácter  medioambiental:  La  promoción  del  reciclado  de  productos  mediante  el
cumplimiento del Plan de Gestión de Residuos del proyecto y la utilización de vertederos
de inertes autorizados.

• De  carácter  social:  Garantizar  la  seguridad  y  la  protección  de  la  salud  en  las  obras
mediante el cumplimiento del Plan de Seguridad y Salud, y asegurar el cumplimiento del
Convenio Colectivo de Trabajo para el  Sector de Construcción y Obras Públicas de la
Provincia de Córdoba 2022-2026.

• Otras: Suscripción y mantenimiento de un seguro de responsabilidad civil.
f)  El  valor  estimado del  contrato  con una indicación  de todos  los  conceptos que lo  integran,
incluyendo siempre los costes laborales si existiesen.
El valor estimado del presente contrato y la indicación de todos los conceptos que lo integran con
arreglo a lo dispuesto en el artículo 101 de la LCSP, consta en el expediente. En su cálculo se han
tenido en cuenta conforme al artículo 101.2 de la LCSP, además de los costes derivados de la
aplicación  de  la  normativa  laboral  vigente,  los  gastos  generales  de  estructura  (17,00%)  y  el
beneficio industrial (6%). 
Teniendo en cuenta que en el presente contrato no se prevén posibles prórrogas ni modificaciones
del mismo, su valor estimado total asciende a la cantidad de 988.457,31 €, con un Impuesto del



Valor Añadido total del 21%, equivalente a 207.576,04 €, por lo que el importe total del contrato
asciende a 1.196.033,35 €. 
Esta cuantía total se desglosa de la siguiente forma:
- Lote 1, con un valor estimado de 808.286,76 €, con un IVA del 21%, equivalente a 169.740,22 €,
lo que supone un presupuesto base de licitación de 978.026,98 €.
- Lote 2, con un valor estimado de 180.170,55 €, con un IVA del 21%, equivalente a 37.835,82 €,
lo que supone un presupuesto base de licitación de 218.006,37 €.

El  gasto  del  contrato  por  importe  de  1.196.033,35  €,  está  imputado en  su  totalidad  al
Presupuesto  General  de  la  Diputación  Provincial  del  ejercicio  2026,  aplicación  presupuestaria
LOPD “Obras de Reposición Edificios Provinciales”, estando previsto el inicio de la obra en dicho
ejercicio. 
Dicho gasto está financiado exclusivamente por la Diputación Provincial, mediante Préstamo, el
cual aún no se encuentra formalizado. 
De conformidad con la Disposición adicional 3ª LCSP, apartado 2, se prevé lo siguiente: “Se podrán
tramitar anticipadamente los contratos cuya ejecución material haya de comenzar en el ejercicio
siguiente o  aquellos cuya financiación dependa de un préstamo,  un  crédito o una subvención
solicitada a otra entidad pública o privada, sometiendo la adjudicación a la condición suspensiva de
la efectiva consolidación de los recursos que han de financiar el contrato correspondiente”.
Por  tanto,  esta  contratación  se  tramitará  anticipadamente,  sin  perjuicio  de  condicionar  su
adjudicación  a  la  formalización,  y  por  tanto  a  la  efectiva  consolidación  de  los  recursos,  del
préstamo.
En cualquier caso, con carácter previo a la aprobación del expediente de contratación éste deberá
ser fiscalizado por el Servicio de Intervención.
g)  La  necesidad  de  la  Administración  a  la  que  se  pretende  dar  satisfacción  mediante  la
contratación de las prestaciones correspondientes y su relación con el objeto del contrato, que
deberá ser directa, clara y proporcional.
Ha quedado justificado en el expediente en la forma expuesta precedentemente la necesidad e
idoneidad de la contratación.
h) La decisión de no dividir en lotes el objeto del contrato, en su caso.
En los términos del art. 99.3 LCSP, el presente contrato se divide en dos lotes:

• Lote 1.- Nuevas estructuras y urbanización.
• Lote 2.- Instalaciones fotovoltaicas. 

En este sentido, no se permite que un mismo licitador oferte a ambos lotes, así como tampoco que
se realicen ofertas integradores.
SÉPTIMO.-  PLIEGO  DE  CLAUSULAS  ADMINISTRATIVAS  PARTICULARES  Y  PLIEGO  DE
PRESCRIPCIONES TÉCNICAS
Por  el  Servicio  de  Contratación  se  ha  confeccionado  el  Pliego  de  Cláusulas  Administrativas
Particulares para la contratación de la obra. Por su parte, el Pliego de Prescripciones Técnicas
Particulares forma parte del correspondiente proyecto técnico. Ambos documentos han quedado
incorporados al expediente en cumplimiento de lo exigido en la LCSP.
OCTAVO.- PUBLICIDAD Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN 
De conformidad con lo previsto en el artículo 135 de la LCSP el anuncio para la adjudicación de
contratos de las Administraciones Públicas se publicará en el Perfil de Contratante, señalándose,
a  estos  efectos,  que  la  Diputación  de  Córdoba  tiene  su  Perfil  del  Contratante  alojado  en  la
Plataforma de Contratos del Sector Público.

Dado que el presente contrato no está sujeto a regulación armonizada, no será preciso
anunciar la licitación en el “Diario Oficial de la Unión Europea”.
Respecto a las normas relativas a los medios de comunicación utilizables en el procedimiento que
nos ocupa y de conformidad con lo establecido en la Disposición Adicional Decimoquinta de LCSP,
la práctica de las notificaciones y comunicaciones derivadas del mismo se realizará por medios
exclusivamente electrónicos.
NOVENO.- AGENDA 2030.
En cumplimiento del acuerdo plenario de 25.09.19 sobre Objetivos de Desarrollo Sostenible de la
Agenda 2030, el presente contrato contribuye al cumplimiento a las metas 7 “Energía asequible y
no  contabinante:  7.3  (mejora  de  la  eficiencia  energética)”  y  “11.  Ciudades  y  comunidades
sostenibles: 11.2 (asegurar el acceso de todas las personas a servicios básicos adecuados)”.
DÉCIMO.-  COMPETENCIA



De acuerdo con la Disposición Adicional segunda de la LCSP, corresponde al órgano de
contratación  la  aprobación  del  expediente  y  la  apertura  del  procedimiento  de  adjudicación,
estableciéndose en el apartado 1, de esa Disposición Adicional que corresponde a los Presidentes
de las Entidades Locales las competencias como órgano de contratación respecto de los contratos
de obras cuando su valor estimado no supere el 10% de los recursos ordinarios del Presupuesto
ni la cuantía de seis millones de euros,  como ocurre en este expediente,  sin perjuicio de las
delegaciones que dicho órgano efectúe.
No  obstante  cabe  indicar,  que  el  Presidente  de  la  Diputación,  en  virtud  del   Decreto  de
Presidencia LOPD, de 11 de julio, delegó determinadas competencias en la Junta de Gobierno, y
entre ellas las de  “acordar la contratación de obras […] cuando su valor  estimado exceda de
300.000 €  en los contratos  de obras […]  y  no supere  el  10% de los recursos  ordinarios del
presupuesto,…”, como ocurre en el presente supuesto.”

A la vista de lo anterior y conforme a lo propuesto en el informe a que se ha hecho mérito
anteriormente, la Junta de gobierno, haciendo uso de la competencia que le ha sido delegada por
la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio de 2023 del que se dio cuenta al Pleno en sesión
celebrada el día 12 del mismo mes y año, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO.- Aprobar provisionalmente el proyecto de obras de “Mejora del Albergue Provincial de
Cerro Muriano (1ª fase) (2 lotes)”, una vez comprobado que contiene todos los elementos exigidos
en la legislación aplicable y someterlo a exposición pública en el Boletín Oficial de la provincia
durante  un  plazo  de  veinte  días  hábiles  a  efectos  de  reclamaciones.  Transcurrido  el  plazo
mencionado sin presentarse reclamación alguna o, en caso de presentarse, resueltas las mismas
por  el  órgano  competente,  se  entenderá  aprobado  el  proyecto  definitivamente,  quedando
condicionada la adjudicación de las obras a dicha aprobación definitiva. El proyecto se publicará
así mismo en el  Portal de Transparencia de la Diputación Provincial de acuerdo con el artículo
13,1, e) de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía y en el Tablón de
Edictos de la sede electrónica de la Diputación Provincial, al tratarse de un proyecto que afecta a
un bien de titularidad provincial.
SEGUNDO.-  Aprobar  el  expediente  para  la  contratación  de  las  obras referidas, mediante
procedimiento abierto, tramitación ordinaria y varios criterios de adjudicación, así como el gasto
del mismo, mediante tramitación anticipada que asciende a la cantidad de 1.196.033,35 €, con un
valor estimado de 988.457,31 € y un IVA del 21%, por importe de 207.576,04 €.
TERCERO.-  Aprobar  la  imputación  de  un  gasto  por  importe  de  1.196.033,35 €,  al
Presupuesto General de la Diputación de Córdoba para el ejercicio 2026, con cargo a la
aplicación  presupuestaria 460.9331.63200 “Obras  de  Reposición  Edificios  Provinciales”,
quedando condicionada a la efectiva consolidación de los recursos que lo financian.
CUARTO.- Aprobar el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares que ha de regir el contrato,
quedando incorporado al expediente.
QUINTO.- Publicar el anuncio de licitación en el Perfil del Contratante del órgano de contratación
alojado en la Plataforma de Contratos del Sector Público, de conformidad con lo previsto en el
artículo 135 de la LCSP.
SEXTO.- Notificar la Resolución que se apruebe al Servicio de Patrimonio a los efectos oportunos.

5.-  APROBACIÓN  DEL  EXPEDIENTE  PARA  TRAMITAR  EL  CONTRATO  MIXTO  DE
ADQUISICIÓN DE DOS PRENSAS DIGITALES DE FUSIÓN DE TÓNER SECO, ASÍ COMO EL
SERVICIO  DE  MANTENIMIENTO DE  COPIAS  Y  ASISTENCIA TÉCNICA  DE  LAS  MISMAS,
PARA  EL  DEPARTAMENTO  DE  EDICIONES,  PUBLICACIONES  Y  B.O.P.  DE  LA  EXCMA
DIPUTACIÓN DE CÓRDOBA.-Al  pasar  a  tratarse el  expediente epigrafiado se da cuenta de
informe-propuesta obrante en el mismo firmado por la Técnico de Administración General adscrita
al Servicio de Contratación y por el Jefe de dicho Servicio, fechado el día 4 de junio de 2026, que
presenta  entre  otros  los  siguientes  antecedentes  de  hecho  y  consiguientes  fundamentos  de
derecho:

“ANTECEDENTES DE HECHO



PRIMERO.- Necesidad e idoneidad de la contratación  

De acuerdo con lo previsto en el artículo 28.1 de la LCSP, en la Orden de inicio sobre la
necesidad e idoneidad de la contratación se dispone: 

“NECESIDAD E IDONEIDAD DE LA CONTRATACIÓN:

Para  el  cumplimiento  de  los  fines  y  competencias  que  tiene  legalmente  atribuidos  el
Departamento de Ediciones, Publicaciones y BOP., tales, como la impresión, manipulación de
papel y otros servicios susceptibles de ser prestados por este Departamento para los distintos
Centros y Dependencias de la Diputación de Córdoba, este necesita contratar una empresa
que lleve a cabo el  suministro de una prensa digital  de fusión de tóner seco, así  como el
servicio de mantenimiento de copias y asistencia técnica de la misma, para el Departamento de
Ediciones, Publicaciones y B.O.P. de la Excma. Diputación de Córdoba. La contratación de este
suministro constituye una necesidad imprescindible, teniendo en cuenta que no existe en la
actualidad ningún contrato vigente que pueda satisfacer dicha necesidad.

Con objeto de dar cumplimiento a los mismos, es necesario contratar a una empresa que lleve
a cabo el fin referido, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 9/2017, de 8
de noviembre, de Contratos del Sector Público (en lo sucesivo, LCSP), habida cuenta de que
neste  Departamento  ni  otros  centros  de  la  Diputación  de  Córdoba,  disponen  de  medios
materiales y personales suficientes, para realizar por sí mismos el fin pretendido, por lo que el
contrato solicitado resulta idóneo para satisfacer las necesidades expuestas. La contratación de
referencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley de Contratos del Sector
Público,  se  considera  un  contrato  mixto,  estando  esta  prestación  de  suministro  y  servicio
directamente  relacionadas  entre  sí  y  siendo  complementarias,  y  en  cumplimiento  de  lo
dispuesto en los artículos 99,2 de la LCSP, se justifica que, no se ha alterado el objeto del
contrato con la finalidad de disminuir su cuantía y eludir los requisitos de los procedimientos de
adjudicación.”

En consecuencia, y para dar cumplimiento a lo expuesto, se considera necesaria e idónea la
contratación del suministro con servicio correspondiente, bajo el inicio del expediente 490/2026.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Régimen jurídico  

El presente contrato es de naturaleza administrativa, por ser la Administración contratante
una Administración Pública, según lo previsto el artículo 3.2 de la LCSP, y no encuadrarse entre
aquellos contratos que, aun siendo suscritos por aquella, tienen la consideración de contratos
privados, a tenor de los previsto en el artículo 25 de la LCSP.

Por tanto, le será de aplicación la siguiente normativa:

• Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre,  de  Contratos  del  Sector  Público,  por  laque  se  transponen  al
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (LCSP)

• El Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla parcialmente la LCSP de 2007, en
lo que no contradiga a la LCSP.

• El Reglamento General de la Ley del Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el
Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, (en adelante RGLCAP), en todo aquello en lo que no se
oponga a la LCSP.

• El  Reglamento  General  de  Protección  de  Datos  UE/2016/679  del  Parlamento  Europeo  y  del
Consejo, de 27 de abril de 2016, y la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de octubre, de Protección de Datos
Personales y garantía de los derechos digitales.



• Las disposiciones que resulten de aplicación de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las
Bases de Régimen Local (LRBRL) y del Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en
materia de régimen local, aprobado por el Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril.

• Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas.

• Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público
• Reglamento  de  Organización,  Funcionamiento  y  Régimen  Jurídico  delas  Entidades  Locales,

aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre (ROF)
• Cláusulas del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares que rigen la ejecución del contrato

(PCAP, en adelante). 
• Bases de Ejecución del Presupuesto General de la Diputación de Córdoba. 
• Régimen de fiscalización e  intervención limitada previa de la  Diputación  provincial  de Córdoba,

constatando el cumplimiento de los requisitos básicos aprobados adaptados al Acuerdo del Consejo
de Ministros de 30 de mayo de 2008, actualizado por acuerdo de 1 de julio de 2011, y al Acuerdo del
Consejo de Ministros de 20 de julio de 2018 en el ejercicio de las actuaciones de fiscalización e
intervención de limitada previa en régimen de requisitos básicos.

• Supletoriamente se aplicarán las restantes normas de derecho administrativo y, en su defecto, las
normas de derecho privado.

SEGUNDO.- Objeto del contrato y duración  

El contrato que nos ocupa tiene por  objeto el suministro de dos prensas digitales de fusión de
tóner seco junto con el Servicio de mantenimiento con consumibles para un total de 30.000 copias
en negro y 30.000 copias en color, por máquinas mensuales por un periodo de 4 años, así como el
mantenimiento por exceso de copias. 

El  objeto  del  contrato  conforme  se  establece  en  la  memoria  justificativa  del  contrato  está
conformado por dos prestaciones de diferente naturaleza pero vinculadas entre si:

•  Suministro de dos ( 2)  prensas digitales de fusión de tóner seco y  retirada de las
dos máquinas a color de Reprografía actualmente en uso, que serán sustituidas por
los nuevos equipos

• Servicio  de  mantenimiento  con  consumibles  para  un total  de  30.000 copias  en
negro y 30.000 copias en color, por cada máquina mensuales por un periodo de 4
años.

Conforme al artículo 18 en relación con el artículo 34 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, LCSP ,
nos encontramos ante un contrato mixto, que permite la fusión de prestaciones de naturaleza
diferente, suministro de una prensa digital de fusión de tóner seco y la prestación de servicios de
mantenimiento de la misma, que se encuentran directamente vinculadas entre si  y mantienen
relaciones  de  complementariedad  por  razones  técnicas  de  exclusividad,  exigiendo  de  una
consideración  y  tratamiento  como  una  unidad  funcional  dirigida  a  la  satisfacción  de  una
determinada necesidad.

El régimen jurídico de la preparación y adjudicación del presente contrato mixto, tal como dispone
el articulo 18.1 LCSP, se determinará en función de cuál sea el mayor de los valores estimados de
los respectivos servicios o suministros, resultando por tanto aplicables a nuestro caso, las normas
del contrato de servicios, por cuanto es la prestación con mayor valor estimado. En relación con
sus efectos,  cumplimento  y  extinción  acudiremos por  homogeneidad al  criterio  anterior,  a  las
normas propias del contrato de servicios.  El contrato de servicios se encuentra tipificado en el
artículo 17 de la LCSP y le son de aplicación directa los artículos 208 a 315 de la LCSP.

Al encontrarnos ante un contrato mixto con una prestación de servicios, consta en el expediente la
emisión de informe de insuficiencia de medios propios de esta Diputación, de fecha 03/06/2026
emitido por el Jefe del Departamento de Ediciones, Publicaciones y BOP,  y la Vicepresidenta 2º,
con LOPD.



En el caso que nos ocupa, queda acreditado que el objeto de contrato no implica ejercicio de la
autoridad inherente a los poderes públicos. Así las cosas, el presente contrato no está concebido
para  cubrir  una  necesidad  estructural  de  la  Administración  y  no  es  un  instrumento  para  la
contratación de personal, de conformidad con los limites establecidos en el articulo 308 LCSP. En
este sentido, se recoge en el apartado X del Anexo Nº1 del PCAP iguales advertencias sobre las
obligaciones de la empresa adjudicataria respecto al personal  adscrito a la ejecución, el cual, en
ningún caso pasará  a  ser  considerado personal  de  la  Administración,  de  tal  forma que a  su
extinción,  no  podrá  producirse  en  ningún  caso  la  consolidación  de  las  personas  que  hayan
realizado los trabajos objeto del contrato como personal de la entidad contratante. A tal fin, los
empleados o responsables de la Administración deben abstenerse de realizar actos que impliquen
el ejercicio de facultades que, como parte de la relación jurídico laboral,  le corresponden a la
empresa contratista.

Conforme a lo dispuesto en el Art.99.3 de la LCSP el contrato no se divide en lotes basada
en la siguiente justificación   :

De conformidad con lo previsto en la cláusula 1ª de la Memoria justificativa y el articulo 99.3 LCSP, la
imposibilidad de división en lotes del contrato, se justifica en tanto que siendo prestaciones de diferente
naturaleza, se tratan de prestaciones complementarias, que se entienden inseparables y cuya realización
independiente dificultaría el correcto mantenimiento y rendimiento óptimo de las máquinas, por lo que se
hace aconsejable que deban ser adjudicados a un mismo contratista.

Asimismo,  ambas  prestaciones  siendo  de  naturaleza  diferente,  no  obstante  guardan  la  conexión  y
vinculación necesaria,  siguiendo las determinaciones del  articulo 34.2 de la Ley 9/2017, que permite
fusionar  prestaciones  correspondientes  a  diferentes  contratos  en  un  contrato  mixto  “cuando  esas
prestaciones  se  encuentren  directamente  vinculadas  entre  sí  y  mantengan  relaciones  de
complementariedad que exijan su consideración y tratamiento como una unidad funcional dirigida a la
satisfacción de una determinada necesidad o a la consecución de un fin institucional propio de la entidad
contratante.” 

Por tanto, esa unidad funcional justifica que debamos considerar, su adquisición y mantenimiento, como
como  un  único  contrato,  tal  como  permite  el  articulo  99.7  LCSP,  justificado  en  la  conexión  y
complementariedad de ambas prestaciones. 

Asimismo, la división en lotes dificultaría la correcta ejecución desde el punto de vista técnico, siendo
razones justificadoras las siguientes:

a)  Coordinación  y responsabilidad.  La  necesidad de centralizar  con un solo suministrador  todas las
incidencias acaecidas durante su funcionamiento, contando con un único interlocutor responsable.
b)  Por  economías de escala.  Mantener  bajo  un  mismo contrato,  la  adquisición  conjunta  de las  dos
máquinas  permite  optimizar  los  costes  de  instalación,  formación  de  personal  y  desplazamientos  de
técnicos de mantenimiento, haciendo más atractiva la licitación para el empresario.
c) Salvaguarda de la Garantía y Rendimiento de las máquinas. Es aconsejable que el servicio postventa
sea prestado por el mismo personal, a efectos de la garantía comercial de las máquinas”

La  codificación  del  contrato  correspondiente  a  la  nomenclatura  Vocabulario  Común  de
Contratos (CPV, por sus siglas en inglés), según el Reglamento (CE) 213/2008 de la Comisión, de
28 de noviembre de 2007, que modifica el Reglamento (CE) 2195/2002 del Parlamento Europeo y
del Consejo, por el que se aprueba el Vocabulario común de contratos públicos, y las Directivas
2004/17/CE y 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre los procedimientos de los
contratos públicos en lo referente a la revisión del CPV, es:

• LOPD Fotocopiadoras, máquinas offset e impresoras

• LOPD Equipos de impresión offset digital

• LOPD Servicios de impresión y servicios conexos.



• LOPD Mantenimiento y reparación de máquinas de reprografía 

Se prevé una duración del contrato  de cuatro años a contar desde el día de la firma del acta
de  recepción  de  la  prensa  digital,  momento  a  partir  del  cual  comenzará  su  vigencia.  No  se
establece la posibilidad de prorrogar el contrato.

En cuanto a la entrega y ejecución del contrato debemos diferenciar :

• Respecto a la  recepción de las dos prensas nuevas adquiridas.  Una vez comprobada
materialmente la inversión por el Servicio de Intervención y tratándose de bienes muebles
inventariables, de conformidad con la Base de ejecución N.º 26 del Presupuesto General
de la Diputación de 2026, el Departamento responsable deberá comunicar por escrito el
alta  a  la  Secretaria  General-  Gestión  del  Patrimonio,   adjuntándole  la  documentación
acreditativa.

• Respecto a la entrega de las dos máquinas usadas. De conformidad con el articulo 302
LCSP, se ha establecido en el PCAP, que el pago del precio total del suministro consista
parte en dinero y parte en especie, mediante la entrega de dos máquinas usadas  descritas
en el punto 7 del PPTP, cuyo valor económico residual se fija en 7.000 euros, importe éste
que en ningún caso supera el precio total  del  suministro.  Dicha entrega de bienes,  se
acordará  con la  adjudicación del  contrato  a favor  del  adjudicatario,  las  cuales tendrán
consideración de pago en especie del suministro, implicando dicho acuerdo por sí solo la
baja  en  el  inventario  y,  en  su  caso,  la  desafectación  de  los  bienes.  No  obstante,  el
responsable del contrato levantará acta de entrega de las dos prensas digitales usadas y lo
comunicará  a  la  Secretaria  General  o  Departamento  encargado  de  la  gestión  del
Patrimonio, a efectos de su baja en el inventario de la Corporación, de conformidad con la
26º Base de Ejecución del Presupuesto General de la Diputación de Córdoba.

Siguiendo lo dispuesto por el articulo 302.3 LCSP, la valoración económica de las dos prensas que
se entregan por la Administración, ha sido un criterio económico a valorar para la adjudicación del
contrato y  así ha ha sido contemplado en el Anexo N.º 3 del PCAP. 

En cuanto a la naturaleza de la operación a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA), La
entrega  y  retirada  de  los  dos  equipos  de  prensa  digital  (RICOH  PRO  C7100,  n.º  de  serie
X417F711768 y n.º de serie X417F711770) propiedad de esta Administración se califica, a efectos
fiscales, como una operación NO SUJETA al Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA, en aplicación
del artículo 7.8.º de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, al
entender  que  la  operación  realizada  por  esta  Administración,  se  ejerce  en  funciones  no
comerciales o mercantiles quedando fuera del ámbito de aplicación del impuesto. Así lo es, en
tanto que, el destino de los bienes muebles objeto de entrega en especie han estado afectos de
forma predominante a la actividad interna del Departamento con cartelería , impresos y demás
material  institucional  de   uso  interno  de  esta  Diputación  así  como  en  sus  competencias  de
asistencia material  para los municipios de la provincia. Así las cosas, el servicio de Ediciones
publicaciones  y  BOP,  se  destina  fundamentalmente  a  la  realización  de  prestaciones  y
publicaciones de carácter administrativo, sin carácter comercial o de competencia con el sector
privado. 

TERCERO.- Justificaciones   ex   artículo 116.4 de la LCSP  

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 116.4 de la LCSP, se analizan las siguientes
circunstancias, de aplicación a este expediente según la naturaleza del contrato:

 a) Elección del procedimiento de licitación  

Como quiera  que  el  presente  contrato  no  es  subsumible  en  ninguno  de los  supuestos
previstos en el artículo 131 de la LCSP para la utilización de los procedimientos negociado con o



sin publicidad, diálogo competitivo o de asociación para la innovación, debemos seguir alguno de
los dos procedimientos (abierto o restringido) que el propio artículo 131 señala como ordinarios,
por lo que esta Técnica de Administración General propone que se siga el procedimiento abierto.
En concreto,  considerando el  valor  estimado del  contrato,  298.173,55 €,  debemos recurrir  a  la
regulación armonizada, al  sobrepasar el  umbral  previsto para los contratos de servicios en el
artículo 22.1.b) de la LCSP, por lo que el plazo de presentación de proposiciones, de conformidad
con el artículo 156.3 de la LCSP, será de treinta días, toda vez que está prevista la presentación
de ofertas por medios electrónicos.

Así,  la tramitación del presente expediente se realizará de forma electrónica,  dando así
cumplimiento  a  la  Disposición  Adicional  (DA)  16ª  de  la  LCSP,  a  través  de  la  Plataforma  de
Contratación del Sector Público, regulada en el artículo 347 de la LCSP.

La tramitación del procedimiento abierto sometido a regulación armonizada deberá  ajustarse a las
siguientes  especialidades  además  de  las  que  ya  se  seguirán  respecto  de  la  preparación  y
adjudicación según el procedimiento abierto ordinario:

a)Cuando los contratos estén sujetos a regulación armonizada  el anuncio de la licitación deberá
publicarse,  además,  en  el  «Diario  Oficial  de  la  Unión  Europea»,  debiendo  los  poderes
adjudicadores  poder  demostrar  la  fecha  de  envío  del  anuncio  de  licitación.  La  Oficina  de
Publicaciones de la Unión Europea confirmará al poder adjudicador la recepción del anuncio y la
publicación de la información enviada, indicando la fecha de dicha publicación. Esta confirmación
constituirá prueba de la publicación

b)En procedimientos abiertos de adjudicación de contratos sujetos a regulación armonizada, el
plazo de presentación de proposiciones no será inferior a treinta y cinco días, para los contratos de
obras, suministros y servicios, y a treinta días para las concesiones de obras y servicios, contados
desde  la  fecha  de  envío  del  anuncio  de  licitación  a  la  Oficina  de  Publicaciones  de  la  Unión
Europea.
En los contratos de obras, suministros y servicios, el plazo general previsto en el apartado anterior
podrá  reducirse  si  el  órgano de contratación  aceptara  la  presentación  de ofertas  por  medios
electrónicos, cuestión que hemos previsto en nuestros pliegos , haciendo uso de dicha posibilidad
legal establecida en el articulo 156. 2 d), ha quedado  reducido  el plazo general de presentación
de proposiciones en cinco días.

c)La formalización de los contratos deberá publicarse, junto con el correspondiente contrato, en un
plazo no superior a quince días tras el perfeccionamiento del contrato en el perfil de contratante del
órgano de contratación.  Cuando el  contrato esté sujeto a regulación armonizada, el  anuncio de
formalización deberá publicarse, además, en el «Diario Oficial de la Unión Europea» El órgano de
contratación, cuando proceda, enviará el anuncio de formalización al «Diario Oficial  de la Unión
Europea»  a  más  tardar  10  días  después  de  la  formalización  del  contrato.  Los  anuncios  de
formalización no se publicarán en los lugares indicados en los apartados primero y segundo del
presente artículo antes de su publicación en el «Diario Oficial de la Unión Europea», en el caso en
que deban ser publicados en dicho Diario Oficial, debiendo indicar la fecha de aquel envío, de la que
los servicios dependientes del órgano de contratación dejarán prueba suficiente en el expediente, y
no podrán contener indicaciones distintas a las incluidas en dicho anuncio.  No obstante, en todo
caso podrán publicarse si el órgano de contratación no ha recibido notificación de su publicación a
las 48 horas de la confirmación de la recepción del anuncio enviado.

d)En el caso en que el órgano de contratación desista del procedimiento de adjudicación o decida
no adjudicar o celebrar un contrato para el que se haya efectuado la correspondiente convocatoria,
lo  notificará a los candidatos o licitadores,  informando también a la  Comisión Europea de esta
decisión cuando el contrato haya sido anunciado en el «Diario Oficial de la Unión Europea»



La  tramitación  del  presente  expediente  se  realizará  de  forma  electrónica,  dando  así
cumplimiento a la  DA 16ª de la  LCSP,  a través de la  Plataforma de Contratación del  Sector
Público, regulada en el artículo 347 de la LCSP.

 b) Clasificación que se exije a los participantes  

De conformidad con lo  dispuesto en el  artículo 77 de la LCSP y el  46 del  RGLCAP, al
tratarse de un contrato mixto cuya prestación principal es la de servicios no sera obligatoria la
clasificación del empresario. No obstante, podrá acreditar de forma potestativa su solvencia para
mediante su clasificación en el siguiente grupo de conformidad con el articulo 37 y 38 RGLCAP :

- Grupo : M Servicios especializados- Subgrupo : 4 Artes gráficas - Categoría 1 : Cuantía de
valor anual medio del contrato inferior a 150.000 €

Asimismo, podrá indistintamente acreditarlo mediante la clasificación siguiente :

-  Grupo  :  Q  Servicios  de  mantenimiento  y  reparación  de  maquinaria.  -  Subgrupo  :  1.
Mantenimiento  y  reparación  de maquinaria  -  Categoría 1  :  Cuantía  de  valor  anual  medio  del
contrato inferior a 150.000 €

 c) Criterios de solvencia técnica o profesional, y económica y financiera, y criterios que se  
tendrán en consideración para adjudicar el contrato, así como las condiciones especiales
de ejecución del mismo

Los criterios de solvencia se encuentran recogidos en el Anexo n.º 2 del Pliego de Cláusulas
Administrativas Particulares (PCAP, en adelante).

La solvencia económica y financiera se acreditará mediante volumen anual de negocios que,
referido  al  mejor  ejercicio dentro  de los tres  últimos disponibles en función de las  fechas de
constitución o de inicio de actividades del empresario y de presentación de las ofertas, sea, al
menos,  una vez el valor anual medio del contrato (I.V.A. excluido), al ser su duración superior a
un año, esto es: 74.543,39  €.

La solvencia técnica se acreditará, de acuerdo con lo previsto en el artículo 90.1 a) de la LCSP,
mediante una relación de los principales suministros realizados de igual o similar naturaleza que
los que constituyen el objeto del contrato en el curso de, como máximo los tres últimos años, en la
que se indique el importe, la fecha y el destinatario, público o privado de los mismos. El importe
anual acumulado en el año de mayor ejecución deberá ser igual o superior al 70% de la anualidad
media del contrato, esto es, 52.180,37   €.

Por su parte, el Anexo n.º 3 del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares recoge los
criterios que se tendrán en consideración para adjudicar el contrato, optándose por utilizar varios
criterios en cumplimiento de lo previsto en los artículos 145.1 y 146.2 de la LCSP, orientados a
buscar la mejor relación calidad-precio. Todos los criterios están vinculados al objeto del contrato y,
de acuerdo con lo propuesto en la cláusula 7ª de la Memoria, son cuantificables mediante la mera
aplicación  de  fórmulas  matemáticas.  Dichos  criterios,  son  proporcionales  y  directamente
relacionados  con el objeto mixto del contrato , es decir, se  otorga una  ponderación repartida tanto
por la mejora del suministro de la prensa por encima de las condiciones mínimas exigidas en el
PPTP, como por mejoras de la calidad del servicio de mantenimiento,que redundan claramente en
obtener la mejor oferta , no solo desde el factor precio ( 70 puntos )  sino desde el punto de vista de
calidad  técnica,  -aumentando  la  garantía  postventa  o  con  un  mantenimiento  preventivo  más
frecuente  -, que asciende a 19 puntos, lo que en global vienen a alargar el ciclo útil de vida de la
máquina y su buen funcionamiento para la Administración. Como hemos dicho, de conformidad con
el  articulo  302.3  LCSP,  la  valoración  económica  de  las  dos  prensas  que  se  entregan  por  la



Administración, ha sido un criterio económico a valorar para la adjudicación del contrato y  así ha ha
sido contemplado en el Anexo N.º 3 del PCAP, con una ponderación de un máximo de 11 puntos.

Advertido  un  error  en  la  fórmula  matemática  propuesta  por  el  Servicio  Técnico  para  la
valoración económica de las dos máquinas a retirar  ( descrita en  la memoria justificativa ) , se
corrige en el PCAP,  de forma  que se opta por la siguiente fórmula donde un mayor valor represente
una mejor oferta

Las condiciones especiales de ejecución del contrato, así como la adscripción de medios
constan en el Anexo n.º 2 del PCAP, de acuerdo con lo exigido en el artículo 202 de la LCSP.

 d) Presupuesto base de licitación y valor estimado del contrato, con una indicación de todos  
los conceptos que lo integran, incluyendo siempre los costes laborales si existiesen

El Presupuesto Base de licitación del contrato mixto (suministro y mantenimiento) en aplicación
del artículo 100.1 de la LCSP, asciende a 298.173,55 € con un I.V.A del 21 % de 62.616,45 € por
lo que el total asciende a 360.790,00 €. 

Dicho presupuesto,  está  configurado  en  concordancia  con  el  estudio  de  precios  medios  de
mercado, tanto para la adquisición de la prensa digital de fusión de tóner seco, como para el coste
de mercado del  servicio  de  mantenimiento  por  copia  a  color  o en negro,  y  las  comparativas
medias  de  producción  de  copias  realizadas  en  los  últimos  años  para  cubrir  las  necesidades
demandadas por esta Corporación Provincial. En especial, los costes salariales  se han tenido
en  cuenta  para  el  cálculo  del  presupuesto  del  servicio  de  mantenimiento,  por  referencia  al
Convenio  Colectivo  del  Sector  del  Metal  de  la  Provincia  de  Córdoba  (2023  2025).  Para  el
mantenimiento  de  reprografía,  la  categoría  de  referencia  a  efectos  salariales  será  Oficial  de
mantenimiento  1ª  o  2º  (Grupo  5)  del  Convenio  del  Metal  de  Córdoba,  no  estableciéndose
desagregación por géneros . 

 A estos importes se han añadido los costes de Seguridad Social a cargo de la empresa (aprox.
34,5%). El desglose de costes se recoge en el punto 5 de la Memoria justificativa.

Por tanto, el Presupuesto Base de licitación para el contrato mixto, resulta ser el siguiente:

PRESUPUESTO I.V.A.
(21%)

TOTAL 

Suministro de 2 prensas 128.000,00 € 26.880,00 € 154.880,00 €

Servicio
mantenimiento 2
prensas Precio

alzado

Mantenimiento de copias para
impresión de 30.000 copias a
color mensual por máquina 

( 4 años )

99.173,55 € 20.826,45 € 120.000,00 €

Mantenimiento de copias para 21.000,00 € 4.410,00 € 25.410,00 €



impresión de 30.000 copias en
negro mensuales por  máquina 

( 4 años) 

Precio
unitario

Mantenimiento de copias para
posibles excesos de copias

mensuales 

( 4 años) 

50.000,00 € 10.500,00 € 60.500,00 €

TOTAL 298.173,55 € 62.616,45 € 360.790,00 €

De conformidad con el articulo 100.2 LCSP, el presupuesto base de licitación se ha desglosado
los costes directos e indirectos y otros eventuales gastos calculados para su determinación, que
se recogen en el punto 5 de la Memoria justificativa  :

Concepto de coste % Importe

Costes directos 81 % 241.520,58 €

Gastos generales 13 % 38.762,56 €

Beneficio Industrial 6 % 17.890,41 €

PBL (sin IVA) 100 % 298.173,55 €

IVA (21 %) 21 % 62.616,45 €

PBL (con IVA) 121 % 360.790,00 €

De conformidad con lo previsto en el artículo 102.4 de la LCSP, se establece un sistema de
determinación mediante precio alzado, a excepción del servicio de mantenimiento por exceso
de  copias  que  se  determinará  mediante  sistema  de  precio  unitario  en  función  de  las
necesidades de la Administración según la Disposición Adicional 33º LCSP.

Por otro lado, el valor estimado del contrato, de conformidad con lo dispuesto en el artículo
101 de la LCSP, asciende a la cantidad de 298.173,55 €, coincidente con el presupuesto base de
licitación,  excluido  IVA,  al  no  estar  previstas  prórrogas,  modificación  ni  eventuales  primas  al
contratista. 

Al tratarse de un gasto que se imputará a cuatro ejercicios futuros, 2027, 2028, 2029 y 2030,
recogiendo  compromisos de gastos de carácter plurianual que no superan lo limites del articulo
147 del TRLRHL, se ha recabado  la conformidad de la Vicepresidenta 4º y Diputada delegada de
Hacienda y Fondos europeos, de conformidad con la Base 21 “ Gastos Plurianuales”, apartado 4,
del Presupuesto General de esta Diputación para el ejercicio 2026, que consta en el expediente
informada favorablemente con fecha 28/05/2026 y LOPD

e) Financiación del Contrato. A efectos, de acreditar el crédito adecuado y suficiente en el
presente expediente, se ha realizado los siguientes documentos contable de retención de crédito
(RC) con N.º de Operación LOPD en el ejercicio corriente 2026 y para los cuatro ejercicios futuros,
2027 a 2030, un único documento contable con N.º Operación  LOPD, con las cantidades y las
aplicaciones que se desglosan a continuación :



Año Aplicación Importe 

2026

LOPD Maquinaria, Instalac. Y Utill. Ediciones, Publicaciones 154.880,00 €

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 6.058,75 €

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 2.520,83 €

Total 2026 163.459,58 €

2027

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 36.352,50 €

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 15.125,00 €

Total 2027 51.477,50 €

2028

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 36.352,50 €

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 15.125,00 €

TOTAL 2028 51.477,50 €

2029

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 36.352,50 €

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 15.125,00 €

Total 2029 51.477,50 €

2030

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 30.293,75 €

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 12604,17

Total 2030 42.897,92 €

TOTAL PBL ( IVA incluido) 360.790,00 €

f)  Necesidad de la  Administración  a la  que se  pretende dar  satisfacción mediante  la
contratación  de  las  prestaciones  correspondientes;  y  su  relación  con  el  objeto  del
contrato, que deberá ser directa, clara y proporcional

La necesidad e  idoneidad de la  contratación se hallan  justificadas en la  documentación
preparatoria del expediente.

CUARTO.- Pliego  de  Clausulas  Administrativas  Particulares  y  Pliego  de  Prescripciones  
Técnicas Particulares

Por  parte  del  Servicio  de  Contratación  se  ha  confeccionado  el  PCAP y  por  parte  del
Departamento  de  Ediciones,  Publicaciones  y  BOP,  se  ha  redactado  tanto  el  PPTP como  la
Memoria justificativa, que quedan incorporados al expediente.

QUINTO.- Publicidad y medios de comunicación  

De conformidad con lo previsto en el artículo 135 de la LCSP, el anuncio de licitación para la
adjudicación  de  contratos  de  las  Administraciones  Públicas  se  publicará  en  el  Perfil  de
Contratante;  señalándose,  a  estos  efectos,  que  la  Diputación  de  Córdoba  tiene su  Perfil  del
Contratante alojado en la Plataforma de Contratos del Sector Público.

Respecto  a  las  normas  relativas  a  los  medios  de  comunicación  utilizables  en  el
procedimiento que nos ocupa y, de conformidad con lo establecido en la DA 15ª LCSP, cabe
destacar que la práctica de las notificaciones y comunicaciones derivadas del mismo se realizarán
por medios exclusivamente electrónicos. 

SEXTO.- Competencia  

De acuerdo con la DA 2ª de la LCSP, corresponde al órgano de contratación la aprobación
del expediente y la apertura del procedimiento de adjudicación. A su vez, el apartado 1º de esa DA
establece que corresponde a los Presidentes de las Entidades Locales las competencias como
órgano de contratación respecto de los contratos de suministro cuando su valor  estimado no



supere el 10% de los recursos ordinarios del Presupuesto ni la cuantía de seis millones de euros,
como es el caso, sin perjuicio de las delegaciones que dicho órgano efectúe.

 En relación a esta cuestión, habrá que estar a lo dispuesto en el Decreto, de 11 de Julio
de 2023 del  Presidente de la  Diputación (n.º  de resolución LOPD),  en virtud del  cual  delegó
determinadas  competencias  en  los  Sres/as  Diputados/as  y,  entre  ellas,  la  de  acordar  la
autorización, compromisos y reconocimientos de los gastos de las materias de su delegación.
Posteriormente  el  Decreto  N.º  LOPD de  la  Presidencia  de  fecha  24  de  julio  de  2023  dicta
instrucciones  de  interpretación  en  materia  de  competencias  delegadas  en  los  Sres/as
Diputados/as para la contratación de obras, de suministros, de servicios, de concesión de obras y
concesión de servicios, los contratos administrativos especiales y los contratos privados cuando
su valor estimado no exceda de 300.000 euros en los contratos de obras y de 200.000 euros en
los  demás  contratos  y  no  supere  el  10% de  los  recursos  ordinarios  del  presupuesto  ni,  en
cualquier caso, la cuantía de seis millones de euros, incluidos los de carácter plurianual cuando su
duración no sea superior a cuatro años, eventuales prórrogas incluidas, siempre que el importe
acumulado de todas sus anualidades no supere ni el porcentaje indicado, referido a los recursos
ordinarios del presupuesto del primer ejercicio, ni la cuantía señalada.

Atendiendo,  por  tanto,  a  la  cuantía  del  contrato  y  de  acuerdo  con  el  Decreto  de  la
Presidencia de esta Diputación de 11 de Julio de 2023, complementado por el Decreto de 24 de
Julio de 2023, en relación con las competencias en materia de contratación publica insertado en el
libro de Resoluciones con Nº LOPD, la competencia para aprobación del presente expediente de
contratación corresponde a la Junta de Gobierno Local . La resolución de aprobación del contrato
se considera dictada por el órgano delegante, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9.4 de
la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 

Séptimo.- CUMPLIMIENTO AGENDA 2030.

El 25 de septiembre de 2015, los estados miembros de la Organización de las Naciones Unidas
establecieron, en la denominada Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, diecisiete objetivos
con el fin de constituir «un llamamiento universal a la acción para poner fin a la pobreza, proteger el
planeta y mejorar las vidas y las perspectivas de las personas en todo el mundo». El 29 de junio de
2018, el Consejo de Ministros aprobó el «Plan de acción para la implementación de la Agenda
2030», en el que se analiza la situación de España en relación a los diecisiete objetivos y se
establecen acciones concretas para impulsar la Agenda 2030, entre los que se encuentra una serie
de  áreas  de  acción  prioritaria,  así  como medidas  transversales  que  comprometen no  solo  al
Estado, sino también a las Comunidades Autónomas, las entidades locales y al resto de actores,
como la sociedad civil, las empresas y los sindicatos, entre otros.

La Diputación Provincial, en sesión plenaria de fecha 25 de septiembre de 2019, acordó el
apoyo a la Declaración del XII Pleno de la FEMP en favor de la Agenda 20302 de los Objetivos de
Desarrollo Sostenible, con 169 metas de carácter integrado e indivisible que abarcaban las esferas
económica, social y ambiental.

En cumplimiento de dicho acuerdo, se determina como ODS de la Agenda 2030, alcanzar
los siguientes objetivos: 9. Industria , innovación e infraestructura. 

Noveno .-Medios de Impugnación . Debido al valor estimado de este contrato , superior a cien mil
euros  ,  los  actos  y  decisiones  de la  licitación   serán  objeto  de  Recurso  Especial  en  materia
contractual previsto en el  articulo 44.1 de la LCSP .Contra las actuaciones mencionadas en el
artículo 44  como susceptibles de ser impugnadas mediante el recurso especial,no procederá la
interposición  de  recursos  administrativos  ordinarios  .La  interposición  del  recurso  especial  en
materia de contratación tendrá carácter potestativo y será gratuito para los recurrentes .

Décima.-Fiscalización previa .De acuerdo con el vigente Régimen de fiscalización e intervención
limitada  previa  de  la  Diputación  provincial  de  Córdoba,  la  Intervención  deberá  fiscalizar  el
expediente antes de la aprobación del expediente de contratación, constatando el cumplimiento de



los requisitos básicos identificados  en el Área 2, expedientes de servicios, con los códigos A.1-4 y
B.1-18 y C.1-3.”

A la vista de lo anterior y conforme a lo propuesto en el informe a que se ha hecho mérito
anteriormente, la Junta de gobierno, haciendo uso de la competencia que le ha sido delegada por
la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio de 2023 del que se dio cuenta al Pleno en sesión
celebrada el día 12 del mismo mes y año, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO.- Aprobar el expediente  para la contratación del contrato mixto de adquisición de
dos prensas digitales de fusión de tóner seco, así como el servicio de mantenimiento de copias y
asistencia técnica de las mismas, para el Departamento de Ediciones, Publicaciones y B.O.P. de
la  Excma  Diputación  de  Córdoba,  mediante  Procedimiento  Abierto  sometido  a  regulación
armonizada  y una pluralidad de criterios de adjudicación,  con un  gasto máximo del mismo que
asciende a la cantidad de 298.173,55 €, con un IVA del 21%, que supone 62.616,45 € por lo que el
total asciende a 360.790,00  €.( iva incluido), con el siguiente desglose de anualidades futuras:

Año Aplicación Importe 

2026

LOPD Maquinaria, Instalac. Y Utill. Ediciones, Publicaciones 154.880,00 €

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 6.058,75 €

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 2.520,83 €

Total 2026 163.459,58 €

2027

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 36.352,50 €

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 15.125,00 €

Total 2027 51.477,50 €

2028

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 36.352,50 €

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 15.125,00 €

TOTAL 2028 51.477,50 €

2029

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 36.352,50 €

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 15.125,00 €

Total 2029 51.477,50 €

2030

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 30.293,75 €

LOPD “Mantenimiento equipos Ediciones, Publicaciones 12604,17

Total 2030 42.897,92 €

TOTAL PBL ( IVA incluido) 360.790,00 €

SEGUNDO.-  Adoptar el compromiso de consignar en el Presupuesto de la Corporación para los
ejercicios 2027 a 2030 , el crédito adecuado y suficiente en la aplicación LOPD ,para atender el
gasto  máximo  que  supone  la  presente  contratación  de  197.330,42  €  ,  de  acuerdo  con  la
distribución de aplicaciones, anualidades  e importes consignados en el punto primero.

TERCERO.-La viabilidad del gasto queda condicionada a la aprobación del Presupuesto General
de esta Corporación para los ejercicios futuros  2027, 2028, 2029 y 2030 así como a la existencia
de crédito adecuado y suficiente a la naturaleza del gasto.

CUARTO.- Aprobar  el  Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares y el  de Prescripciones
Técnicas Particulares que rigen la presente contratación y acordar la apertura del procedimiento
de adjudicación abierto sometido a regulación armonizada.

QUINTO.- Publicar el anuncio de licitación en el Perfil del Contratante del órgano de contratación,
alojado en la Plataforma de Contratos del Sector Público, de conformidad con lo previsto en el



artículo 135 de la LCSP, junto con el resto de la documentación preparatoria que establece el
artículo 63 de dicho Texto Legal.

SEXTO.-Trasladar al Servicio de Hacienda, para la adecuada programación presupuestaria de los
ejercicios futuros. 

6.- APROBACIÓN CONVENIO DE DEPORTES CON EL CLUB DEPORTIVO AUTOMÓVIL CLUB
CÓRDOBA,  PARA  EL  DESARROLLO  DEL  PROYECTO  43  RALLY  ANDALUCÍA  SIERRA
MORENA CÓRDOBA PATRIMONIO DE LA HUMANIDAD .-Igualmente se conoce del expediente
de su razón,  instruido en el  Servicio de Administración de Bienestar Social,  en el que consta
informe de la Adjunta a la Jefatura de dicho Servicio firmado por la misma, fechado el día 9 de
junio del  año en curso y por la Jefa de dicho Servicio en el  que se contienen los siguientes
antecedentes de hecho y consiguientes fundamentos de derecho:

“ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Consta en el expediente, orden de inicio de fecha 14 de mayo de 2026, suscrita por el
Diputado Delegado de Deportes  y  Protección  Civil,  relativa  a  la  aprobación  del  Convenio  de
Colaboración entre la Excma. Diputación de Córdoba y el Club Deportivo Automóvil Club Córdoba,
para  el  desarrollo  del  proyecto  “43  Rally  Andalucía  Sierra  Morena  Córdoba  Patrimonio  de la
Humanidad”. Tal y como se indica en el Proyecto-Memoria aportado por la Entidad, el objeto de
este proyecto es la organización de la cuadragésimo tercera edición del Rallye Internacional Sierra
Morena, que puntuará para el máximo campeonato de Rallyes a nivel continental, el European
Rally Championship (ERC). Este tradicional evento supone un revulsivo para la industria turística
de la comarca y de toda la provincia en donde el turismo es un “segmento estratégico” como
fuente  de  riqueza  y  empleo.  En  la  presente  edición,  el  rallye  discurre  por  los  municipios  de
Almodóvar del Río, Córdoba, Espiel, Obejo, Posadas, Pozoblanco, Villaharta, Villanueva del Rey y
Villaviciosa de Córdoba. 

SEGUNDO.- Consta, igualmente en el expediente, solicitud suscrita por el representante del Club
Deportivo Automóvil  Club Córdoba el  día 30 de abril  de 2026 (n.º registro de entrada LOPD)
mediante  la  que  solicita  ayuda  económica  mediante  convenio  nominativo  para  financiar  el
proyecto  “43  Rally  Andalucía  Sierra  Morena  Córdoba  Patrimonio  de  la  Humanidad”,  al  que
acompaña del correspondiente Proyecto-Memoria relativo a la actividad, así como Declaración
responsable de estar al corriente de las obligaciones fiscales, tributarias y de Seguridad Social, así
como de no hallarse incurso en ningún tipo de prohibición para ser beneficiario, de conformidad
con lo establecido en el artículo 13 de la LGS.

TERCERO.- Con fecha 22 de mayo de 2026 se emite informe por el Jefe del Departamento de
Juventud  y  Deportes  en  el  que  se  propone  la  aprobación  del  Convenio  de  Colaboración  de
referencia.

FUNDAMENTOS DE DERECHO.

PRIMERO.- RÉGIMEN JURÍDICO

La legislación aplicable se contiene, entre otra, en la siguiente normativa:

- Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

- Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones .

- Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

- Ley 40/2015 de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

- Ordenanza reguladora de la Actividad subvencional, criterios de graduación y potestad
sancionadora de la Diputación Provincial de Córdoba, publicada en el BOP nª29 de 12 de febrero
de 2020.



-  Bases de Ejecución del  Presupuesto de la  Diputación Provincial  de Córdoba para el
ejercicio 2026.

Supletoriamente se aplicarán las restantes normas del  Derecho Administrativo y  en su
defecto, las de Derecho Privado.

SEGUNDO.- NATURALEZA JURÍDICA DEL CONVENIO.

Por lo que respecta a la naturaleza jurídica del Convenio cuya aprobación se pretende y
que constituye  el  objeto  del  presente  informe,  podemos indicar  que se  trata  de  un convenio
mediante el cual se instrumenta una subvención nominativa a favor del Club Deportivo Automóvil
Club Córdoba para la realización de las actividades incluidas en el Proyecto-Memoria aportado por
la Entidad y cuyo presupuesto asciende a la cantidad de 935.800 €,  aportando la  Diputación
300.000 €, el Ayuntamiento de Córdoba 300.000 €, la Junta de Andalucía 300.000 €, entidades
privadas (Recalvi,  Sadeco, Alkamel  35.695 €,  por Cuotas socios e ingresos generados por la
entidad 105 €.

En  este  sentido,  el  artículo  22  de  la  Ley  38/2003,  de  17  de  noviembre,  General  de
Subvenciones (LGS en adelante), al regular los procedimientos de concesión de subvenciones
públicas  y  tras  señalar  que  el  procedimiento  ordinario  de  concesión  de  subvenciones  es  el
régimen de concurrencia competitiva, señala en su apartado segundo que: “ Podrán concederse
de  forma  directa  las  siguientes  subvenciones:  .a)  Las  previstas  nominativamente  en  los
Presupuestos Generales del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades Locales,
en los términos recogidos en los convenios y en la normativa reguladora de estas subvenciones.

A efectos de lo establecido en el  párrafo anterior,  se entiende por subvención prevista
nominativamente en los Presupuestos Generales del Estado aquella en que al menos su dotación
presupuestaria y beneficiario aparezcan determinados en los estados de gasto del Presupuesto.
El objeto de estas subvenciones deberá quedar determinado expresamente en el correspondiente
convenio de colaboración o resolución de concesión que, en todo caso, deberá ser congruente
con la clasificación funcional y económica del correspondiente crédito presupuestario.

En el mismo sentido se manifiesta el artículo 65.1 del  Real Decreto 887/2006, de 21 de
julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de
Subvenciones.(RLGS en adelante).

Por otra parte, hay que señalar que a la regulación del régimen jurídico de los Convenios
dedica  la  Ley  40/2015 de 1  de  octubre,  de  Régimen Jurídico  del  Sector  Público (LRJSP en
adelante), el Capítulo VI del Título Preliminar, artículos 47 a 53.

El art. 47.1 define el concepto de convenio al establecer que: ”Son convenios los acuerdos
con efectos jurídicos adoptados por las  Administraciones  Públicas,  los organismos públicos  y
entidades de derecho público vinculados o dependientes o las Universidades públicas entre sí o
con sujetos de derecho privado para un fin común.

No tienen la consideración de convenios, los Protocolos Generales de Actuación o instrumen-
tos similares que comporten meras declaraciones de intención de contenido general o que expre-
sen la voluntad de las Administraciones y partes suscriptoras para actuar con un objetivo común,
siempre que no supongan la formalización de compromisos jurídicos concretos y exigibles.

Los convenios no podrán tener por objeto prestaciones propias de los contratos. En tal caso,
su naturaleza y régimen jurídico se ajustará a lo previsto en la legislación de contratos del sector
público”.

Por tanto un convenio es un acuerdo de voluntades entre dos o más partes , de las que al
menos una de ellas ha de ser necesariamente una Administración Pública, en un plano teórico de



igualdad  entre  ellas,  para  la  gestión  de  intereses  comunes,  la  realización  de  actuaciones  o
competencias comunes o la satisfacción de necesidades u objetivos comunes.

El art.  48 de la LRJSP establece los  requisitos de validez de los convenios, estableciendo
como  premisa  que  en  ningún  caso  podrán  suponer  suponer  cesión  de  la  titularidad  de  la
competencia, deben mejorar la eficiencia de la gestión pública, facilitar la utilización conjunta de
medios y servicios públicos, contribuir a la realización de actividades de utilidad pública y cumplir
con la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. Añade el precepto que
los convenios que incluyan compromisos financieros deberán ser financieramente sostenibles, que
las aportaciones que se comprometan a realizar los firmantes no podrán ser superiores a los
gastos  derivado  de  la  ejecución  del  convenio  y  que  cuando  el  convenio  instrumente  una
subvención deberá cumplir con lo previsto en la Ley 38/2003 de 17 de noviembre, General de
Subvenciones y en la normativa autonómica de desarrollo, que, en su caso, resulte aplicable.

Por  lo  que  atañe  a  los  requisitos  de  eficacia,  los  convenios  se  perfeccionan  por  la
prestación del consentimiento de las partes.

En cuanto a la aplicabilidad de los preceptos contenidos en la LRJSP a los Convenios por
los que se instrumentan subvenciones nominativas, como es el caso que nos ocupa, la respuesta
debe ser afirmativa, dado que, tal como indica  LOPD, “La lectura de los artículos 47, apartados 1
y 2.c), en relación al apartado 7 del artículo 48 de la Ley 40/2015, conducen a considerar que,
efectivamente, la normativa de convenios recogida en esta Ley es aplicable a los convenios que
regulan las subvenciones previstas en la Ley General de Subvenciones, debido a que su ámbito
subjetivo y objetivo se incluye claramente en la definición genérica de los convenios que contiene
la  Ley  40/2015,  y  que  el  propio  apartado  7  del  artículo  48  no  excluye  a  los  convenios  de
subvenciones de la citada ley, como sí que lo hace el apartado 9 en relación a las encomiendas de
gestión y los acuerdos de terminación convencional. Los preceptos que regulan el régimen de los
convenios tiene el carácter de normativa básica, en aplicación de la DF 14ª de la Ley 40/2015”.

TERCERO.- PROCEDIMIENTO Y CONTENIDO DEL CONVENIO

En cuanto al procedimiento para la concesión de este tipo de subvenciones, el artículo 65.3
del RLGS establece que: “El procedimiento para la concesión de estas subvenciones se iniciará
de oficio  por  el  centro  gestor  del  crédito  presupuestario  al  que se  imputa la  subvención o  a
instancia del interesado y terminará con la resolución de concesión o el convenio”.

En el Convenio cuya aprobación se propone, el procedimiento se ha iniciado mediante
solicitud de la entidad beneficiaria de fecha 30 de abril de 2026. La orden de inicio del expediente,
suscrita por el Diputado Delegado de Deportes y Protección Civil, es de fecha 14 de mayo de
2026.

El contenido de los Convenios (o resoluciones) se recoge, asimismo, en el citado artículo
65.3 del RLGS, en los siguientes términos: “La resolución o, en su caso, el convenio deberá incluir
los siguientes extremos:

 a) Determinación del objeto de la subvención y de sus beneficiarios, de acuerdo con la
asignación presupuestaria.

 b)  Crédito  presupuestario  al  que  se  imputa  el  gasto  y  cuantía  de  la  subvención,
individualizada, en su caso, para cada beneficiario si fuesen varios.

c) Compatibilidad o incompatibilidad con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos
para  la  misma  finalidad,  procedentes  de  cualesquiera  Administraciones  o  entes  públicos  o
privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales.



d) Plazos y modos de pago de la subvención, posibilidad de efectuar pagos anticipados y
abonos  a  cuenta,  así  como  el  régimen  de  garantías  que,  en  su  caso,  deberán  aportar  los
beneficiarios.

 e) Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario del cumplimiento de la finalidad
para la que se concedió la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos”.

Por su parte, la LRJSP regula en sus artículos 49 y 50 respectivamente, el contenido de los
convenios y los trámites preceptivos para la suscripción de los mismos.

En cuanto al contenido de los convenios, recogido en el art. 49 de la Ley 40/2015 hay que
subrayar que se prohíbe la indeterminación de su duración como de su prórroga, siendo necesario
también la realización de una memoria justificativa de su necesidad y oportunidad y el carácter no
contractual de la actividad, debiendo incluir, al menos, las siguientes materias:

“a) Sujetos que suscriben el convenio y la capacidad jurídica con que actúa cada una de las
partes.

b) La competencia en la que se fundamenta la actuación de la Administración Pública, de los
organismos públicos y las entidades de derecho público vinculados o dependientes della o de las
Universidades públicas.

c) Objeto del convenio y actuaciones a realizar por cada sujeto para su cumplimiento, indicando,
en su caso, la titularidad de los resultados obtenidos.

d) Obligaciones y compromisos económicos asumidos por cada una de las partes, si los hubiera,
indicando  su  distribución  temporal  por  anualidades  y  su  imputación  concreta  al  presupuesto
correspondiente de acuerdo con lo previsto en la legislación presupuestaria.

e)  Consecuencias  aplicables  en  caso  de  incumplimiento  de  las  obligaciones  y  compromisos
asumidos  por  cada una de las  partes  y,  en  su  caso,  los  criterios  para  determinar  la  posible
indemnización por el incumplimiento.

f)  Mecanismos  de  seguimiento,  vigilancia  y  control  de  la  ejecución  del  convenio  y  de  los
compromisos  adquiridos  por  los  firmantes.  Este  mecanismo  resolverá  los  problemas  de
interpretación y cumplimiento que puedan plantearse respecto de los convenios.

g) El  régimen de modificación del  convenio.  A falta de regulación expresa la modificación del
contenido del convenio requerirá acuerdo unánime de los firmantes.

h) Plazo de vigencia del convenio teniendo en cuenta las siguientes reglas:

1.º Los convenios deberán tener una duración determinada, que no podrá ser superior a cuatro
años, salvo que normativamente se prevea un plazo superior.

2.º En cualquier momento antes de la finalización del plazo previsto en el apartado anterior,
los firmantes del convenio podrán acordar unánimemente su prórroga por un periodo de hasta
cuatro años adicionales o su extinción.”

Por su parte, el artículo 50 de la LRJSP señala que “(…) será necesario que el convenio se
acompañe de una memoria justificativa donde se analice su necesidad y oportunidad, su impacto
económico, el carácter no contractual de la actividad en cuestión, así como el cumplimiento de lo
previsto en esta Ley”. Consta en el expediente Memoria suscrita por el Jefe del Departamento de
Juventud y Deportes de fecha 22 de mayo de 2026.

En el Convenio que se somete a aprobación se recogen, a lo largo de su clausulado, los
requerimientos  exigidos  en  la  normativa  de  aplicación  a  que  se  ha  hecho  referencia  en  los
párrafos anteriores. Asimismo y a juicio de la que suscribe, el objeto de este Convenio no está
comprendido en los contratos regulados en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del
Sector Público o en normas administrativas especiales.



Por  otra parte  y  conforme a la  Base 28,  de las  que rigen en el  Presupuesto de esta
Diputación para el año 2026, en la que se normaliza un Convenio Tipo para las Subvenciones
Nominativas a suscribir por la Diputación, se constata que se ha respetado y se han seguido en
este Convenio las estipulaciones tipo.

Finalmente se indica que, según la Estipulación Primera del Convenio,  se establece el
objeto correspondiente del mismo según el Proyecto presentado por la Entidad interesada que no
coincide exactamente con el reflejado en la aplicación presupuestaria.

CUARTO.- COMPETENCIA DE LAS PARTES

La Diputación está legitimada en virtud de lo previsto en el Art. 36, apartado d) de la Ley
7/1985, de 2 de abril,  Reguladora de las Bases de Régimen Local (LRBRL, en adelante) “La
cooperación en el fomento del desarrollo económico y social…”, así como artículo 11 y siguientes
de la Ley 5/2.010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía.

En cuanto al Club Deportivo Automóvil Club de Córdoba, en el artículo 1 de sus Estatutos
se especifica que se constituye como una entidad privada sin ánimo de lucro cuyo objeto principal
es la práctica del deporte, añadiendo el artículo 4 que la entidad tiene personalidad jurídica y
capacidad de obrar. Por su parte el artículo 5 indica que la Entidad desarrollará como actividad
deportiva  exclusiva  o  principal  la  práctica  del  Automovilismo,  a  cuyo  fin  se  adscribirá
obligatoriamente  a  la  Federación  Andaluza  de  Automovilismo.  Practicará  asimismo  las
modalidades deportivas slot, rallyes, montaña organizaciones, a cuyo fin funcionarán las unidades
correspondientes que se adscribirán obligatoriamente a las Federaciones Deportivas Andaluzas.

Por otra parte, queda acreditado en el expediente, mediante Declaración Responsable del
representante de la entidad, que la misma reúne todos los requisitos establecidos en la legislación
vigente  para  obtener  la  condición  de  beneficiario  de  subvenciones  no  estando  incurso  ni
afectándole ninguna de las circunstancias establecidas en los apartados 2 y 3 del Art. 13 de la Ley
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. Respecto a la constancia de estar al
corriente de las obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social, y la inexistencia de deudas
por  resolución  de  procedimiento  de  reintegro,  queda  debidamente  acreditada  mediante  la
oportuna certificación administrativa positiva expedida por el órgano competente, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 22.2 del RGLS, lo que se significa de conformidad con la “Guía de
Fiscalización de Requisitos Básicos” (Aprobada por el Pleno de la Corporación en sesión ordinaria
celebrada el día 15 de mayo de 2024, publicada en el B.O.P. núm. 108, de fecha 6 de junio de
2024 y corrección de errores publicada en el B.O.P. núm. 110, de fecha 10 de junio del mismo
año).

QUINTO- CRÉDITO PRESUPUESTARIO

El  crédito  presupuestario  para  atender  a  las  obligaciones  y  compromisos  económicos
asumidos por esta Diputación Provincial mediante la suscripción del presente Convenio, asciende
a  la  cantidad  de  300.000  euros,  existiendo  consignación  en  la  partida  presupuestaria  LOPD
denominada  “Conv.  Automóvil  Club  de  Córdoba  Rally  Sierra  Morena  2026”,  del  Presupuesto
General  de  la  Diputación  Provincial  para  el  ejercicio  2026,  debiendo pasar  el  expediente  al
Servicio de Intervención para su fiscalización, de conformidad con lo establecido en el artículo 214
del  Texto  Refundido  de  la  Ley  Reguladora  de  las  Haciendas Locales,  aprobado  por  el  Real
Decreto Legislativo 2/2.004, de 5 de marzo (TR/LRHL).

SEXTO.- COMPETENCIA PARA LA APROBACIÓN DEL CONVENIO.



La competencia para aprobar el presente Convenio corresponde a la Junta de Gobierno,
en virtud de la Delegación efectuada por la Presidencia, mediante Decreto de la Presidencia de
fecha 11 de julio de 2023, a la Junta de Gobierno otorgando, entre otras, la competencia para la
“Concesión de subvenciones cuya cuantía exceda de 60.000 €”.

SÉPTIMO.- COMPETENCIA PARA LA SUSCRIPCIÓN DEL CONVENIO

En cuanto al órgano competente para la suscripción de los Convenios será el  Presidente
de la Diputación Provincial, por cuanto le corresponde la representación de la Diputación (artículo
34.1 b) de la LRBRL) así como ejecutar y hacer cumplir los acuerdos de la Diputación (art. 34,1 n)
de la LRBRL)).

En cuanto a la intervención de la Secretaría, según el art. 3,2 i) del R.D. 128/2018 de 16 de
marzo por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con
Habilitación de carácter nacional la función de fe pública  comprende “actuar como fedatario en la
formalización de todos los contratos , convenios y documentos análogos en que intervenga la
Entidad Local”.

De acuerdo con lo que se propone en el informe transcrito,  la Junta de Gobierno haciendo
uso de la competencia que le ha sido delegada por la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio
de 2023 del que se dio cuenta al Pleno en sesión celebrada el día 12 del mismo mes y año, en
votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO.-  Aprobar  el  texto  del  Convenio  de  Colaboración  entre  la  Excma.  Diputación  de
Córdoba y el  Club Deportivo Automóvil  Club Córdoba para el desarrollo del proyecto  43 Rally
Andalucía  Sierra Morena Córdoba Patrimonio  de la  Humanidad,  cuyo tenor  literal  obra  en el
expediente.

SEGUNDO.-  Aprobar  el  gasto  necesario  para  atender  a  las  obligaciones  y  compromisos
económicos  asumidos  por  esta  Diputación  Provincial  mediante  la  suscripción  del  presente
Convenio, que asciende a la cantidad de 300.000 euros, con cargo a la aplicación presupuestaria
LOPD  denominada  “Conv.  Automóvil  Club  de  Córdoba  Rally  Sierra  Morena  2026”,  del
Presupuesto General de la Diputación Provincial para el ejercicio 2026.

TERCERO.-  Publicar,  en  la  página  web  de  la  Diputación  de  Córdoba,  en  el  repositorio
denominado  Portal  de  Transparencia,  la  información  relativa  a  las  partes  firmantes,  objeto,
duración, modificaciones realizadas, obligados a la realización de las prestaciones y, en su caso,
las obligaciones económicas asumidas a través del presente Convenio, de conformidad con lo
establecido en los artículos 8.1 b) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso
a la información pública y buen gobierno, artículo 15 b) de la Ley 1/2014, de 24 de junio de
Transparencia Pública de Andalucía y el  artículo 12.1 n) en relación con el  artículo 9.1, de la
Ordenanza de transparencia y  acceso a la información pública de la Diputación Provincial  de
Córdoba.

CUARTO.-  Remitir  a  la  Base  de  Datos  Nacional  de  Subvenciones  información  sobre   la
Resolución  de  concesión  recaída,  debiendo  enviar  la  información  relativa  a la  subvención
concedida con indicación  de la  convocatoria,  el  programa y  crédito  presupuestario  al  que se
imputen, beneficiario, cantidad concedida y objetivo o finalidad de la subvención con expresión de
los  distintos  programas o  proyectos  subvencionados,  así  como las  devoluciones  o  reintegros
exigidos, todo ello de conformidad con lo establecido en los artículos 18.2 y 20.8 b) de la  Ley
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones 

QUINTO.- Dar traslado de la presente resolución al Club Deportivo Automóvil Club Córdoba a los
efectos oportunos.



7.- AMPLIACIÓN DEL PLAZO DE EJECUCIÓN, EN EL MARCO DE LA CONVOCATORIA DE
SUBVENCIONES A AYUNTAMIENTOS EN MATERIA DE PROTECCIÓN CIVIL PARA EL USO
DE LAS ALVPC PARA EL AÑO 2026 .- Seguidamente se da cuenta del expediente de su razón,
instruido en el Departamento de Consumo, Participación Ciudadana y Protección Civil, en el que
consta, entre otros documentos, informe propuesta suscrito por la Jefa de dicho Departamento de
fecha 17 de junio en curso, cuyo tenor literal es el siguiente:

“ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Con fecha 29 de mayo de 2025, el  AYUNTAMIENTO DE PEDRO ABAD (PC25A.0001;
CIF:  LOPD),  2  de  junio  de  2025.  el  AYUNTAMIENTO DE FUENTE OBEJUNA (PC25A.0008;
LOPD) y  3  de junio  de  2025, el  AYUNTAMIENTO DE PUENTE GENIL (PC25A.0012;  LOPD)
presentaron  sus  respectivas  solicitudes  de  subvención  en  el  marco  de  la  convocatoria  de
Subvenciones a Ayuntamientos para proyectos en materia de Protección Civil, para el uso de las
Agrupaciones Locales de Voluntarios de Protección  Civil  de la  Provincia de Córdoba de esta
Diputación, para el año 2025. Siendo beneficiaros de dicha subvención, como se hace constar
mediante certificado de fecha 3 de octubre de 2025 de haber estado expuesto en el tablón de
edictos electrónico el  anuncio  de  resolución definitiva de la  Convocatoria  desde el  día 17 de
Septiembre de 2025 a las 12:03 horas hasta el día 1 de Octubre de 2025 a las 23:59 horas.

Debiendo ser ejecutados los proyectos objeto de subvención durante el año 2025 a 30 de junio de
2026, cumpliendo así los criterios establecidos en las bases de la convocatoria.

Segundo. Con fecha 29 de enero de 2026 y registro de entrada LOPD, el Ayuntamiento de Pedro
Abad presentó  solicitud de ampliación del  plazo de ejecución del  proyecto,  exponiendo en su
escrito una serie de circunstancias sobrevenidas durante la ejecución que impiden completar las
actuaciones dentro del calendario inicialmente previsto. Por ello, solicita una  ampliación por el
plazo de 6 meses, hasta el próximo 31 de diciembre de 2026.

Tercero. Con fecha 22 de mayo de 2026 y registro de entrada LOPD, el Ayuntamiento de Puente
Genil  presentó  solicitud de ampliación del plazo de ejecución del proyecto,  exponiendo en su
escrito una serie de circunstancias sobrevenidas durante la ejecución que impiden completar las
actuaciones dentro del calendario inicialmente previsto. Por ello, solicita una  ampliación por el
plazo de 4 meses, hasta el próximo 31 de octubre de 2026.

Cuarto. Con fecha 2 de junio de 2026 y registro de entrada LOPD, el Ayuntamiento de Fuente
Obejuna presentó solicitud de ampliación del plazo de ejecución del proyecto, exponiendo en su
escrito una serie de circunstancias sobrevenidas durante la ejecución que impiden completar las
actuaciones dentro del calendario inicialmente previsto. Por ello, solicita una  ampliación por el
plazo de 4 meses, hasta el próximo 30 de octubre de 2026.

Quinto. La  base  decimocuarta de  la  convocatoria  permite  a  los  beneficiarios  solicitar  la
modificación de la resolución de concesión, conforme al artículo 10.a) de la Ordenanza reguladora
de la actividad subvencional de la Diputación de Córdoba, siempre que dicha modificación sea
autorizada por el órgano concedente mediante resolución motivada, y cumpla con los siguientes
requisitos: no alterar el objeto de la subvención, no causar perjuicio a terceros, y que la solicitud
se presente antes de la finalización del plazo de ejecución establecido.

Cuarto. Con fecha 17 de junio de 2026, el Técnico del Departamento de Consumo, Participación
Ciudadana y Protección Civil, informa favorablemente las solicitudes sobre modificación del plazo
de ejecución  del  proyecto  presentado por  los  Ayuntamientos  de Pedro Abad,  Puente  Genil  y
Fuente Obejuna, siendo los nuevos plazos de finalización del proyecto:

–  LOPD: Ayuntamiento de Pedro Abad.
Ampliación del periodo de ejecución: de 6 meses, pasando a finalizar el 31 de diciembre de
2026. 



Plazo  máximo  de  justificación  de  la  inversión  de  la  subvención:  3  meses  desde  la
finalización del periodo de ejecución (31 de diciembre de 2026), siendo la fecha límite de
justificación el 31 de marzo de 2027.

– PC25 A.0008: Ayuntamiento de Fuente Obejuna.
Ampliación del periodo de ejecución: de 4 meses, pasando a finalizar el 31 de octubre de
2026. 
Plazo  máximo  de  justificación  de  la  inversión  de  la  subvención:  3  meses  desde  la
finalización del periodo de ejecución (31 de octubre de 2026), siendo la fecha límite de
justificación el 31 de enero de 2027.

– PC25 A.0012: Ayuntamiento de Puente Genil.
Ampliación del periodo de ejecución: de 4 meses, pasando a finalizar el 31 de octubre de
2026. 
Plazo  máximo  de  justificación  de  la  inversión  de  la  subvención:  3  meses  desde  la
finalización del periodo de ejecución (31 de octubre de 2026), siendo la fecha límite de
justificación el 31 de enero de 2027.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: Normativa aplicable:

– Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones Públicas.

– Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

– Ley 7/1985,  de  2  de abril,  Reguladora de las Bases del  Régimen Local  (en adelante,
LRBRL).

– Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (en adelante, LGS).

– Las  normas  que  establecen  las  Bases  de  Ejecución  del  Presupuesto  General  de  la
Diputación Provincial de Córdoba para el ejercicio 2025.

– Ordenanza Reguladora de la Actividad Subvencional, Criterios de Graduación y Potestad
Sancionadora, aprobada por acuerdo plenario el publicada en el BOP n.º 29, de fecha 12
de febrero de 2020.

– Plan  Estratégico  de Subvenciones  de la  Diputación  de Córdoba (2024-2027).  Ejercicio
2025.

– Decreto 197/2024, de 3 de septiembre, por el que se regula el Sistema Local de Protección
Civil en los municipios de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

SEGUNDO: La Administración, salvo precepto en contrario, podrá conceder de oficio o a petición
de los interesados, una ampliación de los plazos establecidos, que no exceda de la mitad de los
mismos, si las circunstancias lo aconsejan y con ello no se perjudican derechos de tercero, según
establece el artículo 32.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo
Común  de  las  Administraciones  Públicas.  Continúa  el  citado  artículo  indicando  que  tanto  la
petición de los interesados como la decisión sobre la ampliación deberán producirse, en todo
caso, antes del vencimiento del plazo de que se trate. 

En este sentido, debe destacarse que las solicitudes presentadas por los Ayuntamientos de
Pedro Abad, Puente Genil y Fuente Obejuna se ajustan plenamente a los requisitos exigidos por el
artículo 32.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, toda vez que fueron formuladas con anterioridad
al vencimiento del plazo de ejecución inicialmente previsto, fijado para el 30 de junio de 2026. Esta
circunstancia resulta especialmente relevante, en tanto que el citado precepto impide de forma
expresa la posibilidad de conceder ampliaciones respecto de plazos ya vencidos, exigiendo que
tanto la solicitud del interesado como la decisión administrativa se produzcan dentro del plazo
vigente. 



Asimismo, las circunstancias alegadas por los Ayuntamientos de Pedro Abad, Puente Genil
y Fuente Obejuna constituyen una situación sobrevenida no imputable a los mismos, que justifica
objetivamente  la  necesidad de ampliar  el  plazo de ejecución.  Dicha modificación  no altera  el
objeto de la subvención ni afecta al interés público que sustenta la concesión de la ayuda, y no se
derivan  de  ella  perjuicios  para  terceros.  Igualmente,  debe  subrayarse  que  la  modificación
propuesta no implica alteración sustantiva de la resolución de concesión más allá de la ampliación
temporal  solicitada  y  la  consiguiente  prórroga  del  plazo  de  justificación,  la  cual  se  entiende
aplicable de forma proporcional. Finalmente, las ampliaciones interesadas, limitadas a un máximo
de 4 y 6 meses respectivamente, no excede de la mitad del plazo de ejecución originalmente
concedido, que fue de 18 meses, por lo que se encuentra dentro del margen legal permitido por la
normativa aplicable.

TERCERO: La  Junta  de  Gobierno es  el  órgano  competente  para  la  aprobación  de la  citada
convocatoria, por virtud de la delegación hecha por la Presidencia mediante Decreto de fecha 11
de julio de 2023.

De acuerdo con los antecedentes descritos y considerando los fundamentos aducidos y
siempre que resultara favorable la  fiscalización a la que se refiere el  fundamento anterior,  de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 175 del Reglamento de Organización, Funcionamiento
y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de
noviembre, se propone a la Junta de Gobierno la adopción de la siguiente resolución:

“Primero. Estimar favorablemente las solicitudes de ampliación del plazo de ejecución del proyecto
presentadas por:

– AYUNTAMIENTO DE PEDRO ABAD, expediente LOPD .

– AYUNTAMIENTO DE PUENTE GENIL, expediente LOPD.

– AYUNTAMIENTO DE FUENTE OBEJUNA, expediente LOPD.

Segundo. Establecer, de conformidad con el artículo 32.1 de la Ley 39/2015 y las bases de la
convocatoria, como nuevas fecha de finalización y justificación  de los proyectos:

– AYUNTAMIENTO DE PEDRO ABAD: Ampliación del periodo de ejecución de 6 meses,
pasando a finalizar el  31 de diciembre de 2026. Y plazo máximo de justificación de la
inversión de la subvención 3 meses desde la finalización del periodo de ejecución (31 de
diciembre de 2026), siendo la fecha límite de justificación el 31 de marzo de 2027.

– AYUNTAMIENTO DE PUENTE GENIL: Ampliación del periodo de ejecución de 4 meses,
pasando  a  finalizar  el  31  de  octubre  de  2026.  Y plazo  máximo  de  justificación  de  la
inversión de la subvención: 3 meses desde la finalización del periodo de ejecución (31 de
octubre de 2026), siendo la fecha límite de justificación el 31 de enero de 2027.

– AYUNTAMIENTO  DE  FUENTE  OBEJUNA:  Ampliación  del  periodo  de  ejecución  de  4
meses, pasando a finalizar el 31 de octubre de 2026. Y plazo máximo de justificación de la
inversión de la subvención: 3 meses desde la finalización del periodo de ejecución (31 de
octubre de 2026), siendo la fecha límite de justificación el 31 de enero de 2027.

Tercero. Notificar a las entidades interesadas la presente resolución,  advirtiendo que contra la
misma podrá  interponerse  recurso  en  los  términos  establecidos  en  la  Ley  39/2015,  de  1  de
octubre.”

Es todo cuanto tengo el honor de informar, que se somete a cualquier otro mejor fundado
en derecho. V.I., no obstante, resolverá lo que estime más acertado.”

En armonía con lo expuesto la Junta de Gobierno, haciendo uso de la competencia que le
ha sido delegada por la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio de 2023 del que se dio
cuenta al Pleno en sesión celebrada el día 12 del mismo mes y año, en votación ordinaria y por



unanimidad, acuerda prestar su aprobación al informe transcrito adoptando, en consecuencia, los
acuerdos que en el mismo se someten a su consideración.

8.-  DENEGACIÓN AMPLIACIÓN PLAZO EJECUCIÓN  ACTUACIÓN,  EN  EL  MARCO DE  LA
CONVOCATORIA  DE  SUBVENCIONES  DIRIGIDAS  A  ENTIDADES  LOCALES  DE  LA
PROVINCIA PARA PROYECTOS EN MATERIA MEDIOAMBIENTAL DE LA DIPUTACIÓN DE
CÓRDOBA  2025.-  Al  pasar  a   tratarse  el  expediente  epigrafiado  se  da  cuenta  de  informe-
propuesta obrante en el  mismo firmado por  la  Técnico de Administración  General  adscrita  al
Servicio de Planificación y por la Jefa de dicho Servicio, fechado el día 17 de junio del año en
curso,  que  presenta  entre  otros  los  siguientes  antecedentes  de  hecho  y  consiguientes
fundamentos de derecho:

“ANTECEDENTES DE HECHO

I.- La Diputación Provincial de Córdoba, conforme a lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local (en su modificación dada por la
Ley 27/2013, 27 diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local), tiene
como una de sus finalidades,  el  promover la cooperación con las Corporaciones Locales con
objeto de dotar a todos los municipios de la Provincia de la infraestructura y equipamiento básicos,
y garantizar un nivel satisfactorio en la prestación de servicios. 

Las  Subvenciones  a  Ayuntamientos  en  proyectos  en  materia  medioambiental  es  una
iniciativa de la Delegación de Medio Ambiente de la Diputación de Córdoba, que tiene por finalidad
el apoyo económico, a través de la concesión a los ayuntamientos y entidades locales autónomas
menores de 20.000 habitantes de la provincia de recursos económicos para financiar proyectos de
actuaciones  para  servicios  públicos  en  materia  de  medio  ambiente  y  sobre  bienes  públicos
municipales o bienes de naturaleza pública cedidos por otras Administraciones a las entidades
locales por un periodo de al menos 20 años. A tal fin, se tramita la Convocatoria de subvenciones
dirigidas a Entidades Locales de la provincia para proyectos en materia medioambiental de la
Diputación de Córdoba año 2025.

II.- Las Bases de dicha Convocatoria se aprobaron por acuerdo de Junta de Gobierno de
fecha 8 de abril de 2025 y se publicaron en el B.O.P. de Córdoba n.º 74 de 15 de abril de 2025.

III.-  La Propuesta de Resolución definitiva de la Convocatoria se publica en el tablón de
edictos de la sede electrónica de la Diputación Provincial de Córdoba con fecha 2 de diciembre de
2025, para que en el plazo de 10 días comuniquen las entidades locales su aceptación, aceptando
el Ayuntamiento de Fuente-Tójar la subvención en fecha 9 de diciembre de 2025.

IV.-  El  Anuncio de Resolución definitiva de la  Convocatoria  se publica en el  tablón de
edictos de la sede electrónica de la Diputación Provincial de Córdoba el 17 de diciembre de 2025.
 

V.- En  dicha  Convocatoria  de  subvenciones  a  entidades  locales  de  la  provincia  para
proyectos  en  materia  medioambiental  2025,  se  incluye  la  actuación  “Cielos  de  Fuente-Tójar:
Astroturismo, Educación y Preservación del cielo nocturno (ELMA-25.0008)” del Ayuntamiento de
Fuente-Tójar, con un proyecto por importe total de 5.808,00 €, de los que Diputación de Córdoba
subvenciona la totalidad.

VI.- El 2 de junio de 2026 y n.º de registro de entrada 45911 presenta el Ayuntamiento de
Fuente-Tójar solicitud de ampliación del plazo de ejecución del proyecto “Cielos de Fuente-Tójar:
Astroturismo, Educación y Preservación del cielo nocturno (ELMA-25.0008) por el periodo máximo
legalmente posible.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1º.- Legislación aplicable.



La legislación aplicable para informar jurídicamente al presente expediente es la que a
continuación se relaciona:

1. Constitución Española.
2. Ley  7/1985,  de  2  de  abril,  Reguladora  de  las  Bases  del  Régimen  Local  (LRBRL,  en

adelante)
3. Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido

de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local.
4. Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de

Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales (ROF, en lo
sucesivo).

5. Ley 5/2010 de 11 de junio de Autonomía Local de Andalucía.
6. Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (LGS).
7. Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley

38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (RLGS).
8. Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las

Administraciones Públicas.
9. Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
10. Ordenanza Reguladora de la Actividad Subvencional, Criterios de Graduación y Potestad

Sancionadora en la materia, (BOP Nº 29 de 12 de febrero de 2020).
11. Bases de la Convocatoria de subvenciones dirigidas a Entidades Locales de la provincia

para proyectos en materia medioambiental de la Diputación de Córdoba 2025.
12. Las  normas  que  establecen  las  Bases  de  Ejecución  del  Presupuesto  General  de  la

Diputación Provincial de Córdoba para el ejercicio 2025.

2º.-  La Base 15 de las que rigen la  presente Convocatoria,  dispone que  “La actividad
subvencionada se desarrollara durante el ano natural 2025, y habrá de  justificarse en los tres
meses siguientes”.

3º.- La ampliación de plazo en un procedimiento administrativo se encuentra regulado en
el artículo 32 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas,  según su punto 1 establece  “La Administración,  salvo precepto en
contrario, podrá conceder de oficio o a petición de los interesados, una ampliación de los plazos
establecidos, que no exceda de la mitad de los mismos, si las circunstancias lo aconsejan y con
ello no se perjudican derechos de terceros. El acuerdo de ampliación deberá ser notificado a los
interesados“. Asimismo, en el apartado 3 del mismo artículo indica que,  “tanto la petición de los
interesados como la decisión sobre la ampliación deberán producirse, en todo caso, antes del
vencimiento del plazo de que se trate. En ningún caso podrá ser objeto de ampliación un plazo ya
vencido. Los acuerdos sobre ampliación de plazos o sobre su denegación no serán susceptibles
de recurso, sin perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento”. 

El Presidente de la Excma. Diputación Provincial, por Decreto núm. LOPD de fecha 15 de
diciembre de 2025 resolvió, entre otros:

“SEXTO.-  Hacer  constar  a  las  entidades  beneficiarias  que  han  de  cumplir  con  las
obligaciones recogidas en el artículo 13 de la convocatoria, así como con el procedimiento de
justificación de la subvención recogido en el artículo 16, una vez realizadas las actividades que
fundamentan  la  concesión  de  la  subvención.  Con  carácter  general,  y  por  resolución  de  la
Comisión de Valoración del día 2 de diciembre, se tendrá en cuenta que el plazo para realizar el
proyecto subvencionado se amplía al 30 de junio de 2026, y por extensión, el de justificación hasta
el 30 de septiembre de 2026”. 

La Comisión de Valoración de la  Convocatoria  de subvenciones dirigidas a Entidades
Locales de la provincia para proyectos en materia medioambiental de la Diputación de Córdoba
2025 en sesión celebrada el 2 de diciembre de 2025 acordó, en particular, lo siguiente: 



“Cinco.- Ante el retraso en la resolución de la convocatoria, y la posibilidad de que las
entidades  locales  propuestas  como  beneficiarias  no  hayan  podido  realizar  las  actividades
previstas para 2025 por falta de disponibilidad económica, se entenderá como plazo genérico de
realización el  consiguiente a aplicar  el  artículo 32.1 de la  Ley 39/2015,  de 1 de octubre,  del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Publicas, por el  que de oficio se
puede ampliar  el  plazo  de ejecución,  siempre  que  no  exceda  de  la  mitad  del  mismo,  si  las
circunstancias lo aconsejan y con ello no se perjudican derechos de tercero. En consecuencia, y
dado que el artículo 15 de las bases indica que la actividad subvencionada se desarrollará durante
el año natural 2025, se amplia este plazo de ejecución hasta 30 de junio de 2026”.

Visto  que  el  plazo  de  ejecución  de  las  actuaciones  incluidas  en  la  Convocatoria  de
subvenciones  dirigidas  a  Entidades  Locales  de  la  provincia  para  proyectos  en  materia
medioambiental de la Diputación de Córdoba 2025 fue objeto de ampliación por el tiempo máximo
permitido  legalmente,  esto  es,  6  meses,  procede  denegar  la  ampliación  solicitada  por  el
Ayuntamiento de Fuente-Tójar.

4º.- Los Acuerdos de ampliación del plazo no son susceptibles de recursos, sin perjuicio
del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento, de conformidad con el artículo
32.3 de la Ley 39/2019. Ello deberá hacerse constar en las notificaciones que se realicen a las
Entidades Locales que han solicitado la ampliación del plazo. 

5º.- El órgano competente para resolver la ampliación del plazo de ejecución es la Junta
de Gobierno de esta Excma. Diputación Provincial, por ser el órgano concedente de la misma,
conforme a lo regulado en el artículo 41.1 de la Ley General de Subvenciones.”

A la vista de lo anterior y conforme a lo propuesto en el informe a que se ha hecho mérito
anteriormente, la Junta de gobierno, haciendo uso de la competencia que le ha sido delegada por
la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio de 2023 del que se dio cuenta al Pleno en sesión
celebrada el día 12 del mismo mes y año, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO.- Denegar la ampliación del plazo de ejecución y justificación solicitada por el Ayunta-
miento de Fuente-Tójar correspondiente a la actuación subvencionada  “Cielos de Fuente-Tójar:
Astroturismo, Educación y Preservación del cielo nocturno (ELMA-25.0008)” incluida en la Convo-
catoria de subvenciones dirigidas a Entidades Locales de la provincia para proyectos en materia
medioambiental de la Diputación de Córdoba 2025, ELMA-25.0008. 

SEGUNDO.- Notificar la Resolución al Ayuntamiento de Fuente-Tójar.

9.-  RECURSO  DE  REPOSICIÓN  A  LA  RESOLUCIÓN  DEL  EXPEDIENTE  DE
RESPONSABILIDAD  PATRIMONIAL.-Se  da  cuenta del  expediente  epigrafiado  del  informe-
propuesta obrante en el  mismo firmado por  la  Técnico de Administración  General  adscrita  al
Servicio de Planificación y por la Jefa de dicho Servicio, fechado el día 18 de junio del año en
curso,  que  presenta  entre  otros  los  siguientes  antecedentes  de  hecho  y  consiguientes
fundamentos de derecho:

ANTECEDENTES DE HECHO

I.- Con fecha 13 de octubre de 2025 se presenta en la Oficina de Correos “MADRID CTA.
U.A.M.”, de conformidad con el artículo 16 apartado 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, escrito de reclamación de
responsabilidad patrimonial  por LOPD,  por daños materiales por importe de 2.023,02 euros y
daños físicos por  lesiones valorados en 16.146,21 euros,  como consecuencia de caída de la
bicicleta sufrida el 22 de mayo de 2025 cuando circulaba por la vía CO-3107, p.k. 5,0, como
consecuencia del mal estado y condición de la vía y falta de conservación y mantenimiento de la
misma.  

El escrito tiene entrada en la Excma. Diputación de Córdoba el 21 de octubre de 2025 y n.º
registro LOPD. 



Se adjunta a la reclamación presentada la siguiente documentación: Expediente de siniestro
vial  de  la  Guarda  Civil  n.º  LOPD  Exp.  Policial  AF-813-25.  Parte  Médico  de  Baja/Alta  de
incapacidad  temporal  (P.9)  de  18  de  junio  de  2025.  Hoja  de  seguimiento  de  consulta  de
enfermería de 5 de junio de 2025 e Informe Médico de LOPD. 

Igualmente aporta fotografías del lugar del accidente y del estado de la vía, así como de las
lesiones causadas por la caída.

II.-   El  día 6 de noviembre de 2025,  se  notifica  Decreto  de inicio  del  procedimiento de
responsabilidad patrimonial al interesado, admitiendo a trámite la reclamación interpuesta.

Se les notifica dicho Decreto a las entidades LOPD, en su condición de parte interesada en
el expediente, al ser ésta la aseguradora de la Diputación Provincial de Córdoba en materia de
responsabilidad civil y patrimonial.

III.-  Se  emite  informe  técnico  del  Servicio  cuyo  funcionamiento  ha  ocasionado  el  daño
presuntamente indemnizable con fecha de 26 de febrero de 2026.

IV.- Se notifica al interesado el 3 de marzo, trámite de audiencia, poniéndole de manifiesto el
expediente y otorgándole un plazo de 10 días hábiles para formular las alegaciones y presentar
los documentos y justificantes que estime pertinentes.

V.-  Se  emite  informe  técnico  del  Servicio  cuyo  funcionamiento  ha  ocasionado  el  daño
presuntamente indemnizable con fecha de 9 de diciembre de 2025.

 
VI.- Se notifica al interesado el 14 de diciembre de 2025, trámite de audiencia, poniéndole de

manifiesto el expediente y otorgándole un plazo de 10 días hábiles para formular las alegaciones y
presentar los documentos y justificantes que estime pertinentes. 

VII.- La Diputación de Córdoba formula el día 6 de marzo de 2026 requerimiento de mejora
de  solicitud  a  fin  de  que  el  interesado  aporte  factura,  presupuesto,  informe  de  valoración  o
cualquier otra documentación acreditativa de los daños materiales alegados.

El  reclamante  presenta  el  11  de  marzo  de  2026  en  la  Oficina  de  Correos  LOPD,  de
conformidad con el artículo 16 apartado 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, escrito de alegaciones y subsanación de
documentación, con nº entrada 750 en el Registro General de Diputación Provincial de Córdoba el
13 de marzo de 2026. 

VIII.-  Con fecha 27 de abril  de 2026 se notifica al  interesado Resolución de la Junta de
Gobierno de esta Excma. Diputación Provincial que desestima la reclamación de responsabilidad
patrimonial presentada el 13 de octubre de 2025.

IX.-  El 22 de mayo de 2026 presenta ante  la Oficina de Correos LOPD, de conformidad con
el artículo 16 apartado 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas, Recurso de Reposición contra  la resolución notificada el
27 de abril de 2026. Dicho recurso tiene entrada en el Registro General de esta Administración el
27 de mayo de 2026 y n.º registro 1705.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1º.- NORMATIVA APLICABLE

Constitución Española de 1978.



Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones Públicas (LPACAP).

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP).
Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local (LRBRL).
Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido

de Régimen Local (TRRL). 
Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido

de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial.
Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento General

de Circulación.
Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía (LAULA).
Ley 8/2001, de 12 de julio, de Carreteras de Andalucía.

2º.- De acuerdo  el artículo 123.1 LPACAP “Los actos administrativos que pongan fin a la
vía administrativa podrán ser recurridos potestativamente en reposición ante el mismo órgano que
los  hubiera  dictado  o  ser  impugnados  directamente  ante  el  orden  jurisdiccional  contencioso-
administrativo”. Por otro lado, el artículo 52.1 LRBRL establece que “Contra los actos y acuerdos
de las Entidades locales que pongan fin a la vía administrativa, los interesados podrán ejercer las
acciones que procedan ante  la  jurisdicción  competente,  pudiendo no  obstante  interponer  con
carácter previo y potestativo recurso de reposición". 

La resolución impugnada es objeto del recurso de reposición establecido en los artículos
123 y 124 de la LPACAP, así como en el artículo 52.2 de la LRBRL. Y según el art. 124.1 LPACAP
“El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un mes, si el acto fuera expreso”.

El recurso de reposición se interpone por el reclamante mediante escrito que presenta en
la Oficina de Correos LOPD” el día 22 de mayo de 2026, con entrada en el Registro General de
Entrada de esta Diputación el 27 de mayo de 2026 y n.º entrada 1705. 

Teniendo en cuenta que la resolución impugnada se notificó con fecha 27 de abril de 2026,
atendiendo a lo previsto en el artículo 42 de la Ley 39/2015, de Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas, se ha de entender que el recurso se ha interpuesto en
plazo, dentro del mes siguiente a la notificación de la resolución que se impugna.

3º.- En virtud del artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del
Sector Público la lesión que sufran los particulares debe ser consecuencia del funcionamiento
normal o anormal de los servicios públicos, es decir, debe existir lo que la doctrina reiteradamente
ha denominado “relación de causalidad”, definida por la Jurisprudencia (STS de 20 de diciembre
de 1994) como  “la relación directa, inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervenciones
extrañas  que  puedan  alterar  el  nexo  causal”.  Y  también  es  pacíficamente  aceptado  por  la
Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  que  dicha  relación  de  causalidad  debe  ser  probada
debidamente.  Sirva  de  ejemplo  la  STS  de  21  de  diciembre  de  1990:  “Este  Tribunal  viene
declarando con reiteración  que la  responsabilidad de la  Administración...exige  que se  pruebe
cumplidamente la existencia de un nexo causal, directo e inmediato, entre el actuar imputable a la
Administración  y  la  lesión  sufrida  por  el  particular,  relación  de  causa  a  efecto  entre  el
funcionamiento de un servicio público y la lesión...”.

Asimismo, es necesario, junto a la relación de causalidad, esto es, relación causa-efecto
entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, la concurrencia de los siguientes requisitos:

1º) La existencia de un daño efectivo (real), evaluable económicamente e individualizado
en relación a una persona o grupo de personas.
2º) El daño ha de ser antijurídico, en el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el
deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la Ley.
3º) La imputabilidad de la Administración frente a la actividad causante del daño, es decir,
la integración del agente en el marco de la organización administrativa a la que pertenece



o la titularidad pública del bien, del servicio o de la actividad en cuyo ámbito aquél se
produce.
4º) Ausencia de fuerza mayor.

Por tanto, para que tenga lugar la responsabilidad de la Administración es necesario la
concurrencia de los elementos que acabamos de ver, que deben ser probados por quien los alega,
siendo necesario, no solo que la lesión sea imputable a la Administración por el funcionamiento
normal o anormal de los servicios públicos, sino que entre el hecho que lo determine y el daño
sufrido exista una relación de causalidad.

4º.- El  recurso  de  reposición  interpuesto  por  el  interesado,  reitera  las  alegaciones  ya
realizadas  anteriormente  y  la  reclamación  realizada  de  18.169,23  €.  El  Sr.  LOPD expone
nuevamente que el accidente sobrevino por la existencia de un socavón en la calzada por la que
circulaba en su bicicleta,  a  consecuencia del  funcionamiento anormal  del  servicio  público por
deficiente conservación de la vía. Reclama del servicio público de carreteras un tránsito libre y
expedito así como libre de obstáculos a todos los usuarios que tengan acceso a la misma.

El  sistema  de  responsabilidad  patrimonial  español  no  obliga  a  la  Administración  a
garantizar una uniformidad total de la vía, sino únicamente a mantenerla en un estado que resulte
fácilmente  superable  para  todo  usuario  que  preste  una  atención  ordinaria.  Las  pequeñas
imperfecciones funcionales no generan por sí solas responsabilidad municipal. Para que el daño
resultase imputable a la Administración sería necesario que esta hubiera incurrido, por acción u
omisión, en una vulneración de los estándares de seguridad generalmente aplicables, en función
de las circunstancias concurrentes y del sector de actividad, en el presente caso, el derivado de la
conservación de las vías públicas; sólo así podría considerarse antijurídico el daño producido.

Debemos apelar a la jurisprudencia establecida por el  Tribunal  Supremo para medir  la
imputabilidad a las Administraciones Públicas por aquellos daños derivados del incumplimiento del
deber  de  mantenimiento  y  conservación  de  la  vía  pública.  Dicha  jurisprudencia  vincula  la
antijuridicidad del  daño al  ejercicio de aquella competencia dentro de un estándar de calidad
adecuado para la seguridad de los administrados. De esta manera, como señala la Sentencia de
la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo, de 4 de abril de 2016, “para que el
daño  concreto  producido  por  el  funcionamiento  del  servicio  a  uno  o  varios  particulares  sea
antijurídico basta con que el riesgo inherente a su utilización haya rebasado los límites impuestos
por los estándares de seguridad exigibles conforme a la conciencia social”.

Para que pueda prosperar una reclamación de responsabilidad patrimonial  es requisito
necesario acreditar que no se haya ejercido una labor de vigilancia eficaz, o que detectada la
causa que pone en peligro la seguridad en la circulación, la misma no haya sido atendida de forma
inmediata.  Circunstancias,  todas ellas,  que no han sido probadas por el  reclamante y que no
concurren en el presente caso. 

Ha  de tenerse  en cuenta,  por  tanto,  si  la  existencia  del  deterioro  del  firme en la  vía
provincial  advertido,  puede ser considerado con suficiente entidad como para que de manera
inequívoca sea considerado un factor productor de accidentes para los usuarios de la misma.

Revisada la documentación obrante en el expediente, esta Administración entiende que el
desperfecto alegado pertenece a la esfera de los riesgos ordinarios de la circulación, sin que el
mero hecho del accidente autorice a deducir automáticamente el mal funcionamiento del servicio,
y menos aún a fijar el nexo causal sin una acreditación sólida del encadenamiento fáctico.

De entrada, la contemplación de la carretera a través de la fotografía incorporada a la
reclamación formulada, revela que el lugar en que se encuentra el desperfecto invocado se halla
en el  centro  del  carril.  Quien conduce una bicicleta debe circular  por  el  arcén derecho si  es
transitable o, en su defecto por la parte derecha de la calzada sin ocupar el centro, de acuerdo
con los artículos 17 del Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba
el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial y 36



del Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento General
de Circulación. Y el artículo 15 del citado Real Decreto Legislativo 6/2015 establece “Como norma
general  y  muy especialmente  en las  curvas  y  cambios de rasante  de reducida  visibilidad,  el
vehículo circulará en todas las vías objeto de esta Ley por la derecha y lo más cerca posible del
borde de la calzada, con las excepciones que reglamentariamente se determinen, manteniendo en
todo caso la separación lateral suficiente para realizar el cruce con seguridad”.

De igual modo, hay que señalar que el reclamante circulaba a plena luz del día, con luz
diurna suficiente y en condiciones que no consta que impidiesen la amplia visibilidad, viniendo
obligado a circular con expresa atención a las circunstancias visibles y condiciones de la vía y
adoptar aquellas medidas necesarias para sortear las irregularidades, de acuerdo a lo establecido
en el  artículo  21 del  aludido  Real  Decreto  Legislativo 6/2015.  Así  lo  señala  la  Sentencia del
Tribunal Superior de Justicia de Asturias 2412/1996, con cita de otras del Tribunal Supremo, que
excluye la responsabilidad cuando  “la existencia del socavón resultaba evidente, bastando una
mínima atención, exigible siempre a todo conductor de vehículo o ciclo, para sortearlo, ya que en
modo alguno era insalvable, pues siendo como era notorio el irregular estado de la calzada, al
estar situado aquél en un tramo recto, …. de circular el conductor atemperando la velocidad a las
circunstancias expuestas pudo perfectamente evitarlo en vez de pasar por encima del mismo”.

Tratándose de un tramo curvo ascendente de la carretera provincial, con buena visibilidad
y nivel de circulación blanco, según el propio Informe de la Guardia Civil, no es verosímil que,
circulando a la velocidad permitida, tratándose de ese tipo de vehículo y prestando la mínima
atención exigible, no se pudiera evitar pasar por encima del desperfecto. 

En suma, se estima que una conducción diligente y ajustada a la precaución que se asocia
a la precaria estabilidad de un vehículo de dos ruedas hubiera evitado la rodadura de la bicicleta
por encima del desperfecto, o hubiera permitido al ciclista mantener el equilibrio, pues el simple
cumplimiento de las normas generales de circulación hubiera conjurado el riesgo, en tanto en
cuanto la bicicleta debía circular lo más cerca posible del borde de la calzada.

Por todo ello, atendiendo a lo expuesto en los preceptos anteriormente enunciados y a la
doctrina  jurisprudencia  mencionada,  podemos concluir  desestimando el  recurso  de reposición
contra la resolución de la reclamación de responsabilidad patrimonial interpuesta, manteniéndose
la decisión recurrida.

5º.-  Corresponde la Resolución del Recurso de Reposición al mismo órgano que dictó la
resolución recurrida de acuerdo con el artículo 123.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre,  del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en este caso, a la Junta de
Gobierno de la Excma. Diputación Provincial de Córdoba, en virtud de la delegación efectuada por
Decreto de Presidencia de Delegación de fecha 11 de julio de 2023 Núm. Resolución: LOPD, en
virtud del cual se resolvió delegar en la Junta de Gobierno “La resolución de las reclamaciones de
responsabilidad patrimonial por importe superior a 15.000,00 euros”

A la vista de lo anterior y conforme a lo propuesto en el informe a que se ha hecho mérito
anteriormente, la Junta de gobierno, haciendo uso de la competencia que le ha sido delegada por
la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio de 2023 del que se dio cuenta al Pleno en sesión
celebrada el día 12 del mismo mes y año, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO.- Desestimar el  Recurso de Reposición interpuesto por  LOPD, contra la  resolución
desestimatoria de la reclamación de responsabilidad patrimonial presentada  el 13 de octubre de
2025 y entrada en esta Excma. Diputación el 21 de octubre de 2025 y n.º registro LOPD por daños
materiales por importe de 2.023,02 euros y daños físicos por lesiones valorados en 16.146,21
euros,  como consecuencia  de  caída  de  la  bicicleta  sufrida  el  22  de  mayo  de  2025  cuando
circulaba por la vía CO-3107, p.k. 5,0, como consecuencia del mal estado y condición de la vía y
falta de conservación y mantenimiento de la misma.  



SEGUNDO.-  Notificar  la  presente  resolución  a  LOPD en  el  domicilio  señalado  a  efectos  de
notificaciones.

TERCERO.- Dar traslado a las entidades aseguradoras LOPD. 

10.- APROBACIÓN DEL PROGRAMA DE CARÁCTER TEMPORAL PARA LA EJECUCIÓN DE
LOS PLANES DE ACTUACIÓN INTEGRADOS (PAI) EN EL MARCO DEL FONDO EUROPEO DE
DESARROLLO  REGIONAL  (FEDER)  2021-2027  EN  LA  DIPUTACIÓN  PROVINCIAL  DE
CÓRDOBA .- Seguidamente se pasa a conocer el expediente epigrafiado, instruido en el Servicio
de Recursos Humanos, en el que se contiene, entre otros documentos, informe suscrito por el
Jefe de dicho Servicio de fecha 7 de mayo en curso, cuyo tenor literal es el siguiente:

“Vista la orden de inicio de la Diputada Delegada de Presidencia, Gobierno Interior y Vivienda para
la  tramitación  del  oportuno  expediente  de  aprobación  del  Programa  de  carácter  temporal
“PLANES DE ACTUACIÓN INTEGRADOS PERIODO PROGRAMACIÓN 2021-2027” .

Visto  el  Programa propuesto  por  la  Delegación  de  Presidencia,  Gobierno Interior  y  Vivienda,
concretamente por el Departamento de SIG, Estadística y Gestión de Bienes, de fecha 29 de abril
de 2026 y cuyo tenor literal es el siguiente:

“PROGRAMA  DE  CARÁCTER  TEMPORAL  PARA  LA  EJECUCIÓN  DE  LOS  PLANES  DE
ACTUACIÓN INTEGRADOS (PAI) EN EL MARCO DEL FONDO EUROPEO DE DESARROLLO
REGIONAL (FEDER) 2021-2027 EN LA DIPUTACIÓN PROVINCIAL DE CÓRDOBA

I. ANTECEDENTES DE HECHO

Primero.- Contexto normativo y necesidad del programa

La Orden HAC/1072/2024, de 2 de octubre, establece las bases reguladoras para la asignación de
senda financiera a los Planes de Actuación Integrados de Entidades Locales en el marco del
desarrollo  urbano  sostenible,  cofinanciados  por  el  Fondo  Europeo  de  Desarrollo  Regional
(FEDER) en el periodo de programación 2021-2027.

En desarrollo  de dicha Orden, mediante Resolución de 16 de enero de 2026 de la Dirección
General  de Fondos Europeos,  dependiente del  Ministerio  de Hacienda,  correspondiente  a los
expedientes 119/2025 y 60/2025, se ha asignado senda financiera a la Diputación Provincial de
Córdoba,  en  el  marco  del  Programa  Plurirregional  de  España  2021-2027,  conforme  a  las
previsiones de financiación de la prioridad 2c y del Objetivo Específico 5.1.

Con  fecha  20  de  marzo  de  2026,  el  Presidente  de  la  Diputación  de  Córdoba  formalizó  la
aceptación de las condiciones establecidas en la convocatoria, garantizando el cumplimiento de
las obligaciones derivadas del Acuerdo de Atribución de Funciones recogido en el Anexo III de la
citada resolución.

Este  nuevo  marco  de  financiación  europea  introduce  un  modelo  de  gestión  basado  en  la
selección, ejecución, seguimiento y justificación de operaciones, que exige a la Diputación una
capacidad  técnica,  organizativa  y  administrativa  intensiva,  sostenida  en  el  tiempo  y  sujeta  a
estrictos controles normativos.

En este contexto, resulta necesaria la creación de un programa de carácter temporal que permita
dotar a la organización de los recursos humanos necesarios para asegurar la correcta ejecución
de los Planes de Actuación Integrados,  garantizando el cumplimiento de los hitos, objetivos y
obligaciones establecidos en la normativa comunitaria y estatal aplicable.

Segundo.- Configuración como Organismo Intermedio Ligero y exigencias organizativas

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 12 y 20 de la citada Orden, así como en el
artículo 73 del Reglamento (UE) 2021/1060, la Diputación de Córdoba adquiere la condición de



Organismo  Intermedio  Ligero  (OIL),  asumiendo  en  exclusiva  la  función  de  selección  de  las
operaciones cofinanciadas con fondos FEDER.

El modelo organizativo exigido por la normativa comunitaria establece la necesaria separación
orgánica y funcional entre:

13. La Unidad de Gestión, responsable de la selección, control y validación de operaciones.
14. La Unidad Ejecutora, responsable de la ejecución material de las actuaciones.

Dicha separación constituye un principio estructural del sistema de gestión FEDER, orientado a
garantizar la independencia de funciones, prevenir conflictos de interés y asegurar la legalidad del
gasto público, no admitiendo excepciones.

En este marco, la Diputación de Córdoba ha designado como Unidad Ejecutora a la Coordinación
General de Presidencia, atribuyéndole la responsabilidad de iniciar, ejecutar, seguir y justificar las
operaciones integradas en los Planes de Actuación Integrados.

Tercero.- Justificación de la necesidad de recursos humanos específicos

La ejecución de los Planes de Actuación Integrados implica la asunción de funciones altamente
especializadas, entre las que destacan:

● Redacción de proyectos técnicos.
● Elaboración de pliegos de contratación.
● Tramitación de expedientes administrativos.
● Ejecución y seguimiento de actuaciones.
● Justificación técnica y económica ante los órganos de control.
● Coordinación con ayuntamientos y otros agentes implicados.

Estas funciones requieren perfiles técnicos cualificados y dedicación específica, no pudiendo ser
asumidas adecuadamente con los medios personales actuales sin comprometer el funcionamiento
ordinario de los servicios de la Diputación.

Asimismo, los plazos establecidos en la convocatoria, en particular el hito intermedio fijado a 31 de
marzo de 2027  (selección  del  70% de las  operaciones  y  justificación  del  20% de la  ayuda),
refuerzan el carácter urgente e inaplazable de la necesidad.

Por  todo  ello,  se  hace  imprescindible  la  creación  de  un  programa  temporal  que  permita  la
incorporación inmediata de personal funcionario interino con el perfil adecuado para garantizar la
ejecución eficaz del programa.

II. EXIGENCIAS BÁSICAS DEL PROGRAMA TEMPORAL

Primero.- Funciones a desarrollar (líneas de actuación)  

En el marco del presente programa, el personal incorporado desarrollará las siguientes funciones,
integradas en la actividad de la Unidad Ejecutora:

a) Definición y preparación de operaciones, incluyendo la elaboración de expresiones de interés,
diseño técnico de actuaciones y alineación con los objetivos del Plan de Actuación Integrado.
b) Redacción de proyectos técnicos y documentación contractual, comprendiendo la elaboración
de memorias, proyectos, pliegos de cláusulas administrativas y técnicas, así como la preparación
de la documentación necesaria para la licitación.
c)  Tramitación  administrativa  de  expedientes,  en  coordinación  con los  servicios  competentes,
asegurando el cumplimiento de la normativa de contratación pública y de los requisitos específicos
del FEDER.



d)  Seguimiento  técnico  y  ejecución  de  actuaciones,  garantizando  el  cumplimiento  de  plazos,
condiciones técnicas y objetivos previstos en cada operación.
e) Justificación técnica y económica, mediante la recopilación, validación y presentación de la
documentación necesaria para acreditar la correcta ejecución de las actuaciones ante los órganos
de control.
f)  Coordinación  con los ayuntamientos,  actuando como interlocutor  técnico  para  la  definición,
desarrollo y ejecución de las actuaciones en el ámbito local.
g)  Apoyo  a  la  generación  de  información  e  indicadores,  necesarios  para  el  seguimiento  del
programa y la toma de decisiones a nivel estratégico.

Segundo.- Requisitos del perfil profesional  

El  desarrollo  de las funciones descritas exige la incorporación de personal  con las siguientes
características:

7. Titulación  universitaria  adecuada  al  puesto  a  desempeñar  (Arquitectura,  Derecho,
Administración Pública o equivalente).

8. Conocimiento de la normativa de contratación pública y procedimientos administrativos.
9. Experiencia  o  capacidad  técnica  en  redacción  de  proyectos,  gestión  administrativa  o

ejecución de actuaciones públicas.
10. Capacidad de coordinación interadministrativa y trabajo en entornos complejos.

Tercero.- Personal necesario  

Para la ejecución del programa se estima necesaria la incorporación de tres (3) efectivos, con la
siguiente distribución:

- 1 Arquitecto/a
- 1 Técnico/a de Administración General (TAG)
- 1 Técnico/a de Gestión/Administrativo/a o Auxiliar Administrativo/a

Dicho personal será nombrado en régimen de funcionario interino por programa, con dedicación
exclusiva a las funciones descritas.

III. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero.- Régimen jurídico aplicable al nombramiento de personal interino por programa  

El artículo 10 del Real Decreto Legislativo 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público permite el
nombramiento de funcionarios interinos para la  ejecución de programas de carácter  temporal,
cuando exista una necesidad urgente e inaplazable.

Asimismo, la normativa autonómica y local en materia de función pública habilita a las entidades
locales  para  la  creación  de  programas  temporales  vinculados  a  la  ejecución  de  actuaciones
financiadas con fondos europeos.

Segundo.- Justificación de la excepcionalidad y temporalidad  

El presente programa responde a una necesidad:

j) Específica, vinculada a la ejecución de los Planes de Actuación Integrados.
k) Temporal, limitada al periodo de programación 2021-2027 y su extensión conforme a la

regla N+3.
l) Extraordinaria,  al  derivar de la  obtención de financiación europea sujeta a condiciones



específicas.

Por tanto, concurren los requisitos que justifican el recurso a esta figura excepcional de provisión
de personal.

Tercero.- Órgano competente  

La  aprobación  del  presente  programa corresponde  a  la  Junta  de  Gobierno  de  la  Diputación
Provincial de Córdoba, en virtud de las competencias delegadas por la Presidencia.

IV. PROPUESTA DE RESOLUCIÓN

Primero.- Aprobar el Programa de carácter temporal denominado “Planes de Actuación Integrados
Periodo de Programación 2021-2027”, destinado a la ejecución de las funciones propias de la
Unidad Ejecutora en el marco del Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER).

Segundo.- Ejecutar, a través del citado programa, las funciones descritas en el apartado II del
presente documento.

Tercero.-  Proceder  al  nombramiento  de  tres  (3)  funcionarios  interinos  por  programa,  con  los
perfiles indicados.

Cuarto.-  El  personal  incorporado  dependerá  orgánica  y  funcionalmente  de  la  Coordinación
General  de  Presidencia,  adscribiéndose,  por  razones  de  operatividad,  al  Departamento  de
Sistema de Información Geográfica, Estadística y Gestión de Bienes.

Quinto.- Duración del programa: hasta el 31 de diciembre de 2030, con posibilidad de ampliación
conforme a la normativa aplicable.

Sexto.-  Plazo  de  ejecución:  hasta  31/12/2030  con  posibilidad  de  ampliación.  Partida
Presupuestaria: LOPD Func. Interino Proyectos

Séptimo.- Entrada en vigor: el programa surtirá efectos desde el día siguiente a su aprobación.”

Visto el informe emitido por el Servicio de Recursos Humanos de fecha 5 de mayo de 2026, cuyo
tenor literal es el siguiente:

“Asunto:  Aprobación  del  Programa de  carácter  temporal  para  la  ejecución  de  los  Planes  de
Actuación Integrados (PAI) en el marco del Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER) 2021-
2027 en la Diputación Provincial de Córdoba.

El  Servicio  de  Recursos  Humanos  de  la  Excma.  Diputación  Provincial  de  Córdoba  emite  el
presente informe en relación con la aprobación del Programa carácter temporal para la ejecución
de  los  Planes  de  Actuación  Integrados  (PAI)  en  el  marco  del  Fondo  Europeo  de  Desarrollo
Regional (FEDER) 2021-2027 en la Diputación Provincial de Córdoba:

Primero.- Procedencia de la aprobación del programa de carácter excepcional y temporal.

La Orden HAC/1072/2024, de 2 de octubre, establece las bases reguladoras para la asignación de
senda financiera a los Planes de Actuación Integrados de Entidades Locales en el marco del
desarrollo  urbano  sostenible,  cofinanciados  por  el  Fondo  Europeo  de  Desarrollo  Regional
(FEDER) en el periodo de programación 2021-2027.

En desarrollo  de dicha Orden, mediante Resolución de 16 de enero de 2026 de la Dirección
General  de Fondos Europeos,  dependiente del  Ministerio  de Hacienda,  correspondiente  a los
expedientes 119/2025 y 60/2025, se ha asignado senda financiera a la Diputación Provincial de
Córdoba,  en  el  marco  del  Programa  Plurirregional  de  España  2021-2027,  conforme  a  las
previsiones de financiación de la prioridad 2c y del Objetivo Específico 5.1.



En este sentido, la ejecución de los Planes de Actuación Integrados implica la asunción de una
serie de funciones por parte de la Diputación Provincial de Córdoba puestas de manifiesto en el
Programa  propuesto  por  el  Departamento  SIG,  Estadística  y  Gestión  de  Bienes  y  que,  por
consiguiente, requiere la asignación de personal específico para el desarrollo de las mismas por
tratarse  de  funciones  no  estructurales  de  esta  Administración,  siendo  el  mecanismo  más
coherente conforme a los ofrecidos por la normativa vigente la aprobación de un programa de
carácter excepcional y temporal para el nombramiento de funcionarios interinos.

Los nombramientos efectuados como consecuencia de cualquier programa de carácter temporal
son realizados al amparo del artículo 10 del EBEP, que, en la modificación dada por Ley 20/2021,
de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reducción de la temporalidad en el  empleo
público,  señala al  efecto  que  son  funcionarios  interinos  los  que,  por  razones  expresamente
justificadas de necesidad y urgencia, son nombrados como tales para el desempeño de funciones
propias de funcionarios de carrera, cuando concurra algunas de las circunstancias previstas en el
mismo, entre las que se encuentra la causa de la letra c) sobre la “ejecución de programas de
carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a tres años, ampliable hasta doce
meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto.”.

Por tanto, el Servicio de Recursos Humanos informa que procede la aprobación del Programa de
carácter temporal propuesto.

Segundo.- Viabilidad presupuestaria de la continuidad del Programa y de la contratación asociada
al mismo.

Este Programa temporal se financia con fondos propios de la Diputación Provincial en un 15%,
siendo el restante 85% financiación de la Unión Europea.

Por lo que se refiere al coste de las retribuciones y de la cuota patronal de Seguridad Social del
personal  adscrito  al  Programa de  carácter  temporal  que  se  propone  aprobar,  el  Servicio  de
Recursos  Humanos  informa  de  la  existencia  de  las  siguientes  partidas  presupuestarias,  con
suficiente crédito presupuestario:

LOPD Retrib.  Func.  Interino  Proyectos  Programas
Europeos

LOPD Cuota Patronal Seg Social Func. Interino Proyectos
Europeos

De acuerdo con lo anteriormente expuesto, la Delegación de Recursos Humanos y Energía, en el
ámbito de las competencias previstas en el Decreto de 11 de julio de 2023, PROPONE a la Junta
de Gobierno de la  Diputación Provincial  de Córdoba la  aprobación del  Programa de carácter
temporal para la ejecución de los Planes de Actuación Integrados (PAI) en el marco del Fondo
Europeo de Desarrollo Regional (FEDER) 2021-2027 en la Diputación Provincial de Córdoba, el
cual tendrá un periodo inicial de un año, prorrogable por otros tres años más.”

A la  vista  de  cuanto  antecede  y  vista  la  Propuesta  de  la  Sra.  Diputada Delegada de
Recursos Humanos y Energía de fecha 22 de diciembre en curso que consta en el expediente, la
Junta de Gobierno, haciendo uso de la competencia que le ha sido delegada por la Presidencia
mediante acuerdo adoptado en sesión celebrada el día 12 de julio de 2023, en votación ordinaria y
por unanimidad acuerda:

PRIMERO.-  Aprobar  el  Programa  de  carácter  temporal  denominado  “Planes  de  Actuación
Integrados  Periodo  de  Programación  2021-2027”,  destinado  a  la  ejecución  de  las  funciones
propias de la Unidad Ejecutora en el marco del Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER).
SEGUNDO.- Ejecutar, a través del citado programa, las funciones descritas en el apartado II del



presente documento.
TERCERO.- Proceder al nombramiento de tres (3) funcionarios interinos por programa, con los
perfiles indicados.
CUARTO.-  El  personal  incorporado  dependerá  orgánica  y  funcionalmente  de la  Coordinación
General  de  Presidencia,  adscribiéndose,  por  razones  de  operatividad,  al  Departamento  de
Sistema de Información Geográfica, Estadística y Gestión de Bienes.
QUINTO.-  Duración  del  programa:  hasta  el  31  de  diciembre  de  2030,  con  posibilidad  de
ampliación conforme a la normativa aplicable.
SEXTO.-  Plazo  de  ejecución:  hasta  31/12/2030  con  posibilidad  de  ampliación.  Partida
Presupuestaria: LOPD Func. Interino Proyectos
SÉPTIMO.- Entrada en vigor: el programa surtirá efectos desde el día siguiente a su aprobación.

11.- INICIO PROCEDIMIENTO DE REINTEGRO, EN EL MARCO DE LA CONVOCATORIA DE
SUBVENCIONES PARA ASOCIACIONES Y ENTIDADES QUE DESARROLLEN PROGRAMAS
DE OCIO Y TIEMPO LIBRE, DIRIGIDOS A JÓVENES E LA PROVINCIA DE CÓRDOBA PARA
EL AÑO 2022 .-Igualmente se conoce del expediente de su razón, instruido en el Servicio de
Administración de Bienestar Social,  en el que consta informe de la Técnica de Administración
General adscrita a dicho Servicio firmado por la misma, fechado el día 18 de junio en curso y
conformado por la Jefa de dicho Servicio en el que se contienen los siguientes antecedentes de
hecho y consiguientes fundamentos de derecho:

“ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. En el marco del Acuerdo de Junta de Gobierno de fecha 8 de marzo de 2022,
por  el  que  se  aprobó  la  Convocatoria  de  subvenciones  para  asociaciones  y  entidades  que
desarrollen programas de ocio y tiempo libre, dirigidos a jóvenes e la provincia de Córdoba para el
año 2022, en régimen de concurrencia competitiva, se procedió con fecha 27 de septiembre de
2022,  por  la Junta  de  Gobierno  de  esta  Excma  Diputación  Provincial  de  Córdoba,  a  dictar
resolución definitiva de la citada convocatoria, concediendo a la LOPD, la subvención cuyos datos
se relacionan a continuación: 

• Núm de Expte (GEX): LOPD
• Código: LOPD
• Objetivo/Actividad subvencionable: “Programa de Tiempo Libre ACTUA 2022”.
• Tipo de subvención: Subvención en régimen de concurrencia competitiva.
• Presupuesto del proyecto: 4.400,00 € 

• Importe solicitado: 3.300,00 € 
• Subvención concedida: 1.794,00 € 
• Porcentaje de financiación sobre presupuesto del proyecto: 40,77 %
• Plazo de ejecución: hasta el 31/12/2022. 
• Plazo de justificación: La documentación justificativa deberá presentarse en el plazo de tres meses

desde la finalización de la última actividad subvencionada o, en su caso, desde el momento de la
notificación de la concesión. Es decir, hasta 31/03/2023.

SEGUNDO. El proyecto tiene un presupuesto total de 4.400,00 € de los cuales la Excma
Diputación Provincial de Córdoba subvencionará 1.794,00 €.

El proyecto “Programa de Tiempo Libre ACTÚA 2022” contempla varias prestaciones como
actividades  subvencionables  a  los  efectos  contemplados  en  la  Ordenanza  reguladora  de  la
Actividad Subvencional. 

De conformidad con la base sexta de la Bases Reguladoras (en adelante  BBRR) por las
que se rige esta convocatoria, el abono de la subvención tendrá carácter prepagable una vez que
se  haya  publicado  la  Resolución  Definitiva.  En  el  caso  de  que  la  totalidad  de  las  acciones
contempladas  en  el  proyecto  ya  se  hubieran  realizado,  la  subvención  se  abonará  previa
justificación  por  la  entidad  beneficiaria  de  la  realización  del  proyecto  subvencionado,  en  los
términos establecidos en la presente convocatoria.  

Con fecha 20-10-2022, se realizó el pago de la subvención por importe de 1.794,00 €
mediante documento contable R con n.º de operación LOPD.



TERCERO.  Al tratarse de una subvención pública cuya cuantía es inferior a 60.000 euros,
tendrá carácter de documento de validez jurídica para la justificación de la subvención una cuenta
justificativa simplificada, la cual deberá rendirse ante el órgano gestor en el plazo máximo de tres
meses, que tal y como se ha indicado anteriormente, el citado plazo finalizó el día 31 de marzo de
2023. 

La citada cuenta justificativa, entre otros, debe contener los siguientes documentos, tal y
como establece la base 17 de las BBRR:

• Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de las condiciones impuestas en la
concesión  de  la  subvención,  con  indicación  de  las  actividades  realizadas  y  de  los
objetivos conseguidos (anexo II, modelo II). 

• Cuenta justificativa simplificada (anexo IV), que incluirá una relación clasificada de los
gastos e inversiones de la actividad, con identificación del acreedor y del documento, su
importe, fecha de emisión y, en su caso, fecha de pago. Se considerará gasto realizado
el que ha sido efectivamente pagado con anterioridad a la finalización del periodo de
justificación. 

• Reintegro del sobrante en caso de la no total aplicación de los fondos recibidos.

• Cuanta publicidad y material de difusión genere el proyecto o la actividad, conforme a la
base 16 de esta convocatoria. 

CUARTO. Con fecha 31-03-2023, se presenta mediante n.º registro LOPD por LOPD, en
nombre  y  representación  de  la  Asociación  Favega  ante  la  Excma.  Diputación  Provincial  de
Córdoba, la siguiente documentación justificativa: 

• Memoria justificativa. 
• Cuenta justificativa simplificada. 
• Publicidad y material de difusión.

QUINTO. Ante las deficiencias observadas en la anterior documentación que se señalan a
continuación, se notifica al beneficiario en fecha 09-05-2023 requerimiento de subsanación cuyo
contenido es el siguiente: 

“Examinada la documentación presentada como cuenta justificativa simplificada referente a la
subvención a “ASOCIACIONES Y ENTIDADES QUE DESARROLLEN PROGRAMAS DE OCIO
Y TIEMPO LIBRE, DIRIGIDOS A JÓVENES DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA, PARA EL AÑO
2022”.  Le  comunico  las  siguientes  deficiencias,  anomalías  y/o  carencias  en  la  misma,  de
acuerdo con lo establecido en el art. 75 del reglamento de la ley general de subvenciones,
aprobado por R.D. 887/2006, de 21 de julio y en la propia convocatoria: 

1.  Debe  ampliar  la  información  de  las  actividades:  “Taller  de  Sensibilización  Medio
Ambiental” y “Taller de Cocina Saludable”, respecto a fechas, etc.
2.  Debe  aportar  información  de  las  actividades:  “Taller  de  de  Mindfulness”  y  “Taller
Multideporte”.
3.  Debe  aportar  pantallazo  y  URL de  las  tres  Redes  Sociales  (Whasapp,  instagram  y
facebook) en el que se vea la imagen corporativa de Diputación de Córdoba o se mencione
su colaboración; Aportar aportar imagen de la cartelería (fotografía del cartel, no el diseño
digital);  Aportar  documento  que avale  que  en  la  nota  de  prensa se  ha  mencionado la
colaboración de Diputación.

Para subsanar las anteriores deficiencias, anomalías y/o carencias, deberá aportar la siguiente
documentación: 

1.  Una  nueva  memoria  justificativa  incluyendo  la  información  requerida  en  el  apartado
primero.
2. Aportar la documentación publicitaria requerida en el apartado segundo.

De conformidad con el Art. 71 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General
de Subvenciones, aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, la subsanación deberá
realizarse en el plazo de DIEZ DÍAS hábiles, a partir  del día siguiente a la recepción de la
presente comunicación.
Transcurrido ese plazo de diez días hábiles sin haber realizado dicha subsanación, se iniciará
el  correspondiente  procedimiento  de  Pérdida  del  Derecho  al  Cobro  /  Reintegro  de  la
subvención en su día concedida, con la exigencia de las responsabilidades establecidas en la
Ley General de Subvenciones”. 



SEXTO. Posteriormente, con fecha 16-03-2026, el Servicio de Administración del Área
de Bienestar Social solicita al Registro de entrada certificado de existencia sobre cualquier tipo
de registro en el periodo comprendido entre 09-05-2023 hasta la actualidad, de la titular LOPD
con  NIF  LOPD para  la  Convocatoria  de  subvenciones  para  asociaciones  y  entidades  que
desarrollen programas de ocio y tiempo libre, dirigidos a jóvenes e la provincia de Córdoba para
el año 2022.

Ante la citada solicitud, con fecha 20-03-2026 a tenor de la información facilitada por el
adjunto al Jefe de Servicio de Secretaría General de esta Corporación, se emitió certificación
negativa en relación con la solicitud formulada desde el Servicio de Bienestar Social, en el
registro general de entrada, en el periodo comprendido entre el 09-05-2023 y el 16-03-2026,
respecto de la LOPD con NIF LOPD para la Convocatoria de subvenciones para asociaciones y
entidades que desarrollen programas de ocio y tiempo libre, dirigidos a jóvenes e la provincia
de Córdoba para el año 2022.

SÉPTIMO.  Tras  la  documentación  aportada,  con  fecha  09-06-2026,  el  Jefe  del
Departamento  de  Juventud  y  Deportes  de  la  Excma.  Diputación  de  Córdoba,  emite  informe
desfavorable parcialmente relativo a la memoria de actividades y publicidad presentadas en el que
dispone, respecto a la justificación de la Asociación Favega, lo siguiente:

“En  relación  a  la  Justificación  de  la  Convocatoria  de  subvenciones  para  asociaciones  y
entidades que desarrollen programas de ocio y tiempo libre, dirigidos a jóvenes de la provincia
de Córdoba, para el año 2022, y una vez revisada la memoria y la publicidad presentada por la
entidad LOPD, con código LOPD

Se informa: 

1. Ejecución de Actividades.

• De las actividades previstas en el proyecto objeto de la solicitud de subvención:

1. Taller de Sensibilización Ambiental

2. Taller de cocina saludable

3. Taller de Mindfulness y Autocompasión para jóvenes y adolescentes

4. MultiDeporte

Se han ejecutado según la memoria de justificación presentada: 

1. Taller de cocina saludable

2. Taller de medio ambiente

Actividades ejecutadas, adicionalmente, sin estar previstas en el proyecto inicial:

1. Taller de Autoempleo, oportunidades y expectativas.

2. Taller de creación y difusión de demandas de empleo.

• No se puede valorar el cumplimiento de los objetivos previstos, ya que la memoria justificativa
no aporta información al respecto. 

2. Verificación de Publicidad y Logotipado.

• Inserción de logotipos institucionales (Diputación de Córdoba) en cartelería y soportes. No se
aporta foto del cartel para su justificación. 

• Implementación general según el plan de comunicación propuesto en el proyecto inicial (Web,
RRSS, Cartelería impresa). No se aporta información respecto a la difusión realizada en RRSS.
3. Control de Temporalidad y Plazos 

• Coincidencia de fechas de ejecución real con el cronograma del proyecto original.

•  Ejecución  de  las  actividades  dentro  del  plazo  límite  legal  (01/01/2022  a  31/12/2022).
Conclusión: 

Al resultar el análisis NO CONFORME en su totalidad: 

Importe concedido: 1.794,00 € 

1. Ejecución de Actividades: incumplimiento 50%: 897,00 €

2. Verificación de Publicidad y Logotipado: incumplimiento 25%: 448,50 €

3. Control de Temporalidad y Plazos: Cumple.

Se eleva propuesta  de resolución DESFAVORABLE PARCIAL,  proponiendo el  reintegro de
1.345,50 € de la subvención concedida”. 



Con base en los hechos que anteceden, la fundamentación de la propuesta de resolución se
sustenta en los siguientes fundamentos jurídicos:

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. Legislación aplicable. 

La normativa aplicable se encuentra contenida, entre otras, en las siguientes disposiciones:

• Constitución española de 1978.

• Ley 38/2003 de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

• Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local.

• Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía.

• Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 

• Ley 40/2015,de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público.

• Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen
gobierno. 

• Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía. 

• Real Decreto 887/2006, de 21 de julio por el  que se aprueba el  reglamento de la Ley
General de subvenciones.

• Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

• Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de
Recaudación.

• Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el
que se regulan las obligaciones de facturación.

• Real Decreto 130/2019, de 8 de marzo, por el que se regula la Base de datos Nacional de
Subvenciones y la publicidad de las subvenciones y demás ayudas públicas.

• Real  Decreto  203/2021,  de  30  de  marzo,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  de
actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos.

• Ordenanza reguladora de la  Actividad subvencional,  criterios de graduación y  potestad
sancionadora reguladora en la materia de Excma Diputación Provincial de Córdoba (BOP
N.º 29 de 12 de febrero de 2020).

• Convocatoria de subvenciones para asociaciones y entidades que desarrollen programas
de ocio y tiempo libre, dirigidos a jóvenes e la provincia de Córdoba para el año 2022.

• Presupuesto General de la Diputación Provincial de Córdoba 2022. Bases de Ejecución.

• Con  carácter  supletorio  serán  de  aplicación  las  restantes  normas  del  Derecho
Administrativo y, en su defecto, las del Derecho Privado.

SEGUNDO. Tipo de subvención- Naturaleza Jurídica. 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 55 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio por el
que se aprueba el reglamento de la Ley General de subvenciones, a efectos de lo dispuesto en el
artículo 22.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, el procedimiento
ordinario de concesión de subvenciones se tramitará en régimen de concurrencia competitiva.  A
efectos  de  esta  ley,  tendrá  la  consideración  de  concurrencia  competitiva  el  procedimiento
mediante el cual la concesión de las subvenciones se realiza mediante la comparación de las
solicitudes presentadas, a fin de establecer una prelación entre las mismas de acuerdo con los
criterios  de  valoración  previamente  fijados  en  las  bases  reguladoras  y  en  la  convocatoria,  y
adjudicar, con el límite fijado en la convocatoria dentro del crédito disponible, aquellas que hayan
obtenido mayor valoración en aplicación de los citados criterios. 

En este caso se trata de la convocatoria de una subvención en régimen de concurrencia



competitiva con un presupuesto máximo disponible para la concesión de las subvenciones a las
que se refiere la presente convocatoria es de 75.000 €, que se imputará a la aplicación LOPD del
Presupuesto General de la Corporación Provincial para el ejercicio 2022. 

 Este tipo de subvenciones se encuentran reguladas en el Capítulo II del Título I de la LGS
y  el Capítulo II del Título I del RGLGS.

El procedimiento para la concesión de estas subvenciones se iniciará siempre de oficio por
el centro gestor del crédito presupuestario al  que se imputa la subvención, y terminará con  la
publicación de la resolución definitiva de conformidad con lo establecido en el punto 2 del artículo
63 del RGLGS.

A tales efectos, y en virtud de lo establecido en el punto 2 del artículo 9 de la LGS según el
cual “Con carácter previo al otorgamiento de las subvenciones, deberán aprobarse las normas que
establezcan las bases reguladoras de concesión en los términos establecidos en esta ley”  con
fecha 8 de marzo de 2022 se aprobaron las bases reguladoras de la presente convocatoria. Bases
reguladoras  que  establecen  las  normas  que  regulan  el  contenido  de  la  relación  jurídica
subvencional en lo que no establezca la LGS (o exceptuando lo que esta establezca si así lo
permite  la  misma).  Adicionalmente  es  de  aplicación  la  Ordenanza reguladora  de la  Actividad
subvencional, criterios de graduación y potestad sancionadora reguladora en la materia de Excma.
Diputación Provincial de Córdoba.

TERCERO. Obligación del beneficiario. 

De un lado y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 14 de la LGS, son obligaciones del
beneficiario, entre otras, cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, realizar la actividad o adoptar el
comportamiento que fundamenta la concesión de las subvenciones, la de j  ustificar ante el órgano  
concedente la  realización de la  actividad y el  cumplimiento  de la  finalidad que determinen la
concesión o disfrute de la subvención, someterse a las actuaciones de comprobación a efectuar
por el órgano concedente y cualesquiera otras de comprobación y control financiero que puedan
realizar  los  órganos  de  control  competentes,  tanto  nacionales  como  comunitarios,  aportando
cuanta información le  sea requerida en el  ejercicio  de las actuaciones anteriores,  adoptar  las
medidas de difusión contenidas en el  apartado 4 del  artículo 18 de LGS y la  de proceder al
reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en el artículo 37 de esta ley.

De otro lado y según lo dispuesto en  el punto 2 del artículo 30 de la precitada Ley, la
rendición de la  cuenta justificativa constituye un acto obligatorio  del  beneficiario en la  que se
deben  incluir,  bajo  responsabilidad  del  declarante,  los  justificantes  de  gasto  o  cualquier  otro
documento con validez jurídica que permitan acreditar el cumplimiento del objeto de la subvención
pública. 

En el marco establecido por las disposiciones arriba referenciadas,  el  artículo 12 de la
Ordenanza reguladora de la Actividad subvencional,  en relación con la base 17 de las Bases,
dispone que la justificación se realizará en el plazo de tres meses desde la finalización de la última
actividad subvencionada o, en su caso, desde el momento de la notificación de la concesión.

CUARTO. Regulación general y específica del procedimiento. 

De conformidad con el apartado 1 del artículo 31 de la LGS “son gastos subvencionables
aquellos que de manera indubitada respondan a la naturaleza de la actividad subvencionada,
resulten estrictamente necesarios y se realicen en el plazo establecido por las diferentes bases
reguladoras de las subvenciones. Cuando no se haya establecido un plazo concreto, los gastos
deberán realizarse antes de que finalice el año natural en que se haya concedido la subvención”.
En este caso, los gastos deberán realizarse hasta el 31 de diciembre de 2022.

Su punto segundo dispone que “salvo que en las Bases reguladoras se disponga otra
alternativa, se considerará gasto realizado el que ha sido efectivamente pagado, con anterioridad
a  la  finalización  del  periodo  de  justificación  determinado  por  la  normativa  reguladora  de  la
subvención.”  En este caso, serán considerados gastos realizados aquellos que se hayan hecho
efectivos hasta el 31 de marzo de 2023, teniendo en cuenta que el plazo de justificación finaliza en
la citada fecha.



De acuerdo con el  artículo 88 del  RLGS el  pago de la subvención se realizará previa
justificación, por el beneficiario, y en la parte proporcional a la cuantía de la subvención justificada,
de la realización de la actividad, proyecto, objetivo o adopción del comportamiento para el que se
concedió, en los términos establecidos en la normativa reguladora de la subvención, salvo que en
atención  a  la  naturaleza  de  aquélla,  dicha  normativa  prevea  la  posibilidad  de  realizar  pagos
anticipados, de acuerdo con lo previsto en el artículo 34.4 de la Ley General de Subvenciones.

El abono de la subvención tendrá carácter prepagable, una vez que se haya publicado la
Resolución Definitiva, salvo que la actividad ya se hubiera realizado, en cuyo caso, se abonará
previa  justificación  por  el  beneficiario  de  la  realización  del  proyecto  subvencionado,  en  los
términos previstos en dicha convocatoria. 

En  relación  a  la  justificación  de las  subvenciones  públicas,  el  punto  1  del  artículo  30
dispone que “La justificación del cumplimiento de las condiciones impuestas y de la consecución
de los objetivos previstos en el acto de concesión de la subvención se documentará de la manera
que se determine reglamentariamente, pudiendo revestir la forma de cuenta justificativa del gasto
realizado o acreditarse dicho gasto por módulos o mediante la presentación de estados contables,
según se disponga en la normativa reguladora”. El punto 2 del citado artículo indica que “la forma
de la  cuenta  justificativa  y  el  plazo  de  rendición  de la  misma vendrán  determinados  por  las
correspondientes bases reguladoras de las subvenciones públicas.  A falta de previsión de las
bases reguladoras, su presentación se realizará, como máximo, en el plazo de tres meses desde
la finalización del plazo para la realización de la actividad”.

En este caso,  al  tratarse de una subvención pública cuya cuantía es inferior  a 60.000
euros, tendrá carácter de documento de validez jurídica para la justificación de la subvención la
cuenta justificativa simplificada, contemplada en la base 17 de las Bases todo ello en relación con
el artículo 75 del RLGS.

De acuerdo a lo  dispuesto en el  artículo 37 de la  LGS “Procederá el  reintegro de las
cantidades percibidas y la exigencia del interés de demora correspondiente desde el momento del
pago de la subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, o la fecha
en que el deudor ingrese el reintegro si es anterior a ésta, entre otros, en los siguientes casos:  

b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, de la actividad, del proyecto o la no adopción
del comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención. 

c)  Incumplimiento  de la  obligación de justificación o  la  justificación  insuficiente,  en los
términos establecidos en el artículo 30 de esta ley, y en su caso, en las normas reguladoras de la
subvención.

d)  Incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de difusión contenidas en el
apartado 4 del artículo 18 de esta ley.”

En relación al citado artículo y las causas de reintegro anteriores, los artículos 91, 92 y 93
del  RGLGS establecen  el  reintegro  por  incumplimiento  de  las  obligaciones  establecidas  con
motivo de la  concesión de la  subvención,  incumplimiento de la  obligación de justificación y/o
incumplimiento de la obligación de adoptar medidas de  difusión. 

En particular, en artículo 91 en relación con la causa b) del artículo 37 de la LGS antes
citada dispone que “el beneficiario deberá cumplir todos y cada uno de los objetivos, actividades, y
proyectos,  adoptar  los  comportamientos  que  fundamentaron la  concesión  de la  subvención y
cumplir los compromisos asumidos con motivo de la misma. En otro caso procederá el reintegro
total o parcial, atendiendo a los criterios establecidos en las bases reguladoras de la subvención.”

Por su parte, el artículo 92 del RLGS en relación con la causa c) del artículo 37 de la LGS
dispone que “Cuando transcurrido el plazo otorgado para la presentación de la justificación, ésta
no  se  hubiera  efectuado,  se  acordará  el  reintegro  de  la  subvención,  previo  requerimiento
establecido en el apartado 3 del artículo 70 de este Reglamento.”

De conformidad con lo establecido en los artículos 42 de la LGS y 94 del RLGS, a través
de los cuáles se configura el procedimiento de reintegro de subvenciones, este se iniciará de oficio
por acuerdo del órgano competente y en dicho acuerdo deberán indicarse la causa que determina



su inicio, las obligaciones incumplidas y el importe de la subvención afectado.

Con carácter general el procedimiento de reintegro se regula en los artículos 91 a 95 de los
Capítulos I y II del Título III del RLGS en relación con los artículos 36 a 43 de los Capítulos I y II
del Título II de la LGS. Los procedimientos para la exigencia del reintegro de subvenciones, tendrán
carácter  administrativo  siendo  de  aplicación  supletoria  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  de
Procedimiento Administrativo Común (en adelante LPAC).

QUINTO. Requerimiento previo a inicio procedimiento de reintegro - subsanación.

De conformidad con el  art.  71 del Reglamento de la  Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
General de Subvenciones, aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio: “cuando el órgano
administrativo competente para la comprobación de la subvención aprecie la existencia de defectos
subsanables  en  la  justificación  presentada  por  el  beneficiario,  lo  pondrá  en  su  conocimiento
concediéndole un plazo de diez días para su corrección”. Dicho requerimiento le fue notificado el
fecha 20-05-2023 según consta en el expediente, el cual no fue atentendido por el beneficiario según
consta en el antecedente de hecho SEXTO.

SEXTO. Causa de inicio de procedimiento - inicio procedimiento. 

En el presente caso, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 91 y 92 RLGS en
relación con el artículo 37 apartado b) y d) de la LGS, se ha producido un incumplimiento parcial
de las actividades que fundamentaron la concesión de la subvención así como un incumplimiento
de la obligación de adoptar las medidas de difusión contenidas en el apartado 4 del artículo 18 de
la LGS, por lo que procederá el procedimiento de reintegro. 

Dicha situación jurídica se fundamenta técnicamente en el informe emitido con fecha 9 de
junio de 2026 por el Jefe del Departamento de Juventud y Deportes de esta Excma. Diputación
Provincial, el cual determina de manera motivada los siguientes extremos:

• Por el incumplimiento del 50% en la ejecución de las actividades previstas: Procede el
reintegro de 897,00 €.

• Por el  incumplimiento en las obligaciones de publicidad: Procede el  reintegro del 25%,
equivalente a 448,50 €.

Por consiguiente, la suma de ambos conceptos determina una cantidad total a reintegrar
de 1.345,50 € (mil quinientos cuarenta y cinco euros con cuarenta y nueve céntimos), sin perjuicio
de la liquidación de los intereses de demora que correspondan.

En  este  sentido,  conviene  señalar  el  artículo  18  de  la  Ordenanza  Reguladora  de  la
Actividad Subvencional, según el cual: “en caso de incumplimiento de lo previsto en el apartado d)
del  artículo  37.1  de  la  Ley  38/2003  (incumplimiento  de  las  medidas  de  difusión),  la  reducción
consistirá  en  el  25  por  100  del  total  de  la  subvención,  sin  perjuicio  de  la  instrucción  del
correspondiente procedimiento sancionador que corresponda por la conducta infractora”.

A estos efectos, el régimen de resolución del procedimiento de reintegro se ajustará a
lo previsto en los artículos 41 y 42 de la LGS. 

En el acuerdo por el que se inicie el procedimiento de reintegro y de acuerdo a lo indicado en
el  artículo  94  del  RLGS,  deberán  indicarse  la  causa  que  determina  su  inicio,  las  obligaciones
incumplidas y el importe de la subvención afectado.

Además, según la Circular emitida por la Secretaria General de esta Diputación Provincial
de fecha 27 de junio de 2024 que se transcribe a continuación, durante el acuerdo de inicio del
procedimiento de reintegro debe indicarse el importe relativo a los intereses de demora calculados
hasta dicha fecha:

“Por la presente y en relación con los diversos expedientes que se siguen para reintegro de
cantidades procedentes de subvenciones junto con los intereses de demora correspondientes
en los distintos tipos de procedimientos de subvenciones o similares, se requiere a los distintos
Servicios/Departamentos  para  que  procedan,  en  aras  a  garantizar  tanto  la  eficacia  del
procedimiento  como la  mayor  garantía y  servicio  efectivo a los  beneficiarios,  a arbitrar  las



medidas necesarias para que en el inicio de los correspondientes procedimientos de reintegro
se tenga en cuenta lo dispuesto en art. 37 de la Ley38/2003, de 17 de noviembre, General de
Subvenciones. 

En  dicho  artículo  se  señala  que  procede  la  exigencia  de  intereses  de  demora  desde  el
momento del  pago de la  subvención hasta la  fecha en que se acuerde la procedencia del
reintegro. Por ello, y dado que en numerosas ocasiones se produce el abono voluntario de la
cantidad  a  reintegrar  una  vez  comunicado  el  inicio  de  expediente  de  reintegro por  la
Administración,  debe  procederse  a  efectuar  un  cálculo  de  los  intereses  de  demora
correspondientes  hasta  la  fecha  en  que  se  adopta  dicho  acuerdo  por  el  órgano
correspondiente, aun cuando el mismo tenga carácter provisional. El propósito, en definitiva, no
es  sino  acomodar  los  posibles  abonos  voluntarios  de  los  beneficiarios  a  la  cantidad  total
concreta que se deba reintegrar en cada momento, evitando así posteriores requerimientos de
intereses en reintegros de tipo voluntario. 

Asimismo  se  deberá  informar  al  beneficiario  que,  en  el  caso  de  que  no  se  abone
voluntariamente, se practicará con posterioridad la liquidación de los intereses de demora que
en  cada  caso  correspondan  hasta  la  fecha  en  que  se  produzca  el  acuerdo  definitivo  de
procedencia de reintegro”.

Concretamente, el importe a abonar en concepto de intereses de demora calculados hasta la
fecha de la aprobación del acuerdo de inicio del procedimiento de reintegro es de 199,99 €, cantidad
que sumada a la principal de 1.345,50 €, asciende a una cantidad total a abonar de 1.545,49 €, lo
que se obtiene a partir de la siguiente información: 

• Con fecha  20-10-2022 se  procede al  abono de  la  subvención de  referencia  al
beneficiario por parte de la Diputación Provincial de Córdoba mediante documento
contable R con n.º de operación LOPD.

• Con fecha 23-06-26 se adoptará dicho acuerdo por parte de la Junta de Gobierno,
con carácter provisional. 

Fecha de pago de la Subvención (Documento R) 20/10/22

Fecha de adopción de dicho acuerdo por parte de la
Junta de Gobierno con carácter provisional

23/06/26

Importe de la subvención 1.794,00 €

Importe total del proyecto 4.400,00 €

Importe Reintegro calculado por el Departamento de
Juventud y Deportes

1.345,50 €

Intereses de demora generados 199,99 €

Importe Total a Reintegrar 1.545,49 €

Días transcurridos por años

Inicio año Fin año
Días

transcurridos
Valor Interés Total

Año 2022 20/10/22 31/12/22 72 0,0375 9,95 €

Año 2023 01/01/23 31/12/23 365 0,040625 54,66 €

Año 2024 01/01/24 31/12/24 366 0,040625 54,66 €

Año 2025 01/01/25 31/12/25 365 0,040625 54,66 €

Año 2026 01/01/25 23/06/26 174 0,040625 26,06 €



De conformidad con el artículo 38 de la LGS: “el interés de demora aplicable en materia de
subvenciones será el interés legal del dinero incrementado en un 25 por ciento, salvo que la Ley
de Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente.” 

Téngase en cuenta que el interés de demora a que se refiere el  apartado 2 del citado
artículo  38  es  el  4,0625  por  ciento  hasta  el  31  de  diciembre  de  2023,  según  establece  la
disposición adicional 42.3 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del
Estado para el año 2023, el cual se prorroga hasta el año 2026 en base a la prórroga automática
del contenido normativo de los Presupuestos Generales del Estado, de conformidad con el artículo
134.4 de la Constitución Española y el artículo 38 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General
Presupuestaria.

No obstante, y de conformidad con las leyes de presupuestos del Estado: Ley 11/2020, de
30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021 y Ley 22/2021, de 28
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022, el  interés de demora
aplicable en materia de subvenciones será el 3,75 por ciento. Por lo que, para el presente caso,
los intereses de demora aplicables son los siguientes: desde el 10 de octubre de 2022 hasta 31 de
diciembre de 2022,  un  3,75 %.  A partir  del  1  de enero  de 2023  hasta  la  fecha del  acuerdo
provisional del procedimiento de reintegro el interés de demora aplicable será del 4,0625 %.

SÉPTIMO. Plazo de alegaciones/audiencia.  

De  conformidad  con  el  artículo  94  del  RLGS,  tanto  el  inicio  como  la  resolución  del
procedimiento de reintegro serán notificadas al beneficiario, concediéndoles, en el caso de acuerdo
de inicio, un plazo de 15 días hábiles para que alegue o presente los documentos que estime
pertinentes para la mejor defensa de sus derechos e intereses. 

OCTAVO. Resolución. 

De acuerdo a lo establecido en el apartado 4 del artículo 94 del RGLGS, “la resolución del
procedimiento de reintegro identificará el obligado al reintegro, las obligaciones incumplidas, la
causa de reintegro que concurre de entre las previstas en el artículo 37 de la Ley y el importe de la
subvención a reintegrar junto con la liquidación de los intereses de demora”. Dicha resolución será
notificada al interesado requiriéndosele para realizar el reintegro correspondiente en el plazo y en
la  forma que  establece el  Reglamento  General  de  Recaudación,  aprobado por  Real  Decreto
939/2005, de 29 de julio. 

En  el  presente  caso,  tras  analizar  la  documentación  obrante  en  el  expediente  y  de
conformidad con lo establecido en la letra c) del punto 1 del artículo 37 de la LGS en virtud del
cual  “también procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de
demora correspondiente desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se
acuerde la procedencia del reintegro, o la fecha en que el deudor ingrese el reintegro si es anterior
a ésta,  entre otros,  en el  siguiente caso:  Incumplimiento de la  obligación de justificación o la
justificación insuficiente, en los términos establecidos en el artículo 30 de esta ley, y en su caso,
en las normas reguladoras de la subvención”, procede, incumplimiento parcial de las actividades
que fundamentarón la concesión de la subvención así como un incumplimiento de la obligación de
adoptar las medidas de difusión contenidas en el apartado 4 del artículo 18 de la LGS, el reintegro
de la subvención concedida junto con la liquidación de los intereses de demora.

NOVENO. Plazo notificación y resolución. Caducidad. 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 42.4 de la LGS, en relación con el artículo 21.4 de la
LPAC, el plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro será
de 12 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación. Dicho plazo podrá suspenderse y ampliarse
de acuerdo con lo previsto en los 22 y 32 de la LPAC.

El  transcurso del  citado plazo sin  que se  hubiere  notificado resolución  expresa
producirá,  al  amparo de lo previsto en  el  artículo  25.1 letra b)  de  la  LPAC,  la  caducidad del
procedimiento,  sin  perjuicio  de  continuar  las  actuaciones  hasta  su  terminación  y  sin  que  se
considere  interrumpida la  prescripción  por  las  actuaciones realizadas  hasta la  finalización  del
citado plazo. 



DÉCIMO. Plazo de prescripción - interrupción plazo prescripción. 

 El  artículo 39 de la  LGS establece que prescribirá a los cuatro años el  derecho de la
Administración a reconocer o liquidar el reintegro. Dicho plazo se interrumpió el día 20-05-2023 con
el requerimiento de subsanación una vez transcurrido el plazo de justificación por lo que el plazo
para el inicio del procedimiento de reintegro no ha prescrito.

DÉCIMO PRIMERO. Obligación de relacionarse por medios electrónicos. 

De conformidad con el artículo 3 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se
aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos,
en relación con el artículo 14 de la LPAC, estarán obligados a relacionarse a través de medios
electrónicos: 

“a) Las personas jurídicas.
b) Las entidades sin personalidad jurídica.
c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria,
para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de
dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los
notarios y registradores de la propiedad y mercantiles.
d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con
la Administración.
e)  Los  empleados  de  las  Administraciones  Públicas  para  los  trámites  y  actuaciones  que
realicen con ellas  por razón de su condición  de empleado público,  en  la  forma en que se
determine reglamentariamente por cada Administración”.

DÉCIMO SEGUNDO. Notificación. 

El artículo 43 de la LPAC, en relación con el citado artículo 14 de la misma establece que las
notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en la sede electrónica
de la Administración u Organismo actuante, a través de la dirección electrónica habilitada única o
mediante ambos sistemas, según disponga cada Administración u Organismo.

Asimismo,  se  dispone  que  las  notificaciones  practicadas  por  medios  electrónicos  se
entenderán practicadas en el momento en que se produzca el acceso a su contenido. Cuando la
notificación por medios electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente elegida
por el interesado, se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la
puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido.

El art. 43.3 de la LPAC establece que se entenderá cumplida la obligación a la que se refiere
el artículo 40.4 de la misma con la puesta a disposición de la notificación en la sede electrónica de la
Administración u Organismo actuante o en la dirección electrónica habilitada única. Por alusión, el
artículo 40.4 dispone que “sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos
de  entender  cumplida  la  obligación  de  notificar  dentro  del  plazo  máximo  de  duración  de  los
procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuando menos, el texto íntegro de la
resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado”. 

DÉCIMO TERCERO. Fin vía administrativa. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 42 de la LGS la resolución del procedimiento de
reintegro pondrá fin a la vía administrativa.

DÉCIMO CUARTO. Competencia. 

En cuanto a la competencia, de conformidad con los artículos 41 y 42 de la LGS, el órgano
concedente  de  subvenciones  será  el  competente  para  declarar  el  reintegro  del  beneficiario
mediante la resolución del procedimiento de reintegro. Asimismo, el punto 4 del artículo 10 de la
citada Ley, la competencia para declarar la procedencia del  reintegro de subvenciones en las
corporaciones  locales corresponde a  los órganos que tengan atribuidas  tales funciones en la
legislación de régimen local.

La  competencia  para  la  resolución  de  concesión  de  subvenciones,  en  virtud  de  las
facultades que, con carácter general confiere a la Presidencia de la Corporación el artículo 34.1, f)



y artículo 61 puntos 1,11,21,14 y 15 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen
Jurídico de las Corporaciones Locales, aprobado por RD 2568/1986 de 28 de noviembre (ROF en
adelante),  le  corresponde al  mismo órgano que dictó  la  resolución  de concesión,  es  decir  al
Presidente de la Excma. Diputación de Córdoba. 

No  obstante,  y  de  conformidad  con  lo  expresado  en  el  artículo  8  de  la  Ordenanza
reguladora de la actividad subvencional, en relación con los artículos 10 y 17 de la LGS, así como
lo establecido en el Decreto de delegación de atribuciones del Presidente en la Junta de Gobierno
de fecha 11 de julio de 2023 (n.º de Resolución LOPD) cuando la competencia para resolución de
procedimientos  de  reintegro  corresponda  a  Presidencia,  queda  delegado  expresamente  el
ejercicio de dicha atribución en la Junta de Gobierno.

En este contexto y en virtud de lo dispuesto en el artículo 17.1 del RLGS: “La delegación
de la facultad para conceder subvenciones lleva implícita la de comprobación de la justificación de
la subvención, así como la de incoación, instrucción y resolución del procedimiento de reintegro,
sin perjuicio de que la resolución de delegación disponga otra cosa”.

De acuerdo con lo que se propone en el informe transcrito,  la Junta de Gobierno haciendo
uso de la competencia que le ha sido delegada por la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio
de 2023 del que se dio cuenta al Pleno en sesión celebrada el día 12 del mismo mes y año, en
votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO.  Iniciar  el  procedimiento  de  reintegro  junto  con  la  liquidación  de  los  intereses  de
demora por  un  importe  total  de  mil  quinientos  cuarenta y  cinco euros  con cuarenta  y  nueve
céntimos (1.545,49 €) que se corresponden con la subvención pública concedida en fecha 27 de
septiembre  de  2022  en  el  marco  de  la  Convocatoria  de  subvenciones  para  asociaciones  y
entidades que desarrollen programas de ocio y tiempo libre, dirigidos a jóvenes e la provincia de
Córdoba para el año 2022 a favor de la LOPD con NIF LOPD, se ha producido un incumplimiento
parcial  de  las  actividades  que  fundamentaron  la  concesión  de  la  subvención  así  como  un
incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de difusión (apartado b) y d) del artículo
37 de la LGS), con el fin de declarar su procedencia. El importe de la cantidad principal a abonar
es de 1.345,50 € y la cantidad correspondiente a los intereses de demora es de 199,99 €.

El  interesado deberá abonar la  cantidad principal  junto con la liquidación de los intereses de
demora  calculados  en  el  fundamento  jurídico  sexto,  en  el  plazo  de  quince  días  hábiles,  de
conformidad con el artículo 94.2 RLGS, mediante transferencia bancaria y/o ingreso en la c/c LOPD,
indicando en el concepto el número de expediente y la entidad que realiza el reintegro.

En el caso de que la entidad beneficiaria no abone la cantidad principal junto con los intereses de
demora correspondientes en el citado plazo, este Servicio de Administración de Bienestar Social
teniendo en cuenta la Circular emitida por la Secretaria General de esta Diputación Provincial de
fecha 27 de junio de 2024, procederá a determinar los intereses de demora correspondientes
hasta la fecha en que se produzca el acuerdo definitivo del procedimiento de reintegro.

SEGUNDO. Proceder a la notificación al representante de la entidad beneficiaria para que en el
plazo de quince días hábiles, de conformidad con el artículo 94.2 del RLGS, alegue o presente la
documentación u otros elementos de juicio que a su derecho convenga, de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 76 y 82 de la LPAC. 

No obstante y de conformidad con lo establecido en el apartado 3 del artículo 70 del RLGS la
presentación de la justificación en el plazo adicional establecido no eximirá al beneficiario de las
sanciones que, conforme a la Ley General de Subvenciones, correspondan.

TERCERO. Comunicar al interesado que, de conformidad con el punto 4 del artículo 42 de la LGS
en relación con el artículo 21.4 de la LPAC, el plazo máximo para resolver y notificar la resolución
del presente procedimiento será de 12 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación, aplicable
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 41 y 42 de la LGS.



El  transcurso del  citado plazo  sin  que  se  hubiere  notificado resolución  expresa  producirá,  al
amparo de lo previsto en el artículo 25.1 letra b) de la LPAC, la caducidad del procedimiento, sin
perjuicio de continuar las actuaciones hasta su terminación y sin que se considere interrumpida la
prescripción por las actuaciones realizadas hasta la finalización del citado plazo.

No obstante, tal y como prevé el apartado segundo del artículo 25 de la LPAC, la paralización del
procedimiento por causas imputables a la propia entidad interesada supondrá la interrupción del
cómputo del plazo para resolver y notificar.

CUARTO.  Practicar  las  notificaciones  en  este  procedimiento,  conforme a  lo  señalado  en  los
artículos  40  y  43  de  la  Ley  39/2015  de  1  de  octubre,  debiendo  observarse  la  condición  de
interesado según lo previsto en los artículos 4, 7 y 8 de la referida norma.

12.- INICIO PROCEDIMIENTO DE REINTEGRO, EN LE MARCO DE LA CONVOCATORIA DE
SUBVENCIONES A EMPRESAS Y ENTIDADES PRIVADAS DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA
PARA  EL  FOMENTO  DE  EMPLEO  DE  MUJERES  CON  DIFICULTADES  DE  INSERCIÓN
SOCIAL,  PROGRAMA  "EMPLE@"  DURANTE  EL  AÑO  2023  .-Igualmente  se  conoce  del
expediente de su razón, instruido en el Servicio de Administración de Bienestar Social, en el que
consta informe de la Técnica de Administración General adscrita a dicho Servicio firmado por la
misma, fechado el día 18 de mayo del año en curso y conformado por la Jefa de dicho Servicio en
el  que  se  contienen  los  siguientes  antecedentes  de  hecho  y  consiguientes  fundamentos  de
derecho:

“ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. En el marco del Acuerdo de la Junta de Gobierno, con fecha 23 de mayo de
2023,  se  aprobó  la  Convocatoria  de  Subvenciones  a  empresas  y  entidades  privadas  de  la
provincia de Córdoba para el fomento de Empleo de Mujeres con Dificultades de Inserción Social,
programa  “Emple@”  durante  el  año  2023,   en  régimen  de  concurrencia  competitiva.
Posteriormente, se procedió con fecha 28 de noviembre de 2023, por Acuerdo de la Junta de
Gobierno, a dictar resolución definitiva de la mencionada convocatoria, concediendo a la entidad
LOPD., la subvención cuyos datos se relacionan a continuación: 

• Núm de Expte LOPD
• Código: LOPD
• Objetivo/Actividad subvencionable: Emple@ 2023.
• Tipo de subvención: Subvención en régimen de concurrencia competitiva.
• Presupuesto del proyecto: 19.943,28 € 
• Importe solicitado: 7.000,00 €  
• Subvención concedida: 7.000,00 € 
• Porcentaje de financiación sobre presupuesto del proyecto: 35,10 %

• Plazo de ejecución: No hay ya que el beneficiario no formalizó la contratación en los dos meses
posteriores a la Resolución definitiva de esta convocatoria (punto segundo de la convocatoria).

SEGUNDO. El proyecto tiene un presupuesto total de 19.943,28 € de los cuales la
Excma Diputación Provincial de Córdoba subvencionará la cantidad de 7.000,00 € y el resto lo
aporta la propia entidad beneficiaria.

La actividad Emple@ 2023 contempla una única actividad como actividad subvencionable
a los efectos contemplados en la Ordenanza Reguladora de la Actividad Subvencional.

De conformidad con la base sexta de la Bases Reguladoras (en adelante BBRR) por las
que se rige esta convocatoria, el abono de la subvención tendrá carácter prepagable, una vez que
se haya publicado la Resolución Definitiva. En el caso de que las acciones contempladas en el
proyecto ya se hubieran realizado, la subvención se abonará previa justificación por la entidad
beneficiaria  de la  realización  del  proyecto subvencionado,  en  los términos  establecidos  en la
presente convocatoria.

TERCERO. Al tratarse de una subvención pública cuya cuantía es inferior a 60.000 euros,



tendrá carácter de documento de validez jurídica para la justificación de la subvención la cuenta
justificativa simplificada, la cual deberá rendirse ante el órgano gestor en el plazo máximo de tres
meses que, tal y como se ha indicado anteriormente.

De  conformidad  con  la  Base  n.º  18,  la  cuenta  justificativa  debe  contener  la  siguiente
información: 

• Memoria de actuación  

• Cuenta justificativa simplificada (Anexo V). Se considerará gasto realizado el que ha sido
efectivamente pagado con anterioridad a la finalización del periodo de justificación.

• Reintegro del sobrante en caso de la no total aplicación de los fondos recibidos.

• Cuanta publicidad y material de difusión genere el proyecto o la actividad, conforme a la
base 17 de esta convocatoria, teniendo siempre en cuenta que en la publicidad no puede
incluirse ni datos ni la imagen de las mujeres beneficiadas por esta subvención.

CUARTO. Transcurrido el plazo para la formalización de la contratación de la subvención,
se comprueba que la entidad beneficiaria no ha aportado la documentación justificativa preceptiva
ni en ese plazo ni posteriormente por lo que, con fecha 24-04-2026, se le notificó requerimiento
previo  al  inicio  de  procedimiento  de  pérdida  de  derecho  al  cobro  concediéndole  un  plazo
improrrogable  de 15 días hábiles advirtiéndole  de que,  transcurrido  el  citado plazo  sin  haber
realizado la actuación descrita, se procedería al inicio de dicho procedimiento. El tenor literal de
dicho requerimiento es el siguiente:

“La Junta de Gobierno de esta Corporación, en sesión ordinaria celebrada el día 23 de mayo de
2023,  adoptó,  entre otros,  el  siguiente  acuerdo,  “CONVOCATORIA DE SUBVENCIONES A
EMPRESAS  Y  ENTIDADES  PRIVADAS  DE  LA  PROVINCIA  DE  CÓRDOBA  PARA  EL
FOMENTO  DEL EMPLEO  DE  MUJERES  CON  DIFICULTADES  DE  INSERCIÓN  SOCIAL,
PROGRAMA "EMPLE@"  DURANTE  EL  AÑO  2023”.  En  dicha  Resolución  se  concedió  a
Asesoramiento y gestión La Colonia S.L. subvención por importe de 7.000,00 €, la cual le fue
notificada en la forma legalmente establecida, aceptándose la subvención concedida

En  virtud  de  lo  establecido  en  la  Base  18  de  las  Bases  reguladoras  de  la  precitada
Convocatoria en relación con el artículo 30 de la Ley 38/2003 de 17 de noviembre por la que se
aprueba la Ley General  de Subvenciones (LGS),  la  entidad pública  subvencionada deberá
presentar la documentación justificativa en el plazo de 3 meses desde la finalización de la
última actividad subvencionada. 

Transcurrido  el  mencionado  plazo  sin  que  se  haya  aportado  la  cuenta  justificativa,  de
conformidad con lo establecido en el punto 1 del artículo 70 del Reglamento General de la Ley
General de subvenciones aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se
aprueba el  Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General  de Subvenciones
(RGLGS) en relación con el artículo 92 de la precitada norma, se le requiriere para que en un
plazo improrrogable de quince días hábiles, contados a partir del siguiente de la recepción de la
presente notificación, realice la siguientes actuaciones: 

1. Presentación de la cuenta justificativa simplificada, en los términos establecidos en la LGS y
de  acuerdo  con  la  Base  18  que  regula  la  Convocatoria;  compuesta  de  los  siguientes
documentos:

1.a) Memoria de actuación con las actividades realizadas y los resultados obtenidos.

1.b) Medidas de publicidad y difusión realizadas para la implementación del programa, proyecto
o actividad. 

1.c) Modelo de relación clasificada de gastos y presupuesto ejecutado, Anexo V, de las Bases
Reguladores de la Convocatoria.

Transcurrido ese plazo sin haber realizado la actuación descrita, se iniciará el correspondiente
procedimiento de Pérdida de derecho al cobro de la subvención concedida, con la exigencia de
las responsabilidades establecidas en la Ley General de Subvenciones. 

Todo  ello  sin  perjuicio  de  las  sanciones  que,  en  su  caso,  se  puedan  imponer  por  la
presentación extemporánea de la justificación. 

QUINTO.  Posteriormente,  el  19-05-2026,  el  Servicio  de  Administración  del  Área  de
Bienestar  Social  solicita  al  Registro  de  entrada  certificado de existencia  de  cualquier  tipo  de



registro en el periodo comprendido entre los días 24-04-2026 hasta la actualidad, del titular LOPD
con NIF LOPD para la Convocatoria de Subvenciones a empresas y entidades privadas de la
provincia de Córdoba para el fomento de Empleo de Mujeres con Dificultades de Inserción Social,
programa “Emple@” durante el año 2023.

Ante la citada solicitud, en fecha 05-06-2026, a tenor de la información facilitada por el
Adjunto al  Jefe de Servicio de Secretaría General  de esta Corporación, se emitió certificación
negativa en relación con la solicitud formulada desde el Servicio de Bienestar Social, en el registro
general de entrada, en el periodo comprendido entre el 24-04-2026 y el 19-05-2026, respecto del
LOPD con NIF LOPD para la Convocatoria de Subvenciones a empresas y entidades privadas de
la provincia de Córdoba para el fomento de Empleo de Mujeres con Dificultades de Inserción
Social, programa “Emple@” durante el año 2023.

SEXTO. En este contexto y en relación al informe preceptivo establecido en la citada letra
C) in fine de la ordenanza reguladora de la actividad subvencional, al no presentar el beneficiario
la memoria de actuaciones no se hace necesario solicitar informe del responsable del servicio
técnico relativo a la justificación de que la actividad desarrollada, total o parcialmente, va dirigida
al objeto y finalidad de la subvención, explicación razonada de las prestaciones desarrolladas por
el beneficiario o del porcentaje de actividad desarrollada en su caso. 

Con base en los hechos que anteceden, la fundamentación de la propuesta de resolución se
sustenta en los siguientes fundamentos jurídicos:

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. Legislación aplicable. 

La normativa aplicable se encuentra contenida, entre otras, en las siguientes disposiciones:

• Constitución Española de 1978.

• Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

• Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local.

• Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía.

• Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 

• Ley 40/2015,de 1 de octubre, del  Régimen Jurídico del Sector Público.

• Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen
gobierno. 

• Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía 

• Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el  que se aprueba el reglamento de la Ley
General de subvenciones.

• Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

• Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de
Recaudación.

• Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el
que se regulan las obligaciones de facturación.

• Real Decreto 130/2019,de 8 de marzo, por el que se regula la Base de datos Nacional de
Subvenciones y la publicidad de las subvenciones y demás ayudas públicas.

• Real  Decreto  203/2021,  de  30  de  marzo,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  de
actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos.

• Ordenanza reguladora de la  Actividad subvencional,  criterios de graduación y  potestad
sancionadora reguladora en la materia de Excma Diputación Provincial de Córdoba (BOP



N.º 29 de 12 de Febrero de 2020).

• Convocatoria  de  Subvenciones  a  empresas  y  entidades  privadas  de  la  provincia  de
Córdoba para  el  fomento de Empleo de Mujeres  con Dificultades  de Inserción  Social,
programa “Emple@” durante el año 2023.

• Presupuesto General de la Diputación Provincial de Córdoba 2023. Bases de Ejecución.

• Con  carácter  supletorio  serán  de  aplicación  las  restantes  normas  del  Derecho
Administrativo y, en su defecto, las del Derecho Privado.

 SEGUNDO. Tipo de subvención - Naturaleza Jurídica. 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 55 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el
que se aprueba el reglamento de la Ley General de Subvenciones, a efectos de lo dispuesto en el
artículo 22.1 de la Ley 38/2003 de 17 de noviembre, General de Subvenciones (en adelante LGS),
el procedimiento ordinario de concesión de subvenciones se tramitará en régimen de concurrencia
competitiva.  A  efectos  de  esta  ley,  tendrá  la  consideración  de  concurrencia  competitiva  el
procedimiento  mediante  el  cual  la  concesión  de  las  subvenciones  se  realiza  mediante  la
comparación de las solicitudes presentadas, a fin de establecer una prelación entre las mismas de
acuerdo con los criterios de valoración previamente  fijados en las bases reguladoras y  en la
convocatoria,  y  adjudicar,  con el  límite fijado en la  convocatoria  dentro del  crédito disponible,
aquellas que hayan obtenido mayor valoración en aplicación de los citados criterios.

El  presupuesto máximo estimado para la concesión de las subvenciones a las que se
refiere la presente convocatoria es de 210.000 € , con cargo a las aplicación presupuesta LOPD
denominada  “Subvenciones  a  Empresas  Programa  Emplea”  del  Presupuesto  General  de  la
Corporación Provincial para el ejercicio 2023. 

Las aplicaciones estarán vinculadas entre si,  es decir,  en el caso de que en una línea
exista remanente, dicho sobrante podrá revertir sobre el resto de líneas.

Este tipo de subvenciones se encuentran reguladas en el Capítulo II del Título I de la LGS
y  el Capítulo II del Título I del RLGS.

El procedimiento para la concesión de estas subvenciones se iniciará siempre de oficio por
el centro gestor del crédito presupuestario al  que se imputa la subvención y terminará con la
publicación de la resolución definitiva de conformidad con lo establecido en el punto 2 del artículo
63 del RLGS.

A tales efectos, y en virtud de lo establecido en el punto 2 del artículo 9 de la LGS según el
cual “con carácter previo al otorgamiento de las subvenciones, deberán aprobarse las normas que
establezcan las bases reguladoras de concesión en los términos establecidos en esta ley.”  Así,
con fecha 23 de mayo de 2023 se aprobaron las bases reguladoras de la presente convocatoria.
Bases que establecen las normas que regulan el contenido de la relación jurídica subvencional en
lo que no establezca la LGS (o exceptuando lo que esta establezca si así lo permite la misma).
Adicionalmente, es de aplicación la Ordenanza reguladora de la Actividad subvencional, criterios
de graduación y potestad sancionadora reguladora en la materia de Excma Diputación Provincial
de Córdoba (en adelante, Ordenanza reguladora de la Actividad Subvencional). 

TERCERO. Obligación del beneficiario. 

De un lado y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 14 de la LGS, son obligaciones del
beneficiario, entre otras, cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, realizar la actividad o adoptar el
comportamiento que fundamenta la concesión de las subvenciones, la de j  ustificar ante el órgano  
concedente la  realización de la  actividad y el  cumplimiento  de la  finalidad que determinen la
concesión o disfrute de la subvención, someterse a las actuaciones de comprobación a efectuar
por el órgano concedente y cualesquiera otras de comprobación y control financiero que puedan
realizar  los  órganos  de  control  competentes,  tanto  nacionales  como  comunitarios,  aportando
cuanta información le  sea requerida en el  ejercicio  de las actuaciones anteriores,  adoptar  las
medidas de difusión contenidas en el  apartado 4 del  artículo 18 de LGS y la  de proceder al
reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en el artículo 37 de esta ley.

De otro lado y según lo dispuesto en el punto 2 del artículo 30 de la citada Ley, la rendición



de la cuenta justificativa constituye un acto obligatorio del beneficiario en la que se deben incluir,
bajo responsabilidad del declarante, los justificantes de gasto o cualquier  otro documento con
validez jurídica que permitan acreditar el cumplimiento del objeto de la subvención pública.

En el marco establecido por las disposiciones arriba referenciadas,  el  artículo 12 de la
Ordenanza reguladora de la Actividad Subvencional, en relación con la base 18 de las BBRR,
dispone que la justificación de la actividad subvencionada será por la totalidad del proyecto y se
realizará en el plazo de tres meses desde la finalización de la última actividad subvencionada o,
en su caso, desde el momento de la notificación de la concesión. 

CUARTO. Regulación general y específica del procedimiento. 

De conformidad con el apartado 1 del artículo 31 de la LGS “son gastos subvencionables
aquellos que de manera indubitada respondan a la naturaleza de la actividad subvencionada,
resulten estrictamente necesarios y se realicen en el plazo establecido por las diferentes bases
reguladoras de las subvenciones. La finalidad a la que se hace referencia quedará fijada en el
anexo económico incluido en el anexo IV de las Bases de la Convocatoria. Cuando no se haya
establecido un plazo concreto, los gastos deberán realizarse antes de que finalice el año natural
en que se haya concedido la subvención.” 

Su punto segundo dispone que “salvo que en las Bases reguladoras se disponga otra
alternativa, se considerará gasto realizado el que ha sido efectivamente pagado, con anterioridad
a  la  finalización  del  periodo  de  justificación  determinado  por  la  normativa  reguladora  de  la
subvención.” 

De acuerdo con el  artículo 88 del  RLGS el  pago de la subvención se realizará previa
justificación, por el beneficiario, y en la parte proporcional a la cuantía de la subvención justificada,
de la realización de la actividad, proyecto, objetivo o adopción del comportamiento para el que se
concedió, en los términos establecidos en la normativa reguladora de la subvención, salvo que en
atención  a  la  naturaleza  de  aquélla,  dicha  normativa  prevea  la  posibilidad  de  realizar  pagos
anticipados, de acuerdo con lo previsto en el artículo 34.4 de la Ley General de Subvenciones. En
este  caso,  el  abono  de  las  subvención,  de  conformidad  con  lo  previsto  en  Base  6  de  la
Convocatoria, tiene carácter prepagable, una vez que se haya publicado la Resolución Definitiva,
salvo que el proyecto ya se hubiera realizado, en cuyo caso se abonará previa justificación por el
beneficiario de la realización del proyecto subvencionado, en los términos establecidos en dicha
convocatoria. 

Conviene  señalar  que  la  base  6E  de  esta  convocatoria  establece  que: “El  abono
correspondiente al 100 % del importe de la subvención se efectuará con carácter anticipado a la
justificación para aquellos contratos iniciados y no finalizados en el periodo comprendido entre el 1
de enero de 2023 y la fecha de publicación de la resolución definitiva. En el supuesto de que el
contrato no estuviera formalizado en la fecha de finalización del plazo de presentación de las
solicitudes, para el abono de la subvención será necesario que la entidad beneficiaria comunique
o haya comunicado, el inicio de la actividad y remita la documentación requerida en la base 10
que dé cobertura al supuesto solicitado, teniendo como plazo máximo hasta el 1 de diciembre de
2023. De no ser así la entidad beneficiaria no tendrá derecho a la percepción del anticipo de la
subvención  prevista  y  estará  a  lo  dispuesto  en  el  punto  6.F.,  debiendo  de  justificar  por  el
procedimiento descrito en la base 18, para poder recibir el  abono de la subvención”.  De esta
forma, la subvención no se prepagó porque no se reunían los requisitos de la Base 6E.

En  relación  a  la  justificación  de las  subvenciones  públicas,  el  punto  1  del  artículo  30
dispone que “la justificación del cumplimiento de las condiciones impuestas y de la consecución
de los objetivos previstos en el acto de concesión de la subvención se documentará de la manera
que se determine reglamentariamente, pudiendo revestir la forma de cuenta justificativa del gasto
realizado o acreditarse dicho gasto por módulos o mediante la presentación de estados contables,
según se disponga en la normativa reguladora”. El punto 2 del citado artículo indica que “la forma
de la  cuenta  justificativa  y  el  plazo  de  rendición  de la  misma vendrán  determinados  por  las
correspondientes bases reguladoras de las subvenciones públicas.  A falta de previsión de las
bases reguladoras, su presentación se realizará, como máximo, en el plazo de tres meses desde
la finalización del plazo para la realización de la actividad”.

En este caso,  al  tratarse de una subvención pública cuya cuantía es inferior  a 60.000



euros, tendrá carácter de documento de validez jurídica para la justificación de la subvención la
cuenta justificativa simplificada contemplada en el artículo 75 del RLGS.

De acuerdo a lo  dispuesto en el  artículo 37 de la  LGS “procederá el  reintegro de las
cantidades percibidas y la exigencia del interés de demora correspondiente desde el momento del
pago de la subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, o la fecha
en que el deudor ingrese el reintegro si es anterior a ésta, entre otros, en los siguientes casos:  

b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, de la actividad, del proyecto o la no adopción
del comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención. 

c)  Incumplimiento  de la  obligación de justificación o  la  justificación  insuficiente,  en los
términos establecidos en el artículo 30 de esta ley, y en su caso, en las normas reguladoras de la
subvención.

d)  Incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de difusión contenidas en el
apartado 4 del artículo 18 de esta ley.”

En relación al anterior artículo y las causas de reintegro anteriores, los artículos 91, 92 y 93
del  RGLGS establecen  el  reintegro  por  incumplimiento  de  las  obligaciones  establecidas  con
motivo de la  concesión de la  subvención,  incumplimiento de la  obligación de justificación y/o
incumplimiento de la obligación de adoptar medidas de difusión. 

En particular, en artículo 91 en relación con la causa b) del artículo 37 de la LGS antes
citada dispone en su punto 1 que “el beneficiario deberá cumplir todos y cada uno de los objetivos,
actividades,  y  proyectos,  adoptar  los comportamientos que fundamentaron la  concesión de la
subvención y cumplir los compromisos asumidos con motivo de la misma. En otro caso procederá
el reintegro total o parcial, atendiendo a los criterios establecidos en las bases reguladoras de la
subvención.” 

Asimismo, los puntos 2 y 3 del anterior artículo disponen que  “cuando la subvención se
hubiera concedido para financiar inversiones o gastos de distinta naturaleza, la ejecución deberá
ajustarse  a  la  distribución  acordada  en  la  resolución  de  concesión  y,  salvo  que  las  bases
reguladoras o la resolución de concesión establezcan otra cosa, no podrán compensarse unos
conceptos con otros. En los casos previstos en el apartado 1 del artículo 32 de este Reglamento,
procederá  el  reintegro  proporcional  si  el  coste  efectivo  final  de  la  actividad resulta  inferior  al
presupuestado”.  Sin  embargo,  de  conformidad  con  la  Base  n.º  18  serán  admitidas  las
compensaciones entre diferentes partidas de financiación del 50%, siempre que no se desvirtúe ni
la  finalidad ni  el  objeto  de  la  subvención,  para  lo  cual  se  tendrá  en cuenta  por  los  órganos
concedentes fundamentalmente el informe técnico de valoración del correspondiente Servicio, que
se pronuncie sobre cumplimiento o no de la finalidad y objeto de la misma. 

De conformidad con lo establecido en los artículos 42.2 de la LGS y 94.1 del RLGS, a
través de los cuáles se configura el procedimiento de reintegro de subvenciones, este “se iniciará
de oficio por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa, bien como consecuencia
de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por denuncia. También se iniciará a
consecuencia  del  informe  de  control  financiero  emitido  por  la  Intervención  General  de  la
Administración  del  Estado”,  y  en  él  deberán  indicarse  la  causa  que  determina  su  inicio,  las
obligaciones incumplidas y el importe de la subvención afectado. 

 En este contexto, el artículo 89 del RGLGS dispone en su punto 2 que el procedimiento para
declarar la procedencia de la pérdida del derecho de cobro de la subvención será el establecido en el
citado artículo 42 de la LGS, esto es, el procedimiento de reintegro. Así, el artículo 42 de la LGS
señala que “el procedimiento de reintegro de subvenciones se regirá por las disposiciones generales
sobre  procedimientos  administrativos  contenidas  en  el  título  VI  de  la  Ley  30/1992,  de  26  de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, sin perjuicio de las especialidades que se establecen en esta ley y en sus disposiciones de
desarrollo”. Lo que hoy se refiere a la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo
Común (en adelante LPAC), además de las disposiciones contenidas en los artículos 91 a 95 de los
Capítulos I y II del Título III del RGLGS en relación con los artículos 36 a 43 de los Capítulos I y II del
Título II de la LGS. 

Además, el artículo 89.1 RGLGS establece que “se producirá la pérdida del derecho al cobro
total o parcial de la subvención en el supuesto de falta de justificación o de concurrencia de alguna de
las causas previstas en el artículo 37 de la Ley General de Subvenciones”.



QUINTO. Requerimiento previo a inicio  procedimiento de pérdida de derecho al  cobro –
requerimiento de subsanación. 

De conformidad con lo dispuesto en el punto 1 del artículo 92 del RLGS, cuando transcurrido
el  plazo  otorgado  para  la  presentación  de  la  justificación,  ésta  no  se  hubiera  efectuado,  se
acordará el  inicio del  procedimiento de pérdida de derecho al cobro de la  subvención,  previo
requerimiento establecido en el apartado 3 del artículo 70 del citado Reglamento, según el cual
“transcurrido el plazo establecido de justificación sin haberse presentado la misma ante el órgano
administrativo competente, éste requerirá al beneficiario para que en el plazo improrrogable de
quince días sea presentada a los efectos previstos en este Capítulo. La falta de presentación de la
justificación en el plazo establecido en este apartado llevará consigo la exigencia del reintegro y
demás responsabilidades establecidas en la Ley General de Subvenciones”. 

Dicho  requerimiento  se  le  notificó  con  fecha  24-04-2026  concediéndole  un  plazo
improrrogable  de 15 días hábiles advirtiéndole  de que,  transcurrido  el  citado plazo  sin  haber
realizado la actuación descrita, se procedería al inicio del procedimiento de pérdida de derecho al
cobro.

SEXTO. Causa de inicio de procedimiento-inicio procedimiento. 

En  el  presente  caso,  ante  la  ausencia  de  documentación justificativa presentada por  el
beneficiario se ha producido un incumplimiento de la obligación de justificación, en los términos
establecidos en el artículo 30 de la LGS, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 91 y 92 del
RLGS en relación con el artículo 37 apartado c) de la LGS, por lo que procede la pérdida total del
derecho al cobro.

Debe tenerse en cuenta que la subvención objeto del presente expediente fue tramitada en
régimen  de  concurrencia  competitiva.  No  obstante,  conforme  a  lo  previsto  en  la  Ordenanza
Reguladora de la Actividad Subvencional, cuando no resulte posible aplicar los criterios específicos
de graduación del incumplimiento previstos para este tipo de subvenciones (apartados B.1 y B.2),
procede acudir con carácter subsidiario a las reglas establecidas en la letra C).

En este contexto, el apartado C.2 del artículo 18 de la Ordenanza Reguladora de la Actividad
Subvencional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.3 n) de la Ley 38/2003, de 17 de
noviembre, General de Subvenciones (LGS), así como el artículo 91.1 del Reglamento de Desarrollo:
“Si la actividad subvencionada fuera objeto de una única prestación se atenderá a la cuantía de los
gastos justificados correctamente para fijar la cuantía a pagar o a reintegrar que, como mínimo, habrá
de ser igual o superior al 50% del coste de la actuación. Este criterio no será de aplicación cuando la
cuantía no justificada o justificada indebidamente sea superior al 50% del coste de la actuación
subvencionada, procediendo, en estos casos, declarar la pérdida total del derecho de cobro o el
reintegro de la subvención” .

Lo anterior de conformidad con lo expresado en el artículo 94 del RLGS, que establece que
en el acuerdo por el que se inicie el procedimiento de reintegro, deberán indicarse la causa que
determina su inicio, las obligaciones incumplidas y el importe de la subvención afectado.

A estos efectos, el régimen de resolución del procedimiento de reintegro se ajustará a lo
previsto en los artículos 41 y 42 de la LGS. 

SÉPTIMO. Plazo de alegaciones/audiencia.  
De conformidad con el  artículo 94  del  RLGS,  tanto  la  iniciación como la  resolución del

procedimiento de reintegro serán notificadas al beneficiario, concediéndoles, en el caso de acuerdo
de inicio, un plazo de  15 días hábiles para que alegue o presente los documentos que estime
pertinentes para la mejor defensa de sus derechos e intereses. 

OCTAVO. Resolución. 
De acuerdo a lo establecido en el apartado 4 del artículo 94 del RGLGS, “la resolución del

procedimiento de reintegro identificará el obligado al reintegro, las obligaciones incumplidas, la
causa de reintegro que concurre de entre las previstas en el artículo 37 de la Ley y el importe de la
subvención a reintegrar junto con la liquidación de los intereses de demora”. Dicha resolución será



notificada al interesado requiriéndosele para realizar el reintegro correspondiente en el plazo y en
la  forma que  establece el  Reglamento  General  de  Recaudación,  aprobado por  Real  Decreto
939/2005, de 29 de julio. 

En  el  caso  concreto  que  nos  ocupa,  tras  analizar  la  documentación  obrante  en  el
expediente  y  de  conformidad con lo  establecido  en el  segundo párrafo  del  punto  tercero  del
artículo  34.3 de la LGS en virtud del cual;  “Se producirá la pérdida del derecho al cobro total o
parcial de la subvención en el supuesto de falta de justificación o de concurrencia de alguna de las
causas previstas en el artículo 37 de esta ley”, al existir  un incumplimiento de la obligación de
justificación, procede la pérdida total del derecho al cobro de la subvención concedida.

NOVENO. Plazo notificación y resolución. Caducidad. 
En virtud de lo dispuesto en el artículo 42.4 de la LGS, en relación con el artículo 21.4 de la

LPAC, el plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro será
de 12 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación. Dicho plazo podrá suspenderse y ampliarse
de acuerdo con lo previsto en los 22 y 32 de la LPAC.

El  transcurso del  citado plazo sin  que se  hubiere  notificado resolución  expresa
producirá,  al  amparo de lo previsto en  el  artículo  25.1 letra b)  de  la  LPAC,  la  caducidad del
procedimiento,  sin  perjuicio  de  continuar  las  actuaciones  hasta  su  terminación  y  sin  que  se
considere  interrumpida la  prescripción  por  las  actuaciones realizadas  hasta la  finalización  del
citado plazo. Lo anterior resulta de aplicación al procedimiento de pérdida del derecho al cobro de
conformidad con lo dispuesto en los artículos 41 y 42 de la LGS, dado la remisión procedimental
contenida en el artículo 89.2 del RLGS. 

DÉCIMO. Plazo de prescripción- interrupción plazo prescripción. 
El  artículo  39  de la  LGS establece que prescribirá  a  los  cuatro  años  el  derecho de la

Administración a reconocer o liquidar el reintegro, contados desde el momento en que venció el plazo
para presentar la  justificación por parte del  beneficiario  o entidad colaboradora.  Dicho plazo se
interrumpió el día 24-04-2026 con la práctica de la notificación del requerimiento de subsanación por
lo que, el plazo para el inicio del procedimiento de reintegro no ha prescrito.

DÉCIMO PRIMERO. Obligación relacionarse medios electrónicos. 
De conformidad con el artículo 3 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se

aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos,
en relación con el artículo 14 de la LPAC, estarán obligados a relacionarse a través de medios
electrónicos: 

“a) Las personas jurídicas.
b) Las entidades sin personalidad jurídica.
c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria,
para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de
dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los
notarios y registradores de la propiedad y mercantiles.
d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con
la Administración.
e)  Los  empleados  de  las  Administraciones  Públicas  para  los  trámites  y  actuaciones  que
realicen con ellas  por razón de su condición  de empleado público,  en  la  forma en que se
determine reglamentariamente por cada Administración”.

 A estos efectos, la entidad Asesoramiento y gestión la colonia S.L, por su naturaleza, está
obligada a relacionarse a través de medios electrónicos con la Excma Diputación Provincial de
Córdoba. 

DÉCIMO SEGUNDO. Notificación. 
El artículo 43 de la LPAC, en relación con el citado artículo 14 de la misma establece que las

notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en la sede electrónica
de la Administración u Organismo actuante, a través de la dirección electrónica habilitada única o
mediante ambos sistemas, según disponga cada Administración u Organismo.



Asimismo,  se  dispone  que  las  notificaciones  practicadas  por  medios  electrónicos  se
entenderán practicadas en el momento en que se produzca el acceso a su contenido. Cuando la
notificación por medios electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente elegida
por el interesado, se entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la
puesta a disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido.

El art. 43.3 de la LPAC establece que se entenderá cumplida la obligación a la que se refiere
el artículo 40.4 de la misma con la puesta a disposición de la notificación en la sede electrónica de la
Administración u Organismo actuante o en la dirección electrónica habilitada única. Por alusión, el
artículo 40.4 dispone que “sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos
de  entender  cumplida  la  obligación  de  notificar  dentro  del  plazo  máximo  de  duración  de  los
procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuando menos, el texto íntegro de la
resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado”. 

DÉCIMO TERCERO. Fin vía administrativa. 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 42 de la LGS la resolución del procedimiento de

reintegro pondrá fin a la vía administrativa. Lo anterior es extensible a las resoluciones de pérdida
del derecho al cobro, en virtud de la remisión procedimental  contenida en el artículo 89.2 del
RLGS. 

DÉCIMO CUARTO. Competencia. 

En cuanto a la competencia, de conformidad con los artículos 41 y 42 de la LGS, el órgano
concedente  de  subvenciones  será  el  competente  para  declarar  el  reintegro  del  beneficiario
mediante la resolución del procedimiento de reintegro. Asimismo, el punto 4 del artículo 10 de la
citada Ley, la competencia para declarar la procedencia del  reintegro de subvenciones en las
corporaciones  locales corresponde a  los órganos que tengan atribuidas  tales funciones en la
legislación de régimen local.

La  competencia  para  la  resolución  de  concesión  de  subvenciones,  en  virtud  de  las
facultades que, con carácter general confiere a la Presidencia de la Corporación el artículo 34.1, f)
y artículo 61 puntos 1,11,21,14 y 15 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen
Jurídico de las Corporaciones Locales, aprobado por RD 2568/1986 de 28 de noviembre (ROF en
adelante),  le  corresponde al  mismo órgano que dictó  la  resolución  de concesión,  es  decir  al
Presidente de la Excma. Diputación de Córdoba. 

No  obstante,  y  de  conformidad  con  lo  expresado  en  el  artículo  8  de  la  Ordenanza
reguladora de la actividad subvencional, en relación con los artículos 10 y 17 de la LGS, así como
lo establecido en el Decreto de delegación de atribuciones del Presidente en la Junta de Gobierno
de fecha 11 de julio de 2023 (n.º de Resolución LOPD) cuando la competencia para resolución de
procedimientos  de  reintegro  corresponda  a  Presidencia,  queda  delegado  expresamente  el
ejercicio de dicha atribución en la Junta de Gobierno.

En este contexto y en virtud de lo dispuesto en el artículo 17.1 del RLGS: “La delegación de la
facultad para conceder subvenciones lleva implícita la de comprobación de la justificación de la
subvención, así como la de incoación, instrucción y resolución del procedimiento de reintegro, sin
perjuicio de que la resolución de delegación disponga otra cosa”.

De acuerdo con lo que se propone en el informe transcrito,  la Junta de Gobierno haciendo
uso de la competencia que le ha sido delegada por la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio
de 2023 del que se dio cuenta al Pleno en sesión celebrada el día 12 del mismo mes y año, en
votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO. Iniciar procedimiento de pérdida total del derecho al cobro por un importe de siete mil
euros (7.000,00 €) correspondientes a la subvención pública concedida, aprobada con fecha 28 de
noviembre  de  2023,  a  favor  de  la  entidad  LOPD,  por  un  incumplimiento  de la  obligación  de
justificación, en los términos establecidos en el artículo 30 de la LGS en los términos establecidos en
el artículo 30 de la LGS, con el fin de declarar su procedencia. 



SEGUNDO. Proceder a la notificación al representante de la entidad beneficiaria para que en el
plazo de quince días hábiles, de conformidad con el artículo 94.2 del RLGS, alegue o presente la
documentación u otros elementos de juicio que a su derecho convenga, dando audiencia al mismo
y poniéndole de manifiesto el expediente, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 76 y 82
de la LPAC. 

No obstante y de conformidad con lo establecido en el apartado 3 del artículo 70 del RLGS la
presentación de la justificación en el plazo adicional establecido no eximirá al beneficiario de las
sanciones que, conforme a la Ley General de Subvenciones, correspondan. 

TERCERO. Comunicar al interesado que, de conformidad con el punto 4 del artículo 42 de la LGS
en relación con el artículo 21.4 de la LPAC, el plazo máximo para resolver y notificar la resolución
del presente procedimiento será de 12 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación, aplicable
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 41 y 42 de la LGS al procedimiento de pérdida
del Derecho al cobro.

El  transcurso  del  citado  plazo  sin  que  se  hubiere  notificado  resolución  expresa  producirá,  al
amparo de lo previsto en el artículo 25.1 letra b) de la LPAC, la caducidad del procedimiento, sin
perjuicio de continuar las actuaciones hasta su terminación y sin que se considere interrumpida la
prescripción por las actuaciones realizadas hasta la finalización del citado plazo.

No obstante, tal y como prevé el apartado segundo del artículo 25 de la LPAC, la paralización del
procedimiento por causas imputables a la propia entidad interesada supondrá la interrupción del
cómputo del plazo para resolver y notificar.

CUARTO.  Practicar  las  notificaciones  en  este  procedimiento,  conforme  a  lo  señalado  en  los
artículos  40  y  43  de  la  Ley  39/2015  de  1  de  octubre,  debiendo  observarse  la  condición  de
interesado según lo previsto en los artículos 4, 7 y 8 de la referida norma.

13.- INICIO DE PROCEDIMIENTOS DE REINTEGRO, EN EL MARCO DE LA CONVOCATORIA
DE  SUBVENCIONES  A  MUNICIPIOS  Y  ENTIDADES  LOCALES  AUTÓNOMAS  QUE
DESARROLLEN  PROYECTOS,  PROGRAMAS  Y  ACTIVIDADES  PARA  CONSEGUIR  LA
IGUALDAD DE OPORTUNIDADES ENTRE MUJERES Y HOMBRES Y LA ELIMINACIÓN DE LA
DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE SEXO U ORIENTACIÓN SEXUAL, EN LA PROVINCIA DE
CÓRDOBA, 2022.-Dentro de este punto se trata de los siguientes expedientes instruidos en el Servicio de
Bienestar Social:

13.1.- AYUNTAMIENTO DE MONTEMAYOR.- Se conoce del expediente de su razón, en el que
consta informe de la Técnica de Administración General adscrita a dicho Servicio firmado por la
misma, fechado el día 19 de junio del año en curso y conformado por la Jefa de dicho Servicio en el
que se contienen los siguientes antecedentes de hecho y consiguientes fundamentos de derecho:

“ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. En el marco del Acuerdo de Junta de Gobierno de fecha 8 de febrero de 2022, por el
que  se  aprobó  la  “Convocatoria  de  subvenciones  a  municipios  y  entidades  locales  autónomas  que
desarrollen proyectos, programas y actividades para conseguir la igualdad de oportunidades entre mujeres y
hombres y la eliminación de la discriminación por razón de sexo u orientación sexual, en la provincia de
Córdoba, 2022”, en régimen de concurrencia competitiva, se procedió con fecha 26 de julio de 2022, por la
Junta de Gobierno de esta Excma Diputación Provincial de Córdoba, a dictar resolución definitiva de la
citada convocatoria, concediendo al Ayuntamiento de Montemayor, la subvención cuyos datos se relacionan
a continuación: 

• Núm de Expte (GEX): LOPD
• Código: LOPD
• Objetivo/Actividad subvencionable: “Contratación especialista igualdad”.
• Tipo de subvención: Subvención en régimen de concurrencia competitiva.
• Presupuesto del proyecto: 5.614,14 € 
• Importe solicitado: 4.500  € 
• Subvención concedida: 4.500  € 
• Porcentaje de financiación sobre presupuesto del proyecto: 80,15 %
• Plazo de ejecución: 1 de enero y el 31 de diciembre del 2022. 



• Plazo de justificación: La documentación justificativa deberá presentarse en el plazo de tres meses
desde la finalización de la última actividad subvencionada o, en su caso, desde el momento de la
notificación de la concesión. Es decir, hasta 31 de marzo de 2023.

SEGUNDO. El proyecto tiene un presupuesto total de 5.614,14 € de los cuales la Excma
Diputación Provincial de Córdoba subvencionará 4.500 €.

El  proyecto “Contratación especialista igualdad” contempla  una única prestación  como actividad
subvencionable a los efectos contemplados en la Ordenanza Reguladora de la Actividad Subvencional.

De conformidad con la base sexta de la Bases Reguladoras (en adelante BBRR) por las que se rige
esta convocatoria, el abono de la subvención se realizará con carácter anticipado previo a la realización y/o
justificación de la actividad, siempre que la actividad subvencionada no haya sido realizada a la fecha de
concesión de la subvención; en tal caso, el pago se realizará previa justificación de las actividades.

Con fecha 18 de agosto de 2022, se realizó el pago de la subvención por importe de 4.500  €
mediante documento contable R con n.º de operación LOPD.

TERCERO.  Al tratarse de una subvención pública cuya cuantía es inferior a 60.000 euros, tendrá
carácter de documento de validez jurídica para la  justificación de la  subvención una cuenta justificativa
simplificada, la cual deberá rendirse ante el órgano gestor en el plazo máximo de tres meses, que tal y como
se ha indicado anteriormente, el citado plazo finalizó el día 31 de marzo de 2023. 

La citada cuenta justificativa, entre otros,  debe contener los siguientes  documentos,  tal  y  como
establece la base 17 de las BBRR:

a) Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de las condiciones impuestas en la concesión
de la subvención, con indicación de las actividades realizadas y de los objetivos conseguidos.

b) Cuenta justificativa simplificada (anexo III),  que incluirá una relación clasificada de los gastos e
inversiones de la  actividad, con identificación del/de la  acreedor/a y del  documento, su importe,
fecha de emisión y, en su caso, fecha de pago. Se considerará gasto realizado el que ha sido
efectivamente pagado con anterioridad a la finalización del periodo de justificación.

c) Reintegro del sobrante en caso de la no total aplicación de los fondos recibidos.

d) Cuanta publicidad y material de difusión genere el proyecto o la actividad, conforme a la base 16 de
esta convocatoria. 

CUARTO. En fecha 5 de julio de 2023, se produce abono voluntario por el beneficiario por importe
de 3.093,55 €, lo que consta en carta de pago con n.º de operación LOPD.

QUINTO. Posteriormente, con fecha 7 de julio de 2023, fuera del plazo de justificación, se presenta
mediante n.º registro LOPD por D. LOPD, en nombre y representación del Ayuntamiento de Montemayor
ante la Excma. Diputación Provincial de Córdoba, la siguiente documentación justificativa:

• Memoria justificativa. 
• Cuenta justificativa simplificada. 
• Publicidad y material de difusión.
• Justificante de la orden de transferencia del reintegro del sobrante.
• Certificados de ingreso.
• Documentación denominada “MODELOS 111 4T-2022-1T-2T-2023 Y MOD. 190-2022”.

SEXTO.  Tras  la  documentación  aportada,  con  fecha  24  de  julio  de  2023,  la  Jefa  del
Departamento de Igualdad de la Diputación de Córdoba, emite informe técnico favorable relativo a la
memoria  de  actividades  y  publicidad  presentadas  en  el  que  dispone,  respecto  a  la  justificación  del
Ayuntamiento de Montemayor, lo siguiente:

“Según  lo  establecido  en  la  base  decimoséptima  de  la  “Convocatoria  de  Subvenciones  a
Municipios y Entidades Locales Autónomas que desarrollen proyectos, programas y actividades
para conseguir la Igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres y la eliminación de la
discriminación por razón de sexo u orientación sexual, en la provincia de Córdoba, 2022”, que
determina el  procedimiento  a  seguir  para  la  justificación  de  la  actividad subvencionada,  le
comunico que: 

Se ha procedido por parte del Ayuntamiento de Montemayor a la justificación de la subvención
con nº de expediente LOPD, cuyo importe ascendía a 4.500 €, correspondiente al objeto de
esta convocatoria, que consistía en la contratación de un/una especialista en Igualdad por un
período  mínimo  de  6  meses  a  tiempo  parcial  (50% de  la  jornada),  para  el  desarrollo  del



programa  de  actividades  o  proyecto  objeto  de  subvención  y/o  desarrollar  programas  de
igualdad. 

En este caso, el Ayuntamiento ha realizado la contratación de una Especialista en Igualdad
durante  seis  meses,  con  jornada  laboral  a  tiempo  parcial,  desde  el  01/11/2022  hasta  el
30/04/2023 para el  desarrollo del  programa de actividades de igualdad,  aunque la persona
contratada cursó baja desde el 04/11/2022 hasta 30/04/203, fecha de terminación del contrato,
continuando aún de baja médica según documentación adjunta. 

Existe  un  detrimento  en  el  presupuesto  total,  pasando  de  5.614,14  €  a  1.754,43  €  y  el
Ayuntamiento ha realizado un reintegro de 3.093,55 €. 

En este caso se trata de un circunstancia por causa mayor, (baja médica de la trabajadora), ya
que a priori por parte del Ayuntamiento era imposible prever el alta médica de la misma, por lo
que entendemos que el Ayuntamiento ha cumplido con sus obligaciones. 

Se ha dado la adecuada publicidad del carácter público de la financiación adecuado al objeto
subvencionado recogida en el Base 16 de esta Convocatoria.

Por todo ello se propone Informe Técnico Favorable”. 

SÉPTIMO. Posteriormente, con fecha 26 de mayo de 2026, la Junta de Gobierno de esta Excma.
Diputación Provincial  en sesión ordinaria adoptó, entre otros,  el  acuerdo de inicio  de procedimiento de
reintegro de la subvención concedida al Ayuntamiento de Montemayor, por incumplimiento total o parcial del
objetivo, de la actividad, del proyecto o la no adopción del comportamiento que fundamentan la concesión
de  la  subvención,  así  como  un  incumplimiento  de  la  obligación  de  justificación  o  una  justificación
insuficiente,  concedida  en los  términos establecidos en  el  artículo  30  de la  LGS.  Dicha resolución  fue
notificada a la entidad beneficiaria el 04-06-2026, para que, en un plazo de 15 días hábiles, alegara y/o
aportara los documentos o justificaciones que estimara pertinentes. 

En dicho acuerdo procedía el reintegro parcial de la subvención concedida, esto es, 1.727,18 €, que
se desglosa en la suma de los siguientes conceptos: 

• Importe principal a abonar asciende a 1.406,45 €.

• Importe  total  a  abonar  respecto  de  los  intereses  de  demora  calculados  hasta  la  fecha  del
acuerdo de inicio del expediente de reintegro que asciende a 320,73 €. Ello de conformidad con
el criterio, expuesto en el FD sexto, relativo a la  Circular emitida por la Secretaria General de
esta Diputación Provincial de fecha 27 de junio de 2024.

En relación a lo anterior, el interesado debía abonar la cantidad principal junto con la liquidación de
los intereses de demora, en el plazo de quince días hábiles de conformidad con el artículo 94.2 RGLGS.

OCTAVO. Con fecha 17-06-2026, la entidad beneficiaria abona la cantidad principal junto con la
liquidación de los intereses de demora por importe total de 1.727,18 €, dentro del plazo de quince días
hábiles  de  conformidad  con  el  artículo  94.2  RLGS,  mediante  carta  de  pago  con  n.º  de  operación
12026003498. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. Legislación aplicable. 

La normativa aplicable se encuentra contenida, entre otras, en las siguientes disposiciones:

• Constitución española de 1978.

• Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

• Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local.

• Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía.

• Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. 

• Ley 40/2015,de 1 de octubre, del  Régimen Jurídico del Sector Público.

• Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

• Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía. 

• Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el reglamento de la Ley General de
subvenciones.



• Real  Decreto  2568/1986,  de  28  de  noviembre,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  de
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

• Real  Decreto  939/2005,  de  29  de  julio,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  General  de
Recaudación.

• Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se
regulan las obligaciones de facturación.

• Real  Decreto  130/2019,de  8  de  marzo,  por  el  que  se  regula  la  Base  de  datos  Nacional  de
Subvenciones y la publicidad de las subvenciones y demás ayudas públicas.

• Real  Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el  que se aprueba el Reglamento de actuación y
funcionamiento del sector público por medios electrónicos.

• Ordenanza  reguladora  de  la  Actividad  subvencional,  criterios  de  graduación  y  potestad
sancionadora reguladora en la materia de Excma Diputación Provincial de Córdoba (BOP N.º 29 de
12 de febrero de 2020).

• Convocatoria  de  subvenciones  a  municipios  y  entidades  locales  autónomas  que  desarrollen
proyectos, programas y actividades para conseguir la igualdad de oportunidades entre mujeres y
hombres y la eliminación de la discriminación por razón de sexo u orientación sexual, en la provincia
de Córdoba, 2022.

• Presupuesto General de la Diputación Provincial de Córdoba 2022. Bases de Ejecución. 

• Con carácter supletorio serán de aplicación las restantes normas del Derecho Administrativo y, en
su defecto, las del Derecho Privado.

SEGUNDO. Tipo de subvención - Naturaleza Jurídica 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 55 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se
aprueba el reglamento de la Ley General de Subvenciones (BOE núm. 176, de 25 de julio de 2006, en
adelante RGLGS), a efectos de lo dispuesto en el artículo 22.1 de la Ley 38/2003 de 17 de noviembre,
General  de  Subvenciones  (BOE  núm.  276,  de  18  de  noviembre  de  2003,  en  adelante  LGS),  el
procedimiento  ordinario  de  concesión  de  subvenciones  se  tramitará  en  régimen  de  concurrencia
competitiva. A efectos de esta ley, tendrá la consideración de concurrencia competitiva el procedimiento
mediante el cual la concesión de las subvenciones se realiza mediante la comparación de las solicitudes
presentadas, a fin de establecer una prelación entre las mismas de acuerdo con los criterios de valoración
previamente fijados en las bases reguladoras y en la convocatoria, y adjudicar, con el límite fijado en la
convocatoria dentro del crédito disponible, aquellas que hayan obtenido mayor valoración en aplicación de
los citados criterios. 

En este caso se trata de la convocatoria de una subvención en régimen de concurrencia competitiva
con un presupuesto total de 490.000 €, que se imputará a las siguientes aplicaciones presupuestarias del
Presupuesto General de la Corporación Provincial para el ejercicio 2022: 

• Aplicación LOPD - Subv. a Ayuntamientos Delegación de Igualdad - 250,000 €.

• Aplicación LOPD- Subv a Ayuntamientos "Planes de Igualdad - 240,000 €. 

 Este tipo de subvenciones se encuentran reguladas en el Capítulo II del Título I de la LGS y  el
Capítulo II del Título I del RGLGS.

El procedimiento para la concesión de estas subvenciones se iniciará siempre de oficio por el centro
gestor del  crédito  presupuestario al  que se  imputa la  subvención,  y terminará con la  publicación de la
resolución definitiva de conformidad con lo establecido en el punto 2 del artículo 63 del RGLGS.

A tales efectos, y en virtud de lo establecido en el punto 2 del artículo 9 de la LGS según el cual “con
carácter previo al otorgamiento de las subvenciones, deberán aprobarse las normas que establezcan las
bases reguladoras de concesión en los términos establecidos en esta ley” con fecha 8 de febrero de 2022
se aprobaron las bases reguladoras (en adelante BBRR). BBRR que establecen las normas que regulan el
contenido de la relación jurídica subvencional en lo que no establezca la LGS (o exceptuando lo que esta
establezca si  así  lo  permite la misma). Adicionalmente es de aplicación la Ordenanza reguladora de la
Actividad subvencional, criterios de graduación y potestad sancionadora reguladora en la materia de Excma
Diputación Provincial de Córdoba publicada en el B.O.P. el 12 de febrero de 2020 con N.º 29 (En adelante,
Ordenanza reguladora de la actividad subvencional).

TERCERO. Obligación del beneficiario. 

De  un  lado  y  de  acuerdo  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  14  de  la  LGS,  son  obligaciones  del



beneficiario,  entre  otras,  cumplir  el  objetivo,  ejecutar  el  proyecto,  realizar  la  actividad o  adoptar  el
comportamiento  que  fundamenta  la  concesión  de  las  subvenciones,  la  de  j  ustificar  ante  el  órgano  
concedente la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o
disfrute  de  la  subvención,  someterse  a  las  actuaciones  de  comprobación  a  efectuar  por  el  órgano
concedente y cualesquiera otras de comprobación y control financiero que puedan realizar los órganos de
control competentes, tanto nacionales como comunitarios, aportando cuanta información le sea requerida en
el ejercicio de las actuaciones anteriores, adoptar las medidas de difusión contenidas en el apartado 4 del
artículo 18 de LGS y la de proceder al reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en
el artículo 37 de esta ley. 

De otro lado y según lo dispuesto en el punto 2 del artículo 30 de la citada Ley, la rendición de la
cuenta  justificativa  constituye  un  acto  obligatorio  del  beneficiario en  la  que  se  deben  incluir,  bajo
responsabilidad del declarante, los justificantes de gasto o cualquier otro documento con validez jurídica que
permitan acreditar el cumplimiento del objeto de la subvención pública. 

En el marco establecido por las disposiciones arriba referenciadas, el artículo 12 de la Ordenanza
reguladora  de  la  Actividad  subvencional,  en  relación  con  la  base  17  de  las  BBRR,  dispone  que  la
justificación se realizará en el plazo de tres meses desde la finalización de la última actividad subvencionada
o, en su caso, desde el momento de la notificación de la concesión. Ello significa desde el 1 de enero de
2023 hasta el 31 de marzo de 2023. 

CUARTO. Regulación general y específica del procedimiento.

De conformidad con el apartado 1 del artículo 31 de la LGS “son gastos subvencionables aquellos
que de manera indubitada respondan a la naturaleza de la actividad subvencionada, resulten estrictamente
necesarios y se realicen en el plazo establecido por las diferentes bases reguladoras de las subvenciones.
Cuando no se haya establecido un plazo concreto, los gastos deberán realizarse antes de que finalice el
año natural en que se haya concedido la subvención.” En este caso, los gastos deberán realizarse entre el 1
de enero de 2022 al 31 de diciembre de 2022.

Su punto segundo dispone que “salvo que en las Bases reguladoras se disponga otra alternativa, se
considerará gasto realizado el  que ha sido efectivamente pagado,  con anterioridad a la  finalización del
periodo de justificación determinado por la normativa reguladora de la subvención.”  En este caso, serán
considerados gastos realizados aquellos que se hayan hecho efectivos  hasta el  31 de marzo de 2023,
teniendo en cuenta que el plazo de justificación finaliza en la citada fecha.

De acuerdo con el artículo 88 del RGLGS el pago de la subvención se realizará previa justificación,
por el beneficiario, y en la parte proporcional a la cuantía de la subvención justificada, de la realización de la
actividad,  proyecto,  objetivo  o  adopción  del  comportamiento  para  el  que se  concedió,  en  los  términos
establecidos en la normativa reguladora de la subvención, salvo que en atención a la naturaleza de aquélla,
dicha normativa prevea la posibilidad de realizar pagos anticipados, de acuerdo con lo previsto en el artículo
34.4 de la Ley General de Subvenciones. 

El abono de la subvención tendrá carácter prepagable, una vez que se haya publicado la Resolución
Definitiva, salvo que la actividad ya se hubiera realizado, en cuyo caso, se abonará previa justificación por el
beneficiario de la realización del proyecto subvencionado, en los términos previstos en dicha convocatoria.

En relación a la justificación de las subvenciones públicas, el punto 1 del artículo 30 dispone que “la
justificación del cumplimiento de las condiciones impuestas y de la consecución de los objetivos previstos en
el acto de concesión de la subvención se documentará de la manera que se determine reglamentariamente,
pudiendo revestir la forma de cuenta justificativa del gasto realizado o acreditarse dicho gasto por módulos o
mediante la presentación de estados contables, según se disponga en la normativa reguladora”.  El punto 2
del citado artículo indica que “la forma de la cuenta justificativa y el plazo de rendición de la misma vendrán
determinados por las correspondientes bases reguladoras de las subvenciones públicas. A falta de previsión
de las bases reguladoras, su presentación se realizará, como máximo, en el plazo de tres meses desde la
finalización del plazo para la realización de la actividad”.

En este caso, al tratarse de una subvención pública cuya cuantía es inferior a 60.000 euros, tendrá
carácter  de  documento  de  validez  jurídica  para  la  justificación  de  la  subvención  la  cuenta  justificativa
simplificada, contemplada en la base 17 de las BBRR todo ello en relación con el artículo 75 del RGLGS.

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 37 de la LGS: “procederá el reintegro de las cantidades
percibidas  y  la  exigencia  del  interés  de  demora  correspondiente  desde  el  momento  del  pago  de  la
subvención  hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, o la fecha en que el deudor
ingrese el reintegro si es anterior a ésta, entre otros, en los siguientes casos:  



b)  Incumplimiento total o parcial  del objetivo, de la actividad,  del  proyecto o la  no adopción del
comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención. 

c)  Incumplimiento  de  la  obligación de justificación  o la  justificación insuficiente,  en los  términos
establecidos en el artículo 30 de esta ley, y en su caso, en las normas reguladoras de la subvención.

d) Incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de difusión contenidas en el apartado 4
del artículo 18 de esta ley.”

En relación al citado artículo y las causas de reintegro anteriores, los artículos 91, 92 y 93 del
RGLGS establecen  el  reintegro  por  incumplimiento  de  las  obligaciones  establecidas  con  motivo  de  la
concesión  de  la  subvención,  incumplimiento  de  la  obligación  de  justificación  y/o  incumplimiento  de  la
obligación de adoptar medidas de difusión. 

En particular, el artículo 91 de la anterior ley citada, en relación con la causa b) del artículo 37 de la
LGS,  dispone  que  “el  beneficiario  deberá  cumplir  todos  y  cada  uno  de  los  objetivos,  actividades,  y
proyectos, adoptar los comportamientos que fundamentaron la concesión de la subvención y cumplir los
compromisos  asumidos  con  motivo  de  la  misma.  En  otro  caso  procederá  el  reintegro  total  o  parcial,
atendiendo a los criterios establecidos en las bases reguladoras de la subvención.”

Por su parte, el artículo 92 del RGLGS en relación con la causa c) del artículo 37 de la LGS dispone
que “cuando transcurrido el  plazo otorgado para la  presentación de la  justificación,  ésta no se hubiera
efectuado, se acordará el reintegro de la subvención, previo requerimiento establecido en el apartado 3 del
artículo 70 de este Reglamento”.

De conformidad con lo establecido en los artículos 42 de la LGS y 94 del RLGS, a través de los
cuáles se configura el procedimiento de reintegro de subvenciones, este se iniciará de oficio por acuerdo del
órgano competente, y en dicho acuerdo deberán indicarse la causa que determina su inicio, las obligaciones
incumplidas y el importe de la subvención afectado. 

Con carácter general el procedimiento de reintegro se regula en los arts 91 a 95 de los Capítulos I y
II del Título III del RGLGS en relación con los artículos 36 a 43 de los Capítulos I y II del Título II de la LGS.
Los procedimientos para la exigencia del reintegro de subvenciones, tendrán carácter administrativo siendo de
aplicación supletoria la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común (en adelante
LPAC) .

 Para el presente caso y de conformidad con lo dispuesto los artículos 91 y 92 del RGLGS en relación
con el artículo 37 apartado b) y c) de la LGS, se ha producido un incumplimiento total o parcial del objetivo, de la
actividad, del proyecto o la no adopción del comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención,
así como un incumplimiento de la obligación de justificación o una justificación insuficiente, en los términos
establecidos en el artículo 30 de la LGS.

QUINTO. Requerimiento previo a inicio procedimiento de reintegro. 

Por lo que, de conformidad con el art. 71 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
General  de  Subvenciones,  aprobado  por  Real  Decreto  887/2006,  de  21  de  julio: “cuando  el  órgano
administrativo  competente  para  la  comprobación  de  la  subvención  aprecie  la  existencia  de  defectos
subsanables en la justificación presentada por el beneficiario, lo pondrá en su conocimiento concediéndole
un plazo  de  diez  días  para  su  corrección”.  Dicho requerimiento  no  se  practicó  pues no se  detectaron
defectos subsanables en la documentación aportada por el beneficiario en fecha 7 de julio de 2023.

Tras la documentación aportada, en fecha 24 de julio de 2023, la Jefa del Departamento de Igualdad
emite informe técnico parcialmente favorable. 

En el siguiente fundamento jurídico se proceden a analizar las razones que permitieron el inicio del
procedimiento de reintegro. 

SEXTO. Causa de inicio de procedimiento-inicio procedimiento. 

De conformidad con lo  dispuesto en los artículos 91 y 92 RLGS en relación con el  artículo 37
apartado b) y c) de la LGS, se produjo un incumplimiento total o parcial del objetivo, de la actividad, del
proyecto o la no adopción del comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención, así como un
incumplimiento de la obligación de justificación o una justificación insuficiente, en los términos establecidos
en el artículo 30 de la LGS, en los términos establecidos en el artículo 30 de la LGS, por lo que procedecía
el procedimiento de reintegro. 



Asimismo, debe tenerse en cuenta que la subvención objeto del presente expediente fue tramitada
en régimen de concurrencia competitiva. No obstante, conforme a lo previsto en la Ordenanza Reguladora
de la Actividad Subvencional, cuando no resulte posible aplicar los criterios específicos de graduación del
incumplimiento previstos para este tipo de subvenciones (apartados B.1 y B.2), procede acudir con carácter
subsidiario a las reglas establecidas en la letra C). 

En este  contexto,  el  apartado C.2  del  artículo 18  de la  Ordenanza Reguladora de  la  Actividad
Subvencional,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  17.3  n)  de  la  Ley  38/2003,  de  17  de
noviembre, General de Subvenciones (LGS), así como el artículo 91.1 del Reglamento de Desarrollo: “Si la
actividad  subvencionada fuera  objeto  de  una  única  prestación  se  atenderá  a  la  cuantía  de  los  gastos
justificados correctamente para fijar la cuantía a pagar o a reintegrar que, como mínimo, habrá de ser igual o
superior al 50% del coste de la actuación. Este criterio no será de aplicación cuando la cuantía no justificada
o justificada indebidamente sea superior al 50% del coste de la actuación subvencionada, procediendo, en
estos casos, declarar la pérdida total del derecho de cobro o el reintegro de la subvención” . 

En el presente caso, dado que no se ejecutó más de un 50% de la actividad objeto de subvención,
alcanzándose un 31,42 %, procedía el reintegro total de la subvención recibida (4.500 €), sin perjuicio de los
intereses que procediesen. No obstante, al producirse un abono voluntario por parte del beneficiario por
importe  de  3.093,55 €,  la  cantidad principal  a  reintegrar  por  el  mismo debía  ser  la  diferencia  entre  la
subvención recibida (4.500 €) y el abono voluntario ya practicado (3.093,55 €), lo que resultaba en realidad
a devolver es un importe de 1.406,45 € al que se le calcula los intereses de demora.

A estos efectos, el régimen de resolución del procedimiento de reintegro se ajusta a lo previsto en los
artículos 41 y 42 de la LGS. 

De  acuerdo  a  lo  indicado  en  el  artículo  94  del  RGLGS,  en  el  acuerdo  por  el  que  se  inicia  el
procedimiento de reintegro, deben indicarse la causa que determina su inicio, las obligaciones incumplidas y el
importe de la subvención afectado.

Además, según la Circular emitida por la Secretaria General de esta Diputación Provincial de fecha
27 de junio de 2024 que se transcribe a continuación, durante el acuerdo de inicio del procedimiento de
reintegro se indica el importe relativo a los intereses de demora calculados hasta dicha fecha:

“Por la presente y en relación con los diversos expedientes que se siguen para reintegro de
cantidades procedentes de subvenciones junto con los intereses de demora correspondientes
en los distintos tipos de procedimientos de subvenciones o similares, se requiere a los distintos
Servicios/Departamentos  para  que  procedan,  en  aras  a  garantizar  tanto  la  eficacia  del
procedimiento  como la  mayor  garantía y  servicio  efectivo a los  beneficiarios,  a arbitrar  las
medidas necesarias para que en el inicio de los correspondientes procedimientos de reintegro
se tenga en cuenta lo dispuesto en art. 37 de la Ley38/2003, de 17 de noviembre, General de
Subvenciones. 

En  dicho  artículo  se  señala  que  procede  la  exigencia  de  intereses  de  demora  desde  el
momento del  pago de la  subvención hasta la  fecha en que se acuerde la procedencia del
reintegro. Por ello, y dado que en numerosas ocasiones se produce el abono voluntario de la
cantidad  a  reintegrar  una  vez  comunicado  el  inicio  de  expediente  de  reintegro por  la
Administración,  debe  procederse  a  efectuar  un  cálculo  de  los  intereses  de  demora
correspondientes  hasta  la  fecha  en  que  se  adopta  dicho  acuerdo  por  el  órgano
correspondiente, aun cuando el mismo tenga carácter provisional. El propósito, en definitiva, no
es  sino  acomodar  los  posibles  abonos  voluntarios  de  los  beneficiarios  a  la  cantidad  total
concreta que se deba reintegrar en cada momento, evitando así posteriores requerimientos de
intereses en reintegros de tipo voluntario. 

Asimismo  se  deberá  informar  al  beneficiario  que,  en  el  caso  de  que  no  se  abone
voluntariamente, se practicará con posterioridad la liquidación de los intereses de demora que
en  cada  caso  correspondan  hasta  la  fecha  en  que  se  produzca  el  acuerdo  definitivo  de
procedencia de reintegro”.

Concretamente, el importe a abonar en concepto de intereses de demora calculados hasta la fecha de
la aprobación del acuerdo de inicio del procedimiento de reintegro era de 320,73 €, cantidad que sumada a la
principal de 1.406,45 €, ascendía a una cantidad total a abonar de 1.727,18 €, tal y como se justifico en el
informe jurídico de fecha 19-05-2026.

SÉPTIMO. Plazo de alegaciones/audiencia. 

Continuando con el citado artículo 94, tanto la iniciación como la resolución del  procedimiento de
reintegro serán notificadas al beneficiario, concediéndoles, en el caso de acuerdo de iniciación, un plazo de 15



días hábiles para que alegue o presente los documentos que estime pertinentes para la mejor defensa de sus
derechos e intereses. 

Teniendo en cuenta la Circular emitida por la Secretaria General de esta Diputación Provincial de
fecha 27 de junio de 2024 anteriormente expuesta, en relación con la posibilidad de abono voluntario de la
cantidad a reintegrar en esta fase procedimental, el interesado abona la cantidad principal (1.406,45 €) junto
con la  liquidación  de los  intereses  de  demora (320,73 €),  dentro  del  plazo  de  quince días  hábiles  de
conformidad con el artículo 94.2 RLGS.

OCTAVO. Resolución. 

Como regla general, de acuerdo a lo establecido en el apartado 4 del artículo 94 del RGLGS, “la
resolución del procedimiento de reintegro identificará el obligado al reintegro, las obligaciones incumplidas,
la causa de reintegro que concurre de entre las previstas en el artículo 37 de la Ley y el importe de la
subvención  a  reintegrar  junto  con  la  liquidación  de  los  intereses  de  demora”.  Dicha  resolución  será
notificada al interesado requiriéndosele para realizar el reintegro correspondiente en el plazo y en la forma
que establece el Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.

De conformidad con lo establecido en la letra c) del punto 1 del artículo 37 de la LGS en virtud del
cual  “También procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de demora
correspondiente  desde  el  momento  del  pago  de  la  subvención  hasta  la  fecha  en  que  se  acuerde  la
procedencia del reintegro, o la fecha en que el deudor ingrese el reintegro si es anterior a ésta, entre otros,
en el siguiente caso: Incumplimiento de la obligación de justificación o la justificación insuficiente, en los
términos  establecidos  en  el  artículo  30  de  esta  ley,  y  en  su  caso,  en  las  normas  reguladoras  de  la
subvención”.

No obstante, el abono voluntario del importe a reintegrar supone la terminación del procedimiento de
reintegro  por  cumplimiento  de  la  obligación  y  pérdida  sobrevenida  del  objeto.  El  objetivo  último  del
procedimiento de reintegro es la recuperación efectiva de los fondos públicos. Una vez que este objetivo se
logra, ya no existe una razón para que el procedimiento continúe. Además, el abono extingue la obligación
de reintegro. Por lo tanto, el objeto del procedimiento decae. En conclusión, se trata de una resolución que
declara la terminación del procedimiento por cumplimiento de la obligación acordando el archivo de las
actuaciones. 

NOVENO. Plazo notificación y resolución. Caducidad. 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 42.4 de la LGS, en relación con el artículo 21.4 de la LPAC,
el plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro será de 12 meses
desde la fecha del acuerdo de iniciación. Dicho plazo podrá suspenderse y ampliarse de acuerdo con lo
previsto en los 22 y 32 de la citada Ley de Procedimiento Administrativo.

El transcurso del citado plazo sin que se hubiere notificado resolución expresa producirá, al
amparo de lo previsto en el artículo 25.1 letra b) de la LPAC, la caducidad del procedimiento, sin perjuicio de
continuar las actuaciones hasta su terminación y sin que se considere interrumpida la prescripción por las
actuaciones realizadas hasta la finalización del citado plazo. 

Por tanto, el derecho de la Excma. Diputación Provincial de Córdoba a resolver el procedimiento de
reintegro no ha caducado, ya que la fecha del acuerdo de inicio es de 26 de mayo de 2026.

DÉCIMO. Plazo de prescripción - interrupción plazo prescripción. 

El artículo 39 de la LGS establece que prescribirá a los cuatro años el derecho de la Administración a
reconocer  o  liquidar  el  reintegro,  contados  desde  el  momento  en  que  venció  el  plazo  para  presentar  la
justificación por parte del beneficiario. A tenor de los establecido por el citado artículo, en relación a los artículos
25 LPAC y 30 de la LRJSP y con los datos obrantes del presente expediente, el derecho de la Administración a
reconocer  o liquidar  el  reintegro aún no ha prescrito,  dado que el  cómputo  del  plazo  de prescripción  se
interrumpió el 7 de julio de 2023 con la notificación del requerimiento anteriormente referenciado.

DÉCIMO PRIMERO. Obligación de relacionarse por medios electrónicos. 

De conformidad con el artículo 3 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba
el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos, en relación con el
artículo 14 de la LPAC, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos:

“a) Las personas jurídicas.

b) Las entidades sin personalidad jurídica.



c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria,
para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de
dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los
notarios y registradores de la propiedad y mercantiles.

d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con
la Administración.

e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen
con ellas por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se determine
reglamentariamente por cada Administración”.

A  estos  efectos,  el  Ayuntamiento  de  Montemayor  es  una  entidad  Local  y  por  tanto  una
administración pública de conformidad con la LPAC y la LRJSP por lo que está obligada a relacionarse a
través de medios electrónicos con la Excma Diputación Provincial de Córdoba 

DÉCIMO SEGUNDO. Notificación. 

EL artículo 43 de la  LPAC,  en relación con el  citado artículo 14 de la  misma establece que las
notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en la sede electrónica de la
Administración u Organismo actuante, a través de la dirección electrónica habilitada única o mediante ambos
sistemas, según disponga cada Administración u Organismo.

Asimismo,  se  dispone  que  las  notificaciones  practicadas  por  medios  electrónicos  se  entenderán
practicadas en el momento en que se produzca el acceso a su contenido. Cuando la notificación por medios
electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente elegida por el interesado, se entenderá
rechazada cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin
que se acceda a su contenido. 

El art. 43.3 de la LPAC establece que se entenderá cumplida la obligación a la que se refiere el artículo
40.4 de la misma con la puesta a disposición de la notificación en la sede electrónica de la Administración u
Organismo actuante o en la dirección electrónica habilitada única. Por alusión, el artículo 40.4 dispone que “sin
perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de entender cumplida la obligación de
notificar  dentro  del  plazo  máximo  de  duración  de  los  procedimientos,  será  suficiente  la  notificación  que
contenga, cuando menos, el texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente
acreditado”. 

DÉCIMO TERCERO. Fin vía administrativa. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 42 de la LGS la resolución del procedimiento de reintegro
pondrá fin a la vía administrativa.

DÉCIMO CUARTO. Competencia. 

En  cuanto  a  la  competencia,  de  conformidad  con los  artículos  41  y  42  de  la  LGS,  el  órgano
concedente de subvenciones será el  competente para declarar el  reintegro del beneficiario mediante la
resolución  del  procedimiento  de  reintegro.  Asimismo,  el  punto  4  del  artículo  10  de  la  citada  Ley,  la
competencia  para  declarar  la  procedencia  del  reintegro  de  subvenciones  en  las  corporaciones  locales
corresponde a los órganos que tengan atribuidas tales funciones en la legislación de régimen local.

La competencia para la resolución de concesión de subvenciones, en virtud de las facultades que,
con carácter general confiere a la Presidencia de la Corporación el artículo 34.1, f)  y artículo 61 puntos
1,11,21,14 y 15 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Corporaciones
Locales, aprobado por RD 2568/1986 de 28 de noviembre (ROF en adelante), le corresponde al mismo
órgano que dictó la resolución de concesión, es decir al Presidente de la Excma. Diputación de Córdoba.

No obstante, y de conformidad con lo expresado en el artículo 8 de la Ordenanza reguladora de la
actividad subvencional,  en relación con los artículos 10 y 17 de la LGS, así como lo establecido en el
Decreto de delegación de atribuciones del Presidente en la Junta de Gobierno de fecha 11 de julio de 2023
(n.º  de  Resolución  LOPD)  cuando  la  competencia  para  resolución  de  procedimientos  de  reintegro
corresponda a Presidencia, queda delegado expresamente el ejercicio de dicha atribución en la Junta de
Gobierno.

En este contexto y en virtud de lo dispuesto en el artículo 17.1 del RLGS: “La delegación de la
facultad para conceder subvenciones lleva implícita la de comprobación de la justificación de la subvención,
así como la de incoación, instrucción y resolución del procedimiento de reintegro, sin perjuicio de que la
resolución de delegación disponga otra cosa”.



De acuerdo con lo que se propone en el informe transcrito,  la Junta de Gobierno haciendo uso de la
competencia que le ha sido delegada por la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio de 2023 del que se
dio  cuenta al  Pleno en sesión  celebrada el  día  12  del  mismo mes y  año,  en  votación  ordinaria  y por
unanimidad, acuerda:

PRIMERO. Manifestar  la  conformidad al  reintegro  realizado por  la  entidad beneficiaria  en  concepto de
cantidad principal  junto con la  liquidación de los intereses de demora correspondientes por  importe de
1.727,18  €,  en  relación  a  la  subvención  pública  concedida  en  fecha  26  de  julio  de  2022  a  favor  del
Ayuntamiento de Montemayor en el marco de la Convocatoria de subvenciones a municipios y entidades
locales  autónomas  que  desarrollen  proyectos,  programas  y  actividades  para  conseguir  la  igualdad  de
oportunidades entre mujeres y hombres y la eliminación de la discriminación por razón de sexo u orientación
sexual, en la provincia de Córdoba, 2022. 

La finalización de los procedimientos de reintegro llevados a cabo de oficio por el  órgano gestor de la
subvención, se realiza sin perjuicio de las facultades de comprobación y control financiero que se puedan
realizar con posterioridad. 

SEGUNDO.  Proceder  a  la  notificación  de  dicho  acuerdo definitivo  al  representante  legal  de  la  entidad
interesada, conforme a lo señalado en los artículo 40 y 43 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, debiendo
observarse la condición de interesado según lo previsto en el artículo 4 de la referida norma.

Dicho acuerdo pondrá fin a la vía administrativa y contra el mismo podrá interponerse por el interesado, de
conformidad  con  lo  establecido  en  los  artículos  123  y  124  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas Recurso Potestativo de Reposición
ante la Junta de Gobierno en el plazo de un mes contado desde el día siguiente al de la recepción del
traslado de la resolución. También podrá interponerse, directamente, Recurso Contencioso Administrativo en
el plazo de dos meses contados desde el día siguiente a dicha notificación. 

TERCERO. Notificar al Departamento de Igualdad a los efectos oportunos. 

13.2.- AYUNTAMIENTO DE HINOJOSA DEL DUQUE .- Seguidamente se conoce del expediente de
su razón,  en  el  que consta  informe  de la  Técnica  de  Administración  General  adscrita  a  dicho
Servicio firmado por la misma, fechado el día 19 de junio del año en curso y conformado por la Jefa
de dicho Servicio en el que se contienen los siguientes antecedentes de hecho y consiguientes
fundamentos de derecho:

“ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. En el marco del Acuerdo de Junta de Gobierno de fecha 8 de febrero de 2022, por el
que  se  aprobó  la  Convocatoria  de  subvenciones  a  municipios  y  entidades  locales  autónomas  que
desarrollen proyectos, programas y actividades para conseguir la igualdad de oportunidades entre mujeres y
hombres y la eliminación de la discriminación por razón de sexo y orientación sexual, en la provincia de
Córdoba, 2022, en régimen de concurrencia competitiva, se procedió con fecha 26 de julio de 2022, por la
Junta de Gobierno de esta Excma Diputación Provincial de Córdoba, a dictar resolución definitiva de la
citada convocatoria, concediendo al  Ayuntamiento de Hinojosa de Duque, la subvención cuyos datos se
relacionan a continuación: 

• Núm de Expte (GEX): LOPD
• Código: LOPD
• Objetivo/Actividad subvencionable: “Mujeres por la Igualdad Hinojosa 2022”.
• Tipo de subvención: Subvención en régimen de concurrencia competitiva.
• Presupuesto del proyecto: 5.400,00 € 
• Importe solicitado: 3.500,00 € 
• Subvención concedida: 3.500,00 €
• Porcentaje de financiación sobre presupuesto del proyecto: 64,81 %
• Plazo de ejecución: desde el 1 de marzo hasta 30 de noviembre de 2022.
• Plazo de justificación: La documentación justificativa deberá presentarse en el plazo de tres meses

desde la finalización de la última actividad subvencionada o, en su caso, desde el momento de la
notificación de la concesión. Es decir, hasta 28 de febrero de 2023.

SEGUNDO. El proyecto tiene un presupuesto total de 5.400,00 € de los cuales la Excma.
Diputación Provincial de Córdoba subvencionará 3.500,00 € y el resto lo aportará la entidad beneficiaria.



El  proyecto  “Mujeres  por  la  Igualdad  Hinojosa  2022” contempla  varias  prestaciones  como
actividades  subvencionables  a  los  efectos  contemplados  en la  Ordenanza  reguladora  de  la  Actividad
Subvencional. 

De conformidad con la base sexta de la Bases Reguladoras (en adelante BBRR) por las que se rige
esta convocatoria, el abono de la subvención tendrá carácter prepagable una vez que se haya publicado la
Resolución Definitiva. En el caso de que la totalidad de las acciones contempladas en el proyecto ya se
hubieran realizado, la subvención se abonará previa justificación por la entidad beneficiaria de la realización
del proyecto subvencionado, en los términos establecidos en la presente convocatoria.

Con fecha 18-08-2022, se realizó el pago de la subvención por importe de 3.500,00 € mediante
documento contable R con n.º de operación LOPD.

TERCERO.  Al tratarse de una subvención pública cuya cuantía es inferior a 60.000 euros, tendrá
carácter de documento de validez jurídica para la  justificación de la  subvención una cuenta justificativa
simplificada, la cual deberá rendirse ante el órgano gestor en el plazo máximo de tres meses, que tal y como
se ha indicado anteriormente, el citado plazo finalizó el día 28 de febrero de 2023.

La citada cuenta justificativa, entre otros,  debe contener los siguientes  documentos,  tal  y  como
establece la base 17 de las BBRR:

• a) Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de las condiciones impuestas en la concesión
de la subvención, con indicación de las actividades realizadas y de los objetivos conseguidos.

• b) Cuenta justificativa simplificada (anexo III), que incluirá una relación clasificada de los gastos e
inversiones de la  actividad, con identificación del/de la  acreedor/a y del  documento, su importe,
fecha de emisión y, en su caso, fecha de pago. Se considerará gasto realizado el que ha sido
efectivamente pagado con anterioridad a la finalización del periodo de justificación.

• c) Reintegro del sobrante en caso de la no total aplicación de los fondos recibidos.

• d) Cuanta publicidad y material de difusión genere el proyecto o la actividad, conforme a la base 16
de esta convocatoria. 

CUARTO. Transcurrido el plazo de justificación, se comprueba que la entidad beneficiaria no ha
aportado  la  documentación  justificativa  preceptiva  por  lo  que,  con  fecha  18-04-2023,  se  le  notificó
requerimiento previo al inicio de procedimiento de reintegro concediéndole un plazo improrrogable de 15
días hábiles advirtiéndole de que, transcurrido el citado plazo sin haber realizado la actuación descrita, se
procedería al inicio del citado procedimiento. El tenor literal es el siguiente:

“A  través  de  la  Convocatoria  provincial  aprobada  el  1  de  agosto  de  2022,  destinada  a
MUNICIPIOS Y ENTIDADES LOCALES AUTÓNOMAS QUE DESARROLLEN PROYECTOS,
PROGRAMAS Y ACTIVIDADES PARA CONSEGUIR LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES
ENTRE MUJERES Y HOMBRES Y LA ELIMINACIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN
DE SEXO U ORIENTACIÓN SEXUAL, EN LA PROVINCIA DE CÓRDOBA, 2022. Se concede a
la AYUNTAMIENTO DE HINOJOSA DEL DUQUE subvención por importe de 3.500,00 € euros.
Subvención  aceptada  por  el  beneficiario,  tras  serle  notificada  en  la  forma  legalmente
establecida. 

El artículo 30 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, así como la
Base 17 de las que regulan la presente convocatoria, establecen la obligación de rendir cuenta
justificativa  de  la  actividad  subvencionada,  en  un  plazo  máximo  de  tres  meses  desde  la
finalización  de  la  última actividad subvencionada  o,  en  su  caso,  desde  el  momento  de  la
notificación de la concesión. Dado que la última actividad finalizó el 30/11/22, el plazo máximo
para presentar la justificación finalizó el 28/02/23. 

Una vez transcurrido el mencionado plazo sin que se haya aportado la cuenta justificativa, se le
requiere en virtud de lo establecido en el artículo 70.3 del Real Decreto 887/2006, de 21 de
julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley General de Subvenciones, para que en un
plazo improrrogable de quince días hábiles, contados a partir del siguiente al de la recepción de
la presente notificación, realice algunas de las siguientes actuaciones: 

1.  Presentación  de  la  documentación  justificativa,  en  los  términos establecidos tanto  en  la
Convocatoria como en la  LGS, y  que son,  a tenor  de  lo  establecido  en  el  artículo  75  del
Reglamento de la Ley General de Subvenciones (RGLS), aprobado por R.D. 887/2006, de 21
de julio, fundamentalmente:

1.a) Memoria de actuación con las actividades realizadas y los resultados obtenidos.

1.b) Medidas de publicidad y difusión realizadas para la implementación del programa.

1.c)  Relación  clasificada  de  gastos  incluyendo  la  identificación  del  acreedor  y  del



documento (n.º factura, nómina, etc), importe del gasto, fecha de emisión y fecha de pago.
1.d) Presupuesto de gastos e ingresos ejecutado, en base a la clasificación por conceptos
presupuestados.

2. Reintegro de la subvención en la cuenta corriente que la Diputación Provincial de Córdoba
tiene abierta en la entidad bancaria LOPD con número de cuenta LOPD, especificando en el
texto  explicativo  del  justificante  bancario,  todo  seguido,  el  número  de expediente.  Ejemplo
“LOPD“.  (Realizado el  reintegro, deberá presentar  copia acreditativa del  mismo en la  Sede
Electrónica de Diputación de Córdoba a través de una Solicitud Genérica, dirigida al Servicio de
Administración del Área de Bienestar Social).

Transcurrido ese plazo sin haber realizado la actuación descrita, se iniciará el correspondiente
procedimiento  de  reintegro  de  la  subvención,  con  la  exigencia  de  las  responsabilidades
establecidas en la Ley General de Subvenciones. 

Todo  ello  sin  perjuicio  de  las  sanciones  que,  en  su  caso,  se  puedan  imponer  por  la
presentación extemporánea de la justificación”.

QUINTO. Posteriormente,  con  fecha  27-04-2023,  se  presenta  mediante  n.º  registro  LOPD  por
LOPD en nombre y representación del Ayuntamiento de Hinojosa del  Duque ante la Excma. Diputación
Provincial de Córdoba, la siguiente documentación justificativa: 

• Memoria de actuación.
• Cuenta justificativa simplificada. 
• Publicidad.
• Certificación de Alcalde-Presidente.

SEXTO. Ante las deficiencias observadas en la documentación aportada por el beneficiario se le
notifica en fecha 19-05-2023 requerimiento de subsanación cuyo tenor literal es el que sigue:

“Examinada la documentación presentada como cuenta justificativa simplificada referente a la
subvención a “MUNICIPIOS Y ENTIDADES LOCALES AUTÓNOMAS QUE DESARROLLEN
PROYECTOS,  PROGRAMAS  Y  ACTIVIDADES  PARA  CONSEGUIR  LA  IGUALDAD  DE
OPORTUNIDADES  ENTRE  MUJERES  Y  HOMBRES  Y  LA  ELIMINACIÓN  DE  LA
DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE SEXO U ORIENTACIÓN SEXUAL, EN LA PROVINCIA DE
CÓRDOBA,  2022”.  Le  comunico  las  siguientes  deficiencias,  anomalías  y/o  carencias  en  la
misma,  de  acuerdo  con  lo  establecido  en  el  art.  75  del  reglamento  de  la  ley  general  de
subvenciones, aprobado por R.D. 887/2006, de 21 de julio y en la propia convocatoria:

1. Debe cumplimentar adecuadamente una Cuenta Económica (Relación Clasificada de Gastos
y Presupuesto Ejecutado (Anexo IV de las Bases de la Convocatoria). En la Cuenta económica
presentada aparecen descritos numerosos gastos cuya naturaleza no se corresponde con la
distribución acordada en la resolución de concesión.

(*) El Presupuesto Ejecutado y la Relación Clasificada de Gastos, solo pueden contener gastos
cuya  naturaleza  sea  asimilable  a  la  distribución  acordada  en  la  resolución  de  concesión
(admitiendo solo aquellos conceptos presupuestarios que hayan sido previamente aprobados
(art.75.2 y 91.2 del RGLS). 

Para subsanar las anteriores deficiencias, anomalías y/o carencias, deberá aportar la siguiente
documentación: 

1. Deberá presentar el Anexo IV de las bases de la Convocatoria debidamente cumplimentado.

De conformidad con el Art. 71 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General
de Subvenciones, aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, la subsanación deberá
realizarse en el plazo de DIEZ DÍAS hábiles, a partir  del día siguiente a la recepción de la
presente comunicación. 

Transcurrido ese plazo de diez días hábiles sin haber realizado dicha subsanación, se iniciará
el  correspondiente  procedimiento  de  Pérdida  del  Derecho  al  Cobro  /  Reintegro  de  la
subvención en su día concedida, con la exigencia de las responsabilidades establecidas en la
Ley General de Subvenciones”.

SÉPTIMO.  Posteriormente,  con  fecha  31-03-2026,  el  Servicio  de  Administración  del  Área  de
Bienestar Social solicita al Registro de entrada certificado de existencia sobre cualquier tipo de registro en el
periodo comprendido entre 19-05-2023 hasta la actualidad, del titular AYUNTAMIENTO DE HINOJOSA DEL
DUQUE con NIF LOPD para la Convocatoria de Subvenciones a municipios y Entidades Locales Autónomas
que desarrollen proyectos,  programas y actividades para  conseguir  la  igualdad de oportunidades entre
mujeres y hombres y la eliminación de la  discriminación por razón de sexo u orientación sexual,  en la
provincia de Córdoba, 2022. (Línea A). 



Ante la citada solicitud, con fecha 10-04-2026 a tenor de la información facilitada por el adjunto al
Jefe de Servicio de Secretaría General de esta Corporación, se emitió certificación negativa en relación con
la solicitud formulada desde el Servicio de Bienestar Social, en el registro general de entrada, en el periodo
comprendido  entre  el  19-05-2023  y  el  31-03-2026,  respecto  del  AYUNTAMIENTO DE HINOJOSA DEL
DUQUE con NIF LOPD para la Convocatoria de Subvenciones a municipios y Entidades Locales Autónomas
que desarrollen proyectos,  programas y actividades para  conseguir  la  igualdad de oportunidades entre
mujeres y hombres y la eliminación de la  discriminación por razón de sexo u orientación sexual,  en la
provincia de Córdoba, 2022. (Línea A). 

OCTAVO.  Tras  la  documentación  aportada,  con  fecha  16  de  junio  de  2026,  la  Jefa  del
Departamento  de  Igualdad de  la  Diputación  de  Córdoba,  emite  informe  técnico  parcialmente  favorable
relativo a la memoria de actividades y publicidad presentadas en el que dispone, respecto a la justificación
del Ayuntamiento de Hinojosa del Duque, lo siguiente:

“Examinada la documentación presentada por el Ayuntamiento de Hinojosa del Duque, con
número de expediente LOPD de justificación de la subvención por importe de 3.500 € para
sufragar gastos ocasionados por el proyecto “MUJERES POR LA IGUALDAD 2022”, por un
importe  total  de  5.400  €,  y  según  las  Bases  de  la  “Convocatoria  de  Subvenciones  a
Municipios  y  Entidades  Locales  Autónomas  que  desarrollen  proyectos,  programas  y
actividades  para  conseguir  la  igualdad  de  oportunidades  entre  mujeres  y  hombres  y  la
eliminación de la discriminación por razón de sexo u orientación sexual, en la provincia de
Córdoba, durante el año 2022”, publicadas en el BOP núm. 35 de 21 de Febrero de 2022,
procedemos  a  emitir  informe  técnico  relativo  a  la  memoria  de  actividades  y  publicidad
presentadas. 

En la Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de las condiciones impuestas en la
concesión de la subvención con indicación de las actividades realizadas y de los objetivos
conseguidos,  el  Ayuntamiento  ha  realizado  modificaciones  de  las  que  no  ha  solicitado
previamente la autorización de las modificaciones realizadas, no obstante atendiendo a la
Base 10.c) de la Ordenanza reguladora de la Actividad Subvencional, criterios de graduación
y potestad sancionadora , de la Diputación, en la que se establece que ..“no se requerirá a
presentar solicitud de modificación, y por ende de autorización del órgano concedente, en
aquellos supuestos en los que las Administraciones Públicas y entidades de derecho público
de ellas dependientes alteren la forma de ejecución del objeto de subvención, inicialmente
comunicado, siempre que en las bases reguladoras de la subvención así se contemple (Base
18  de  la  convocatoria)  y  que  en  la  justificación  se  acredite:  Que  no  se  hayan  dañado
derechos de tercero, que se adecúe a lo dispuesto en el TRLCSP. Y que como consecuencia
de la modificación el importe de la subvención en ningún caso podrá ser de tal cuantía que,
aisladamente o en concurrencia con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, supere
el  coste  de  la  actividad subvencionada,  por  lo  que  el  eventual  exceso o  remanente  que
pudiera producirse con motivo de la modificación no aprovechará al beneficiario que habrá de
destinarlo,  con arreglo  a  la  normativa  reguladora,  a una mayor  inversión de la  actuación
subvencionada o a reintegro. En la memoria justificativa del cumplimiento de las condiciones
impuestas en la concesión de la subvención se hará constar el destino dado al exceso o
remanente ocasionado”. 

El Ayuntamiento de Hinojosa del Duque presenta la siguiente memoria de actuaciones:

Actividades proyecto inicial Actividades  Memoria
Justificativa 

Realizadas Objetivos 

Mes de marzo: 
SEMANA DE LA MUJER: 
Del 8 al 13 de marzo: 
-  XXX  Jornadas  de  la  Mujer
Hinojosa del Duque: 
>  Concentración  por  la
Igualdad  y  lectura  de
manifiesto, 8 de marzo.
>  Inauguración  de  la
Exposición “Calvas y Bellas, 8
de marzo. 
>  Inauguración  Exposición
“Creaciones de Pilar Cid”.
> Inauguración XXX Jornadas

Mes de marzo: 
SEMANA DE LA MUJER: 
Del 8 al 13 de marzo:
 -  XXX Jornadas de la  Mujer
Hinojosa del Duque: 
>  Concentración  por  la
Igualdad  y  lectura  de
manifiesto, 8 de marzo. 
>  Inauguración  de  la
Exposición “Calvas y Bellas, 8
de marzo. 
>  Inauguración  Exposición
“Creaciones de Pilar Cid”.
> Inauguración XXX Jornadas

Si Conseguidos 



de  la  Mujer,  homenaje  a  la
mujer hinojoseña, 8 de marzo.
> Charla-coloquio con Rosario
Pardo, 9 de marzo. 
> Cine-tertulia,  proyección de
varios  cortometrajes  sobre
Igualdad,  chocolate  con
dulces, 10 de marzo, 
> Teatro “El señor criada”, 11
de marzo 
>  Ruta  senderismo,  13  de
marzo.  

de  la  Mujer,  homenaje  a  la
mujer hinojoseña, 8 de marzo.
> Charla-coloquio con Rosario
Pardo, 9 de marzo. 
>  Cine-tertulia,  proyección  de
varios  cortometrajes  sobre
Igualdad,  chocolate  con
dulces,10 de marzo, 
> Teatro “El  señor  criada”,  11
de marzo 
>  Ruta  senderismo,  13  de
marzo.  

Día 28 de Junio: 
DÍA  INTERNACIONAL  DEL
ORGULLO  LGBTI.
(Actividades no realizadas)
-  Concentración,  lectura  de
manifiesto. 
- Exposición fotográfica.
- Filmografía sobre diversidad
sexual 

No No
Conseguidos 

Día 15 de Octubre: 
DÍA  INTERNACIONAL  DE
LAS MUJERES RURALES. 
-  Concierto  de  música
tradicional. 

Día 15 de Octubre: 
DÍA INTERNACIONAL DE LAS
MUJERES RURALES. 
-  Concierto  de  música
tradicional.  (Actividad reflejada
en la cta. justificativa)

Si Conseguidos 

Día 25 de Noviembre:
JORNADAS  CONTRA  LA
VIOLENCIA DE GÉNERO. 
- Concentración en Córdoba
-  Charla-coloquio  (actividad
cambiada por otra) 
- Premios relatos y slogams
- Concentración silenciosa
- Cineforum 
- Recital músico-poético.

Día 25 de Noviembre:
JORNADAS  CONTRA  LA
VIOLENCIA  DE  GÉNERO.  -
Concentración en Córdoba, 25
de noviembre - Premios relatos
y slogams, 25 de noviembre. -
Cineforum, 23 de noviembre. -
Concentración  silenciosa,  25
de  noviembre.  -  Recital
músico-poético,  24  de
noviembre. - Visita a Córdoba.
La  historia  de  Córdoba  a
través de sus mujeres,  28  de
noviembre,  (actividad  no
contemplada  en  el  proyecto
inicial) 

Si Conseguidos 

La publicidad aportada se adecúa al carácter público de la financiación del programa según la
base 16 de esta convocatoria. 

Por lo que de la documentación presentada se desprende que el ayuntamiento ha cumplido
con las actividades para las que se concedió la subvención, exceptuando las previstas para la
celebración del 28J, y se han alcanzado los objetivos previstos, dando la adecuada publicidad
del carácter público de la subvención recibida para la realización del proyecto.

Por lo que se propone Informe Técnico Parcialmente Favorable”. 

Con base  en  los  hechos  que  anteceden,  la  fundamentación  de  la  propuesta  de  resolución  se
sustenta en los siguientes fundamentos jurídicos:

FUNDAMENTOS DE DERECHO



PRIMERO. Legislación aplicable. 

La normativa aplicable se encuentra contenida, entre otras, en las siguientes disposiciones:

• Constitución Española de 1978.

• Ley 38/2003 de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

• Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local.

• Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía.

• Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. 

• Ley 40/2015,de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público.

• Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

• Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía. 

• Real Decreto 887/2006, de 21 de julio por el que se aprueba el reglamento de la Ley General de
subvenciones.

• Real  Decreto  2568/1986,  de  28  de  noviembre,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  de
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

• Real  Decreto  939/2005,  de  29  de  julio,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  General  de
Recaudación.

• Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se
regulan las obligaciones de facturación.

• Real  Decreto  130/2019,  de  8  de  marzo,  por  el  que  se  regula  la  Base  de  datos  Nacional  de
Subvenciones y la publicidad de las subvenciones y demás ayudas públicas.

• Real  Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el  que se aprueba el Reglamento de actuación y
funcionamiento del sector público por medios electrónicos.

• Ordenanza  reguladora  de  la  Actividad  subvencional,  criterios  de  graduación  y  potestad
sancionadora reguladora en la materia de Excma Diputación Provincial de Córdoba (BOP N.º 29 de
12 de febrero de 2020).

• Convocatoria  de  Subvenciones  a  municipios  y  entidades  locales  autónomas  que  desarrollen
proyectos, programas y actividades para conseguir la igualdad de oportunidades entre mujeres y
hombres y la eliminación de la discriminación por razón de sexo y orientación sexual, en la provincia
de Córdoba, 2022.

• Presupuesto General de la Diputación Provincial de Córdoba 2022. Bases de Ejecución.

• Con carácter supletorio serán de aplicación las restantes normas del Derecho Administrativo y, en
su defecto, las del Derecho Privado.

SEGUNDO. Tipo de subvención- Naturaleza Jurídica. 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 55 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio por el que se
aprueba el reglamento de la Ley General de subvenciones, a efectos de lo dispuesto en el artículo 22.1 de
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, el procedimiento ordinario de concesión de
subvenciones  se  tramitará  en  régimen  de  concurrencia  competitiva.  A efectos  de  esta  ley,  tendrá  la
consideración  de  concurrencia  competitiva  el  procedimiento  mediante  el  cual  la  concesión  de  las
subvenciones se realiza mediante la comparación de las solicitudes presentadas, a fin de establecer una
prelación entre las mismas de acuerdo con los criterios de valoración previamente fijados en las bases
reguladoras y  en la  convocatoria,  y  adjudicar,  con el  límite  fijado en la  convocatoria  dentro del  crédito
disponible, aquellas que hayan obtenido mayor valoración en aplicación de los citados criterios.

En  este  caso,  se  trata  de  la  convocatoria  de  una  subvención  en  régimen  de  concurrencia
competitiva con un presupuesto máximo estimado para la concesión de las subvenciones a las que se
refiere la presente convocatoria es de 490.000 €, con cargo a las siguientes aplicaciones presupuestarias
del ejercicio 2022:

• Aplicación LOPD - Subv. a Ayuntamientos Delegación de Igualdad .- 250.000 €

• Aplicación LOPD- Subv a Ayuntamientos "Planes de Igualdad .- 240.000 € 

El procedimiento para la concesión de estas subvenciones se iniciará siempre de oficio por el centro
gestor del  crédito  presupuestario al  que se  imputa la  subvención,  y terminará con la  publicación de la
resolución definitiva de conformidad con lo establecido en el punto 2 del artículo 63 del RGLGS.

A tales efectos, y en virtud de lo establecido en el punto 2 del artículo 9 de la LGS según el cual
“Con carácter previo al otorgamiento de las subvenciones, deberán aprobarse las normas que establezcan



las bases reguladoras de concesión en los términos establecidos en esta ley”  con fecha 8 de febrero de
2022 se aprobaron las bases reguladoras de la presente convocatoria. Bases reguladoras que establecen
las normas que regulan el contenido de la relación jurídica subvencional en lo que no establezca la LGS (o
exceptuando  lo  que  esta  establezca  si  así  lo  permite  la  misma).  Adicionalmente,  es  de  aplicación  la
Ordenanza  reguladora  de  la  Actividad  subvencional,  criterios  de  graduación  y  potestad  sancionadora
reguladora en la materia de la Excma. Diputación Provincial de Córdoba.

TERCERO. Obligación del beneficiario. 

De  un  lado  y  de  acuerdo  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  14  de  la  LGS,  son  obligaciones  del
beneficiario,  entre  otras,  cumplir  el  objetivo,  ejecutar  el  proyecto,  realizar  la  actividad o  adoptar  el
comportamiento  que  fundamenta  la  concesión  de  las  subvenciones,  la  de  j  ustificar  ante  el  órgano  
concedente la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o
disfrute  de  la  subvención,  someterse  a  las  actuaciones  de  comprobación  a  efectuar  por  el  órgano
concedente y cualesquiera otras de comprobación y control financiero que puedan realizar los órganos de
control competentes, tanto nacionales como comunitarios, aportando cuanta información le sea requerida en
el ejercicio de las actuaciones anteriores, adoptar las medidas de difusión contenidas en el apartado 4 del
artículo 18 de LGS y la de proceder al reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en
el artículo 37 de esta ley. 

De otro lado y según lo dispuesto en el punto 2 del artículo 30 de la citada Ley, la rendición de la
cuenta  justificativa  constituye  un  acto  obligatorio  del  beneficiario en  la  que  se  deben  incluir,  bajo
responsabilidad del declarante, los justificantes de gasto o cualquier otro documento con validez jurídica que
permitan acreditar el cumplimiento del objeto de la subvención pública. 

En el marco establecido por las disposiciones arriba referenciadas, el artículo 12 de la Ordenanza
reguladora  de  la  Actividad  subvencional,  en  relación  con  la  base  17 de  las  Bases,  dispone  que  la
justificación se realizará en el plazo de tres meses desde la finalización de la última actividad subvencionada
o, en su caso, desde el momento de la notificación de la concesión. 

CUARTO. Regulación general y específica del procedimiento. 

De conformidad con el apartado 1 del artículo 31 de la LGS “son gastos subvencionables aquellos
que de manera indubitada respondan a la naturaleza de la actividad subvencionada, resulten estrictamente
necesarios y se realicen en el plazo establecido por las diferentes bases reguladoras de las subvenciones.
Cuando no se haya establecido un plazo concreto, los gastos deberán realizarse antes de que finalice el
año natural en que se haya concedido la subvención”. En este caso, los gastos deberán realizarse desde el
1 de marzo hasta el 30 de noviembre de 2022. 

Su punto segundo dispone que “salvo que en las Bases reguladoras se disponga otra alternativa, se
considerará gasto realizado el  que ha sido efectivamente pagado,  con anterioridad a la  finalización del
periodo de justificación determinado por la normativa reguladora de la subvención.”  En este caso, serán
considerados gastos realizados aquellos que se hayan hecho efectivos hasta el 28 de febrero de 2023,
teniendo en cuenta que el plazo de justificación finaliza en la citada fecha.

De acuerdo con el artículo 88 del RLGS el pago de la subvención se realizará previa justificación,
por el beneficiario, y en la parte proporcional a la cuantía de la subvención justificada, de la realización de la
actividad,  proyecto,  objetivo  o  adopción  del  comportamiento  para  el  que se  concedió,  en  los  términos
establecidos en la normativa reguladora de la subvención, salvo que en atención a la naturaleza de aquélla,
dicha normativa prevea la posibilidad de realizar pagos anticipados, de acuerdo con lo previsto en el artículo
34.4 de la Ley General de Subvenciones. 

El abono de la subvención tendrá carácter prepagable, una vez que se haya publicado la Resolución
Definitiva, salvo que la actividad ya se hubiera realizado, en cuyo caso, se abonará previa justificación por el
beneficiario de la realización del proyecto subvencionado, en los términos previstos en dicha convocatoria.

En relación a la justificación de las subvenciones públicas, el punto 1 del artículo 30 dispone que “La
justificación del cumplimiento de las condiciones impuestas y de la consecución de los objetivos previstos en
el acto de concesión de la subvención se documentará de la manera que se determine reglamentariamente,
pudiendo revestir la forma de cuenta justificativa del gasto realizado o acreditarse dicho gasto por módulos o
mediante la presentación de estados contables, según se disponga en la normativa reguladora”. El punto 2
del citado artículo indica que “la forma de la cuenta justificativa y el plazo de rendición de la misma vendrán
determinados por las correspondientes bases reguladoras de las subvenciones públicas. A falta de previsión
de las bases reguladoras, su presentación se realizará, como máximo, en el plazo de tres meses desde la
finalización del plazo para la realización de la actividad”.

En este caso, al tratarse de una subvención pública cuya cuantía es inferior a 60.000 euros, tendrá



carácter  de  documento  de  validez  jurídica  para  la  justificación  de  la  subvención  la  cuenta  justificativa
simplificada, contemplada en la base 17 de las Bases todo ello en relación con el artículo 75 del RLGS.

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 37 de la LGS “Procederá el reintegro de las cantidades
percibidas  y  la  exigencia  del  interés  de  demora  correspondiente  desde  el  momento  del  pago  de  la
subvención  hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, o la fecha en que el deudor
ingrese el reintegro si es anterior a ésta, entre otros, en los siguientes casos:  

b)  Incumplimiento total o parcial  del objetivo, de la actividad,  del  proyecto o la  no adopción del
comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención. 

c)  Incumplimiento  de  la  obligación de justificación  o la  justificación insuficiente,  en los  términos
establecidos en el artículo 30 de esta ley, y en su caso, en las normas reguladoras de la subvención.

d) Incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de difusión contenidas en el apartado 4
del artículo 18 de esta ley.”

En relación al citado artículo y las causas de reintegro anteriores, los artículos 91, 92 y 93 del
RGLGS establecen  el  reintegro  por  incumplimiento  de  las  obligaciones  establecidas  con  motivo  de  la
concesión  de  la  subvención,  incumplimiento  de  la  obligación  de  justificación  y/o  incumplimiento  de  la
obligación de adoptar medidas de  difusión. 

En particular,  en artículo 91 en relación con la  causa b) del  artículo 37 de la LGS antes citada
dispone que  “el beneficiario deberá cumplir todos y cada uno de los objetivos, actividades, y proyectos,
adoptar los comportamientos que fundamentaron la concesión de la subvención y cumplir los compromisos
asumidos con motivo de la misma. En otro caso procederá el reintegro total o parcial, atendiendo a los
criterios establecidos en las bases reguladoras de la subvención.” 

Por su parte, el artículo 92 del RLGS en relación con la causa c) del artículo 37 de la LGS dispone
que “Cuando transcurrido el  plazo otorgado para la  presentación de la justificación, ésta no se hubiera
efectuado, se acordará el reintegro de la subvención, previo requerimiento establecido en el apartado 3 del
artículo 70 de este Reglamento.”

De conformidad con lo establecido en los artículos 42 de la LGS y 94 del RLGS, a través de los
cuáles se configura el procedimiento de reintegro de subvenciones, este se iniciará de oficio por acuerdo del
órgano competente y en dicho acuerdo deberán indicarse la causa que determina su inicio, las obligaciones
incumplidas y el importe de la subvención afectado. 

Con  carácter  general  el  procedimiento  de  reintegro  se  regula  en  los  artículos  91  a  95  de  los
Capítulos I y II del Título III del RLGS en relación con los artículos 36 a 43 de los Capítulos I y II del Título II
de la LGS. Los procedimientos para la exigencia del reintegro de subvenciones, tendrán carácter administrativo
siendo de aplicación supletoria la Ley 39/2015 de 1 de Octubre de Procedimiento Administrativo Común (en
adelante LPAC) .

QUINTO. Requerimiento previo a inicio procedimiento de reintegro - subsanación.

De conformidad con lo dispuesto en el punto 1 del artículo 92 del RLGS, cuando transcurrido el plazo
otorgado para la presentación de la justificación, ésta no se hubiera efectuado, se acordará el reintegro de la
subvención, previo requerimiento establecido en el apartado 3 del artículo 70 del citado Reglamento, según
el cual “Transcurrido el plazo establecido de justificación sin haberse presentado la misma ante el órgano
administrativo competente, éste requerirá al beneficiario para que en el plazo improrrogable de quince días
sea presentada a los efectos previstos en este Capítulo. La falta de presentación de la justificación en el
plazo establecido en este apartado llevará consigo la exigencia del reintegro y demás responsabilidades
establecidas en la Ley General de Subvenciones”.

En  este  sentido,  dicho  requerimiento  se  notificó  con  fecha  18-04-2023  lo  que  trajo  consigo  la
presentación por parte del beneficiario de la documentación justificativa en fecha 27-04-2023. Sin embargo,
dicha documentación adolecía de una serie de deficiencias o carencias. 

Por lo que, de conformidad con el art. 71 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
General  de  Subvenciones,  aprobado  por  Real  Decreto  887/2006,  de  21  de  julio:  “cuando  el  órgano
administrativo  competente  para  la  comprobación  de  la  subvención  aprecie  la  existencia  de  defectos
subsanables en la justificación presentada por el beneficiario, lo pondrá en su conocimiento concediéndole un
plazo de diez días para su corrección”. Dicho requerimiento le fue notificado el fecha 19-05-2023 según consta
en el expediente.

Posteriormente, no se aporta nueva documentación justificativa por el beneficiario. El informe del
Departamento de Igualdad de fecha 16-06-2026 se emite en sentido parcialmente favorable.



Por tanto, se proceden a analizar en el siguiente fundamento jurídico las razones que permiten el
inicio del procedimiento de reintegro.

SEXTO. Causa de inicio de procedimiento - inicio procedimiento. 

En el presente caso, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 91 y 92 RLGS en relación con
el  artículo  37  apartado  c)  de  la  LGS,  se  ha  producido  una  justificación  insuficiente,  en  los  términos
establecidos en el artículo 30 de la LGS, por lo que procederá el procedimiento de reintegro. 

A estos efectos, el régimen de resolución del procedimiento de reintegro se ajustará a lo previsto en los
artículos 41 y 42 de la LGS. 

En el acuerdo por el que se inicie el procedimiento de reintegro y de acuerdo a lo indicado en el artículo
94 del RLGS, deberán indicarse la causa que determina su inicio, las obligaciones incumplidas y el importe de
la subvención afectado.

Asimismo, debe tenerse en cuenta que la subvención objeto del presente expediente fue tramitada en
régimen de concurrencia competitiva. No obstante, conforme a lo previsto en la Ordenanza Reguladora de la
Actividad  Subvencional,  cuando  no  resulte  posible  aplicar  los  criterios  específicos  de  graduación  del
incumplimiento previstos para este tipo de subvenciones (apartados B.1 y B.2), procede acudir con carácter
subsidiario a las reglas establecidas en la letra C). 

En  este  contexto,  el  apartado  C.1  del  artículo  18  de  la  Ordenanza  Reguladora  de  la  Actividad
Subvencional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.3 n) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
General de Subvenciones (LGS), así como el artículo 91.1 del Reglamento de Desarrollo, en relación con los
criterios de graduación de los posibles incumplimientos de condiciones impuestas con motivo de la concesión
de  las  subvenciones:  “Si  la  actividad  subvencionada  consistiera  en  una  serie  de  prestaciones  sucesivas
susceptibles de satisfacer cada una de ellas de forma proporcional el interés publico perseguido o sean en
cualquier  caso susceptibles  de individualización la  actividad o gasto,  la  subvención se hará afectiva o se
entenderá correctamente aplicada a la finalidad para la que ha sido destinada en función del importe de los
gastos debidamente justificados relativos a cada una de las prestaciones”. 

A continuación, se muestra un cuadro representativo de la cuenta justificativa simplificada aportada en
el que se refleja el presupuesto inicial, los gastos aceptados y el máximo permitido de desviación en cada una
de las partidas, todo ello siendo de utilidad para la determinación de la cantidad a reintegrar por el beneficiario:

Concepto
Presupuest

o Inicial
Aprobado

Gastos
Ejecutados

correctament
e

Máximo de
Desviación

(30%)

Gastos
Aceptado

s

Tasa
variación

Reintegro por
sobreejecución

( >30%):

Personal 1.200,00 € 1.784,75 € 360,00 €
1.560,00

€
48,73 % 233,90 €

Montaje exposición 600,00 € 1.694,00 € 180,00 € 780,00 € 182,33 % 437,60 €

Publicidad 240,00 € 393,25 € 72,00 € 312,00 € 63,85 % 61,30 €

Actuación musical 800,00 € 847,00 € 240,00 € 847,00 € 5,88 % 0,00 €

Campaña de 
promoción y 
sensibilización

500,00 € 0,00 € 150,00 € 0,00 €
-100,00 

%
0,00 €

Montaje exposición 
fotografía

400,00 € 0,00 € 120,00 € 0,00 €
-100,00 

%
0,00 €

Publicidad 120,00 € 0,00 € 36,00 € 0,00 €
-100,00 

%
0,00 €

Realización de 
cartelones ganadores 
concurso

840,00 € 453,75 € 252,00 € 453,75 € -45,98 % 0,00 €

Regalos participantes 
y premios RELATOS Y
SLOGANS

700,00 € 650,00 € 210,00 € 650,00 € -7,14 % 0,00 €

SUMA TOTAL 5.400,00 € 5.822,75 € 1.620,00 €
4.602,75

€
7,83 % 732,80 €



Porcentaje aceptado 85,24 %

Subvención recibida 3.500,00 €

Reintegro por infraejecución 516,74 €

Reintegro por compensación de partidas (>30
%)

732,80 €

SUMA REINTEGROS 1.249,54 €

Los resultados obtenidos se extraen en base a que no todos los gastos señalados por el beneficiario
en la cuenta justificativa han sido aceptados. Concretamente, los gastos que se relacionan a continuación
no han sido admitidos debido a que, tal y como se les comunicó en el requerimiento de subsanación, su
naturaleza no se corresponde con la distribución acordada en la resolución de concesión:

CIF
Nombre o

razón social
N.º de
factura

Concepto factura
Fecha de
emisión

de factura

Fecha de
pago

factura

Importe
factura

LOPD LOPD P22000
9 

6 kilogramos de dulces de boda para
las XXX Jornadas de la Mujer 

11/03/202
2 

23/03/202
2 

37,80 €

LOPD LOPD 000996 Por  dulces  y  roscos  para  las  XXX
Jornadas de la Mujer 

08/03/202
2 

23/03/202
2 

105,60
€ 

LOPD LOPD 22114 Por 500 dípticos y 40 carteles de las
Jornadas 

15/03/202
2 

30/03/202
2 

185,13
€ 

LOPD LOPD 001/22 Por  dulces  para  las  Jornadas  de  la
Mujer 

16/03/202
2 

30/03/202
2 

51,15 €

LOPD LOPD 220000
4 

Consumiciones  en  tertulia  Jornadas
Mujer 

14/03/202
2 

30/03/202
2 

41,90 €

LOPD LOPD A22/00
8 

Traslado  de  Rosario  Pardo  Córdoba-
Hinojosa y vuelta 

10/03/202
2 

30/03/202
2 

242,00
€ 

LOPD LOPD 1478 Bebidas para las Jornadas de la Mujer 12/03/202
2 

30/03/202
2 

98,74 €

LOPD LOPD 2 Pañuelos  obsequio a participantes en
cinefórum Jornadas de la Mujer

16/03/202
2 

30/03/202
2 

45,95 €

LOPD LOPD A/
2022/04
19 

Bandejas de jamón y salchichón para
las Jornadas de la Muje 

01/04/202
2 

29/04/202
2 

250,14
€ 

LOPD LOPD 03/56 Entradas teatro, octavillas publicidad y
tiques  consumiciones  Jornadas  de  la
Mujer 

31/03/202
2 

29/04/202
2 

214,17
€ 

LOPD LOPD A/69 Hospedaje de Rosario Pardo 10/03/202
2 

10/05/202
2 

59,00 €

LOPD LOPD 187 Agua, vasos, platos y servilletas 12/04/202
2 

20/05/202
2 

54,49 €

LOPD LOPD 189 Ingredientes para paella 12/04/202
2 

20/05/202
2 

172,61
€ 

LOPD LOPD 220013
60 

Por dos rollos de mantel newtex 13/04/202
2 

23/06/202
2 

45,24 €

LOPD LOPD 02/2022 Por 163 chocolates para el  Dia de la
Mujer Rural 

14/09/202
2 

02/11/202
2 

244,50
€ 

LOPD LOPD 301 Por 104 consumiciones en el Día de la
Mujer Rural 

14/10/202
2 

14/11/202
2 

124,80
€ 

LOPD LOPD 22F000 Perrunas  y  roscos  para  el  día  de  la 13/10/202 18/11/202 159,60



24 Mujer Rural 2 2 € 

LOPD LOPD 595 Por menaje para actividades en el Día
de la Mujer Rural 

15/11/202
2 

13/12/202
2 

56,81 €

LOPD LOPD 22F000
31 

Dulces para la manifestación contra la
violencia de género en Córdoba

25/11/202
2 

13/12/202
2 

28,80 €

LOPD LOPD A/119 Por  un  centro  de  flores  para  el  Día
contra la Violencia de Género 

07/12/202
2 

19/12/202
2 

95,00 €

LOPD LOPD A12089 Alquiler  de  equipo  de  sonido  e
iluminación  para  actos  durante  las
Jornadas contra la Violencia de Género

09/12/202
2 

19/12/202
2 

314,60
€ 

Por tanto, los gastos aceptados ascienden a un total de 84,27 % con respecto al presupuesto inicial
aprobado.  En  consecuencia,  ello  implicará  una  reducción  proporcional  de  la  cantidad  concedida  en la
subvención. Así, si para una presupuesto inicial aprobado de 5.400,00 € le correspondía una subvención
3.500,00 €, para un presupuesto aceptado de 4.602,75 € le correspondería una subvención de 2.983,26 €.

La diferencia entre la subvención inicialmente concedida (3.500,00 €) y la recalculada en el párrafo
anterior (2.983,26 €) hace que la cantidad a reintegrar sea de 516,74 €.

Además de lo anterior, la cuenta justificativa presenta en una de sus partidas presupuestarias, una
desviación superior a las compensaciones permitidas del 30%. Pues bien, el artículo 10 de la Ordenanza
Reguladora  de  la  Actividad  Subvencional  dispone  que  “las  bases  de  cada  convocatoria  o  resolución
correspondiente deberán establecer  el  porcentaje en el  que puedan ser admitidas las  correspondientes
compensaciones entre diferentes partidas de financiación, estableciéndose como regla general un 30%”.
Concretamente, en la base 17 de la Convocatoria: “se establece a tal efecto que el porcentaje en el que
serán admitidas las compensaciones, en su caso, entre diferentes partidas de financiación, será del 30%,
siempre que no se desvirtúe ni la finalidad ni el objeto de la subvención, para lo cual se tendrá en cuenta por
los órganos concedentes fundamentalmente el informe técnico de valoración del correspondiente Servicio,
que se pronuncie sobre cumplimiento o no de la finalidad y objeto de la misma”.

En relación al concepto de “Personal” se fijó un presupuesto inicial de 1.200,00 € y, sin embargo, se
destina una cuantía de 1.784,75 €. 

Esta diferencia de sobre ejecución (1.784,75 € - 1.200,00 €) de 584,75 € supone una alteración de
48,73 %. Esta desviación debió ser comunicada al órgano gestor de conformidad con el artículo 10 de la
Ordenanza Reguladora de la Actividad Subvencional y  la  Base 18 de la presente Convocatoria,  ambas
relativas a la modificación de la Resolución a instancia del beneficiario. 

La  superación  del  mencionado  30%  implica  de  acuerdo  con  el  artículo  10  de  la  Ordenanza
Reguladora de la Actividad Subvencional, la aplicación del reintegro del 40% de la cantidad compensada
sobre  la  partida  correspondiente.  De  tal  manera  que,  sobre  la  cantidad  que  excede  del  presupuesto
inicialmente aceptado, esto es, 584,75 € se aplica el citado porcentaje del 40%  dando como resultado un
importe por reintegro de 233,90 €. 

Concretamente, el articulo 10 de la Ordenanza establece que: “Sin perjuicio de lo anterior, cuando
se produzcan compensaciones entre diferentes partidas de los presupuestos estimativos presentados, que
excedan de lo establecido en las bases de la convocatoria en virtud del párrafo anterior, el reintegro será del
40% de la cantidad compensada (es decir,  de  la  suma de las cantidades en las que se ha producido
alteración o compensación entre el presupuesto inicial y el gasto justificado) siempre y cuando con curran
las siguientes circunstancias:

- No afectar a la finalidad o interés público.

- Informe técnico de realización de la actividad favorable.

- Similar naturaleza en los gastos compensados. No se considerará de similar naturaleza los gastos
corrientes y de inversión”.

Lo  mismo  sucede  para  otras  partidas  presupuestarias,  como  la  de  “Montaje  exposición”  cuyo
presupuesto inicial era de 600,00 € y los gastos finalmente ejecutados de 1.694,00 €, lo que supone una
diferencia de 1.094,00 € con una superación del 182,33 %, que al aplicarle el porcentaje del 40 %, resulta
en un reintegro de 437,60 €. 

Igualmente,  la  partida “Publicidad”  tiene un presupuesto  inicial  de  240,00 €  pero  finalmente  se
destina 393,25 €. Por tanto, resulta una diferencia de 153,25 € que al aplicarle el porcentaje del 40 % resulta
en un reintegro de 61,30 €, por la superación del 30%, concretamente en un 63,85 %.



Por tanto, la cantidad a reintegrar por el beneficiario en concepto de la superación del porcentaje del
30 % en determinadas partidas presupuestarias, resulta en un total de 732,80 €.

Por tanto,  la cantidad a reintegrar total resulta en un importe de 1.249,54 €, sin perjuicio de los
intereses de demora que correspondan, en concepto del reintegro por infraejecución y por el reintegro por
sobre-ejecución de tres de las partidas presupuestarias.

Además, según la Circular emitida por la Secretaria General de esta Diputación Provincial de fecha
27 de junio de 2024 que se transcribe a continuación, en el acuerdo de inicio del procedimiento de reintegro
debe indicarse el importe relativo a los intereses de demora calculados hasta dicha fecha:

“Por la presente y en relación con los diversos expedientes que se siguen para reintegro de
cantidades procedentes de subvenciones junto con los intereses de demora correspondientes
en los distintos tipos de procedimientos de subvenciones o similares, se requiere a los distintos
Servicios/Departamentos  para  que  procedan,  en  aras  a  garantizar  tanto  la  eficacia  del
procedimiento  como la  mayor  garantía y  servicio  efectivo a los  beneficiarios,  a arbitrar  las
medidas necesarias para que en el inicio de los correspondientes procedimientos de reintegro
se tenga en cuenta lo dispuesto en art. 37 de la Ley38/2003, de 17 de noviembre, General de
Subvenciones. 

En  dicho  artículo  se  señala  que  procede  la  exigencia  de  intereses  de  demora  desde  el
momento del  pago de la  subvención hasta la  fecha en que se acuerde la procedencia del
reintegro. Por ello, y dado que en numerosas ocasiones se produce el abono voluntario de la
cantidad  a  reintegrar  una  vez  comunicado  el  inicio  de  expediente  de  reintegro por  la
Administración,  debe  procederse  a  efectuar  un  cálculo  de  los  intereses  de  demora
correspondientes  hasta  la  fecha  en  que  se  adopta  dicho  acuerdo  por  el  órgano
correspondiente, aun cuando el mismo tenga carácter provisional. El propósito, en definitiva, no
es  sino  acomodar  los  posibles  abonos  voluntarios  de  los  beneficiarios  a  la  cantidad  total
concreta que se deba reintegrar en cada momento, evitando así posteriores requerimientos de
intereses en reintegros de tipo voluntario. 

Asimismo  se  deberá  informar  al  beneficiario  que,  en  el  caso  de  que  no  se  abone
voluntariamente, se practicará con posterioridad la liquidación de los intereses de demora que
en  cada  caso  correspondan  hasta  la  fecha  en  que  se  produzca  el  acuerdo  definitivo  de
procedencia de reintegro”.

Concretamente, el importe a abonar en concepto de intereses de demora calculados hasta la fecha de
la aprobación del acuerdo de inicio del procedimiento de reintegro es de 193,81 €, cantidad que sumada a la
principal de 1.249,54 €, asciende a una cantidad total a abonar de 1.443,35 €, lo que se obtiene a partir de la
siguiente información: 

• Con fecha 18 de agosto de 2022 se procede al abono de la subvención de referencia al
beneficiario por parte de la Diputación Provincial de Córdoba mediante documento contable
R con n.º de operación LOPD.

• Con  fecha  23  de  junio  de  2026  se  adoptará  dicho  acuerdo  por  parte  de  la  Junta  de
Gobierno, con carácter provisional. 

Fecha de pago de la Subvención (Documento R) 18/08/22

Fecha de adopción de dicho acuerdo por parte de la
Junta de Gobierno con carácter provisional

23/06/26

Importe de la subvención 3.500,00 €

Importe total del proyecto 5.400,00 €

Importe justificado correctamente 4.602,75 €

Importe Reintegro calculado por el Departamento de
Juventud y Deportes

1.249,54 €

Intereses de demora generados 193,81 €



Importe Total a Reintegrar 1.443,35 €

Días transcurridos por años

Inicio año Fin año
Días

transcurridos
Valor Interés Total

Año 2022 18/08/22 31/12/22 135 0,0375 17,33 €

Año 2023 01/01/23 31/12/23 365 0,040625 50,76 €

Año 2024 01/01/24 31/12/24 366 0,040625 50,76 €

Año 2025 01/01/25 31/12/25 365 0,040625 50,76 €

Año 2026 01/01/26 23/06/26 174 0,040625 24,20 €

De  conformidad  con  el  artículo  38  de  la  LGS:  “el  interés  de  demora  aplicable  en  materia  de
subvenciones será  el  interés  legal  del  dinero  incrementado en un 25 por  ciento,  salvo  que la  Ley de
Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente.” 

Téngase en cuenta que el interés de demora a que se refiere el apartado 2 del citado artículo 38 es
el 4,0625 por ciento hasta el 31 de diciembre de 2023, según establece la disposición adicional 42.3 de la
Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023.

No obstante, y de conformidad con las leyes de presupuestos del Estado:  Ley 11/2020, de 30 de
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021 y Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de
Presupuestos  Generales  del  Estado  para  el  año  2022,  el  interés  de  demora  aplicable  en  materia  de
subvenciones será el 3,75 por ciento. Por lo que, para el presente caso, los intereses de demora aplicables
son los siguientes: desde el 18 de agosto de 2022 hasta 31 de diciembre de 2022, un 3,75 %. A partir del 1
de enero de 2023 hasta la fecha del acuerdo provisional del procedimiento de reintegro el interés de demora
aplicable será del 4,0625 %.

SÉPTIMO. Plazo de alegaciones/audiencia.  

De conformidad con el artículo 94 del RLGS, tanto el inicio como la resolución del procedimiento de
reintegro serán notificadas al beneficiario, concediéndoles, en el caso de acuerdo de inicio, un plazo de 15 días
hábiles para que alegue o presente los documentos que estime pertinentes para la mejor defensa de sus
derechos e intereses. 

OCTAVO. Resolución. 

De  acuerdo  a  lo  establecido  en  el  apartado  4  del  artículo  94  del  RGLGS,  “la  resolución  del
procedimiento de reintegro identificará el obligado al reintegro, las obligaciones incumplidas, la causa de
reintegro que concurre de entre las previstas en el artículo 37 de la Ley y el importe de la subvención a
reintegrar junto con la liquidación de los intereses de demora”. Dicha resolución será notificada al interesado
requiriéndosele  para  realizar  el  reintegro  correspondiente  en  el  plazo  y  en  la  forma  que  establece  el
Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.

En el presente caso, tras analizar la documentación obrante en el expediente y de conformidad con
lo establecido en la letra c) del punto 1 del artículo 37 de la LGS en virtud del cual “también procederá el
reintegro  de  las  cantidades  percibidas  y  la  exigencia  del  interés  de  demora  correspondiente  desde  el
momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, o la
fecha  en  que  el  deudor  ingrese  el  reintegro  si  es  anterior  a  ésta,  entre  otros,  en  el  siguiente  caso:
Incumplimiento de la obligación de justificación o la justificación insuficiente, en los términos establecidos en
el artículo 30 de esta ley, y en su caso, en las normas reguladoras de la subvención”, procede, al existir una
justificación insuficiente, el reintegro de la subvención concedida junto con la liquidación de los intereses de
demora.

NOVENO. Plazo notificación y resolución. Caducidad. 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 42.4 de la LGS, en relación con el artículo 21.4 de la LPAC,
el plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro será de 12 meses
desde la fecha del acuerdo de iniciación. Dicho plazo podrá suspenderse y ampliarse de acuerdo con lo
previsto en los 22 y 32 de la LPAC.

El transcurso del citado plazo sin que se hubiere notificado resolución expresa producirá, al
amparo de lo previsto en el artículo 25.1 letra b) de la LPAC, la caducidad del procedimiento, sin perjuicio de



continuar las actuaciones hasta su terminación y sin que se considere interrumpida la prescripción por las
actuaciones realizadas hasta la finalización del citado plazo. 

DÉCIMO. Plazo de prescripción - interrupción plazo prescripción. 

 El artículo 39 de la LGS establece que prescribirá a los cuatro años el derecho de la Administración a
reconocer o liquidar el reintegro. Dicho plazo se interrumpió el día 18 de abril de 2023 con el requerimiento
previo al inicio del procedimiento de reintegro una vez transcurrido el plazo de justificación, por lo que, el plazo
para el inicio del procedimiento de reintegro no ha prescrito. 

DÉCIMO PRIMERO. Obligación de relacionarse por medios electrónicos. 

De conformidad con el artículo 3 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba
el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos, en relación con el
artículo 14 de la LPAC, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos:

“a) Las personas jurídicas.
b) Las entidades sin personalidad jurídica.
c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria,
para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de
dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los
notarios y registradores de la propiedad y mercantiles.
d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con
la Administración.
e)  Los  empleados  de  las  Administraciones  Públicas  para  los  trámites  y  actuaciones  que
realicen con ellas  por razón de su condición  de empleado público,  en  la  forma en que se
determine reglamentariamente por cada Administración”.

A estos efectos,  el  Ayuntamiento de Hinojosa del  Duque es una entidad local  y,  por tanto, una
Administración Pública de conformidad con la LPAC y la LRJSP por lo que está obligada a relacionarse a
través de medios electrónicos con la Excma Diputación Provincial de Córdoba. 

DÉCIMO SEGUNDO. Notificación. 

El  artículo  43  de  la  LPAC,  en  relación  con el  citado artículo  14  de la  misma establece que las
notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en la sede electrónica de la
Administración u Organismo actuante, a través de la dirección electrónica habilitada única o mediante ambos
sistemas, según disponga cada Administración u Organismo.

Asimismo,  se  dispone  que  las  notificaciones  practicadas  por  medios  electrónicos  se  entenderán
practicadas en el momento en que se produzca el acceso a su contenido. Cuando la notificación por medios
electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente elegida por el interesado, se entenderá
rechazada cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin
que se acceda a su contenido.

El art. 43.3 de la LPAC establece que se entenderá cumplida la obligación a la que se refiere el artículo
40.4 de la misma con la puesta a disposición de la notificación en la sede electrónica de la Administración u
Organismo actuante o en la dirección electrónica habilitada única. Por alusión, el artículo 40.4 dispone que “sin
perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de entender cumplida la obligación de
notificar  dentro  del  plazo  máximo  de  duración  de  los  procedimientos,  será  suficiente  la  notificación  que
contenga, cuando menos, el texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente
acreditado”. 

DÉCIMO TERCERO. Fin vía administrativa. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 42 de la LGS la resolución del procedimiento de reintegro
pondrá fin a la vía administrativa.

DÉCIMO CUARTO. Competencia. 

En  cuanto  a  la  competencia,  de  conformidad  con los  artículos  41  y  42  de  la  LGS,  el  órgano
concedente de subvenciones será el  competente para declarar el  reintegro del beneficiario mediante la
resolución  del  procedimiento  de  reintegro.  Asimismo,  el  punto  4  del  artículo  10  de  la  citada  Ley,  la
competencia  para  declarar  la  procedencia  del  reintegro  de  subvenciones  en  las  corporaciones  locales
corresponde a los órganos que tengan atribuidas tales funciones en la legislación de régimen local.

La competencia para la resolución de concesión de subvenciones, en virtud de las facultades que,
con carácter general confiere a la Presidencia de la Corporación el artículo 34.1, f)  y artículo 61 puntos



1,11,21,14 y 15 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Corporaciones
Locales, aprobado por RD 2568/1986 de 28 de noviembre (ROF en adelante), le corresponde al mismo
órgano que dictó la resolución de concesión, es decir al Presidente de la Excma. Diputación de Córdoba.

No obstante, y de conformidad con lo expresado en el artículo 8 de la Ordenanza reguladora de la
actividad subvencional,  en relación con los artículos 10 y 17 de la LGS, así como lo establecido en el
Decreto de delegación de atribuciones del Presidente en la Junta de Gobierno de fecha 11 de julio de 2023
(n.º  de  Resolución  LOPD)  cuando  la  competencia  para  resolución  de  procedimientos  de  reintegro
corresponda a Presidencia, queda delegado expresamente el ejercicio de dicha atribución en la Junta de
Gobierno.

En este contexto y en virtud de lo dispuesto en el artículo 17.1 del RLGS: “La delegación de la
facultad para conceder subvenciones lleva implícita la de comprobación de la justificación de la subvención,
así como la de incoación, instrucción y resolución del procedimiento de reintegro, sin perjuicio de que la
resolución de delegación disponga otra cosa”.

De acuerdo con lo que se propone en el informe transcrito,  la Junta de Gobierno haciendo uso de la
competencia que le ha sido delegada por la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio de 2023 del que se
dio  cuenta al  Pleno en sesión  celebrada el  día  12  del  mismo mes y  año,  en  votación  ordinaria  y por
unanimidad, acuerda:

PRIMERO. Iniciar el procedimiento de reintegro junto con la liquidación de los intereses de demora por un
importe total de mil cuatrocientos cuarenta y tres euros con treinta y cinco céntimos (1.443,35 €) que se
corresponden  con  la  subvención  pública  concedida,  en  fecha 26  de  julio  de  2022 en  relación  a  la
Convocatoria  de  subvenciones a  municipios  y  entidades  locales  autónomas que desarrollen  proyectos,
programas  y  actividades  para  conseguir  la  igualdad  de  oportunidades  entre  mujeres  y  hombres  y  la
eliminación de la discriminación por razón de sexo y orientación sexual, en la provincia de Córdoba, 2022 a
favor del Ayuntamiento de Hinojosa del Duque con NIF LOPD, por justificación insuficiente, concedida en los
términos establecidos en el artículo 30 de la LGS, con el fin de declarar su procedencia. El importe de la
cantidad principal a abonar es de 1.249,54 € y la cantidad correspondiente a los intereses de demora es de
193,81€.

El  interesado deberá  abonar  la  cantidad  principal  junto  con la  liquidación  de  los  intereses  de  demora
calculados en el  fundamento jurídico  sexto,  en el  plazo de quince días hábiles,  de conformidad con el
artículo 94.2 RLGS, mediante transferencia bancaria y/o ingreso en la c/c LOPD, indicando en el concepto el
número de expediente y la entidad que realiza el reintegro.

En el caso de que la entidad beneficiaria no abone la cantidad principal junto con los intereses de demora
correspondientes en el citado plazo, este Servicio de Administración de Bienestar Social teniendo en cuenta
la Circular emitida por la Secretaria General de esta Diputación Provincial de fecha 27 de junio de 2024,
procederá a determinar los intereses de demora correspondientes hasta la fecha en que se produzca el
acuerdo definitivo del procedimiento de reintegro. 

SEGUNDO. Proceder a la notificación al representante de la entidad beneficiaria para que en el plazo de
quince días hábiles, de conformidad con el artículo 94.2 del RLGS, alegue o presente la documentación u
otros elementos de juicio que a su derecho convenga, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 76 y
82 de la LPAC. 

No obstante y de conformidad con lo establecido en el apartado 3 del artículo 70 del RLGS la presentación
de la justificación en el plazo adicional establecido no eximirá al beneficiario de las sanciones que, conforme
a la Ley General de Subvenciones, correspondan.

TERCERO. Comunicar al  interesado que, de conformidad con el  punto 4 del  artículo 42 de la LGS en
relación con el artículo 21.4 de la LPAC, el plazo máximo para resolver y notificar la resolución del presente
procedimiento será de 12 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación, aplicable de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 41 y 42 de la LGS.

El transcurso del citado plazo sin que se hubiere notificado resolución expresa producirá, al amparo de lo
previsto en el artículo 25.1 letra b) de la LPAC, la caducidad del procedimiento, sin perjuicio de continuar las
actuaciones hasta su terminación y sin que se considere interrumpida la prescripción por las actuaciones
realizadas hasta la finalización del citado plazo. 



No  obstante,  tal  y  como  prevé  el  apartado  segundo  del  artículo  25  de  la  LPAC,  la  paralización  del
procedimiento por causas imputables a la propia entidad interesada supondrá la interrupción del cómputo
del plazo para resolver y notificar.

CUARTO. Practicar las notificaciones en este procedimiento, conforme a lo señalado en los artículos 40 y 43
de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, debiendo observarse la condición de interesado según lo previsto en los
artículos 4, 7 y 8 de la referida norma. 

14.- INICIO DE PROCEDIMIENTOS DE REINTEGRO, EN EL MARCO DE LA CONVOCATORIA
DE SUBVENCIONES DIRIGIDA A ENTIDADES LOCALES DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA
PARA LA REALIZACIÓN DE ACTIVIDADES DEPORTIVAS, DURANTE EL AÑO 2022.-Dentro de
este punto se trata de los siguientes expedientes instruidos en el Servicio de Bienestar Social:

14.1.- AYUNTAMIENTO DE SAN SEBASTIÁN DE LOS BALLESTEROS .-Se conoce del expediente
de su razón, en el que consta informe de la Técnica de Administración General adscrita a dicho
Servicio firmado por la misma, fechado el día 19 de junio del año en curso y conformado por la Jefa
de dicho Servicio en el que se contienen los siguientes antecedentes de hecho y consiguientes
fundamentos de derecho:

“ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. En el marco del Acuerdo de Junta de Gobierno de fecha 22 de marzo de 2022, por el
que se aprobó la  Convocatoria de Subvenciones dirigida a entidades locales de la provincia de Córdoba
para la realización de actividades deportivas, durante el año 2022, en régimen de concurrencia competitiva,
se procedió con fecha 11 de octubre de 2022, por la Junta de Gobierno de esta Excma Diputación Provincial
de Córdoba, a dictar resolución definitiva de la citada convocatoria, concediendo al  AYUNTAMIENTO DE
SAN SEBASTIÁN DE LOS BALLESTEROS, la subvención cuyos datos se relacionan a continuación:

• Núm de Expte (GEX): LOPD
• Código: LOPD
• Objetivo/Actividad subvencionable: “Deporte para todos”.
• Tipo de subvención: Subvención en régimen de concurrencia competitiva.
• Presupuesto del proyecto: 6.110,00 € 
• Importe solicitado: 4.000,00 €
• Subvención concedida: 4.000,00 €  
• Porcentaje de financiación sobre presupuesto del proyecto: 75 %
• Plazo de ejecución: hasta el 31/12/2022. 
• Plazo de justificación: La documentación justificativa deberá presentarse en el plazo de tres meses

desde la finalización de la última actividad subvencionada o, en su caso, desde el momento de la
notificación de la concesión. Esto es, hasta 31/03/2023.

SEGUNDO. El proyecto tiene un presupuesto total de 6.110,00 € de los cuales la Excma
Diputación Provincial de Córdoba subvencionará 4.000,00 €.

El proyecto “Deporte para todos” contempla varias prestaciones como actividades subvencionables
a los efectos contemplados en la Ordenanza reguladora de la Actividad Subvencional.

De conformidad con la base sexta de la Bases Reguladoras (en adelante BBRR) por las que se rige
esta convocatoria, el abono de la subvención tendrá carácter prepagable una vez que se haya publicado la
Resolución Definitiva. En el caso de que la totalidad de las acciones contempladas en el proyecto ya se
hubieran realizado, la subvención se abonará previa justificación por la entidad beneficiaria de la realización
del proyecto subvencionado, en los términos establecidos en la presente convocatoria.

Con fecha 09-11-2022, se realizó el pago de la subvención por importe de 4.000,00 € mediante
documento contable R con n.º de operación LOPD.

TERCERO.  Al tratarse de una subvención pública cuya cuantía es inferior a 60.000 euros, tendrá
carácter de documento de validez jurídica para la  justificación de la  subvención una cuenta justificativa
simplificada, la cual deberá rendirse ante el órgano gestor en el plazo máximo de tres meses, que tal y como
se ha indicado anteriormente, el citado plazo finalizó el día 31 de marzo de 2023. 

La citada cuenta justificativa debe contener los siguientes documentos, tal y como establece la base
17 de las BBRR:



a) Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de las condiciones impuestas en la concesión
de la subvención, con indicación de las actividades realizadas y de los objetivos conseguidos (anexo II,
modelo II). 

b) Cuenta justificativa simplificada (anexo IV), que incluirá una relación clasificada de los gastos e
inversiones de la actividad, con identificación del acreedor y del documento, su importe, fecha de emisión y,
en  su  caso,  fecha de pago.  Se considerará  gasto realizado el  que ha sido  efectivamente  pagado con
anterioridad a la finalización del periodo de justificación. 

c) Reintegro del sobrante en caso de la no total aplicación de los fondos recibidos.

d) Cuanta publicidad y material de difusión genere el proyecto o la actividad, conforme a la base 16 de
esta convocatoria. 

CUARTO. Ante  la  ausencia  de  justificación,  en  fecha  25-04-2025,  se  notifica  al  beneficiario
requerimiento previo al inicio del procedimiento de reintegro cuyo tenor literal se señala a continuación:

“La Junta de Gobierno de esta Corporación, en sesión ordinaria celebrada el día 22 de marzo
de 2022 adoptó entre otros, el siguiente acuerdo “CONVOCATORIA DE SUBVENCIONES A
ENTIDADES  LOCALES  DE  LA PROVINCIA DE  CÓRDOBA PARA LA REALIZACIÓN  DE
ACTIVIDADES DEPORTIVAS, DURANTE EL AÑO 2022”. En dicha Resolución se concedió a
AYUNTAMIENTO DE SAN SEBASTIAN DE LOS BALLESTEROS subvención por importe de
4.000,00  €,  la  cual  le  fue  notificada  en  la  forma  legalmente  establecida,  aceptándose  la
subvención concedida. 
En  virtud  de  lo  establecido  en  el  apartado  17  de  las  Bases  reguladoras  de  la  precitada
Convocatoria en relación con el artículo 30 de la Ley 38/2003 de 17 de noviembre por la que se
aprueba la Ley General  de Subvenciones (LGS),  la  entidad pública  subvencionada deberá
presentar la documentación justificativa en el plazo de 3 meses desde la finalización de la
última actividad subvencionada. 
Transcurrido  el  mencionado  plazo  sin  que  se  haya  aportado  la  cuenta  justificativa,  de
conformidad con lo establecido en el punto 1 del artículo 70 del Reglamento General de la Ley
General de subvenciones aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se
aprueba el  Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General  de Subvenciones
(RGLGS) en relación con el artículo 92 de la precitada norma, se le requiriere para que en un
plazo improrrogable de quince días hábiles, contados a partir del siguiente de la recepción de la
presente notificación, realice una de las siguientes actuaciones: 
1. Presentación de la cuenta justificativa simplificada, en los términos establecidos en la LGS y
de  acuerdo  con  la  Base  17  que  regula  la  Convocatoria  compuesta  de  los  siguientes
documentos:

1.a) Memoria de actuación con las actividades realizadas y los resultados obtenidos.
1.b)  Medidas  de  publicidad  y  difusión  realizadas  para  la  implementación  del  programa,
proyecto o actividad. 
1.c)  Modelo de relación clasificada de gastos y presupuesto ejecutado Anexo IV, de las
Bases Reguladores de la Convocatoria. 

2. Reintegro de la subvención en la cuenta corriente que la Excma. Diputación Provincial de
Córdoba con núm. LOPD especificando; “Reintegro subvención DEPMUN22.0087”.
Realizado el reintegro deberá presentar copia acreditativa del mismo en el Registro electrónico
de  la  Diputación  de  Córdoba  a  través  de  una  Solicitud  Genérica,  dirigida  al  Servicio  de
Administración del Área de Bienestar Social. 
Transcurrido ese plazo sin haber realizado la actuación descrita, se iniciará el correspondiente
procedimiento  de  reintegro  de  la  subvención  concedida,  con  la  exigencia  de  las
responsabilidades establecidas en la Ley General de Subvenciones. 
Todo ello sin perjuicio de las sanciones que en su caso, se puedan imponer por la presentación
extemporánea de la justificación”.

QUINTO. Posteriormente, el 09-06-2026, el Servicio de Administración del Área de Bienestar Social
solicita  al  Registro  de  entrada  certificado  de  existencia  sobre  cualquier  tipo  de  registro  en  el  periodo
comprendido entre los días 25/04/2025 hasta la actualidad, del titular AYUNTAMIENTO DE SEBASTIÁN DE
LOS BALLESTEROS con NIF LOPD para la Convocatoria de Subvenciones dirigida a entidades locales de
la provincia de Córdoba para la realización de actividades deportivas, durante el año 2022.

Ante la citada solicitud, en fecha 18-06-2026,  a tenor de la información facilitada por el Adjunto al
Jefe de Servicio de Secretaría General de esta Corporación, se emitió certificación negativa en relación con
la solicitud formulada desde el Servicio de Bienestar Social, en el registro general de entrada, en el periodo
comprendido entre el 25/04/2025 y el 09/06/2026, respecto del AYUNTAMIENTO DE SEBASTIÁN DE LOS
BALLESTEROS con NIF LOPD para la Convocatoria de Subvenciones dirigida a entidades locales de la



provincia de Córdoba para la realización de actividades deportivas, durante el año 2022.

SEXTO. En este contexto y en relación al informe preceptivo establecido en la citada letra C) in fine
de la ordenanza reguladora de la actividad subvencional,  al  no presentar el  beneficiario la memoria de
actuaciones  no  se  hace  necesario  solicitar  informe  del  responsable  del  servicio  técnico  relativo  a  la
justificación de que la actividad desarrollada, total o parcialmente, va dirigida al objeto y finalidad de la
subvención, explicación razonada de las prestaciones desarrolladas por el beneficiario o del porcentaje de
actividad desarrollada en su caso. 

Con base en los hechos que anteceden, la fundamentación de la propuesta de resolución se sustenta en los
siguientes fundamentos jurídicos:

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. Legislación aplicable. 

La normativa aplicable se encuentra contenida, entre otras, en las siguientes disposiciones:

• Constitución española de 1978.

• Ley 38/2003 de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

• Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local.

• Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía.

• Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. 

• Ley 40/2015,de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público.

• Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

• Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía. 

• Real Decreto 887/2006, de 21 de julio por el que se aprueba el reglamento de la Ley General de
subvenciones.

• Real  Decreto  2568/1986,  de  28  de  noviembre,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  de
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

• Real  Decreto  939/2005,  de  29  de  julio,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  General  de
Recaudación.

• Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se
regulan las obligaciones de facturación.

• Real  Decreto  130/2019,  de  8  de  marzo,  por  el  que  se  regula  la  Base  de  datos  Nacional  de
Subvenciones y la publicidad de las subvenciones y demás ayudas públicas.

• Real  Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el  que se aprueba el Reglamento de actuación y
funcionamiento del sector público por medios electrónicos.

• Ordenanza  reguladora  de  la  Actividad  subvencional,  criterios  de  graduación  y  potestad
sancionadora reguladora en la materia de Excma Diputación Provincial de Córdoba (BOP N.º 29 de
12 de febrero de 2020).

• Convocatoria  de Subvenciones dirigida a entidades locales  de  la  provincia de Córdoba para  la
realización de actividades deportivas, durante el año 2022.

• Presupuesto General de la Diputación Provincial de Córdoba 2022. Bases de Ejecución.

• Con carácter supletorio serán de aplicación las restantes normas del Derecho Administrativo y, en
su defecto, las del Derecho Privado.

SEGUNDO. Tipo de subvención- Naturaleza Jurídica. 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 55 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio por el que se
aprueba el reglamento de la Ley General de subvenciones, a efectos de lo dispuesto en el artículo 22.1 de
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, el procedimiento ordinario de concesión de
subvenciones  se  tramitará  en  régimen  de  concurrencia  competitiva.  A efectos  de  esta  ley,  tendrá  la
consideración  de  concurrencia  competitiva  el  procedimiento  mediante  el  cual  la  concesión  de  las
subvenciones se realiza mediante la comparación de las solicitudes presentadas, a fin de establecer una
prelación entre las mismas de acuerdo con los criterios de valoración previamente fijados en las bases
reguladoras y  en la  convocatoria,  y  adjudicar,  con el  límite  fijado en la  convocatoria  dentro del  crédito
disponible, aquellas que hayan obtenido mayor valoración en aplicación de los citados criterios.



En este caso se trata de la convocatoria de una subvención en régimen de concurrencia competitiva
con un presupuesto máximo disponible para  la  concesión  de las  subvenciones a  las  que se  refiere  la
presente convocatoria es de 335.000,00 €, que se imputará a la aplicaciones del Presupuesto General de la
Corporación Provincial para el ejercicio 2022: 

• LOPD – Ayuntamientos – 300.000 € 

• LOPD – Mancomunidad de Municipios – 25.000 € 

• LOPD – Entidades Locales Autónomas – 10.000 € 

 Este tipo de subvenciones se encuentran reguladas en el Capítulo II del Título I de la LGS y  el
Capítulo II del Título I del RGLGS.

El procedimiento para la concesión de estas subvenciones se iniciará siempre de oficio por el centro
gestor del  crédito  presupuestario al  que se  imputa la  subvención,  y terminará con la  publicación de la
resolución definitiva de conformidad con lo establecido en el punto 2 del artículo 63 del RGLGS.

A tales efectos, y en virtud de lo establecido en el punto 2 del artículo 9 de la LGS según el cual
“Con carácter previo al otorgamiento de las subvenciones, deberán aprobarse las normas que establezcan
las bases reguladoras de concesión en los términos establecidos en esta ley”  con fecha 22 de marzo de
2022 se aprobaron las bases reguladoras de la presente convocatoria. Bases reguladoras que establecen
las normas que regulan el contenido de la relación jurídica subvencional en lo que no establezca la LGS (o
exceptuando  lo  que  esta  establezca  si  así  lo  permite  la  misma).  Adicionalmente  es  de  aplicación  la
Ordenanza  reguladora  de  la  Actividad  subvencional,  criterios  de  graduación  y  potestad  sancionadora
reguladora en la materia de Excma. Diputación Provincial de Córdoba.

TERCERO. Obligación del beneficiario. 

De  un  lado  y  de  acuerdo  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  14  de  la  LGS,  son  obligaciones  del
beneficiario,  entre  otras,  cumplir  el  objetivo,  ejecutar  el  proyecto,  realizar  la  actividad o  adoptar  el
comportamiento  que  fundamenta  la  concesión  de  las  subvenciones,  la  de  j  ustificar  ante  el  órgano  
concedente la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o
disfrute  de  la  subvención,  someterse  a  las  actuaciones  de  comprobación  a  efectuar  por  el  órgano
concedente y cualesquiera otras de comprobación y control financiero que puedan realizar los órganos de
control competentes, tanto nacionales como comunitarios, aportando cuanta información le sea requerida en
el ejercicio de las actuaciones anteriores, adoptar las medidas de difusión contenidas en el apartado 4 del
artículo 18 de LGS y la de proceder al reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en
el artículo 37 de esta ley. 

De otro lado y según lo dispuesto en el punto 2 del artículo 30 de la precitada Ley, la rendición de la
cuenta  justificativa  constituye  un  acto  obligatorio  del  beneficiario en  la  que  se  deben  incluir,  bajo
responsabilidad del declarante, los justificantes de gasto o cualquier otro documento con validez jurídica que
permitan acreditar el cumplimiento del objeto de la subvención pública. 

En el marco establecido por las disposiciones arriba referenciadas, el artículo 12 de la Ordenanza
reguladora  de  la  Actividad  subvencional,  en  relación  con  la  base  17 de  las  Bases,  dispone  que  la
justificación se realizará en el plazo de tres meses desde la finalización de la última actividad subvencionada
o, en su caso, desde el momento de la notificación de la concesión.

CUARTO. Regulación general y específica del procedimiento. 

De conformidad con el apartado 1 del artículo 31 de la LGS “son gastos subvencionables aquellos
que de manera indubitada respondan a la naturaleza de la actividad subvencionada, resulten estrictamente
necesarios y se realicen en el plazo establecido por las diferentes bases reguladoras de las subvenciones.
Cuando no se haya establecido un plazo concreto, los gastos deberán realizarse antes de que finalice el
año natural en que se haya concedido la subvención”. En este caso, los gastos deberán realizarse hasta el
31/12/2022.

Su punto segundo dispone que “salvo que en las Bases reguladoras se disponga otra alternativa, se
considerará gasto realizado el  que ha sido efectivamente pagado,  con anterioridad a la  finalización del
periodo de justificación determinado por la normativa reguladora de la subvención.”  En este caso, serán
considerados gastos realizados aquellos que se hayan hecho efectivos hasta el 31/03/2023, teniendo en
cuenta que el plazo de justificación finaliza en la citada fecha.

De acuerdo con el artículo 88 del RLGS el pago de la subvención se realizará previa justificación,
por el beneficiario, y en la parte proporcional a la cuantía de la subvención justificada, de la realización de la
actividad,  proyecto,  objetivo  o  adopción  del  comportamiento  para  el  que se  concedió,  en  los  términos
establecidos en la normativa reguladora de la subvención, salvo que en atención a la naturaleza de aquélla,
dicha normativa prevea la posibilidad de realizar pagos anticipados, de acuerdo con lo previsto en el artículo



34.4 de la Ley General de Subvenciones. 

El abono de la subvención tendrá carácter prepagable, una vez que se haya publicado la Resolución
Definitiva, salvo que la actividad ya se hubiera realizado, en cuyo caso, se abonará previa justificación por el
beneficiario de la realización del proyecto subvencionado, en los términos previstos en dicha convocatoria.

En relación a la justificación de las subvenciones públicas, el punto 1 del artículo 30 dispone que “La
justificación del cumplimiento de las condiciones impuestas y de la consecución de los objetivos previstos en
el acto de concesión de la subvención se documentará de la manera que se determine reglamentariamente,
pudiendo revestir la forma de cuenta justificativa del gasto realizado o acreditarse dicho gasto por módulos o
mediante la presentación de estados contables, según se disponga en la normativa reguladora”. El punto 2
del citado artículo indica que “la forma de la cuenta justificativa y el plazo de rendición de la misma vendrán
determinados por las correspondientes bases reguladoras de las subvenciones públicas. A falta de previsión
de las bases reguladoras, su presentación se realizará, como máximo, en el plazo de tres meses desde la
finalización del plazo para la realización de la actividad”.

En este caso, al tratarse de una subvención pública cuya cuantía es inferior a 60.000 euros, tendrá
carácter  de  documento  de  validez  jurídica  para  la  justificación  de  la  subvención  la  cuenta  justificativa
simplificada, contemplada en la base 17 de las Bases todo ello en relación con el artículo 75 del RLGS.

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 37 de la LGS “Procederá el reintegro de las cantidades
percibidas  y  la  exigencia  del  interés  de  demora  correspondiente  desde  el  momento  del  pago  de  la
subvención  hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, o la fecha en que el deudor
ingrese el reintegro si es anterior a ésta, entre otros, en los siguientes casos:  

b)  Incumplimiento total o parcial  del objetivo, de la actividad,  del  proyecto o la  no adopción del
comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención. 

c)  Incumplimiento  de  la  obligación de justificación  o la  justificación insuficiente,  en los  términos
establecidos en el artículo 30 de esta ley, y en su caso, en las normas reguladoras de la subvención.

d) Incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de difusión contenidas en el apartado 4
del artículo 18 de esta ley.”

En relación al citado artículo y las causas de reintegro anteriores, los artículos 91, 92 y 93 del
RGLGS establecen  el  reintegro  por  incumplimiento  de  las  obligaciones  establecidas  con  motivo  de  la
concesión  de  la  subvención,  incumplimiento  de  la  obligación  de  justificación  y/o  incumplimiento  de  la
obligación de adoptar medidas de  difusión. 

En particular,  en artículo 91 en relación con la  causa b) del  artículo 37 de la LGS antes citada
dispone que  “el beneficiario deberá cumplir todos y cada uno de los objetivos, actividades, y proyectos,
adoptar los comportamientos que fundamentaron la concesión de la subvención y cumplir los compromisos
asumidos con motivo de la misma. En otro caso procederá el reintegro total o parcial, atendiendo a los
criterios establecidos en las bases reguladoras de la subvención.” 

Por su parte, el artículo 92 del RLGS en relación con la causa c) del artículo 37 de la LGS dispone
que “Cuando transcurrido el  plazo otorgado para la  presentación de la justificación, ésta no se hubiera
efectuado, se acordará el reintegro de la subvención, previo requerimiento establecido en el apartado 3 del
artículo 70 de este Reglamento.”

De conformidad con lo establecido en los artículos 42 de la LGS y 94 del RLGS, a través de los
cuáles se configura el procedimiento de reintegro de subvenciones, este se iniciará de oficio por acuerdo del
órgano competente y en dicho acuerdo deberán indicarse la causa que determina su inicio, las obligaciones
incumplidas y el importe de la subvención afectado. 

Con  carácter  general  el  procedimiento  de  reintegro  se  regula  en  los  artículos  91  a  95  de  los
Capítulos I y II del Título III del RLGS en relación con los artículos 36 a 43 de los Capítulos I y II del Título II
de la LGS. Los procedimientos para la exigencia del reintegro de subvenciones, tendrán carácter administrativo
siendo de aplicación supletoria la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común (en
adelante LPAC) .

QUINTO. Requerimiento previo a inicio procedimiento de reintegro - subsanación.

De conformidad con lo dispuesto en el punto 1 del artículo 92 del RLGS, cuando transcurrido el plazo
otorgado para la presentación de la justificación, ésta no se hubiera efectuado, se acordará el reintegro de la
subvención, previo requerimiento establecido en el apartado 3 del artículo 70 del citado Reglamento, según
el cual “Transcurrido el plazo establecido de justificación sin haberse presentado la misma ante el órgano
administrativo competente, éste requerirá al beneficiario para que en el plazo improrrogable de quince días



sea presentada a los efectos previstos en este Capítulo. La falta de presentación de la justificación en el
plazo establecido en este apartado llevará consigo la exigencia del reintegro y demás responsabilidades
establecidas en la Ley General de Subvenciones”.

En este sentido, dicho requerimiento se realizó con fecha 25-04-2025 al cual el beneficiario no atendió.

Por tanto, se proceden a analizar en el siguiente fundamento jurídico las razones que permiten el
inicio del procedimiento de reintegro.

SEXTO. Causa de inicio de procedimiento - inicio procedimiento. 

En el presente caso, ante la ausencia de documentación justificativa presentada por el beneficiario se
ha producido un incumplimiento de la obligación de justificación, en los términos establecidos en el artículo 30
de la LGS, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 91 y 92 del RLGS en relación con el artículo 37
apartado c) de la LGS, por lo que procede un reintegro total de la subvención concedida (4.000,00 €), sin
perjucio de los intereses de demora que a continuación se calculan. 

A estos efectos, el régimen de resolución del procedimiento de reintegro se ajustará a lo previsto en los
artículos 41 y 42 de la LGS. 

En el acuerdo por el que se inicie el procedimiento de reintegro y de acuerdo a lo indicado en el artículo
94 del RLGS, deberán indicarse la causa que determina su inicio, las obligaciones incumplidas y el importe de
la subvención afectado.

Asimismo, debe tenerse en cuenta que la subvención objeto del presente expediente fue tramitada en
régimen de concurrencia competitiva. No obstante, conforme a lo previsto en la Ordenanza Reguladora de la
Actividad  Subvencional,  cuando  no  resulte  posible  aplicar  los  criterios  específicos  de  graduación  del
incumplimiento previstos para este tipo de subvenciones (apartados B.1 y B.2), procede acudir con carácter
subsidiario a las reglas establecidas en la letra C). 

En  este  contexto,  el  apartado  C.1  del  artículo  18  de  la  Ordenanza  Reguladora  de  la  Actividad
Subvencional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.3 n) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
General  de Subvenciones (LGS), así como el artículo 91.1 del Reglamento de Desarrollo:  “Si la actividad
subvencionada consistiera en una serie de prestaciones sucesivas susceptibles de satisfacer cada una de ellas
de forma proporcional el interés publico perseguido o sean en cualquier caso susceptibles de individualización
la actividad o gasto, la subvención se hará afectiva o se entenderá correctamente aplicada a la finalidad para la
que ha sido destinada en función del importe de los gastos debidamente justificados relativos a cada una de las
prestaciones”. 

De esta forma, la normativa permite modular en función del grado de ejecución efectiva de la actividad.
Sin embargo, para que dicha proporcionalidad sea aplicable, es requisito imprescindible la acreditación de la
ejecución de las actividades, aunque sea de forma parcial. En el presente caso, no es posible la aplicación de
este criterio de graduación debido a la omisión del deber de presentar la cuenta justificativa tal y como consta
en los antedecentes de hecho.

Según la Circular emitida por la Secretaria General de esta Diputación Provincial de fecha 27 de
junio de 2024 que se transcribe a continuación, durante el acuerdo de inicio del procedimiento de reintegro
debe indicarse el importe relativo a los intereses de demora calculados hasta dicha fecha:

“Por la presente y en relación con los diversos expedientes que se siguen para reintegro de
cantidades procedentes de subvenciones junto con los intereses de demora correspondientes
en los distintos tipos de procedimientos de subvenciones o similares, se requiere a los distintos
Servicios/Departamentos  para  que  procedan,  en  aras  a  garantizar  tanto  la  eficacia  del
procedimiento  como la  mayor  garantía y  servicio  efectivo a los  beneficiarios,  a arbitrar  las
medidas necesarias para que en el inicio de los correspondientes procedimientos de reintegro
se tenga en cuenta lo dispuesto en art. 37 de la Ley38/2003, de 17 de noviembre, General de
Subvenciones. 

En  dicho  artículo  se  señala  que  procede  la  exigencia  de  intereses  de  demora  desde  el
momento del  pago de la  subvención hasta la  fecha en que se acuerde la procedencia del
reintegro. Por ello, y dado que en numerosas ocasiones se produce el abono voluntario de la
cantidad  a  reintegrar  una  vez  comunicado  el  inicio  de  expediente  de  reintegro por  la
Administración,  debe  procederse  a  efectuar  un  cálculo  de  los  intereses  de  demora
correspondientes  hasta  la  fecha  en  que  se  adopta  dicho  acuerdo  por  el  órgano
correspondiente, aun cuando el mismo tenga carácter provisional. El propósito, en definitiva, no
es  sino  acomodar  los  posibles  abonos  voluntarios  de  los  beneficiarios  a  la  cantidad  total



concreta que se deba reintegrar en cada momento, evitando así posteriores requerimientos de
intereses en reintegros de tipo voluntario. 

Asimismo  se  deberá  informar  al  beneficiario  que,  en  el  caso  de  que  no  se  abone
voluntariamente, se practicará con posterioridad la liquidación de los intereses de demora que
en  cada  caso  correspondan  hasta  la  fecha  en  que  se  produzca  el  acuerdo  definitivo  de
procedencia de reintegro”.

Concretamente, el importe a abonar en concepto de intereses de demora calculados hasta la fecha de
la aprobación del acuerdo de inicio del procedimiento de reintegro es de 586,34 €, cantidad que sumada a la
principal de 4.000,00 €, asciende a una cantidad total a abonar de 4.586,34 €, lo que se obtiene a partir de la
siguiente información: 

• Con fecha 09-11-2022 se procede al abono de la subvención de referencia al beneficiario
por parte de la Diputación Provincial de Córdoba mediante documento contable R con n.º de
operación LOPD.

• Con fecha 23-06-2026 se adoptará dicho acuerdo por parte de la Junta de Gobierno, con
carácter provisional. 

Fecha de pago de la Subvención (Documento R) 09/11/22

Fecha de adopción de dicho acuerdo por parte de la
Junta de Gobierno con carácter provisional

23/06/26

Importe de la subvención 4.000,00 €

Importe total del proyecto 6.110,00 €

Importe justificado correctamente 00,00 €

Importe Reintegro calculado por el Servicio de Bienestar
Social

4.000,00 €

Intereses de demora generados 586,34 €

Importe Total a Reintegrar 4.586,34 €

Días transcurridos por años

Inicio año Fin año
Días

transcurridos
Valor Interés Total

Año 2022 09/11/22 31/12/22 52 0,0375 21,37 €

Año 2023 01/01/23 31/12/23 365 0,040625 162,50 €

Año 2024 01/01/24 31/12/24 366 0,040625 162,50 €

Año 2025 01/01/25 31/12/25 365 0,040625 162,50 €

Año 2026 01/01/25 23/06/26 174 0,040625 77,47 €

De  conformidad  con  el  artículo  38  de  la  LGS:  “el  interés  de  demora  aplicable  en  materia  de
subvenciones será  el  interés  legal  del  dinero  incrementado en un 25 por  ciento,  salvo  que la  Ley de
Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente.” 

Téngase en cuenta que el interés de demora a que se refiere el apartado 2 del citado artículo 38 es
el 4,0625 por ciento hasta el 31 de diciembre de 2023, según establece la disposición adicional 42.3 de la
Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023.

No obstante, y de conformidad con las leyes de presupuestos del Estado:  Ley 11/2020, de 30 de
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021 y Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de
Presupuestos  Generales  del  Estado  para  el  año  2022,  el  interés  de  demora  aplicable  en  materia  de
subvenciones será el 3,75 por ciento. Por lo que, para el presente caso, los intereses de demora aplicables



son los siguientes: desde el 9 de noviembre de 2022 hasta 31 de diciembre de 2022, un 3,75 %. A partir del
1 de enero de 2023 hasta la fecha del acuerdo provisional del procedimiento de reintegro el interés de
demora aplicable será del 4,0625 %.

SÉPTIMO. Plazo de alegaciones/audiencia.  

De conformidad con el artículo 94 del RLGS, tanto el inicio como la resolución del procedimiento de
reintegro serán notificadas al beneficiario, concediéndoles, en el caso de acuerdo de inicio, un plazo de 15 días
hábiles para que alegue o presente los documentos que estime pertinentes para la mejor defensa de sus
derechos e intereses. 

OCTAVO. Resolución. 

De  acuerdo  a  lo  establecido  en  el  apartado  4  del  artículo  94  del  RGLGS,  “la  resolución  del
procedimiento de reintegro identificará el obligado al reintegro, las obligaciones incumplidas, la causa de
reintegro que concurre de entre las previstas en el artículo 37 de la Ley y el importe de la subvención a
reintegrar junto con la liquidación de los intereses de demora”. Dicha resolución será notificada al interesado
requiriéndosele  para  realizar  el  reintegro  correspondiente  en  el  plazo  y  en  la  forma  que  establece  el
Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.

En el presente caso, tras analizar la documentación obrante en el expediente y de conformidad con
lo establecido en la letra c) del punto 1 del artículo 37 de la LGS en virtud del cual “también procederá el
reintegro  de  las  cantidades  percibidas  y  la  exigencia  del  interés  de  demora  correspondiente  desde  el
momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, o la
fecha  en  que  el  deudor  ingrese  el  reintegro  si  es  anterior  a  ésta,  entre  otros,  en  el  siguiente  caso:
Incumplimiento de la obligación de justificación o la justificación insuficiente, en los términos establecidos en
el artículo 30 de esta ley, y en su caso, en las normas reguladoras de la subvención”,  procede, al existir un
incumplimiento  de  la  obligación  de  justificación, el  reintegro  de  la  subvención  concedida  junto  con  la
liquidación de los intereses de demora.

NOVENO. Plazo notificación y resolución. Caducidad. 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 42.4 de la LGS, en relación con el artículo 21.4 de la LPAC,
el plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro será de 12 meses
desde la fecha del acuerdo de iniciación. Dicho plazo podrá suspenderse y ampliarse de acuerdo con lo
previsto en los 22 y 32 de la LPAC.

El transcurso del citado plazo sin que se hubiere notificado resolución expresa producirá, al
amparo de lo previsto en el artículo 25.1 letra b) de la LPAC, la caducidad del procedimiento, sin perjuicio de
continuar las actuaciones hasta su terminación y sin que se considere interrumpida la prescripción por las
actuaciones realizadas hasta la finalización del citado plazo. 

DÉCIMO. Plazo de prescripción - interrupción plazo prescripción. 

 El artículo 39 de la LGS establece que prescribirá a los cuatro años el derecho de la Administración a
reconocer  o liquidar  el  reintegro. Dicho plazo se  interrumpió  el  día  25-04-2025 con  el  requerimiento  de
justificación una vez transcurrido el plazo de justificación por lo que el plazo para el inicio del procedimiento
de reintegro no ha prescrito.

DÉCIMO PRIMERO. Obligación de relacionarse por medios electrónicos. 

De conformidad con el artículo 3 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba
el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos, en relación con el
artículo 14 de la LPAC, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos:

“a) Las personas jurídicas.
b) Las entidades sin personalidad jurídica.
c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los
trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad
profesional.  En  todo  caso,  dentro  de  este  colectivo  se  entenderán  incluidos  los  notarios  y
registradores de la propiedad y mercantiles.
d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la
Administración.
e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con
ellas  por  razón  de  su  condición  de  empleado  público,  en  la  forma  en  que  se  determine
reglamentariamente por cada Administración”.



A estos efectos, el Ayuntamiento de San Sebastían de los Ballesteros está obligado a relacionarse a
través de medios electrónicos con la Excma Diputación Provincial de Córdoba. 

DÉCIMO SEGUNDO. Notificación. 

El  artículo  43  de  la  LPAC,  en  relación  con el  citado artículo  14  de la  misma establece que las
notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en la sede electrónica de la
Administración u Organismo actuante, a través de la dirección electrónica habilitada única o mediante ambos
sistemas, según disponga cada Administración u Organismo.

Asimismo,  se  dispone  que  las  notificaciones  practicadas  por  medios  electrónicos  se  entenderán
practicadas en el momento en que se produzca el acceso a su contenido. Cuando la notificación por medios
electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente elegida por el interesado, se entenderá
rechazada cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin
que se acceda a su contenido.

El art. 43.3 de la LPAC establece que se entenderá cumplida la obligación a la que se refiere el artículo
40.4 de la misma con la puesta a disposición de la notificación en la sede electrónica de la Administración u
Organismo actuante o en la dirección electrónica habilitada única. Por alusión, el artículo 40.4 dispone que “sin
perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de entender cumplida la obligación de
notificar  dentro  del  plazo  máximo  de  duración  de  los  procedimientos,  será  suficiente  la  notificación  que
contenga, cuando menos, el texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente
acreditado”. 

DÉCIMO TERCERO. Fin vía administrativa. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 42 de la LGS la resolución del procedimiento de reintegro
pondrá fin a la vía administrativa.

DÉCIMO CUARTO. Competencia. 

En  cuanto  a  la  competencia,  de  conformidad  con los  artículos  41  y  42  de  la  LGS,  el  órgano
concedente de subvenciones será el  competente para declarar el  reintegro del beneficiario mediante la
resolución  del  procedimiento  de  reintegro.  Asimismo,  el  punto  4  del  artículo  10  de  la  citada  Ley,  la
competencia  para  declarar  la  procedencia  del  reintegro  de  subvenciones  en  las  corporaciones  locales
corresponde a los órganos que tengan atribuidas tales funciones en la legislación de régimen local.

La competencia para la resolución de concesión de subvenciones, en virtud de las facultades que,
con carácter general confiere a la Presidencia de la Corporación el artículo 34.1, f)  y artículo 61 puntos
1,11,21,14 y 15 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Corporaciones
Locales, aprobado por RD 2568/1986 de 28 de noviembre (ROF en adelante), le corresponde al mismo
órgano que dictó la resolución de concesión, es decir al Presidente de la Excma. Diputación de Córdoba.

No obstante, y de conformidad con lo expresado en el artículo 8 de la Ordenanza reguladora de la
actividad subvencional,  en relación con los artículos 10 y 17 de la LGS, así como lo establecido en el
Decreto de delegación de atribuciones del Presidente en la Junta de Gobierno de fecha 11 de julio de 2023
(n.º  de  Resolución  LOPD)  cuando  la  competencia  para  resolución  de  procedimientos  de  reintegro
corresponda a Presidencia, queda delegado expresamente el ejercicio de dicha atribución en la Junta de
Gobierno.

En este contexto y en virtud de lo dispuesto en el artículo 17.1 del RLGS: “La delegación de la
facultad para conceder subvenciones lleva implícita la de comprobación de la justificación de la subvención,
así como la de incoación, instrucción y resolución del procedimiento de reintegro, sin perjuicio de que la
resolución de delegación disponga otra cosa”.

De acuerdo con lo que se propone en el informe transcrito,  la Junta de Gobierno haciendo uso de la
competencia que le ha sido delegada por la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio de 2023 del que se
dio  cuenta al  Pleno en sesión  celebrada el  día  12  del  mismo mes y  año,  en  votación  ordinaria  y por
unanimidad, acuerda:

PRIMERO. Iniciar el procedimiento de reintegro junto con la liquidación de los intereses de demora por un
importe total de cuatro mil quinientos ochenta y seis euros con treinta y cuatro céntimos (4.586,34 €) que se
corresponden con la subvención pública concedida en  fecha 11 de octubre de 2022 en el  marco de la
Convocatoria de Subvenciones dirigida a entidades locales de la provincia de Córdoba para la realización de
actividades deportivas, durante el año 2022 a favor del Ayuntamiento de San Sebastián de los Ballesteros
con NIF LOPD,  por incumplimiento de la obligación de justificación de la subvención, concedida en los
términos establecidos en el artículo 30 de la LGS, con el fin de declarar su procedencia. El importe de la



cantidad principal a abonar es de 4.000,00 € y la cantidad correspondiente a los intereses de demora es de
586,34 €.

El  interesado deberá  abonar  la  cantidad  principal  junto  con la  liquidación  de  los  intereses  de  demora
calculados en el  fundamento jurídico  sexto,  en el  plazo de quince días hábiles,  de conformidad con el
artículo 94.2 RLGS, mediante transferencia bancaria y/o ingreso en la c/c LOPD, indicando en el concepto el
número de expediente y la entidad que realiza el reintegro.

En el caso de que la entidad beneficiaria no abone la cantidad principal junto con los intereses de demora
correspondientes en el citado plazo, este Servicio de Administración de Bienestar Social teniendo en cuenta
la Circular emitida por la Secretaria General de esta Diputación Provincial de fecha 27 de junio de 2024,
procederá a determinar los intereses de demora correspondientes hasta la fecha en que se produzca el
acuerdo definitivo del procedimiento de reintegro. 

SEGUNDO. Proceder a la notificación al representante de la entidad beneficiaria para que en el plazo de
quince días hábiles, de conformidad con el artículo 94.2 del RLGS, alegue o presente la documentación u
otros elementos de juicio que a su derecho convenga, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 76 y
82 de la LPAC. 

No obstante y de conformidad con lo establecido en el apartado 3 del artículo 70 del RLGS la presentación
de la justificación en el plazo adicional establecido no eximirá al beneficiario de las sanciones que, conforme
a la Ley General de Subvenciones, correspondan.

TERCERO. Comunicar al  interesado que, de conformidad con el  punto 4 del  artículo 42 de la LGS en
relación con el artículo 21.4 de la LPAC, el plazo máximo para resolver y notificar la resolución del presente
procedimiento será de 12 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación, aplicable de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 41 y 42 de la LGS.

El transcurso del citado plazo sin que se hubiere notificado resolución expresa producirá, al amparo de lo
previsto en el artículo 25.1 letra b) de la LPAC, la caducidad del procedimiento, sin perjuicio de continuar las
actuaciones hasta su terminación y sin que se considere interrumpida la prescripción por las actuaciones
realizadas hasta la finalización del citado plazo. 

No  obstante,  tal  y  como  prevé  el  apartado  segundo  del  artículo  25  de  la  LPAC,  la  paralización  del
procedimiento por causas imputables a la propia entidad interesada supondrá la interrupción del cómputo
del plazo para resolver y notificar.

CUARTO. Practicar las notificaciones en este procedimiento, conforme a lo señalado en los artículos 40 y 43
de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, debiendo observarse la condición de interesado según lo previsto en los
artículos 4, 7 y 8 de la referida norma. 

14.2.- E.L.A. DE OCHAVILLO DEL RIO .-Se conoce del expediente de su razón, en el que consta
informe de la Técnica de Administración General adscrita a dicho Servicio firmado por la misma,
fechado el día 19 de junio del año en curso y conformado por la Jefa de dicho Servicio en el que se
contienen los siguientes antecedentes de hecho y consiguientes fundamentos de derecho:

“ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. En el marco del Acuerdo de Junta de Gobierno de fecha 22 de marzo de 2022, por el
que se aprobó la  Convocatoria de Subvenciones dirigida a entidades locales de la provincia de Córdoba
para la realización de actividades deportivas, durante el año 2022, en régimen de concurrencia competitiva,
se procedió con fecha 11 de octubre de 2022, por la Junta de Gobierno de esta Excma Diputación Provincial
de Córdoba, a dictar resolución definitiva de la citada convocatoria, concediendo al E.L.A.  DE OCHAVILLO
DEL RIO, la subvención cuyos datos se relacionan a continuación: 

• Núm de Expte (GEX): LOPD
• Código: LOPD
• Objetivo/Actividad subvencionable: “Programa deportivo de Ochavillo del Río durante el año 2022”.
• Tipo de subvención: Subvención en régimen de concurrencia competitiva.
• Presupuesto del proyecto: 3.800,00 € 
• Importe solicitado: 2.850,00 €
• Subvención concedida: 2.850,00 €  
• Porcentaje de financiación sobre presupuesto del proyecto: 75 %



• Plazo de ejecución: hasta el 31/12/2022. 
• Plazo de justificación: La documentación justificativa deberá presentarse en el plazo de tres meses

desde la finalización de la última actividad subvencionada o, en su caso, desde el momento de la
notificación de la concesión. Esto es, hasta 31/03/2023.

SEGUNDO. El proyecto tiene un presupuesto total de 3.800,00 € de los cuales la Excma
Diputación Provincial de Córdoba subvencionará 2.850,00 €.

El  proyecto  “Programa  deportivo  de  Ochavillo  del  Río  durante  el  año  2022”  contempla  varias
prestaciones como actividades subvencionables a los efectos contemplados en la Ordenanza reguladora de
la Actividad Subvencional. 

De conformidad con la base sexta de la Bases Reguladoras (en adelante BBRR) por las que se rige
esta convocatoria, el abono de la subvención tendrá carácter prepagable una vez que se haya publicado la
Resolución Definitiva. En el caso de que la totalidad de las acciones contempladas en el proyecto ya se
hubieran realizado, la subvención se abonará previa justificación por la entidad beneficiaria de la realización
del proyecto subvencionado, en los términos establecidos en la presente convocatoria.

Con fecha 09-11-2022, se realizó el pago de la subvención por importe de 2.850,00 € mediante
documento contable R con n.º de operación LOPD.

TERCERO.  Al tratarse de una subvención pública cuya cuantía es inferior a 60.000 euros, tendrá
carácter de documento de validez jurídica para la  justificación de la  subvención una cuenta justificativa
simplificada, la cual deberá rendirse ante el órgano gestor en el plazo máximo de tres meses, que tal y como
se ha indicado anteriormente, el citado plazo finalizó el día 31 de marzo de 2023. 

La citada cuenta justificativa debe contener los siguientes documentos, tal y como establece la base
17 de las BBRR:

a) Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de las condiciones impuestas en la concesión
de la subvención, con indicación de las actividades realizadas y de los objetivos conseguidos (anexo II,
modelo II). 

b) Cuenta justificativa simplificada (anexo IV), que incluirá una relación clasificada de los gastos e
inversiones de la actividad, con identificación del acreedor y del documento, su importe, fecha de emisión y,
en  su  caso,  fecha de pago.  Se considerará  gasto realizado el  que ha sido  efectivamente  pagado con
anterioridad a la finalización del periodo de justificación. 

c) Reintegro del sobrante en caso de la no total aplicación de los fondos recibidos.

d) Cuanta publicidad y material de difusión genere el proyecto o la actividad, conforme a la base 16 de
esta convocatoria. 

CUARTO. Ante  la  ausencia  de  justificación,  en  fecha  25-04-2025,  se  notifica  al  beneficiario
requerimiento previo al inicio del procedimiento de reintegro cuyo tenor literal se señala a continuación:

“La Junta de Gobierno de esta Corporación, en sesión ordinaria celebrada el día 22 de marzo
de 2022 adoptó entre otros, el siguiente acuerdo “CONVOCATORIA DE SUBVENCIONES A
ENTIDADES  LOCALES  DE  LA PROVINCIA DE  CÓRDOBA PARA LA REALIZACIÓN  DE
ACTIVIDADES DEPORTIVAS, DURANTE EL AÑO 2022”. En dicha Resolución se concedió a
E.L.A. DE OCHAVILLO DEL RIO subvención por importe de 2.850,00 €, la cual le fue notificada
en la forma legalmente establecida, aceptándose la subvención concedida. 
En  virtud  de  lo  establecido  en  el  apartado  17  de  las  Bases  reguladoras  de  la  precitada
Convocatoria en relación con el artículo 30 de la Ley 38/2003 de 17 de noviembre por la que se
aprueba la Ley General  de Subvenciones (LGS),  la  entidad pública  subvencionada deberá
presentar la documentación justificativa en el plazo de 3 meses desde la finalización de la
última actividad subvencionada. 
Transcurrido  el  mencionado  plazo  sin  que  se  haya  aportado  la  cuenta  justificativa,  de
conformidad con lo establecido en el punto 1 del artículo 70 del Reglamento General de la Ley
General de subvenciones aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se
aprueba el  Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General  de Subvenciones



(RGLGS) en relación con el artículo 92 de la precitada norma, se le requiriere para que en un
plazo improrrogable de quince días hábiles, contados a partir del siguiente de la recepción de la
presente notificación, realice una de las siguientes actuaciones: 
1. Presentación de la cuenta justificativa simplificada, en los términos establecidos en la LGS y
de  acuerdo  con  la  Base  17  que  regula  la  Convocatoria  compuesta  de  los  siguientes
documentos:

1.a) Memoria de actuación con las actividades realizadas y los resultados obtenidos.
1.b)  Medidas  de  publicidad  y  difusión  realizadas  para  la  implementación  del  programa,
proyecto o actividad. 
1.c)  Modelo de relación clasificada de gastos y presupuesto ejecutado Anexo IV, de las
Bases Reguladores de la Convocatoria.

2. Reintegro de la subvención en la cuenta corriente que la Excma. Diputación Provincial de
Córdoba con núm. LOPD especificando; “Reintegro subvención DEPMUN22.0077”.
Realizado el reintegro deberá presentar copia acreditativa del mismo en el Registro electrónico
de  la  Diputación  de  Córdoba  a  través  de  una  Solicitud  Genérica,  dirigida  al  Servicio  de
Administración del Área de Bienestar Social. 
Transcurrido ese plazo sin haber realizado la actuación descrita, se iniciará el correspondiente
procedimiento  de  reintegro  de  la  subvención  concedida,  con  la  exigencia  de  las
responsabilidades establecidas en la Ley General de Subvenciones. 
Todo ello sin perjuicio de las sanciones que en su caso, se puedan imponer por la presentación
extemporánea de la justificación”.

QUINTO. Posteriormente, el 09-06-2026, el Servicio de Administración del Área de Bienestar Social
solicita  al  Registro  de  entrada  certificado  de  existencia  sobre  cualquier  tipo  de  registro  en  el  periodo
comprendido entre los días 25/04/2025 hasta la actualidad , del titular E.L.A. DE OCHAVILLO DEL RÍO con
NIF LOPD para la  Convocatoria de Subvenciones dirigida a entidades locales de la provincia de Córdoba
para la realización de actividades deportivas, durante el año 2022.

Ante la citada solicitud, en fecha 17-06-2026, a tenor de la información facilitada por el Adjunto al
Jefe de Servicio de Secretaría General de esta Corporación, se emitió certificación negativa en relación con
la solicitud formulada desde el Servicio de Bienestar Social, en el registro general de entrada, en el periodo
comprendido entre el 25/04/2025 y el 09/06/2026, respecto del E.L.A. DE OCHAVILLO DEL RÍO con NIF
LOPD para la Convocatoria de Subvenciones dirigida a entidades locales de la provincia de Córdoba para la
realización de actividades deportivas, durante el año 2022.

SEXTO. En este contexto y en relación al informe preceptivo establecido en la citada letra C) in fine
de la ordenanza reguladora de la actividad subvencional,  al  no presentar el  beneficiario la memoria de
actuaciones  no  se  hace  necesario  solicitar  informe  del  responsable  del  servicio  técnico  relativo  a  la
justificación de que la actividad desarrollada, total o parcialmente, va dirigida al objeto y finalidad de la
subvención, explicación razonada de las prestaciones desarrolladas por el beneficiario o del porcentaje de
actividad desarrollada en su caso. 

Con base en los hechos que anteceden, la fundamentación de la propuesta de resolución se sustenta en los
siguientes fundamentos jurídicos:

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. Legislación aplicable. 

La normativa aplicable se encuentra contenida, entre otras, en las siguientes disposiciones:

• Constitución española de 1978.

• Ley 38/2003 de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

• Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local.

• Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía.



• Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. 

• Ley 40/2015,de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público.

• Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

• Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía. 

• Real Decreto 887/2006, de 21 de julio por el que se aprueba el reglamento de la Ley General de
subvenciones.

• Real  Decreto  2568/1986,  de  28  de  noviembre,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  de
Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

• Real  Decreto  939/2005,  de  29  de  julio,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  General  de
Recaudación.

• Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se
regulan las obligaciones de facturación.

• Real  Decreto  130/2019,  de  8  de  marzo,  por  el  que  se  regula  la  Base  de  datos  Nacional  de
Subvenciones y la publicidad de las subvenciones y demás ayudas públicas.

• Real  Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el  que se aprueba el Reglamento de actuación y
funcionamiento del sector público por medios electrónicos.

• Ordenanza  reguladora  de  la  Actividad  subvencional,  criterios  de  graduación  y  potestad
sancionadora reguladora en la materia de Excma Diputación Provincial de Córdoba (BOP N.º 29 de
12 de febrero de 2020).

• Convocatoria  de Subvenciones dirigida a entidades locales  de  la  provincia de Córdoba para  la
realización de actividades deportivas, durante el año 2022.

• Presupuesto General de la Diputación Provincial de Córdoba 2022. Bases de Ejecución.

• Con carácter supletorio serán de aplicación las restantes normas del Derecho Administrativo y, en
su defecto, las del Derecho Privado.

SEGUNDO. Tipo de subvención- Naturaleza Jurídica. 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 55 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio por el que se
aprueba el reglamento de la Ley General de subvenciones, a efectos de lo dispuesto en el artículo 22.1 de
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, el procedimiento ordinario de concesión de
subvenciones  se  tramitará  en  régimen  de  concurrencia  competitiva.  A efectos  de  esta  ley,  tendrá  la
consideración  de  concurrencia  competitiva  el  procedimiento  mediante  el  cual  la  concesión  de  las
subvenciones se realiza mediante la comparación de las solicitudes presentadas, a fin de establecer una
prelación entre las mismas de acuerdo con los criterios de valoración previamente fijados en las bases
reguladoras y  en la  convocatoria,  y  adjudicar,  con el  límite  fijado en la  convocatoria  dentro del  crédito
disponible, aquellas que hayan obtenido mayor valoración en aplicación de los citados criterios.

En este caso se trata de la convocatoria de una subvención en régimen de concurrencia competitiva
con un presupuesto máximo disponible para  la  concesión  de las  subvenciones a  las  que se  refiere  la
presente convocatoria es de 335.000,00 €, que se imputará a la aplicaciones del Presupuesto General de la
Corporación Provincial para el ejercicio 2022: 

• LOPD – Ayuntamientos – 300.000 € 

• LOPD – Mancomunidad de Municipios – 25.000 € 

• LOPD – Entidades Locales Autónomas – 10.000 € 

 Este tipo de subvenciones se encuentran reguladas en el Capítulo II del Título I de la LGS y  el
Capítulo II del Título I del RGLGS.

El procedimiento para la concesión de estas subvenciones se iniciará siempre de oficio por el centro
gestor del  crédito  presupuestario al  que se  imputa la  subvención,  y terminará con la  publicación de la
resolución definitiva de conformidad con lo establecido en el punto 2 del artículo 63 del RGLGS.

A tales efectos, y en virtud de lo establecido en el punto 2 del artículo 9 de la LGS según el cual



“Con carácter previo al otorgamiento de las subvenciones, deberán aprobarse las normas que establezcan
las bases reguladoras de concesión en los términos establecidos en esta ley”  con fecha 22 de marzo de
2022 se aprobaron las bases reguladoras de la presente convocatoria. Bases reguladoras que establecen
las normas que regulan el contenido de la relación jurídica subvencional en lo que no establezca la LGS (o
exceptuando  lo  que  esta  establezca  si  así  lo  permite  la  misma).  Adicionalmente  es  de  aplicación  la
Ordenanza  reguladora  de  la  Actividad  subvencional,  criterios  de  graduación  y  potestad  sancionadora
reguladora en la materia de Excma. Diputación Provincial de Córdoba.

TERCERO. Obligación del beneficiario. 

De  un  lado  y  de  acuerdo  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  14  de  la  LGS,  son  obligaciones  del
beneficiario,  entre  otras,  cumplir  el  objetivo,  ejecutar  el  proyecto,  realizar  la  actividad o  adoptar  el
comportamiento  que  fundamenta  la  concesión  de  las  subvenciones,  la  de  j  ustificar  ante  el  órgano  
concedente la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o
disfrute  de  la  subvención,  someterse  a  las  actuaciones  de  comprobación  a  efectuar  por  el  órgano
concedente y cualesquiera otras de comprobación y control financiero que puedan realizar los órganos de
control competentes, tanto nacionales como comunitarios, aportando cuanta información le sea requerida en
el ejercicio de las actuaciones anteriores, adoptar las medidas de difusión contenidas en el apartado 4 del
artículo 18 de LGS y la de proceder al reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en
el artículo 37 de esta ley. 

De otro lado y según lo dispuesto en el punto 2 del artículo 30 de la precitada Ley, la rendición de la
cuenta  justificativa  constituye  un  acto  obligatorio  del  beneficiario en  la  que  se  deben  incluir,  bajo
responsabilidad del declarante, los justificantes de gasto o cualquier otro documento con validez jurídica que
permitan acreditar el cumplimiento del objeto de la subvención pública. 

En el marco establecido por las disposiciones arriba referenciadas, el artículo 12 de la Ordenanza
reguladora  de  la  Actividad  subvencional,  en  relación  con  la  base  17 de  las  Bases,  dispone  que  la
justificación se realizará en el plazo de tres meses desde la finalización de la última actividad subvencionada
o, en su caso, desde el momento de la notificación de la concesión.

CUARTO. Regulación general y específica del procedimiento. 

De conformidad con el apartado 1 del artículo 31 de la LGS “son gastos subvencionables aquellos
que de manera indubitada respondan a la naturaleza de la actividad subvencionada, resulten estrictamente
necesarios y se realicen en el plazo establecido por las diferentes bases reguladoras de las subvenciones.
Cuando no se haya establecido un plazo concreto, los gastos deberán realizarse antes de que finalice el
año natural en que se haya concedido la subvención”. En este caso, los gastos deberán realizarse hasta el
31/12/2022.

Su punto segundo dispone que “salvo que en las Bases reguladoras se disponga otra alternativa, se
considerará gasto realizado el  que ha sido efectivamente pagado,  con anterioridad a la  finalización del
periodo de justificación determinado por la normativa reguladora de la subvención.”  En este caso, serán
considerados gastos realizados aquellos que se hayan hecho efectivos hasta el 31/03/2023, teniendo en
cuenta que el plazo de justificación finaliza en la citada fecha.

De acuerdo con el artículo 88 del RLGS el pago de la subvención se realizará previa justificación,
por el beneficiario, y en la parte proporcional a la cuantía de la subvención justificada, de la realización de la
actividad,  proyecto,  objetivo  o  adopción  del  comportamiento  para  el  que se  concedió,  en  los  términos
establecidos en la normativa reguladora de la subvención, salvo que en atención a la naturaleza de aquélla,
dicha normativa prevea la posibilidad de realizar pagos anticipados, de acuerdo con lo previsto en el artículo
34.4 de la Ley General de Subvenciones. 

El abono de la subvención tendrá carácter prepagable, una vez que se haya publicado la Resolución
Definitiva, salvo que la actividad ya se hubiera realizado, en cuyo caso, se abonará previa justificación por el
beneficiario de la realización del proyecto subvencionado, en los términos previstos en dicha convocatoria.

En relación a la justificación de las subvenciones públicas, el punto 1 del artículo 30 dispone que “La
justificación del cumplimiento de las condiciones impuestas y de la consecución de los objetivos previstos en
el acto de concesión de la subvención se documentará de la manera que se determine reglamentariamente,



pudiendo revestir la forma de cuenta justificativa del gasto realizado o acreditarse dicho gasto por módulos o
mediante la presentación de estados contables, según se disponga en la normativa reguladora”. El punto 2
del citado artículo indica que “la forma de la cuenta justificativa y el plazo de rendición de la misma vendrán
determinados por las correspondientes bases reguladoras de las subvenciones públicas. A falta de previsión
de las bases reguladoras, su presentación se realizará, como máximo, en el plazo de tres meses desde la
finalización del plazo para la realización de la actividad”.

En este caso, al tratarse de una subvención pública cuya cuantía es inferior a 60.000 euros, tendrá
carácter  de  documento  de  validez  jurídica  para  la  justificación  de  la  subvención  la  cuenta  justificativa
simplificada, contemplada en la base 17 de las Bases todo ello en relación con el artículo 75 del RLGS.

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 37 de la LGS “Procederá el reintegro de las cantidades
percibidas  y  la  exigencia  del  interés  de  demora  correspondiente  desde  el  momento  del  pago  de  la
subvención  hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, o la fecha en que el deudor
ingrese el reintegro si es anterior a ésta, entre otros, en los siguientes casos:  

b)  Incumplimiento total o parcial  del objetivo, de la actividad,  del  proyecto o la  no adopción del
comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención. 

c)  Incumplimiento  de  la  obligación de justificación  o la  justificación insuficiente,  en los  términos
establecidos en el artículo 30 de esta ley, y en su caso, en las normas reguladoras de la subvención.

d) Incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de difusión contenidas en el apartado 4
del artículo 18 de esta ley.”

En relación al citado artículo y las causas de reintegro anteriores, los artículos 91, 92 y 93 del
RGLGS establecen  el  reintegro  por  incumplimiento  de  las  obligaciones  establecidas  con  motivo  de  la
concesión  de  la  subvención,  incumplimiento  de  la  obligación  de  justificación  y/o  incumplimiento  de  la
obligación de adoptar medidas de  difusión. 

En particular,  en artículo 91 en relación con la  causa b) del  artículo 37 de la LGS antes citada
dispone que  “el beneficiario deberá cumplir todos y cada uno de los objetivos, actividades, y proyectos,
adoptar los comportamientos que fundamentaron la concesión de la subvención y cumplir los compromisos
asumidos con motivo de la misma. En otro caso procederá el reintegro total o parcial, atendiendo a los
criterios establecidos en las bases reguladoras de la subvención.” 

Por su parte, el artículo 92 del RLGS en relación con la causa c) del artículo 37 de la LGS dispone
que “Cuando transcurrido el  plazo otorgado para la  presentación de la justificación, ésta no se hubiera
efectuado, se acordará el reintegro de la subvención, previo requerimiento establecido en el apartado 3 del
artículo 70 de este Reglamento.”

De conformidad con lo establecido en los artículos 42 de la LGS y 94 del RLGS, a través de los
cuáles se configura el procedimiento de reintegro de subvenciones, este se iniciará de oficio por acuerdo del
órgano competente y en dicho acuerdo deberán indicarse la causa que determina su inicio, las obligaciones
incumplidas y el importe de la subvención afectado. 

Con  carácter  general  el  procedimiento  de  reintegro  se  regula  en  los  artículos  91  a  95  de  los
Capítulos I y II del Título III del RLGS en relación con los artículos 36 a 43 de los Capítulos I y II del Título II
de la LGS. Los procedimientos para la exigencia del reintegro de subvenciones, tendrán carácter administrativo
siendo de aplicación supletoria la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común (en
adelante LPAC) .

QUINTO. Requerimiento previo a inicio procedimiento de reintegro - subsanación.

De conformidad con lo dispuesto en el punto 1 del artículo 92 del RLGS, cuando transcurrido el plazo
otorgado para la presentación de la justificación, ésta no se hubiera efectuado, se acordará el reintegro de la
subvención, previo requerimiento establecido en el apartado 3 del artículo 70 del citado Reglamento, según
el cual “Transcurrido el plazo establecido de justificación sin haberse presentado la misma ante el órgano
administrativo competente, éste requerirá al beneficiario para que en el plazo improrrogable de quince días
sea presentada a los efectos previstos en este Capítulo. La falta de presentación de la justificación en el



plazo establecido en este apartado llevará consigo la exigencia del reintegro y demás responsabilidades
establecidas en la Ley General de Subvenciones”.

En este sentido, dicho requerimiento se realizó con fecha 25-04-2025 al cual el beneficiario no atendió.

Por tanto, se proceden a analizar en el siguiente fundamento jurídico las razones que permiten el
inicio del procedimiento de reintegro.

SEXTO. Causa de inicio de procedimiento - inicio procedimiento. 

En el presente caso, ante la ausencia de documentación justificativa presentada por el beneficiario se
ha producido un incumplimiento de la obligación de justificación, en los términos establecidos en el artículo 30
de la LGS, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 91 y 92 del RLGS en relación con el artículo 37
apartado c) de la LGS, por lo que procede un reintegro total de la subvención concedida (2.850,00 €), sin
perjucio de los intereses de demora que a continuación se calculan. 

A estos efectos, el régimen de resolución del procedimiento de reintegro se ajustará a lo previsto en los
artículos 41 y 42 de la LGS. 

En el acuerdo por el que se inicie el procedimiento de reintegro y de acuerdo a lo indicado en el artículo
94 del RLGS, deberán indicarse la causa que determina su inicio, las obligaciones incumplidas y el importe de
la subvención afectado.

Asimismo, debe tenerse en cuenta que la subvención objeto del presente expediente fue tramitada en
régimen de concurrencia competitiva. No obstante, conforme a lo previsto en la Ordenanza Reguladora de la
Actividad  Subvencional,  cuando  no  resulte  posible  aplicar  los  criterios  específicos  de  graduación  del
incumplimiento previstos para este tipo de subvenciones (apartados B.1 y B.2), procede acudir con carácter
subsidiario a las reglas establecidas en la letra C). 

En  este  contexto,  el  apartado  C.1  del  artículo  18  de  la  Ordenanza  Reguladora  de  la  Actividad
Subvencional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.3 n) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
General  de Subvenciones (LGS), así como el artículo 91.1 del Reglamento de Desarrollo:  “Si la actividad
subvencionada consistiera en una serie de prestaciones sucesivas susceptibles de satisfacer cada una de ellas
de forma proporcional el interés publico perseguido o sean en cualquier caso susceptibles de individualización
la actividad o gasto, la subvención se hará afectiva o se entenderá correctamente aplicada a la finalidad para la
que ha sido destinada en función del importe de los gastos debidamente justificados relativos a cada una de las
prestaciones”. 

De esta forma, la normativa permite modular en función del grado de ejecución efectiva de la actividad.
Sin embargo, para que dicha proporcionalidad sea aplicable, es requisito imprescindible la acreditación de la
ejecución de las actividades, aunque sea de forma parcial. En el presente caso, no es posible la aplicación de
este criterio de graduación debido a la omisión del deber de presentar la cuenta justificativa tal y como consta
en los antedecentes de hecho.

Según la Circular emitida por la Secretaria General de esta Diputación Provincial de fecha 27 de
junio de 2024 que se transcribe a continuación, durante el acuerdo de inicio del procedimiento de reintegro
debe indicarse el importe relativo a los intereses de demora calculados hasta dicha fecha:

“Por la presente y en relación con los diversos expedientes que se siguen para reintegro de
cantidades procedentes de subvenciones junto con los intereses de demora correspondientes
en los distintos tipos de procedimientos de subvenciones o similares, se requiere a los distintos
Servicios/Departamentos  para  que  procedan,  en  aras  a  garantizar  tanto  la  eficacia  del
procedimiento  como la  mayor  garantía y  servicio  efectivo a los  beneficiarios,  a arbitrar  las
medidas necesarias para que en el inicio de los correspondientes procedimientos de reintegro
se tenga en cuenta lo dispuesto en art. 37 de la Ley38/2003, de 17 de noviembre, General de
Subvenciones. 

En  dicho  artículo  se  señala  que  procede  la  exigencia  de  intereses  de  demora  desde  el
momento del  pago de la  subvención hasta la  fecha en que se acuerde la procedencia del
reintegro. Por ello, y dado que en numerosas ocasiones se produce el abono voluntario de la



cantidad  a  reintegrar  una  vez  comunicado  el  inicio  de  expediente  de  reintegro por  la
Administración,  debe  procederse  a  efectuar  un  cálculo  de  los  intereses  de  demora
correspondientes  hasta  la  fecha  en  que  se  adopta  dicho  acuerdo  por  el  órgano
correspondiente, aun cuando el mismo tenga carácter provisional. El propósito, en definitiva, no
es  sino  acomodar  los  posibles  abonos  voluntarios  de  los  beneficiarios  a  la  cantidad  total
concreta que se deba reintegrar en cada momento, evitando así posteriores requerimientos de
intereses en reintegros de tipo voluntario. 

Asimismo  se  deberá  informar  al  beneficiario  que,  en  el  caso  de  que  no  se  abone
voluntariamente, se practicará con posterioridad la liquidación de los intereses de demora que
en  cada  caso  correspondan  hasta  la  fecha  en  que  se  produzca  el  acuerdo  definitivo  de
procedencia de reintegro”.

Concretamente, el importe a abonar en concepto de intereses de demora calculados hasta la fecha de
la aprobación del acuerdo de inicio del procedimiento de reintegro es de 417,76 €, cantidad que sumada a la
principal de 2.850,00 €, asciende a una cantidad total a abonar de 3.267,76 €, lo que se obtiene a partir de la
siguiente información: 

• Con fecha 09-11-2022 se procede al abono de la subvención de referencia al beneficiario
por parte de la Diputación Provincial de Córdoba mediante documento contable R con n.º de
operación LOPD.

• Con fecha 23-06-2026 se adoptará dicho acuerdo por parte de la Junta de Gobierno, con
carácter provisional. 

Fecha de pago de la Subvención (Documento R) 09/11/22

Fecha de adopción de dicho acuerdo por parte de la
Junta de Gobierno con carácter provisional

23/06/26

Importe de la subvención 2.850,00 €

Importe total del proyecto 3.800,00 €

Importe justificado correctamente 00,00 €

Importe Reintegro calculado por el Servicio de Bienestar
Social

2.850,00 €

Intereses de demora generados 417,76 €

Importe Total a Reintegrar 3.267,76 €

Días transcurridos por años

Inicio año Fin año
Días

transcurridos
Valor Interés Total

Año 2022 09/11/22 31/12/22 52 0,0375 15,23 €

Año 2023 01/01/23 31/12/23 365 0,040625 115,78 €

Año 2024 01/01/24 31/12/24 366 0,040625 115,78 €

Año 2025 01/01/25 31/12/25 365 0,040625 115,78 €

Año 2026 01/01/25 23/06/26 174 0,040625 55,19 €



De  conformidad  con  el  artículo  38  de  la  LGS:  “el  interés  de  demora  aplicable  en  materia  de
subvenciones será  el  interés  legal  del  dinero  incrementado en un 25 por  ciento,  salvo  que la  Ley de
Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente.” 

Téngase en cuenta que el interés de demora a que se refiere el apartado 2 del citado artículo 38 es
el 4,0625 por ciento hasta el 31 de diciembre de 2023, según establece la disposición adicional 42.3 de la
Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023.

No obstante, y de conformidad con las leyes de presupuestos del Estado:  Ley 11/2020, de 30 de
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021 y Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de
Presupuestos  Generales  del  Estado  para  el  año  2022,  el  interés  de  demora  aplicable  en  materia  de
subvenciones será el 3,75 por ciento. Por lo que, para el presente caso, los intereses de demora aplicables
son los siguientes: desde el 9 de noviembre de 2022 hasta 31 de diciembre de 2022, un 3,75 %. A partir del
1 de enero de 2023 hasta la fecha del acuerdo provisional del procedimiento de reintegro el interés de
demora aplicable será del 4,0625 %.

SÉPTIMO. Plazo de alegaciones/audiencia.  

De conformidad con el artículo 94 del RLGS, tanto el inicio como la resolución del procedimiento de
reintegro serán notificadas al beneficiario, concediéndoles, en el caso de acuerdo de inicio, un plazo de 15 días
hábiles para que alegue o presente los documentos que estime pertinentes para la mejor defensa de sus
derechos e intereses. 

OCTAVO. Resolución. 

De  acuerdo  a  lo  establecido  en  el  apartado  4  del  artículo  94  del  RGLGS,  “la  resolución  del
procedimiento de reintegro identificará el obligado al reintegro, las obligaciones incumplidas, la causa de
reintegro que concurre de entre las previstas en el artículo 37 de la Ley y el importe de la subvención a
reintegrar junto con la liquidación de los intereses de demora”. Dicha resolución será notificada al interesado
requiriéndosele  para  realizar  el  reintegro  correspondiente  en  el  plazo  y  en  la  forma  que  establece  el
Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.

En el presente caso, tras analizar la documentación obrante en el expediente y de conformidad con
lo establecido en la letra c) del punto 1 del artículo 37 de la LGS en virtud del cual “también procederá el
reintegro  de  las  cantidades  percibidas  y  la  exigencia  del  interés  de  demora  correspondiente  desde  el
momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, o la
fecha  en  que  el  deudor  ingrese  el  reintegro  si  es  anterior  a  ésta,  entre  otros,  en  el  siguiente  caso:
Incumplimiento de la obligación de justificación o la justificación insuficiente, en los términos establecidos en
el artículo 30 de esta ley, y en su caso, en las normas reguladoras de la subvención”,  procede, al existir un
incumplimiento  de  la  obligación  de  justificación, el  reintegro  de  la  subvención  concedida  junto  con  la
liquidación de los intereses de demora.

NOVENO. Plazo notificación y resolución. Caducidad. 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 42.4 de la LGS, en relación con el artículo 21.4 de la LPAC,
el plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro será de 12 meses
desde la fecha del acuerdo de iniciación. Dicho plazo podrá suspenderse y ampliarse de acuerdo con lo
previsto en los 22 y 32 de la LPAC.

El transcurso del citado plazo sin que se hubiere notificado resolución expresa producirá, al
amparo de lo previsto en el artículo 25.1 letra b) de la LPAC, la caducidad del procedimiento, sin perjuicio de
continuar las actuaciones hasta su terminación y sin que se considere interrumpida la prescripción por las
actuaciones realizadas hasta la finalización del citado plazo. 

DÉCIMO. Plazo de prescripción - interrupción plazo prescripción. 

 El artículo 39 de la LGS establece que prescribirá a los cuatro años el derecho de la Administración a
reconocer  o liquidar  el  reintegro. Dicho plazo se  interrumpió  el  día  25-04-2025 con  el  requerimiento  de
justificación una vez transcurrido el plazo de justificación por lo que el plazo para el inicio del procedimiento
de reintegro no ha prescrito.



DÉCIMO PRIMERO. Obligación de relacionarse por medios electrónicos. 

De conformidad con el artículo 3 del Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba
el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos, en relación con el
artículo 14 de la LPAC, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos:

“a) Las personas jurídicas.
b) Las entidades sin personalidad jurídica.
c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los
trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad
profesional.  En  todo  caso,  dentro  de  este  colectivo  se  entenderán  incluidos  los  notarios  y
registradores de la propiedad y mercantiles.
d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la
Administración.
e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con
ellas  por  razón  de  su  condición  de  empleado  público,  en  la  forma  en  que  se  determine
reglamentariamente por cada Administración”.

A estos  efectos,  la  titular  E.L.A.  de  Ochavillo  está  obligada a  relacionarse  a  través  de medios
electrónicos con la Excma Diputación Provincial de Córdoba. 

DÉCIMO SEGUNDO. Notificación. 

El  artículo  43  de  la  LPAC,  en  relación  con el  citado artículo  14  de la  misma establece que las
notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en la sede electrónica de la
Administración u Organismo actuante, a través de la dirección electrónica habilitada única o mediante ambos
sistemas, según disponga cada Administración u Organismo.

Asimismo,  se  dispone  que  las  notificaciones  practicadas  por  medios  electrónicos  se  entenderán
practicadas en el momento en que se produzca el acceso a su contenido. Cuando la notificación por medios
electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente elegida por el interesado, se entenderá
rechazada cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin
que se acceda a su contenido.

El art. 43.3 de la LPAC establece que se entenderá cumplida la obligación a la que se refiere el artículo
40.4 de la misma con la puesta a disposición de la notificación en la sede electrónica de la Administración u
Organismo actuante o en la dirección electrónica habilitada única. Por alusión, el artículo 40.4 dispone que “sin
perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de entender cumplida la obligación de
notificar  dentro  del  plazo  máximo  de  duración  de  los  procedimientos,  será  suficiente  la  notificación  que
contenga, cuando menos, el texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente
acreditado”. 

DÉCIMO TERCERO. Fin vía administrativa. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 42 de la LGS la resolución del procedimiento de reintegro
pondrá fin a la vía administrativa.

DÉCIMO CUARTO. Competencia. 

En  cuanto  a  la  competencia,  de  conformidad  con los  artículos  41  y  42  de  la  LGS,  el  órgano
concedente de subvenciones será el  competente para declarar el  reintegro del beneficiario mediante la
resolución  del  procedimiento  de  reintegro.  Asimismo,  el  punto  4  del  artículo  10  de  la  citada  Ley,  la
competencia  para  declarar  la  procedencia  del  reintegro  de  subvenciones  en  las  corporaciones  locales
corresponde a los órganos que tengan atribuidas tales funciones en la legislación de régimen local.

La competencia para la resolución de concesión de subvenciones, en virtud de las facultades que,
con carácter general confiere a la Presidencia de la Corporación el artículo 34.1, f)  y artículo 61 puntos
1,11,21,14 y 15 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Corporaciones
Locales, aprobado por RD 2568/1986 de 28 de noviembre (ROF en adelante), le corresponde al mismo
órgano que dictó la resolución de concesión, es decir al Presidente de la Excma. Diputación de Córdoba.



No obstante, y de conformidad con lo expresado en el artículo 8 de la Ordenanza reguladora de la
actividad subvencional,  en relación con los artículos 10 y 17 de la LGS, así como lo establecido en el
Decreto de delegación de atribuciones del Presidente en la Junta de Gobierno de fecha 11 de julio de 2023
(n.º  de  Resolución  LOPD)  cuando  la  competencia  para  resolución  de  procedimientos  de  reintegro
corresponda a Presidencia, queda delegado expresamente el ejercicio de dicha atribución en la Junta de
Gobierno.

En este contexto y en virtud de lo dispuesto en el artículo 17.1 del RLGS: “La delegación de la facultad para
conceder subvenciones lleva implícita la de comprobación de la justificación de la subvención, así como la
de incoación, instrucción y resolución del procedimiento de reintegro, sin perjuicio de que la resolución de
delegación disponga otra cosa”.

De acuerdo con lo que se propone en el informe transcrito,  la Junta de Gobierno haciendo uso de la
competencia que le ha sido delegada por la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio de 2023 del que se
dio  cuenta al  Pleno en sesión  celebrada el  día  12  del  mismo mes y  año,  en  votación  ordinaria  y por
unanimidad, acuerda:

PRIMERO. Iniciar el procedimiento de reintegro junto con la liquidación de los intereses de demora por un
importe total de tres mil doscientos sesenta y siete euros con setenta y seis céntimos  (3.267,76 €) que se
corresponden con la subvención pública concedida en  fecha 11 de octubre de 2022 en el  marco de la
Convocatoria de Subvenciones dirigida a entidades locales de la provincia de Córdoba para la realización de
actividades deportivas, durante el año 2022 a favor de la E.L.A. de Ochavillo del Río con NIF LOPD,  por
incumplimiento de la obligación de justificación de la subvención, concedida en los términos establecidos en
el artículo 30 de la LGS, con el fin de declarar su procedencia. El importe de la cantidad principal a abonar
es de 2.850,00 € y la cantidad correspondiente a los intereses de demora es de 417,76 €.

El  interesado deberá  abonar  la  cantidad  principal  junto  con la  liquidación  de  los  intereses  de  demora
calculados en el  fundamento jurídico  sexto,  en el  plazo de quince días hábiles,  de conformidad con el
artículo 94.2 RLGS, mediante transferencia bancaria y/o ingreso en la c/c LOPD, indicando en el concepto el
número de expediente y la entidad que realiza el reintegro.

En el caso de que la entidad beneficiaria no abone la cantidad principal junto con los intereses de demora
correspondientes en el citado plazo, este Servicio de Administración de Bienestar Social teniendo en cuenta
la Circular emitida por la Secretaria General de esta Diputación Provincial de fecha 27 de junio de 2024,
procederá a determinar los intereses de demora correspondientes hasta la fecha en que se produzca el
acuerdo definitivo del procedimiento de reintegro. 

SEGUNDO. Proceder a la notificación al representante de la entidad beneficiaria para que en el plazo de
quince días hábiles, de conformidad con el artículo 94.2 del RLGS, alegue o presente la documentación u
otros elementos de juicio que a su derecho convenga, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 76 y
82 de la LPAC. 

No obstante y de conformidad con lo establecido en el apartado 3 del artículo 70 del RLGS la presentación
de la justificación en el plazo adicional establecido no eximirá al beneficiario de las sanciones que, conforme
a la Ley General de Subvenciones, correspondan.

TERCERO. Comunicar al  interesado que, de conformidad con el  punto 4 del  artículo 42 de la LGS en
relación con el artículo 21.4 de la LPAC, el plazo máximo para resolver y notificar la resolución del presente
procedimiento será de 12 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación, aplicable de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 41 y 42 de la LGS.

El transcurso del citado plazo sin que se hubiere notificado resolución expresa producirá, al amparo de lo
previsto en el artículo 25.1 letra b) de la LPAC, la caducidad del procedimiento, sin perjuicio de continuar las
actuaciones hasta su terminación y sin que se considere interrumpida la prescripción por las actuaciones
realizadas hasta la finalización del citado plazo. 



No  obstante,  tal  y  como  prevé  el  apartado  segundo  del  artículo  25  de  la  LPAC,  la  paralización  del
procedimiento por causas imputables a la propia entidad interesada supondrá la interrupción del cómputo
del plazo para resolver y notificar.

CUARTO. Practicar las notificaciones en este procedimiento, conforme a lo señalado en los artículos 40 y 43
de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, debiendo observarse la condición de interesado según lo previsto en los
artículos 4, 7 y 8 de la referida norma. 

15.-  MODIFICACIÓN  PREVISTA  DEL  CONTRATO  DEL  SERVICIO  DE  LIMPIEZA  DE  LOS
EDIFICIOS TITULARIDAD DE LA EXCMA. DIPUTACIÓN PROVINCIAL DE CÓRDOBA Y DE SU
SECTOR PÚBLICO INSTITUCIONAL (5 LOTES),  POR INCORPORACIÓN DEL PATRONATO
PROVINCIAL DE TURISMO DE CÓRDOBA .-Al pasar a  tratarse el expediente epigrafiado se da
cuenta de informe-propuesta obrante en el mismo firmado por el Jefe de dicho Servicio, fechado el
día  16  de  junio  de  2026,  que  presenta  entre  otros  los  siguientes  antecedentes  de  hecho  y
consiguientes fundamentos de derecho:

“ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- TRAMITACIÓN DEL EXPEDIENTE DE CONTRATACIÓN

Por Decreto del Ilmo. Sr. Presidente de la Diputación de Córdoba n.º LOPD, de fecha 31 de
mayo de 2024, se dispuso la apertura del procedimiento abierto, sujeto a regulación armonizada,
del contrato el servicio de limpieza de los edificios titularidad de la Excma. Diputación Provincial de
Córdoba y de su Sector Público Institucional (n.º LOPD), con 5 lotes, con arreglo a los Pliegos de
Prescripciones  Técnicas  Particulares  (PPTP,  en  lo  sucesivo)  y  de  Cláusulas  Administrativas
Particulares (PCAP, en adelante), aprobados juntamente en la antedicha Resolución.

En lo que aquí interesa, el Lote 1 tiene por objeto la contratación por parte de la Excma.
Diputación  Provincial  de  Córdoba  y  su  Sector  Público  Institucional  del  referido  servicio  en
inmuebles  y  edificios  de  la  Diputación  en  el  término  municipal  de  Córdoba,  conforme  a  las
condiciones que se especifican en el PPTP.

Tramitado  el  expediente  de  contratación  en  la  forma  legal  y  reglamentariamente
establecida, por Decreto del Ilmo. Sr. Presidente de la Diputación de Córdoba n.º LOPD, de fecha
30 de julio de 2025 y a propuesta de la Mesa de Contratación, se adjudicaron los Lotes 1, 2 y 4 a
favor deLOPD, con CIF n.ºLOPD.

El contrato es suscrito por las partes el 26 de agosto de 2025, con una duración inicial de
dos años a contar desde la fecha de efecto que consta en el documento de formalización, 1 de
septiembre de 2025, por tanto, hasta el 31 de agosto de 2027.

El  precio  de  adjudicación  quedó  fijado  en  319.827,53  €/año,  IVA  excluido,
comprometiéndose así  mismo a ejecutar  el  contrato con base en las mejoras que se citan a
continuación: 

1. Una bolsa de 20.835,67 horas, sin coste para los organismos y entidades contratantes,
para servicios adicionales.

2. Compromiso de eliminación anual de 600 m², de pintadas y/o “grafitis” en paramentos de
dependencias/edificios, comprendiendo zócalos y fachadas exteriores de cualquier tipo de
superficie.

3. Desempolvado anual  de techos, luces generales y rejillas de aire acondicionado.
4. Ejecución de un plan de formación de 10 horas para el personal adscrito al contrato.
5. Suministro de papel higiénico y secamanos 100% reciclado y libre de cloro.
6. Mantenimiento de  bactericidas y bacteriostáticos en los baños.



7. Ejecutar  la  prestación  con apoyo  de  un  software  para  la  gestión  del  servicio  con  las
siguientes funcionalidades:  gestión documental,  control  de presencia digital,  gestión de
incidencias, gestión del control de calidad y planificación de los trabajos.

SEGUNDO.- El Patronato solicita formalmente su adhesión a dicho contrato para atender
sus  necesidades  de  limpieza  bajo  criterios  de  eficiencia,  homogeneidad  y  optimización  de
recursos. Su solicitud se ampara en la posibilidad de modificar el contrato durante su vigencia,
según lo previsto en los artículos 203.2 a) y 204 de la LCSP, que permite modificaciones cuando
estas hayan sido expresamente previstas en el pliego, así como en la cláusula 30 y el Anexo I,
letra S  del PCAP, que establecen de forma clara y precisa las condiciones para las modificaciones
previstas.

El  pliego  permite  expresamente  la  incorporación  de  “nuevos  organismos  o  entidades
pertenecientes al Sector Público Institucional de la Diputación”. El Patronato argumenta que su
incorporación debe realizarse en el Lote 1 basándose en los siguientes motivos:

• Clasificación  Administrativa:  El  organismo  está  encuadrado  en  el  Grupo  2  (junto  con
IPRODECO) dentro de la reestructuración del sector público de la Diputación.

• Criterio de Exclusión: Se descartan los demás lotes por incluir edificios fuera del término
municipal o por estar bajo la responsabilidad de organismos sin relación funcional con el
Patronato.

• Adecuación  Funcional:  Por  analogía  organizativa  y  funcional  con  las  entidades  ya
integradas en dicho lote.

TERCERO.- El informe del responsable del contrato, adscrito a la unidad proponente de la
contratación, el Servicio de Patrimonio, valida la propuesta de modificación desde el punto de vista
técnico y económico.

En definitiva, la modificación implica poner en carga 270 horas anuales de trabajo, de las
cuales 234 se corresponden con limpieza ordinaria y  36 con limpieza de cristales.  Ambas se
facturan al precio unitario de adjudicación: 15,35 €/hora.

Sobre  la  base  anterior,  la  modificación  comportaría  un  aumento  anual  del  precio  de
adjudicación de 4.144,51 € anuales (IVA excluido), lo que supone un total de 5.014,86 € con el IVA
incluido. Teniendo en cuenta que el precio de adjudicación del lote 1 en cómputo anual, asciende
a 319.827,53 € (IVA excluido), estamos hablando de un % de modificación inferior al 1,30%.

CUARTO.-  Ha  quedado  acreditada  en  el  expediente  la  conformidad  de  LOPD,  a  la
modificación prevista.

El presente Informe jurídico tiene por finalidad analizar la modificación del contrato del lote
1, para lo que se tienen en cuenta los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- LEGISLACIÓN APLICABLE

La legislación directamente aplicable a la cuestión que se suscita es la siguiente:

� LCSP.
� Reglamento General de la Ley del Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado

por RD 1098/2001, de 12 de octubre, en todo aquello en lo que no se oponga a la LCSP.
� RD 817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla parcialmente la LCSP de 2007, en lo

que no contradiga a la LCSP.
� Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.



� Reglamento  de  Organización,  Funcionamiento  y  Régimen  Jurídico  de  las  Entidades
Locales, aprobado por RD 2568/1986, de 28 de noviembre.

� Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones Públicas.

� Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
� Pliegos de Prescripciones Técnicas y de Cláusulas Administrativas Particulares que rigen

el contrato.
SEGUNDO.- MODIFICACIÓN PREVISTA Y CONFORMIDAD DEL CONTRATISTA

La cláusula 30 y la letra S del Anexo n.º 1 del PCAP establecen que el Lote 1 del contrato
se podrá modificar durante la duración inicial  del mismo o de sus eventuales prórrogas, entre
otras, por incorporación de nuevos espacios o centros de trabajo al  objeto del contrato, como
consecuencia  de  la  entrada  de  nuevos  edificios,  o  ampliaciones  de  los  mismos,  cuyo
mantenimiento corresponda a los organismos y/o entidades originariamente adscritos al contrato,
o  por  incorporación  de  nuevos  organismos  o  entidades  del  sector  público  institucional  de  la
Diputación, incluidos traslados temporales o permanentes, realización de obras, etc.

En la propuesta no se incluyen precios nuevos, puesto que se trata de una modificación
que comporta un incremento de horas en limpieza ordinaria y en limpieza de cristales, precios
contemplados en la documentación preparatoria del contrato.

El  expediente  identifica  claramente  a  la  trabajadora  a  subrogar  y  su  antigüedad
(20/04/2017), cumpliendo con el deber de información del artículo 130 de la LCSP y el artículo 44
del Convenio Colectivo Sectorial que resulta de aplicación.

Ha  quedado  acreditado  que  la  modificación  comporta  un  incremento  del  precio  de
adjudicación de menos del 1,3%, según los antecedentes que constan en el presente informe.

También  consta  acreditado  que  el  contratista  ha  mostrado  su  conformidad  con  la
modificación prevista a requerimiento de los servicios dependientes del órgano de contratación,
trámite esencial según la LCSP, para que pueda operar la modificación prevista.

La presente modificación tiene la misma vigencia temporal que la prevista para el contrato
original, esto es, hasta el 31 de agosto de 2027. Y extenderá su vigencia, en los términos que lo
haga el contrato principal, en caso de prórroga tramitada con arreglo al artículo 29 de la LCSP. Sin
embargo, se propone ajustar el inicio en el documento de la formalización del contrato, ya que aun
quedan  algunos  trámites  (fiscalización,  aprobación,  reajuste  de  la  garantía  definitiva  y
formalización) y resulta aventurado fijar una fecha de comienzo de la prestación.

En  cualquier  caso,  el  Patronato  acredita  financiación  suficiente  para  atender  las
obligaciones  dimanantes  de  la  presente  modificación,  al  haber  aportado  al  expediente  dos
documentos contables de retención de crédito (RC) de los ejercicios 2026 y 2027, por importes de
2.507,43 € y 3.343,23 €, respectivamente. Estos importes cubrirían seis meses en el ejercicio
corriente  y  ocho  meses  en  el  ejercicio  que  viene.  El  crédito  se  juzga  adecuado  al  haberse
imputado a la aplicación presupuestaria LOPD “Admon.Gral – Limpieza y Aseo”.

TERCERO.- REAJUSTE DE GARANTÍA Y FORMALIZACIÓN DE LA MODIFICACIÓN

De  acuerdo  con  el  artículo  109.3  de  la  LCSP,  cuando,  como  consecuencia  de  una
modificación  del  contrato,  experimente  variación  el  precio  del  mismo,  deberá  reajustarse  la
garantía, para que guarde la debida proporción con el nuevo precio modificado, en el plazo de 15
días contados desde la fecha en que se notifique a la Empresa el acuerdo de modificación. Por
ello, el contratista viene obligado al reajuste de la garantía por importe de 414,45 € (10% del
importe de modificación, ya que la oferta de la adjudicataria se identificó como anormalmente
baja), lo que haría, sumado a la que ya está depositada y constituida, una garantía global de
75.422,87 €.



La modificación deberá formalizarse conforme a lo dispuesto en el artículo 153 de la LCSP,
procediéndose a la publicación del anuncio de modificación tanto en el Perfil de Contratante, que
esta Diputación tiene alojado en la Plataforma de Contratación del Sector Público, como en su
Portal de Transparencia, a tenor del artículo 63 de la LCSP y del artículo 15 a) de la Ley 1/2014,
de  24  de  junio,  de  Transparencia  Pública  de  Andalucía,  respectivamente.  El  artículo  207.3
establece  que  los  órganos  de  contratación  deberán  publicar  en  el  DOUE  el  anuncio  de
modificación de contratos SARA únicamente cuando se trate de los casos previstos en las letras
a) y b) del apartado 2 del artículo 205 (modificaciones no previstas por prestaciones adicionales o
circunstancias  imprevisibles,  respectivamente),  por  lo  que  no  resulta  necesario  publicar  esta
modificación en el DOUE, al ser esta una modificación prevista en el pliego (art. 204 LCSP).

Serán extensibles a este nuevo centro todas las mejoras ofertadas por la contrata para el
Lote 1, incluyendo la bolsa de horas adicionales (10%, esto es 27 horas en este caso), suministro
de consumibles reciclados y uso del software de gestión, el desempolvado anual  de techos, luces
generales y rejillas de aire acondicionado, la formación de 10 horas para la trabajadora adscrita al
contrato,  la  eliminación  de  pintadas  y/o  grafitis  y  el  mantenimiento  de   bactericidas  y
bacteriostáticos en los baños, todo ello en los términos de su oferta y de los Pliegos rectores.

CUARTO.- ÓRGANO COMPETENTE

Según  establece  el  apartado  1º  de  la  DA 2ª  de  la  LCSP,  en  las  entidades  locales,
corresponde a los Alcaldes y a los Presidentes la competencia para la celebración de los contratos
administrativos cuando el valor estimado, en los términos definidos en el artículo 99 LCSP, no
supere el 10% de los recursos ordinarios del presupuesto ni, en cualquier caso, la cuantía de seis
millones de euros, incluidos los de carácter plurianual cuando su duración no sea superior a cuatro
años, eventuales prórrogas incluidas siempre que el importe acumulado de todas sus anualidades
no supere ni el porcentaje indicado, referido a los recursos ordinarios del presupuesto del primer
ejercicio, ni la cuantía señalada.

En relación a esta cuestión, habrá que estar a lo dispuesto en el Decreto, de 11 de julio de
2023, del Ilmo. Sr. Presidente de la Diputación (n.º de resolución LOPD), en virtud del cual delegó
determinadas competencias en la Junta de Gobierno y, entre ellas, la de acordar la contratación
de contratos de servicio cuando su valor estimado exceda de 200.000 €.

Atendiendo, por tanto, al valor estimado del contrato y a su duración, y de acuerdo con el
Decreto  de  la  Presidencia  de  esta  Diputación  de  11  de  julio  de  2023,  la  competencia  para
aprobación de la presente modificación corresponde a la Junta de Gobierno de la Diputación de
Córdoba.”

A la vista de lo anterior y conforme a lo propuesto en el informe a que se ha hecho mérito
anteriormente, la Junta de gobierno, haciendo uso de la competencia que le ha sido delegada por
la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio de 2023 del que se dio cuenta al Pleno en sesión
celebrada el día 12 del mismo mes y año, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO-. Modificar el lote 1 del contrato del servicio de limpieza de los edificios titularidad de la
Excma.  Diputación  Provincial  de  Córdoba  y  de  su  Sector  Público  Institucional  (5  lotes),  por
incorporación del Patronato Provincial de Turismo de Córdoba, por preverse esta modificación en
la cláusula 30 y letra S del Anexo nº 1 del PCAP, ex artículos 203.2 a) y 204 LCSP.

SEGUNDO.- Aprobar el gasto máximo que supone la presente modificación (inferior a 1,3% del
precio total del contrato), esto es, 5.014,86 € (IVA incluido), e imputar esa cantidad a la aplicación
presupuestaria  LOPD “Admon.Gral  – Limpieza y Aseo”  del  presupuesto general del  Patronato
Provincial de Turismo de Córdoba, con el siguiente desglose por anualidades, subordinándose al
crédito que para el ejercicio 2027 autorice su presupuesto:



Anualidad Aplicación N.º registro contable Importe

2026
LOPD “Admon.Gral – Limpieza y Aseo”

LOPD 2.507,43 €

2027 LOPD 3.343,23 €

TERCERO.- Notificar la presente Resolución a LOPD., y requerirle para que presente, en el plazo
de  15  días  naturales  siguientes  a  la  recepción  de  la  notificación,  el  Resguardo  de  haber
depositado la garantía definitiva en concepto de reajuste por modificación de contrato, por importe
de 414,45 € (10% del importe de modificación).

CUARTO.- Trasladar la presente Resolución al Servicio de Patrimonio, como unidad responsable
del contrato, y al Patronato Provincial de Turismo de Córdoba como entidad interesada adherida, a
los oportunos efectos informativos.

QUINTO.- Instar la formalización, previo reajuste de la garantía en los términos señalados, de la
modificación contractual y publicar el anuncio de modificación tanto en el Perfil de Contratante,
alojado en la Plataforma de Contratos del Sector Público, como en el Portal de Transparencia de
esta Excma. Diputación Provincial.

16.- SUBVENCIÓN EXCEPCIONAL SOLICITADA POR EL AYUNTAMIENTO DE RUTE, PARA
LA FINANCIACIÓN DE LA ACTUACIÓN DE EMERGENCIA “RECONSTRUCCIÓN DEL MURO
DE CONTENCIÓN EN EL POLIDEPORTIVO MUNICIPAL DE RUTE .-Seguidamente se da cuenta
del expediente de su razón, instruido en el Servicio de Presidencia, en el que consta, entre otros
documentos, informe propuesta suscrito por la Jefa de dicho Servicio de fecha 18 de junio del año
en curso, cuyo tenor literal es el siguiente:

“INFORME

Con arreglo a los siguientes,

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero.- La Presidencia de esta Excma. Diputación Provincial, por su Decreto de fecha
11 de mayo de 2026, resolvió lo siguiente:

Vista la solicitud efectuada por el Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento
de Rute  referente  a  la  asistencia  técnica  de la  Diputación  de Córdoba  para  la
Reconstrucción de muro de contención en el polideportivo municipal , solicitud que
deriva de la falta de medios técnicos y económicos por parte del Ayuntamiento por
la complejidad y singularidad de la  actuación,  necesitando estudios geotécnicos
previos y cálculos especializados en sistemas de contención de taludes.

Esta solicitud de asistencia técnica de conformidad con el artículo 54 del
Reglamento  de  Asistencia  Técnica  a  Entidades  Locales  de  la  Diputación  de
Córdoba, se encuadraría en el Programa de asistencia en Ingeniería Civil (PAI),
dentro de las “actuaciones destinadas a evitar o minimizar riesgos para la población
y/o patrimonio del municipio, o mayores daños y deterioros en infraestructuras o
servicios básicos”, previstas en el artículo 56 del citado Reglamento, y teniendo
carácter prioritario, al pertenecer el municipio de Rute al Grupo II ( población igual o
superior a 5.000 habitantes e inferior a 10.000 habitantes ) de los previstos en el
meritado Reglamento.

Una vez disponible  el  estudio e  informe geotécnico,  por  el  Servicio de
Ingeniería Civil, se redactaría memoria valorada de la intervención, al objeto de que
el  Ayuntamiento  pueda  recabar  los  recursos  financieros  para  acometer  una
actuación de esta envergadura.



En base a lo anterior, y en virtud de las competencias delegadas, mediante
Decreto de fecha de 11 de julio de 2023, se resuelve:

Primero. Acordar la inclusión de la actuación pretendida en el Programa de
asistencia en Ingeniería Civil (PAI).

Segundo. Encomendar la prestación de la Asistencia Técnica solicitada al
Servicio Provincial de Ingeniería Civil.

Tercero. Encomendar el estudio geotécnico en el marco del contrato en
vigor de asistencia habilitado para las actuaciones del Servicio de Ingeniería Civil.

Una vez redactada la memoria valorada por el Servicio Provincial de Ingeniería Civil, la
actuación  será  financiada  en  su  totalidad  mediante  la  línea  de  subvenciones  excepcionales
habilitada por esta Corporación para hacer frente a la reparación de daños ocasionados en las
infraestructuras  municipales  debido  al  tren  de  borrascas  sufrido  en  la  provincia  de  Córdoba
durante los meses de noviembre de 2025 a febrero de 2026.

El Servicio de Presidencia procedió a la apertura del expediente y, en fecha 17 de junio
de 2026, la Diputada Delegada de Presidencia, Gobierno Interior y Vivienda cursó la diligencia de
tramitación en la que se hace constar el propósito de conceder una subvención excepcional por un
importe de 261.999,99 € al Ayuntamiento de Rute para la financiación de la “Reconstrucción Muro
de Contención en el Polideportivo Municipal de Rute”, motivada en la cooperación en el fomento
del desarrollo económico y social y en la planificación en el territorio provincial de acuerdo con las
competencias locales de las demás Administraciones Públicas en este ámbito, según establece el
art. 36.1d) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

Segundo.-  Queda acreditado en el  expediente,  mediante  declaración responsable del
representante legal, que el beneficiario reúne todos los requisitos establecidos en la legislación
vigente  para  obtener  la  condición  de  beneficiario  de  subvenciones  no  estando  incurso  ni
afectándole ninguna de las circunstancias establecidas en los apartados 2 y 3 del artículo 13 de la
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. Respecto a la constancia de estar al
corriente  de  las  obligaciones  tributarias  y  frente  a  la  Seguridad  Social,  queda  debidamente
acreditada mediante  la  oportuna certificación  administrativa positiva  expedida por  los órganos
competentes,  no constando que sea deudor por resolución de procedimiento de reintegro; lo que
se significa de conformidad con lo dispuesto en el apartado 3.2 del anexo de requisitos básicos
objeto de comprobación en el régimen de fiscalización e intervención limitada de la Diputación
Provincial de Córdoba, aprobado por el Pleno de la Corporación, en sesión ordinaria, celebrada el
día 15 de mayo de 2024 (BOP n.º 108 de 6 de junio de 2024).

Tercero.- Una vez comprobado que la entidad beneficiaria cumple todos los requisitos
necesarios para acceder a la subvención, es necesario añadir:

El Boletín Oficial del Estado de 19 de febrero de 2026 publica el Real Decreto-ley 5/2026,
de 17 de febrero, por el que se adoptan medidas urgentes en respuesta a los daños causados por
diversos  fenómenos  meteorológicos  adversos,  de  especial  afectación  en  las  comunidades
autónomas de Andalucía y Extremadura, cuya entrada en vigor se prevé el 20 de febrero de 2026.

La norma se articula tras la declaración, por Acuerdo del Consejo de Ministros de 10 de
febrero de 2026, de zona afectada gravemente por una emergencia de protección civil para los
territorios dañados por inundaciones y otros sucesos entre el 10 de noviembre de 2025 y el 9 de
febrero de 2026, y persigue reforzar la respuesta y la adaptación al nuevo contexto de riesgo
climático. 

Con fecha 18 de febrero de 2026, el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía ha
acordado declarar  desastre  natural  la  sucesión  de borrascas  registradas  en Andalucía  desde
noviembre de 2025 a febrero de 2026 y ha instado a la Consejería de Agricultura, Pesca, Agua y
Desarrollo  Rural  a  actuar,  en  el  marco de sus  competencias,  para  apoyar  a  los  productores
afectados y reparar las infraestructuras dañadas. La sucesión de sistemas frontales atlánticos de
elevada actividad que ha llegado a Andalucía durante estos meses ha estado caracterizada por
llevar  aparejadas  precipitaciones  persistentes  muy  frecuentes,  con  lluvias  puntualmente  muy
intensas  que  han  generado  acumulados  altamente  significativos  en  todas  las  provincias
andaluzas. Como consecuencia de las intensas precipitaciones, se ha producido una saturación



generalizada del suelo que ha reducido drásticamente la capacidad de filtración y ha aumentado el
coeficiente de escorrentía superficial. Esto ha provocado crecidas rápidas y avenidas de agua que
han incrementado el caudal de los ríos.

Para responder a esta situación, el Consejo de Gobierno ha encargado a la Consejería
de Agricultura, entre otras medidas, la puesta en marcha de las ayudas necesarias para recuperar
la capacidad productiva del  sector  agroalimentario y pesquero y el  arreglo de infraestructuras
hidráulicas dañadas. Además de estas actuaciones impulsadas desde la Junta de Andalucía y
financiadas  con  cargo  a  fondos  europeos,  nacionales  y  autonómicos,  está  previsto  también
solicitar la activación de todos los mecanismos extraordinarios posibles para atender desastres
naturales.

En el caso del sector primario, las lluvias han provocado inundaciones generalizadas,
saturación prolongada de los suelos, arrastre de tierras y daños graves en explotaciones agrícolas
y  ganaderas,  infraestructuras  de  riego  y  sistemas  productivos,  comprometiendo  así
significativamente el potencial productivo agrario. En las zonas más afectadas se ha interrumpido
la  actividad agrícola,  se  han perdido  cosechas y se  han registrado daños en infraestructuras
esenciales. Asimismo, las borrascas han dejado amarrada a puerto a alrededor del 90% de la flota
pesquera andaluza, provocando la parálisis económica del sector pesquero de Andalucía.

Por otro lado, la declaración de las borrascas como desastre natural abre la posibilidad
de tramitar de emergencia actuaciones encaminadas a reparar caminos rurales que suponen un
peligro para la población o que han quedado intransitables como consecuencia de este fenómeno
atmosférico. También será posible utilizar esta vía de tramitación para la ejecución de mejoras en
el dominio público hidráulico y la reparación de infraestructuras hidráulicas gravemente afectadas
por estos episodios de lluvias intensas.

En cuanto a los caminos rurales,  se han registrado afecciones muy severas que han
llegado a destruir tramos o dejarlos intransitables, dificultando gravemente el acceso a parcelas
agrícolas  y  ganaderas  e  incluso  provocando  el  aislamiento  temporal  de  determinadas
explotaciones.  Dadas  estas  condiciones,  numerosos  productores  andaluces  han  encontrado
grandes dificultades para poder realizar labores esenciales de la actividad agraria que desarrollan.

Las borrascas han ocasionado también graves daños en infraestructuras hidráulicas cuya
reparación  resulta  urgente  y  necesaria.  Se  han  visto  afectadas  tanto  presas  como  azudes,
estaciones  de  bombeo,  canales,  conducciones,  sistemas  de  saneamiento,  defensas  frente
avenidas e infraestructuras de drenaje urbano y rural.

Estando la provincia de Córdoba especialmente afectada por estos acontecimientos, con
fecha 18 de febrero de 2026, el Pleno de esta Diputación Provincial, en sesión extraordinaria y
urgente, ratificó el acuerdo de 16 de febrero de la Junta de Gobierno sobre aprobación de una
modificación de crédito para la financiación de los gastos que deben acometer los ayuntamientos
de la provincia de Córdoba afectados por la  sucesión de borrascas registradas en Andalucía,
desde  noviembre  de  2025  a  febrero  de  2026,  a  través  de  subvenciones  excepcionales  de
concesión directa.

Este acuerdo se justifica al amparo del artículo 37 del Real Decreto 500/1990, de 20 de
abril,  al  tratarse  de  gastos  que  no  pueden  demorarse  a  ejercicios  posteriores  y  que  no  se
encuentran  previstos  en  el  Presupuesto,  siendo  la  finalidad  de  la  medida  dotar  a  los
ayuntamientos  de  los  recursos  necesarios  para  atender  con  carácter  urgente  los  daños
ocasionados en infraestructuras como consecuencia de los fenómenos meteorológicos adversos e
inundaciones recientes, habiendo sido declarada zona de emergencia por el Consejo de Ministros,
en su sesión de 10 de febrero, la Comunidad Autónoma de Andalucía, incluyendo la provincia de
Córdoba.

El objeto y ámbito de esta ayuda es la financiación de la “Reconstrucción del Muro  de
Contención del Polideportivo” en el municipio de Rute.

Tras la solicitud de asistencia técnica formulada el pasado 31 de marzo de 2026, por parte
del Ayuntamiento al Servicio Provincial de Ingeniería Civil, el personal técnico de este servicio, al
tener  conocimiento  previo,  se  desplazó el  día  30  del  mismo mes,  al  objeto  de  constatar  las
patologías surgidas en los muros de las infraestructuras municipales, concretamente en los muros



de contención situado en el fondo del parque de la calle Luis Ocaña, en el que ha desarrollado un
derrumbe completo de los mismos, por empuje y movilización del relleno de los muros.

Dentro de la labor de asistencia técnica que presta la Diputación de Córdoba, y con la
finalidad de formular las medidas correctoras para subsanar las patologías manifiestas, se asumió
de forma inmediata la redacción de un estudio geotécnico, el cual se adjunta como Anejo en el
presente documento. Se tienen en cuenta sus conclusiones en el diseño y dimensionamiento de la
solución  adoptada  para  la  consolidación  del  talud  mediante  la  reconstrucción  de  los  muros
derrumbados.

Tras estos incidentes, producidos por los fenómenos meteorológicos adversos ocurridos en
la primavera pasada (esencialmente durante los episodios de precipitaciones intensas y fuertes
vientos, acaecidos a principios del mes de febrero de 2026), y que han derivado en la prohibición
de  acceso  parcial  al  citado  parque  y  a  las  pistas  de  calistenia  situadas  en  el  polideportivo
municipal,  ubicadas  en  la  cabeza  del  trasdos  de  los  muros  derrumbados,  ante  el  riesgo  de
hundimiento  y  movimientos  del  terreno  en  su  parte  superior  por  colapso  de  los  muros,  la
Diputación de Córdoba ha adoptado un Plan de medidas urgentes en respuesta a los daños
causados, motivo por el cual se ha redactado la Memoria Valorada.
La actuación principal que se valora en esta memoria se encuentra en el muro de contención norte
de  las  instalaciones  deportivas  municipales  que  albergan  la  pista  de  atletismo  y  la  piscina,
situadas en la parte sur-occidental del municipio, así como en el extremo occidental del parque
donde se ubica el rocódromo municipal, colindante con la calle Luis Ocaña.

Las patologías causadas por las precipitaciones se localizan en dos ubicaciones. Por un
lado, se ha producido el colapso de las estructuras de contención de la plataforma sobre la que se
asientan los elementos de calistenia de las instalaciones deportivas, y por otro, se ha producido
también la caída y movimiento del muro de bloques prefabricados del lateral oeste del parque del
rocódromo.

En el primero de ellos, se trata de dos muros afectados por su vuelco y caída, uno inferior
de bloques de hormigón tipo keystone y otro retranqueado con respecto al primero, unos tres
metros de hormigón armado, ambos de unos 3,5 metros de altura, con un desnivel entre ambos
de aproximadamente 1 metro. En el terreno aflorado después del derrumbe de ambos muros, se
constata  la  existencia de  aguas procedentes de la  red de saneamiento que atraviesa ambos
muros,  cuya  rotura  por  los  movimientos  del  terreno  han  producido  filtraciones  de  gran
envergadura, agravadas por los fenómenos meteorológicos adversos referidos anteriormente, lo
que ha dado lugar a un aumento de los empujes hidrostáticos en el trasdós de los mismos, por la
saturación de agua en el terreno, ocasionando el deslizamiento y derrumbe tanto de los muros
como del material  del trasdos de los mismos, quedando el saneamiento destruido y vertiendo
sobre todo el material derrumbado. 

El derrumbe también ha provocado el desprendimiento y colapso del  muro superior  de
cerramiento de bloques de hormigón de las pistas de calistenia,  quedando parte  de  ellas  en
voladizo,  así  como el  derrumbe  del  vallado  lateral  de  perfiles  metálicos  y  de  simple  torsión
existentes, hasta el cerramiento del rocódromo situado en el parque a cota inferior.
Además las aguas de la red y las escorrentías, al fluir de forma incontrolada por la plataforma del
parque, al  no estar ya canalizadas tras el derrumbe de los muros, han provocado regueros e
infiltraciones  en  el  terreno  erosionando  los  cimientos  del  muro  de  bloques  de  hormigón  tipo
keystone y del vallado perimetral del parque en su cara oriental,  provocando el  derrumbe del
mismo prácticamente en su totalidad y oquedades de gran importancia en el terreno de asiento del
vallado,  situación que compromete la estabilidad de ambos elementos,  con el  riesgo que ello
supone  para  los  viandantes  y  usuarios  del  parque.  La  obra  de  entrega  del  saneamiento  se
encuentra, mirando desde el parque hacia el oeste, en la margen derecha del muro keystone
derruido, y concretamente lindando con la calle Luis Ocaña.

A la vista de los hechos descritos en los apartados anteriores, y teniendo en consideración
la afección al  parque en la parte baja del  derrumbe, así,  como a las pistas de calistenia del
polideportivo  municipal,  en  la  parte  superior  de  la  incidencia,  y  la  declaración  de  obra  de
emergencia por parte del Ayuntamiento, queda justificada la presente actuación, entendiéndose
que  la  misma  debe  acometerse  a  la  mayor  brevedad  posible  ante  la  imprevisiblidad  de  los



fenómenos atmosféricos que pueden incrementar el deterioro de las infraestructuras y provocar un
colapso de mayores dimensiones.

Al  tratarse  de  una  actuación  de  emergencia,  acaecida  por  hechos  sobrevenidos  e
imprevisibles a causas de las precipitaciones intensas, de conformidad con el art. 120 LCSP, se
acometen aquellas actuaciones estrictamente necesarias para subsanar  el  riesgo actualmente
existente, debiendo realizarse un seguimiento de la evolución de la patología a lo largo del tiempo
por el  titular de la infraestructura, y valorar la necesidad de acometer en futuras anualidades,
alguna actuación que quede justificada. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.- Antes de analizar jurídicamente la subvención solicitada por el Ayuntamiento, se
hace necesario determinar la existencia de competencias municipales y provinciales en relación
con el programa que se pretende subvencionar.

Competencia  Municipal.-  El  artículo  25  apartado  1  de  la  Ley  7/1985,  de  2  de  Abril,
Reguladora de las Bases del Régimen Local modificado por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre,
racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, recoge, entre las competencias propias
de  los  Municipios  promover  actividades  y  prestar  los  servicios  públicos  que  contribuyan  a
satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal y los apartados 2a) y 2d) del
mismo cuerpo legal recoge como competencia propia y que han de ejercer los Ayuntamientos de
forma obligatoria: a)  Urbanismo:  planeamiento,  gestión,  ejecución y  disciplina urbanística y  d)
Infraestructura viaria y otros equipamientos de su titularidad. 

Por su parte,  el  artículo 9 de la  Ley 5/2010, de 11 de junio,  de Autonomía Local  de
Andalucía  establece  como  competencias  propias  de  los  municipios  por  lo  que  al  proyecto
presentado se refiere y, entre otras:

“10. Ordenación, gestión, disciplina y promoción en vías urbanas de su titularidad de la
movilidad y accesibilidad de personas, vehículos, sean o no a motor, y animales, y del transporte
de personas y mercancías,  para lo que podrán fijar los medios materiales y humanos que se
consideren necesarios”.

Competencia  Provincial.-  El  artículo  36  apartado  1b)  de  la  Ley  7/1985,  más  arriba
mencionada, recoge, entre las competencias propias de la Diputación “la asistencia y cooperación
jurídica,  económica  y  técnica  a  los  Municipios”  y  en  el  apartado  2d)  del  mismo  artículo
encomienda  a  las  Diputaciones  “dar  soporte  a  los  Ayuntamientos  para  la  tramitación  de
procedimientos administrativos y realización de actividades materiales y de gestión”. Para ello, en
el último párrafo del apartado 2b) del mismo artículo establece el derecho de las Diputaciones a
otorgar  subvenciones  y  ayudas  con  cargo  a  sus  recursos  propios  para  la  realización  y  el
mantenimiento  de  obras  y  servicios  municipales,  que  se  instrumentarán  a  través  de  planes
especiales u otros instrumentos específicos.

También la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía en su artículo 11
y bajo el título de Competencias de asistencia a los municipios recoge que, con la finalidad de
asegurar el  ejercicio íntegro de las competencias de los municipios,  la  provincia podrá asistir
económicamente  al  mismo  para  la  financiación  de  inversiones,  actividades  y  servicios
municipales.

El Pleno, en la sesión ordinaria del día 12 de julio de 2023, quedó enterado del Decreto de
la Presidencia del día 11 de julio del mismo año, en virtud del cual se resolvió delegar en la Junta
de Gobierno,  entre  otras  atribuciones  de  la  Presidencia,  la  concesión  de  subvenciones  cuya
cuantía exceda de 60.000 euros.

No existe en la actualidad ninguna convocatoria pública abierta de la Diputación Provincial
de Córdoba donde tuviera cabida este proyecto.

Segundo.-  El  artículo  22  de  la  Ley  38/2003,  de  17  de  noviembre,  General  de
Subvenciones, con el Título de Procedimientos de Concesión de las Subvenciones establece dos
formas de concesión de subvenciones: en primer lugar, el procedimiento ordinario a través del
régimen de concurrencia competitiva y, en segundo lugar, la concesión directa a través de tres



vías: una previsión presupuestaria, las que vienen impuestas por una norma de rango legal y las
de  carácter  excepcional.  Conforme  al  apartado  c)  del  punto  2  del  referido  artículo  22  las
subvenciones  de  carácter  excepcional  son  aquellas  en  que  se  acrediten  razones  de  interés
público,  social,  económico  o  humanitario,  u  otras  debidamente  justificadas  que  dificulten  su
convocatoria  pública.  El  presente  expediente  se  va  a  tramitar  como subvención excepcional,
según consta en la diligencia de tramitación, al apreciarse razones de interés público expuestas
por el ayuntamiento solicitante.

Tercero.- El artículo 67 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General
de  Subvenciones  aprobado  por  Real  Decreto  887/2006,  de  21  de  julio,  se  dedica  a  la
subvenciones  de  concesión  directa  para  determinar  que  las  mismas  se  aprobarán  por  Real
Decreto y en él se establecerán las normas especiales reguladoras de estas subvenciones que,
por tanto, tendrán el carácter de bases reguladoras de las subvenciones e incluirá los extremos
expresados  en  el  apartado  3  del  artículo  28  de  la  Ley  General  de  Subvenciones;  todo  ello
conforme al punto 2º del mencionado artículo. Por tanto, por imperativo legal y a la vista del vacío
legal  existente  con  respecto  a  las  subvenciones  en  el  ámbito  local,  las  subvenciones
excepcionales recogidas por el  apartado c) del  punto 2. del artículo 22 de la Ley General de
Subvenciones deberán contener, en la Resolución de su concesión y previo informe, como mínimo
los extremos recogidos en el párrafo 3 del ya referido artículo 28, y que son:

1. Definición del objeto de las subvenciones, con indicación del carácter singular de las
mismas  y  las  razones  que  acreditan  el  interés  público,  social,  económico  o
humanitario y aquellas que justifiquen la dificultad de su convocatoria pública.

2. Régimen jurídico aplicable.
3. Beneficiarios y modalidad de ayuda.
4. Procedimiento de concesión y régimen de justificación de la aplicación dada a las

subvenciones por los beneficiarios y, en su caso, entidades colaboradoras.

Por tanto, el hecho de que se trate de subvenciones excepcionales y el hecho de que sea
legal  la concesión directa de las mismas, no exime al  órgano concedente de cumplir  con los
requisitos o condiciones previas al otorgamiento que se recogen en el artículo 9 de la Ley General
de Subvenciones y que deben plasmarse en la resolución de concesión.

Cuarto.- A efectos de dar cumplimiento a las obligaciones de publicidad y transparencia
reguladas tanto en la Ley General de Subvenciones, Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General
de Subvenciones, así como en la Ordenanza de Transparencia y acceso a la Información Pública
de la Diputación Provincial de Córdoba, BOP no 143 (28-07-2017), y conforme a lo regulado en el
artículo 12 apartado 1) de la misma:

“Con carácter general, las Jefaturas de cada Área, Departamento y Servicio y órganos
homólogos de las Entidades dependientes de la Diputación de Córdoba, deberán, en el ámbito de
sus  competencias,  disponer  lo  necesario  para  que  se  publique la  información obrante  en  su
ámbito de gestión administrativa en los términos expresados en la presente Ordenanza. En todo
caso, les corresponde la publicación en el sitio web, determinado en el artículo 9, de la siguiente
información esencial:

k)  Las  subvenciones  y  ayudas públicas concedidas  por  la  unidad administrativa,  con
indicación  de  su  importe,  objetivo  o  finalidad  y  beneficiarios  a  través  de  las  aplicaciones  y
disposiciones de coordinación sobre las mismas. La información comprenderá la publicación de
todas las Subvenciones anuales una vez las Unidades hayan publicado las mismas en la Base de
datos nacional, con indicación de su objeto, plazo de duración, cuantía, modificaciones realizadas
y beneficiarios.”.

PROPUESTA DE RESOLUCIÓN

A la vista de los Antecedentes de Hecho descritos y de los Fundamentos de Derecho 
aportados, se propone a la Junta de Gobierno, como órgano competente, que adopte el siguiente 
acuerdo:  



Primero.- Conceder al Ayuntamiento de Rute una subvención para la financiación de la 
actuación de emergencia denominada “Reconstrucción del Muro de Contención en el 
Polideportivo Municipal de Rute”, por un importe de 261.999,99 € (Doscientos sesenta y un mil 
novecientos noventa y nueve euros con noventa y nueve céntimos), con cargo al Presupuesto de 
la Diputación Provincial de Córdoba vigente; subvención considerada excepcional y, por tanto, de 
concesión directa al amparo del artículo 22 apartado 2c), de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones; por apreciarse y considerarse las razones de interés público que han 
sido expuestas por la entidad solicitante.

El  carácter  singular  de  la  subvención  se  deriva  de  las  excepcionales  circunstancias
producidas por una serie de borrascas sufridas en el  territorio andaluz durante los meses de
noviembre  de  2025  a  febrero  de  2026  que  ha  ocasionado  importantes  daños  en  las
infraestructuras de muchos de nuestros municipios, en concreto este expediente tiene por objeto
la reparación de los daños por temporal en el muro de contención l el Polideportivo Municipal del
municipio de Rute,  según se especifica en la memoria presentada por el Servicio Provincial de
Ingeniería Civil y en los antecedentes de hecho. 

El resumen económico del proyecto es:

PRESUPUESTO DE GASTOS

RECONSTRUCCIÓN DE MURO DE CONTENCIÓN EN EL POLIDEPORTIVO 
MUNICIPAL

DEMOLICIONES Y MOVIMIENTO DE TIERRAS 16.202,95 €

ESTRUCTURAS 92.688,12 €

FIRMES Y PAVIMENTOS 7.348,95 €

ACTUACIONES COMPLEMENTARIAS 9.769,99 €

GESTIÓN DE RESIDUOS 7.743,58 €

REPOSICIÓN RED DE SANEAMIENTO 13.531,91 €

MURO DE ESCOLLERA 34.671,58 €

TOTAL EJECUCIÓN MATERIAL 181.957,08 €

 GASTOS GENERALES (13%) 23.654,42 €

 BENEFICIO INDUSTRIAL (6%) 10.917,42 €

VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO 216.528,92 €

21% I.V.A. 45.471,07 €

TOTAL PRESUPUESTO BASE LICITACIÓN (IVA INC.) 261.999,99 €

PRESUPUESTO DE INGRESOS

Diputación Provincial de Córdoba 261.999,99 € 

TOTAL INGRESOS 261.999,99 € 

Segundo.- El Ayuntamiento de Rute como entidad beneficiaria de esta subvención, recibirá
la cantidad de 261.999,99 € (Doscientos sesenta y un mil novecientos noventa y nueve euros con
noventa y nueve céntimos), con cargo a la aplicación presupuestaria  LOPD “Subv. Excep Aytos
Reparac. Urgentes Daños Infraest Mcples. Tren Borrascas.



En aplicación de lo dispuesto en el artículo 34 LGS, se aprueba y compromete el gasto
correspondiente, constando en el expediente el oportuno documento contable AD.

La subvención se ha establecido como un importe cierto y sin referencia a un porcentaje o
fracción del coste total, por tanto queda de cuenta del beneficiario la diferencia de financiación
necesaria para la total ejecución de la actividad subvencionada, debiendo ser reintegrada en tal
caso  la  financiación  pública  únicamente  por  el  importe  que  rebasara  el  coste  total  de  dicha
actividad.

La  referida  cantidad  se  abonará  mediante  la  modalidad  de  “pago  anticipado”  como
financiación necesaria para la realización de las actividades y;  por tanto,  tendrá carácter  pre-
pagable y se abonará a partir  de la adopción de este acuerdo,  sin necesidad de justificación
previa.

Esta subvención será compatible con otras subvenciones, ayudas,  ingresos o recursos
recibidos para la misma finalidad procedentes de cualesquiera administraciones o entes públicos o
privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales. En cualquier caso, si
se produce esta concurrencia de subvenciones el importe de las ayudas concedidas no podrá ser
de tal cuantía que de forma aislada o conjunta supere el coste del objeto de la subvención.

Tercero.-  Según la memoria presentada se estima que la ejecución de los trabajos será de
cuatro meses. Debido a la tramitación administrativa que requiere este tipo de contrato y para
evitar posibles eventualidades se concede al beneficiario un plazo, para la ejecución del proyecto,
hasta el 31 de diciembre de 2027.

Además, el proyecto deberá cumplir con todas las obligaciones recogidas en el artículo 
14 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones; y, por lo que respecta a su 
apartado h) referido a la publicidad, deberá adoptar todas las medidas de difusión necesarias para
que quede patente el carácter público de la financiación obtenida, pudiendo consistir en la 
inclusión de la imagen provincial, leyendas relativas a la financiación pública en carteles, placas 
conmemorativas, materiales impresos, medios electrónicos o audiovisuales o bien en menciones 
realizada en medios de comunicación. En todo caso, durante la ejecución del proyecto deberá 
colocarse en lugar visible un cartel de obra, con los datos del proyecto y el importe de la 
financiación provincial recibida.

Al margen de los mecanismos anteriores, el ayuntamiento deberá incluir en su web 
corporativa, en caso de disponer de ella, y obligatoriamente, en sus cuentas en los medios 
sociales (Instagram, Facebook, X, TikTok,YouTube….) una breve descripción del Proyecto con sus
objetivos y resultados, y destacando el apoyo financiero de la Diputación Provincial de Córdoba, 
según el siguiente texto tipo:

"El Ayuntamiento de………... ha recibido una subvención de la Diputación Provincial
de  Córdoba,  por  importe  de  …….. euros,  dentro  de  la  línea  de  subvenciones
excepcionales habilitada por esta Corporación para hacer frente a la reparación de
daños ocasionados en las infraestructuras municipales debido al tren de borrascas
sufrido en la provincia de Córdoba durante los meses de noviembre de 2025 a febrero
de 2026”.

Cuarto.- Se concede a la entidad beneficiaria un plazo de tres meses para la justificación 
de la subvención a contar desde el cumplimiento del plazo para la ejecución. La entidad 
beneficiaria remitirá la documentación que justifique la realización de la actividad, los gastos 
ocasionados, la necesaria publicidad, el cumplimiento de los objetivos previstos en esta 
subvención, a través de la cuenta justificativa regulada por el artículo 72 del Reglamento, de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, aprobado por Real Decreto 
887/2006, de 21 de julio, por tratarse de una subvención superior a 60.000 €.

El órgano concedente realizará todas las gestiones necesarias con la finalidad de 
comprobar la adecuada justificación de la subvención tanto por lo que respecta a la realización de 
la actividad como al cumplimiento de la finalidad que ha determinado la concesión, conforme al 
artículo 32 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y los artículos 84 y 
siguientes de su Reglamento.



Quinto.- En el caso de que se den algunas de las circunstancias previstas en el artículo 
37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, se procederá por la entidad 
beneficiaria al reintegro de las cantidades percibidas y a la exigencia del interés de demora 
correspondiente.

Se entenderá que existe cumplimiento parcial cuando este se aproxime, de forma 
significativa, al cumplimiento total; en tal caso, se tomará en cuenta el porcentaje debidamente 
ejecutado sobre el total para determinar el importe a reintegrar.

Sexto.- Ordenar la publicación en la Base de Datos Nacional de Subvenciones y en el 
Portal de Transparencia de esta Diputación del contenido de la presente Resolución, el crédito 
presupuestario al que se imputa, objeto o finalidad de la subvención, identificación del beneficiario,
importe de la subvención otorgada y efectivamente percibida, resoluciones de reintegros y 
sanciones impuestas, a efectos de dar cumplimiento a las obligaciones de publicidad y 
transparencia a que se refieren tanto la Ley General de Subvenciones, como la Ordenanza de 
Transparencia de esta Diputación Provincial de Córdoba.

Séptimo.-  La subvención concedida se regirá por las normas recogidas en el presente
acuerdo y que suponen sus bases reguladoras, por la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General
de Subvenciones, por su Reglamento aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por las
Bases de Ejecución del Presupuesto vigente de esta Diputación Provincial y por todas aquellas
normas de derecho administrativo que resulten de aplicación.

Es  lo  que  tiene  el  honor  de  informar  la  empleada  pública  que  suscribe  el  presente
informe, que se firma electrónicamente en Córdoba, en la fecha más abajo indicada.”

En armonía con lo expuesto la Junta de Gobierno, haciendo uso de la competencia que le ha sido
delegada por la Presidencia mediante Decreto de 11 de julio de 2023 del que se dio cuenta al
Pleno en sesión celebrada el día 12 del mismo mes y año, en votación ordinaria y por unanimidad,
acuerda prestar su aprobación al informe transcrito adoptando, en consecuencia, los acuerdos
que en el mismo se someten a su consideración.

17.- RUEGOS Y PREGUNTAS.- No se formuló ruego ni pregunta alguna.

Y no habiendo más asuntos que tratar se levanta la sesión por la Presidencia siendo las
diez horas y veinticinco minutos del día de su comienzo, de la que se extiende la presente acta
que yo, el Secretario General, certifico.


